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1. Pasajes del informe 

¿Qué causas han llevado a Colombia a ocupar el ignominioso segundo lugar en la 

jerarquía internacional que ordena a los Estados según el número de víctimas de 

desplazamiento forzado? ¿Quiénes son los responsables de que Colombia tenga 

la mayor crisis humanitaria de personas desplazadas que hay en Latinoamérica? 

¿Qué está haciendo el Estado para contrarrestar la penosa situación que han 

tenido que enfrentar las personas desplazadas; situación que fue declarada en 

2004 por la Corte Constitucional como propia de un Estado de Cosas 

Inconstitucional? 

El país está intentando juzgar y reparar varias décadas de desprotección que 

dieron lugar a cifras desmesuradas de personas y territorios afectados, tanto como 

a la naturalización de este delito; por lo tanto, pese a los importantes avances 

logrados en la ley, a partir del reconocimiento de la vulnerabilidad a la que son 

expuestas las personas desplazadas, y pese a la creación de instituciones que 

velan por el cumplimiento de sus derechos como víctimas, es necesario insistir en 

que todavía son opacas para la gran mayoría de colombianos las causas y 

consecuencias de nuestro desplazamiento forzado; este tipo de invisibilización no 

se compadece con la manera como este crimen de lesa humanidad hunde sus 

raíces en la historia del país, ni con su carácter sistemático, ni con el número de 

víctimas (6.459.501, a diciembre de 2014, según reporta el RUV), ni con su 

complejidad, continuidad y larga duración, ni con su carácter vigente. En palabras 

de la Corte Constitucional, proferidas cuando apenas se sospechaba el carácter 

desmesurado del éxodo forzado que poblaciones enteras han padecido, se trata 



de ñuna tragedia nacional, que afecta los destinos de innumerables colombianos y 

que marcar§ el futuro del pa²s durante las pr·ximas d®cadasò1.  

 

Las cifras de la desmesura:  

Según los datos recogidos en este informe, de los casi seis millones y medio de 

personas desplazadas, desde el punto de vista diferencial, un poco más del 50 por 

ciento de la población desplazada son mujeres (3.301.848); 2.279.576 son 

personas menores de edad (de las cuales 1.480.983 tienen menos de 12 años); 

según los datos demográficos de 2005, se estima que cerca del 15 por ciento del 

total de la población afrocolombiana y el 10 por ciento de la población total 

indígena han sido desplazadas. El 87 por ciento de la población expulsada de sus 

regiones vivía en el campo; algunos afro e indígenas, en territorios colectivos 

reconocidos por el Estado. En un país que tiene un problema agrario persistente, 

con una historia signada por el difícil acceso a la tierra, se calcula que 8,3 millones 

de hectáreas han sido despojadas o abandonadas por la fuerza. El 99 por ciento 

de los municipios colombianos han sido expulsores. A la luz de las cifras 

precedentes, no es excesivo caracterizar a Colombia como una nación desplazada.  

 

ñSangre y acumulaci·nò, la doble cara del desplazamiento:  

Tal como se recuerda en este informe, el presidente Alberto Lleras Camargo dijo 

alguna vez que en nuestro pa²s ñsangre y acumulaci·n iban juntasò (tomado de 

Fajardo, D., 2012). En efecto, el desplazamiento forzado presenta esas dos caras, 

como cabeza de Jano: uno de sus perfiles afirma que los casi seis millones y 

medio de colombianos que han sido desplazados forzosamente de sus lugares de 

origen lo han sido por causa del conflicto armado, obligados a huir de sus tierras 

en medio del fuego cruzado, las amenazas y las retaliaciones de los actores 

armados; el otro perfil, que lo complementa, diría que el conflicto armado ha sido 

usado como instrumento de despojo y desalojo de territorios codiciados por muy 

                                              

1   Corte Constitucional de Colombia Sentencia SU-1150 de 2000, M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz; reiterada en la Sentencia 
T-702 de 2012, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
 



variados actores. Por cualquiera de las dos causas, se ha demostrado que los 

excesos de violencia son también una estrategia de desplazamiento: la sevicia, las 

masacres, la tortura, las desapariciones forzadas, los asesinatos selectivos, las 

minas antipersonas sembradas en el territorio, el reclutamiento forzado de 

personas menores de edad; todos los actos de violencia son expulsores, todos 

son un mensaje imperativo que conmina a las víctimas a abandonar su lugar. 

Cada una de las dos caras que muestra el fenómeno del desplazamiento como 

una consecuencia del conflicto o como una estrategia de despojo, es más visible 

según el momento en que se observe. Cuando el conflicto armado se intensificó 

(durante los años de la expansión paramilitar que colonizaba nuevos territorios, 

disputándoselos a los grupos guerrilleros), aumentaron los desplazamientos 

causados por unos y otros. En tiempos más recientes, tras la desmovilización del 

paramilitarismo, se hicieron más visibles los intereses políticos y económicos que 

se ocultan detrás de los desplazamientos colectivos o individuales de la población. 

Entre los intereses ilegales sobre el territorio sobresalen el narcotráfico, y, más 

recientemente, la minería ilegal; entre los legales se han visto implicados 

proyectos minero-energéticos y agroindustriales, así como los inversionistas de 

tierras. Llaman la atención los autores de este informe, por ejemplo, sobre el 

hecho de que en 2011 el 87 por ciento del desplazamiento forzado provino de los 

municipios mineros-petroleros, y que para esa misma época se hizo evidente para 

los observadores que Colombia fue uno de los países de América Latina que 

registró mayor inversión en tierras, acaparamiento y presencia de grandes 

inversionistas en tierras provenientes de otros países de la región2. 

 

¿Desplazamiento o descampesinización forzada? 

Algunas de las implicaciones del desplazamiento forzado no afectan 

exclusivamente a las víctimas de este delito y tampoco son consecuencia 

exclusiva del mismo, pero inciden en cambios que afectan a todo el país: por un 

                                              

2   Ver en este informe la referencia al estudio de Borras, Franco, Kay y Spoor, 2011. El acaparamiento de tierras en América 
Latina y el Caribe visto desde una perspectiva internacional más amplia, páginas 7, 18, 43, y 54. 
 



lado, se habla de la creciente ñdescampesinizaci·nò del territorio, debida no solo a 

la enorme cantidad de población campesina que ha sido desplazada de las zonas 

rurales sino también a la subvaloración que el Estado hace de las luchas y 

reivindicaciones campesinas. Al sopesar datos como los que indican el descenso 

crónico de la capacidad del sector agrario para atender la demanda alimentaria del 

país tras los cambios introducidos en las políticas públicas asociadas al libre 

comercio, se tiene la percepción de que el campesinado no ha sido una prioridad 

para el Estado. Si estamos afirmando que el 87 por ciento de la población 

desplazada proviene del campo, esto nos da las dimensiones de los retos que 

tiene el país para atender esta crisis humanitaria en términos de prevención y 

garantías de no repetición. 

 

Territorios mutantes: 

El crecimiento de las cabeceras municipales y de las ciudades receptoras de 

población desplazada también se da de manera forzosa y acelerada, y se centra 

sobre todo en municipios que no tienen la capacidad fiscal para responder a sus 

necesidades, lo cual ocasiona la expansión de asentamientos informales en las 

periferias, con las sabidas consecuencias negativas en términos de medio 

ambiente, urbanismo y calidad de vida de la población originaria y recién llegada. 

Al tiempo que se transforman aceleradamente municipios y ciudades, en el campo 

se modifica el paisaje tras el éxodo de sus habitantes. Pequeñas fincas cultivadas 

con variados productos agrícolas se han convertido, por ejemplo, en extensas y 

uniformes extensiones de tierra cultivada con palma, como ocurrió en El 

Catatumbo; o mutan en zonas despejadas para la explotación minera, como en el 

Pacífico. Otros lugares son ahora paisajes desolados de campos abandonados, 

casas en ruinas, escuelas tomadas por la maleza, veredas y pueblos fantasma. 

Otros se llenan de coca; otros están sembrados de minas. De este modo, el lugar 

imaginado a donde quisiera retornar la persona desplazada, al poco tiempo no se 

parece en nada al lugar real.  

Pero no solo la tierra se ha modificado, también los ríos, los puertos y los 

pequeños asentamientos ubicados en las riberas de los ríos principales del país y 



sus afluentes. Los actores armados han usado los ríos como medio de transporte 

para movilizar drogas, insumos y armas, cuando no los han profanado, 

convirtiéndolos en ríos-tumba en los cuales han pretendido desaparecer la 

evidencia de sus actos criminales. En el mapa del desplazamiento forzado en 

Colombia se pueden ver afectadas las riberas de los ríos Magdalena, Atrato, 

Catatumbo, Ariari, Guayabero, Patía, Putumayo, Arauca y Cauca, entre los más 

visibles.  

 

2. Sobre el acto apremiante de desplazarse 

El que se desplaza, a diferencia del que viaja, responde a una imposición violenta 

y no a una decisión tomada en libertad. El que viaja lo hace por responder a una 

búsqueda, y espera obtener algún descubrimiento al llegar a su destino: vivir una 

experiencia enriquecedora temporal, huir de algo que desea dejar atrás o cambiar 

por completo de escenario e incluso mudar su identidad; como sea, lo que 

identifica al que viaja es la elección libre de hacer ese recorrido, tanto como la 

elección que ha hecho del lugar de destino. El viaje depende en buena medida del 

lugar hacia donde uno se dirige. Pocas veces los viajes se plantean en libertad, 

como un deambular sin rumbo definido.  

El que se desplaza no tiene, literalmente hablando, un lugar a d·nde ir. ñLa partida 

es lo que importa, no su destinoò3. Si no ha elegido moverse, mucho menos ha 

elegido el lugar a dónde ir. Para el que se desplaza forzadamente, es decir, el que 

se ve obligado a abandonar su mundo conocido, no existe un mejor lugar a dónde 

ir. Tampoco le es permitido hacer su viaje en buenas condiciones: ahorrar para 

sus gastos, vender o heredar a sus familiares o amigos sus propiedades o 

pertenencias. El movimiento del desplazado es, en ese sentido, un deambular 

repentino, que alguien se ve obligado a hacer, sin recursos ni lugar de destino: ñEl 

movimiento no es entonces el principio de una libertad sino el de un destino 

funestoò (Ridon, Jean-Xavier, 1997).  

                                              

3   Esta reflexión le sigue el paso a la sugerente mirada con la que Jean-Xavier Ridon describe los personajes desplazados 
en la narrativa de Le Clézio (Ridon, Jean-Xavier, 1997, Between Here and There: A Displacement in Memory). 
 



Doble despojo del desplazado: 

El desplazado no solo es despojado de su tierra, o de sus pertenencias ðsu 

parcela, su ganado, sus gallinas, su casa, su escuelað, sino despojado, al ser 

arrojado de su entorno, de su vida tal como la conocía. El movimiento que define 

al desplazado ñes vivido como un distanciamiento definitivo con respecto al 

espacio que constitu²a su identidad, es el lugar de un dolorò (Ridon, Jean-Xavier, 

1997). En el prólogo del informe sobre San Carlos advertíamos lo siguiente sobre 

este doble despojo: ñEl desplazado es un forastero que llega a una comunidad y a 

un entorno que no es el suyo, y a menudo durante una temporalidad 

indeterminada. Como es de suponer, la conciencia de esta circunstancia actúa de 

manera agobiante sobre su capacidad proyectiva. Pudiera decirse que la identidad 

social del desplazado en el nuevo escenario es construida a partir de la pérdida. Él 

es de alguna manera un actor desposeído de su historia y carece por lo tanto de 

un campo de orientaci·n para su acci·nò (S§nchez, G., 2011, Pr·logo, San Carlos: 

memorias del éxodo en la guerra, página 21). 

El desplazado es, entonces, alguien que se ve de un momento a otro ñexpulsadoò, 

ñarrojadoò del ñpara²soò de su lugar y de su identidad. Es recurrente encontrar, en los 

testimonios de las víctimas, la imagen de un individuo o de una familia que se traslada 

clandestinamente, durante la noche, con nada o muy pocas de sus pertenencias, sin 

medios, sin ganas ðcon una mano adelante y otra atrás, como lo describen tan bien 

esas duras palabrasð, dolientes por ese abandono al que se ven obligados, y en 

muchas ocasiones de duelo además por los seres queridos que les han sido 

recientemente arrebatados. 

Muchas veces, como lo han constatado las investigaciones del CNMH, ese 

desplazamiento ocurre por estaciones, por etapas: por lo general, el primer intento 

que hace el desplazado es moverse de una vereda a otra, vecina de la suya; 

desde allí tantea si existe alguna posibilidad de retorno. En esa medida, el lugar 

que lo recibe, que lo alberga solidariamente, es apenas un lugar de paso; 

contravenir el mandato del abandono es una forma común de resistencia contra 

los violentos. Pero cuando ese desplazarse de una vereda a otra no evita que 

sigan siendo expulsados de la región, cuando son perseguidos con saña, 



delatados, acusados, deberán huir definitivamente de aquella vereda a un casco 

urbano. Cuando ese tránsito tiene lugar, ya no se trata de un desplazamiento 

provisional, y el desplazado lo vive como un desarraigo que sabe puede llegar a 

ser definitivo.  

 

El portador de la peste: 

A medida que el desplazado se aleja del círculo que lo podría albergar 

provisionalmente, a medida que se ve enfrentado a ir de un lugar a otro y a 

convertirse por fin en un anónimo, sin redes de solidaridad a su alrededor, 

comienza otra etapa funesta del desalojo: el desplazado que llega a las ciudades 

es visto por los otros como un peligro. El desplazado es, ante los ojos de la 

población ya establecida u originaria del lugar que lo recibe, en un primer 

momento, como el ñportador de la pesteò4 de siglos anteriores. Es alguien a quien, 

si fuera posible, se le impediría la entrada a las ciudades. Los desplazados se 

saben vistos como personas que arrastran consigo la violencia de la que huyen, 

en buena medida porque las dinámicas sociales de los lugares en donde se 

instalan en las ciudades o municipios no son ajenas a las dinámicas de violencia 

de los lugares de donde fueron expulsados. En esa medida es común que el 

desplazado rural sea luego revictimizado y convertido en un desplazado 

intraurbano.  

Por otra parte, el desplazado llega generalmente hasta la periferia del municipio o 

de la ciudad, es decir, a las zonas marginales, lo cual los pone en competencia de 

recursos, de trabajo, de bienes, con los otros desposeídos de la ciudad. Ante los 

ojos de los habitantes de las zonas centrales de la ciudad, de los más 

ñacomodadosò, el desplazado es equiparado con el inc·modo indigente, con el 

desempleado o con el empleado informal callejero, quienes exponen también una 

realidad que no quiere ser vista.  

 

                                              

4   Esta imagen está insinuada en la lectura que hace Ridon (Ridon, Jean-Xavier, 1997) de uno de los personajes de La 
Cuarentena, de Le Clézio. 
 



Sin lugar entre las víctimas: 

El desplazado no es considerado como una v²ctima ñcompletaò, puesto que 

todavía, pese a todos los adelantos que se han hecho en cuanto a su normatividad 

y pese a las instituciones creadas para proteger sus derechos, se subvalora el 

daño que como tal ha sufrido. En buena medida porque en todos los rincones de 

Colombia se dio un desplazamiento amplio de población durante los años de la 

Violencia, y muchos de los citadinos de hoy fueron hijos o nietos de los 

desplazados rurales de ayer.  

Como sociedad quizás no hemos visibilizado al desplazado como víctima, en 

primer lugar, porque eso nos obligaría a vernos a nosotros mismos como víctimas 

no declaradas ni reparadas de antiguos desplazamientos, y ya no como los que 

antaño fueran llamados exilados. El desplazamiento es, como se dice en el primer 

cap²tulo de este informe, ñun elemento estructural que caracteriza 

transversalmente la historia colombianaò5. Solo a partir de la segunda mitad del 

siglo XX, se estima que durante la Violencia dos de los once millones de personas 

que habitaban el país se vieron obligados a desplazarse de sus territorios. 

Aunque generalmente las personas desplazadas cargan con el dolor de otras 

formas de victimizaci·n, cuando son ñsoloò los desplazados de la violencia, tienden 

a pasar desapercibidos: en primer lugar, hay que nombrar a aquellos que no 

fueron reconocidos porque quedaron por fuera de los marcos normativos que hoy 

existen; de otro lado, están los muchos que no quieren ser considerados o 

representarse a sí mismos como víctimas, y por lo tanto ocultan su condición de 

desplazados, en buena medida como defensa contra la estigmatización a la que 

se pueden ver expuestos en los lugares en donde se pretenden establecer; por 

último, son tantas las víctimas de este delito de lesa humanidad en Colombia, y se 

volvió tan rutinario dentro de nuestra sociedad, que la omnipresencia del 

desplazamiento termina por volver ñinvisiblesò a sus v²ctimas.  

Pese a estas tensiones entre invisibilidad y reconocimiento, tanto en el plano 

normativo como en el judicial, la evolución del tratamiento del tema del 

                                              

5   Ver este informe. 
 



desplazamiento forzado evidencia que las luchas por el reconocimiento han 

encontrado una respuesta eficaz tanto en las instituciones creadas para responder 

a la crisis humanitaria, como en la ley y la acción de la justicia. Hoy, entre los 

arduos esfuerzos por atender y reparar integralmente a sus víctimas y los diálogos 

para dar fin a un muy largo y cruento conflicto armado interno, la reconstrucción de 

la memoria referida a esta forma de violencia es un requisito esencial para 

concebir la posibilidad de construcción de la paz.  



 

 
Residentes de la comunidad de Tanguí se desplazan para regresar a su casa después de tres meses de vivir en una escuela 
pública en la ciudad de Quibdó. Río Atrato, Chocó. Fotógrafo: © Juan Arredondo, 2014. 

 

Introducción 
En el contexto de la violencia contemporánea en Colombia, más de seis millones 

de personas se han visto forzadas a desplazarse dentro y fuera del territorio 

nacional, abandonando sus hogares, sus tierras y territorios, sus bienes, sus 

costumbres, sus comunidades y sus formas de vida. Para quienes se han visto 

forzados a desplazarse dentro del país, se han encontrado con una política pública 

insuficiente, y en muchas ocasiones inexistente, mientras que aquellos que se han 

desplazado hacia otros países en búsqueda de protección internacional han tenido 

que enfrentar el arduo camino hacia el refugio. Para todos los casos el 

desplazamiento ha afectado transversalmente las vidas de colombianos y 

colombianas que, durante décadas, han vivido las consecuencias de una guerra 

que aún no termina. 



Después de más de una década de cuestionamientos sobre la magnitud de la 

problemática, a la fecha de publicación del presente informe, el registro oficial 

había incluido a poco más de seis millones de personas víctimas de 

desplazamiento forzado dentro del territorio colombiano. Lamentablemente, esta 

cifra descomunal ha posicionado a Colombia, después de la República Árabe 

Siria, como el segundo país a nivel mundial con la mayor cantidad de desplazados 

internos, donde aproximadamente el 13 por ciento de la población ha sufrido esta 

forma de violencia. Para entender su dimensión a nivel nacional basta con 

imaginar el éxodo de dos terceras partes de los habitantes de Bogotá, o la 

sumatoria de todos los habitantes de las ciudades más pobladas del país como 

Medellín, Cali y Barranquilla, o de manera más dramática en el escenario 

internacional, basta con imaginar el éxodo de la población entera de países como 

Dinamarca, Finlandia, Singapur o Costa Rica. 

A los más de seis millones de personas desplazadas dentro del territorio 

colombiano deben sumarse miles de víctimas que se han visto forzadas a cruzar 

las fronteras internacionalmente reconocidas en búsqueda de protección o refugio. 

A pesar de ser un hecho poco visibilizado a nivel nacional, de acuerdo al Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Colombia se 

ha convertido en el país de origen del mayor número de solicitantes de refugio en 

las Américas, con aproximadamente cuatrocientas mil personas. Situación 

alarmante debido a que el éxodo transfronterizo ha sido una modalidad poco 

visibilizada, y más de la mitad de colombianas y colombianos que han cruzado las 

fronteras nacionales no han sido reconocidos como refugiados y permanecen 

como una ñpoblaci·n flotanteò, invisible para los registros oficiales, principalmente 

en países vecinos como Venezuela, Ecuador y Panamá. 

A pesar de que la crisis humanitaria ha puesto a Colombia en el centro de atención 

de la comunidad internacional en las últimas dos décadas, durante la mayor parte 

del siglo XX el desplazamiento forzado permaneció como una problemática 

inadvertida, invisibilizada, y en muchos casos, justificada como una consecuencia o 

ñefecto colateralò a las m§s de cinco d®cadas continuas de conflicto armado interno. 

Desde la génesis del conflicto armado, el desplazamiento, como delito de lesa 



humanidad, se ha manifestado como el resultado de la degradación de la guerra y 

la intensidad de sus efectos contra la población civil. En distintos niveles y con 

distintos grados de responsabilidad todos los actores armados, tanto legales como 

ilegales, han sido responsables del éxodo forzado de la población a partir de 

distintas prácticas violentas, como las masacres, para generar intimidación y 

consolidar su control territorial. 

Sin embargo, el desplazamiento forzado en Colombia no puede explicarse 

exclusivamente como consecuencia de la guerra y las lógicas de confrontación 

entre diferentes actores armados, en tanto su permanencia y sistematicidad está 

también asociada a otros factores. Evidentemente menos visibilizado, el 

desplazamiento también ha sido el resultado de múltiples prácticas violentas, 

provocadas y promovidas por empresas criminales conformadas por alianzas 

entre distintos actores ïnarcotraficantes, empresarios y políticosï, por 

motivaciones ideológico-políticas y también por motivaciones puramente rentistas 

funcionales a un modelo de acumulación y apropiación de poder y riqueza. En 

este escenario, debido a la cooptación de la institucionalidad, el desplazamiento 

también ha sido favorecido por políticas públicas que incentivan la implantación y 

expansión de proyectos agroindustriales, mineros, de infraestructura y explotación 

de hidrocarburos, o para la consolidación de una economía ilegal controlada por 

organizaciones criminales, o por una mezcla de ambos propósitos. 

Históricamente la población más afectada, que representa el 87 por ciento del total 

de las personas desplazadas, ha sido aquella expulsada de los sectores rurales. 

Esta situación evidencia el desproporcionado impacto que ha tenido esta forma de 

violencia en el campo colombiano donde han sido expulsadas 9 de cada 10 

personas desplazadas. En un conflicto en que las tierras de la población 

campesina y los territorios ancestrales de los pueblos indígenas y 

afrodescendientes han sido uno de los principales intereses en disputa, el 

desplazamiento forzado ha contribuido a perpetuar un sector rural concentrado, 

inequitativo, improductivo y excluyente. 

Dentro de este universo de víctimas, la vulnerabilidad se ha acentuado y ha 

afectado los ciclos vitales de poblaciones que requieren especial protección 



constitucional: las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, los adultos y adultas 

mayores. Tomados en conjunto estos grupos poblacionales representan el grueso 

de la población desplazada, con un 72 por ciento de participación en el número de 

casos registrados en todo el país. Asimismo, el desplazamiento forzado ha tenido 

un impacto desproporcionado en las comunidades étnicas colombianas, en total 

869.863 personas desplazadas declararon que se autoreconocieron como 

indígenas, afrodescendientes, negras y negros, palenqueras y palenqueros, 

raizales o gitanos (Rrom). 

Desde una perspectiva nacional, el desplazamiento forzado ha resultado funcional 

a intereses rentistas que se han beneficiado de modelos de desarrollo que han 

ignorado los efectos de la guerra, y que al hacerlo, han tenido un efecto 

excluyente, inequitativo, concentrador y discriminatorio. Por un lado, la 

manifestación del éxodo prolongada durante varias décadas ha provocado una 

descampesinización del país, principalmente a partir de la frustración de sus 

proyectos de vida, la desestructuración generacional de sus modos de producción 

y prácticas tradicionales y ancestrales. En muchos casos, la concentración de esta 

forma de violencia en determinados espacios ha generado un verdadero 

arrasamiento de pueblos y comunidades sociales, políticas y culturales. Por otro 

lado, la sistematicidad e intensidad en la que se ha manifestado a lo largo y ancho 

del territorio nacional, ha producido transformaciones irreversibles en el territorio 

nacional, fenómeno que ha imposibilitado los derechos a la restitución y el retorno.  

Las reconfiguraciones que ha producido el éxodo forzado han ido escalando en 

distintos espacios del territorio nacional. Inicialmente significó la expulsión de la 

población de las áreas rurales, en regiones estratégicas por su localización y 

recursos naturales; como resultado de ello, hacia el año 2010 fuentes oficiales, 

entre ellas el Ministerio de Agricultura, el Departamento Nacional de Planeación y 

el Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio, estimaron que existían más de 

8,3 millones de hectáreas que han sido despojadas o abandonadas por la fuerza 

por las víctimas desplazadas (CNMH, 2013, página 76). Posteriormente continuó 

avanzando hacia otros espacios geográficos, igualmente ventajosos por sus 



riquezas y ubicación, incluyendo áreas urbanas, en las que el desplazamiento se 

ha venido incrementando de forma vertiginosa. 

A pesar del devastador efecto que ha tenido sobre la población y el territorio 

colombiano, la magnitud y manifestación del éxodo, como el principal costo 

humano de la guerra, no ha sido dimensionado por la sociedad. En cuanto a los 

costos fiscales, entre 2000 y 2013 se han destinado 17.938,13 miles de millones 

de pesos (a precios constantes de 2013) para atender a la población desplazada. 

Esto quiere decir que durante todo ese mismo periodo sus participaciones en el 

PGN (Presupuesto General de la Nación) y en el PIB (Producto Interno Bruto) de 

Colombia fueron del orden del 0,9 por ciento y del 0,3 por ciento, respectivamente. 

A pesar de lo anterior, los mecanismos de política pública adoptados por el 

Gobierno nacional, e implementados a través de las distintas instituciones del 

Estado a partir de mediados de la década del noventa, no fueron suficientes para 

prevenir la problemática, dar una respuesta articulada a sus víctimas e identificar y 

perseguir judicialmente a los responsables. En el año 2004, a raíz de la 

incontrovertible gravedad y magnitud que había alcanzado el desplazamiento 

forzado, la Corte Constitucional determinó que la situación resultaba inconstitucional 

respecto a los derechos de las víctimas y que incumplía la legislación nacional. Con 

motivo de esta situación, la Corte declaró el ECI (Estado de Cosas Inconstitucional) 

en la materia a través de la emblemática sentencia T-025 de 2004.  

Hoy, después de más de una década de aquella decisión, en un escenario de 

violencia y conflicto, continúan varios de los problemas estructurales denunciados 

por la Corte. Por un lado, a pesar de que a partir de las Leyes de Víctimas de 

manera residual y temporal se subsanaron algunos de los obstáculos en materia 

de atención, los esfuerzos estatales aún son insuficientes para proteger a la 

población, prevenir nuevos desplazamientos y saldar la deuda con las víctimas del 

destierro. Por ejemplo, a junio de 2014 se habían restituido 29.185 hectáreas 

correspondientes a 1.277 solicitudes, lo que equivale tan solo al uno por ciento de 

la superficie reclamada y al dos por ciento de las solicitudes presentadas ante la 

Unidad de Restitución de Tierras. 



Por otro lado, persiste la manifiesta impunidad en la que continúan los 

responsables, principalmente quienes contribuyeron, financiaron y propiciaron la 

guerra, así como aquellos que se beneficiaron del destierro y el despojo de bienes, 

tierras y territorios. Las investigaciones ñhecho a hechoò que adelanta la Fiscal²a 

General de la Nación aún no revelan el patrón de macrocriminalidad de los 

desplazamientos forzados y no dan cuenta de los intereses que motivaron la 

expulsión de la población civil. Por esta razón, las personas desplazadas que 

permanecen en el territorio nacional siguen en constante peligro de ser 

revictimizadas, ya sea por represalias de los actores armados o por nuevos brotes 

de violencia que las lleve a desplazarse nuevamente. 

Además de lo anterior, existen dimensiones y modalidades invisibilizadas o 

desconocidas por las entidades encargadas de diseñar y poner en práctica la 

política pública y por lo tanto no son debidamente atendidas. Existen por lo menos 

cinco dimensiones del desplazamiento que requieren especial atención y que son 

objeto de análisis en el presente informe. 

En primer lugar, se encuentra el desplazamiento intraurbano, una modalidad emergente 

que ha venido en constante aumento en los últimos años y que ha dado lugar a graves 

procesos de revictimización y transformación de las ciudades en disputa. En particular 

se analiza el caso de Buenaventura, principal territorio afectado por este tipo de 

expulsión, que representa el 27 por ciento del total nacional.  

En segundo lugar, se encuentra el vaciamiento de múltiples lugares de la 

geografía nacional y el subsecuente arrasamiento de pueblos. Para dar cuenta de 

esta realidad se toma el caso del municipio El Castillo, Meta, donde los 

desplazamientos ocasionaron el vaciamiento de por lo menos 19 de sus veredas y 

cuatro de sus centros poblados. Los análisis realizados a partir de este caso 

permiten identificar que cerca del 14 por ciento de las personas desplazadas en 

Colombia podrían haber sido expulsadas de sus territorios dentro de una lógica de 

vaciamiento y arrasamiento territorial. 

En tercer lugar, se analiza el efecto expulsor de las masacres. Particularmente, se 

analiza el caso del Catatumbo, Norte de Santander, una de las regiones más 

afectadas por las masacres de tierra arrasada durante el periodo de expansión 



paramilitar, donde los 66 casos registrados dejaron a su paso 467 víctimas fatales, 

e incidieron en el desplazamiento de más de mil pobladores.  

En cuarto lugar, se aborda una dimensión del desplazamiento que va más allá del 

territorio nacional: el éxodo transfronterizo hacia los países vecinos. En particular se 

analiza la situación en Venezuela, donde se ha presentado el caso más dramático, 

pues aproximadamente dos mil personas permanecen en una situación de hecho 

sin ser reconocidas oficialmente como refugiadas.  

Finalmente, en quinto lugar, la investigación analiza la experiencia de retornos de 

la población desplazada en el Urabá, región más expulsora en la historia 

contemporánea del país, que representa el 10 por ciento del total de casos 

registrados a nivel nacional y más de un 21 por ciento de las expulsiones masivas. 

La selección de estos cinco casos ilustrativos en la investigación obedeció 

fundamentalmente al análisis de distintos tipos de desplazamiento que emergen 

en el desarrollo del conflicto armado interno y sus manifestaciones de violencia. 

Cada una de estas dimensiones constituye una problemática en sí misma y 

requiere de un análisis independiente que permita evidenciar las lógicas, 

dinámicas y diversos contextos en los que se manifiesta esta forma de violencia. 

Por esta razón, el presente informe nacional debe ser leído de manera conjunta y 

complementaria con los informes temáticos sobre el desplazamiento forzado 

ilustrados a partir de los mencionados casos de estudio6. 

Para comprender los hechos que han llevado a las víctimas del desplazamiento a 

huir de sus tierras y territorios, es necesario comprender los contextos explicativos 

en los cuales se produjeron estos hechos de violencia, es decir, cuáles son las 

posibles causas y/o las relaciones entre los factores inherentes al conflicto armado 

y la violencia sociopolítica y económica que pudieron provocar la expulsión de la 

población. Para ello, es necesario identificar las lógicas que movían y mueven a 

los actores armados y no armados, legales e ilegales, para avanzar, dominar y 

defender sus intereses territoriales, el papel de la población civil y los impactos 

                                              

6   CNMH, 2015, i) Con licencia para desplazar - Masacres y reordenamientos territoriales en Tibú, Catatumbo; ii) Cruzando 
la frontera: Memorias del éxodo hacia Venezuela. El caso del río Arauca; y iii) Pueblos arrasados. Memorias del 
desplazamiento forzado en El Castillo (Meta) 
 



que dichos eventos tuvieron y siguen teniendo en el territorio nacional. A partir de 

estos interrogantes se formularon cuatro preguntas que orientaron la presente 

investigación:  

¿El desplazamiento es resultado de un modelo concentrado, inequitativo e 

improductivo (desplazar para expropiar y concentrar)? 

¿El desplazamiento es el resultado de un modelo económico excluyente e 

insostenible ïeconomías extractivas, monocultivos y megaproyectos- (desplazar 

para explotar y usufructuar)?  

¿El desplazamiento es resultado del conflicto armado y de la lógica de 

confrontación y control territorial (desplazar para restar capacidad ofensiva al 

ñenemigoò)? 

¿El desplazamiento es resultado de las dinámicas de las economías ilegales 

(relación coca ï desplazamiento)? 

Para dar respuesta a estos interrogantes, el presente documento se divide en 

cinco capítulos. En el primero se realiza una reconstrucción histórica de la 

evolución del desplazamiento forzado a nivel nacional. En una primera parte se 

presenta un breve recuento de los antecedentes del éxodo y los procesos de 

despojo de tierras y territorios en el siglo XX, que permiten comprender el 

surgimiento y la evolución histórica del conflicto armado interno y sus 

manifestaciones de violencia. A partir de esta contextualización, en una segunda 

parte se analiza en detalle la evolución de su dinámica actual, tomando como 

punto de referencia el año 1980. 

En el segundo capítulo se plantea una reflexión sobre los intereses de carácter 

rentista que han generado el éxodo de la población en el territorio nacional. Para 

ello, el desplazamiento forzado es analizado desde una perspectiva regional, a 

partir de la cual se caracterizan sus dinámicas y lógicas, así como las tendencias 

registradas del fenómeno de manera diferenciada en el territorio nacional. A partir 

del análisis regional, a manera de crónicas del éxodo, se reconstruyen los 

patrones de sistematicidad que permiten identificar factores explicativos del 

desplazamiento. 



El tercer capítulo analiza las trasformaciones irreversibles que ha generado el 

desplazamiento forzado en la población y en los territorios. A partir de dos casos 

ilustrativos, uno rural y otro urbano, se examinan las transformaciones y 

reconfiguraciones que se han generado, entre otros factores, debido a los cambios 

en la estructura agraria, el uso del suelo y los modelos económicos allí 

implementados. 

El cuarto capítulo analiza las respuestas institucionales en el esclarecimiento del 

delito de desplazamiento forzado, hace referencia a la información contenida en el 

registro oficial sobre los presuntos responsables del éxodo forzado y a los 

problemas relacionados con la falta de condenas por desplazamiento. En este 

análisis se identifican los avances, vacíos y retrocesos en el esclarecimiento de la 

verdad y en la estrategia para combatir la altísima impunidad del delito de 

desplazamiento forzado.  

El quinto capítulo interpreta el desplazamiento como un hecho lesivo para las 

personas, las estructuras o las redes sociales, los liderazgos, las comunidades o 

grupos sociales, el territorio, la cultura, el bienestar emocional y la identidad 

nacional. Desde esta perspectiva, se presenta un balance de los daños objetivos y 

subjetivos que ha dejado el desplazamiento en la población y en una sociedad que 

ha sido conminada al desplazamiento, partiendo para ello de un análisis de los 

costos de diversa índole que se han causado, y señalando los retos que se 

derivan en materia de reparación integral. 

Finalmente, a manera de conclusión, se presentan las recomendaciones de 

política pública tendientes a superar los problemas y abordar los retos 

subsistentes para garantizar los derechos a las víctimas del desplazamiento 

forzado a la verdad, a la justicia y a la reparación integral.  

 

 

 

 

 



 

Una madre es trenzada por su hija en un albergue donde se acogen 40 familias desplazadas. El Charco, Nariño. Fotógrafo: 
© Juan Arredondo, 2014. 

 
  



 

1 Desplazamiento forzado: la 

historia olvidada, ignorada y 

silenciada en Colombia 

El desplazamiento forzado, en sus distintas modalidades y manifestaciones, es 

una forma de violencia que tiene una historia antigua y compleja en el conflicto 

colombiano. A pesar de ser un hecho ampliamente reconocido que el 

desplazamiento forzado se convirtió en una problemática generalizada en 

Colombia a finales del siglo XX y a comienzos del siglo XXI, sus raíces provienen 

de procesos de éxodo y destierro que datan desde la época de la colonización y la 

independencia. El desplazamiento, por lo tanto, no puede ser considerado un 

fenómeno reciente sino un elemento estructural que caracteriza transversalmente 

la historia colombiana, partiendo de diferentes procesos de despojo y expulsión de 

población.  

El desplazamiento forzado producido en el marco del conflicto armado interno 

tiene sus antecedentes directos en las manifestaciones de violencia del siglo XX, 

las cuales constituyen un referente fundamental para comprender su evolución 

histórica y expresión actual. Sin embargo, a pesar del papel central que ha tenido 

esta forma de violencia en la génesis y evolución del conflicto colombiano, durante 

la mayor parte del siglo XX, el desplazamiento permaneció invisibilizado como una 

consecuencia o ñefecto colateralò del conflicto armado interno (Molano, 2000). Por 

esta razón, una de las principales deudas por saldar con sus víctimas es 

reconocer el papel central que ha tenido esta forma de violencia en la génesis y 

evolución del conflicto colombiano y de esa manera garantizar su no repetición.  

Si bien es incuestionable que el desplazamiento forzado es el delito cometido a 

mayor escala en el conflicto armado colombiano, no existe certeza sobre el total 

de víctimas. A pesar de esta limitación, es posible aproximarse a la magnitud de 



esta forma de violencia a partir de la información contenida en el RUV (Registro 

Único de Víctimas). Si bien la información disponible en el RUV no es exhaustiva y 

está siendo constantemente actualizada por la Unidad para las Víctimas ïlo cual 

ha llevado a un incremento exponencial a partir de 20117ï, es la principal fuente 

de información consolidada sobre el desplazamiento forzado en Colombia8.  

Según la información publicada por la Unidad para las Víctimas, al 31 de diciembre 

de 2014, el RUV reportaba un total histórico de 6.459.501 personas víctimas del 

desplazamiento forzado9. Después de más de una década de cuestionamientos 

sobre la magnitud de la problemática en su dinámica actual, esta cifra oficial se 

aproxima a las estimaciones de la magnitud del fenómeno realizadas por la 

sociedad civil y las organizaciones defensoras de derechos humanos.  

En particular, las cifras actuales del RUV parecerían corresponder con las 

proyecciones de CODHES (Consultoría para los Derechos Humanos y el 

Desplazamiento) que en su momento llegaron a superar el registro oficial en más 

de un millón de víctimas10. Sin embargo, como se verá a lo largo del presente 

capítulo, existen importantes diferencias entre las cifras oficiales y las cifras no 

oficiales respecto a determinados periodos históricos, en especial en los años 

anteriores a la creación del registro oficial.  

Del total de población desplazada en el registro oficial, 3.301.848 son mujeres, 

3.130.014 son hombres y 1.253 personas tienen alguna orientación sexual 

diversa. La tercera parte, equivalente al 35 por ciento, de las víctimas de 

desplazamiento forzado eran menores de 18 años, de ellas, 503.323 eran 

                                              

7   A partir de la Ley 1448/2011 (llamada ley de víctimas), el número de personas desplazadas registradas se ha 
incrementado significativamente de tal manera que entre agosto de 2013 y noviembre de 2014 se incluyeron 1.016.187 
personas desplazadas adicionales. Véase www.unidadvictimas.gov.co. 
 
8   El Registro Único de Víctimas (RUV) fue creado a partir del artículo 154 de la Ley 1448 de 2011 como un mecanismo 
para garantizar la atención y la reparación efectiva de las víctimas. 
 
9   Las cifras reportadas con corte a 31 de diciembre de 2014 fueron enviadas por la Unidad para las Víctimas en julio de 
2015. 
 
10   ά5Ŝ ƘŜŎƘƻΣ ƭŀǎ ǇǊƻȅŜŎŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǳƭǘƻǊƝŀ ǇŀǊŀ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ ȅ Ŝƭ 5ŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ҍ /ƻŘƘŜǎΣ ǇŀǊŀ Ŝƭ 
periodo 1985-1995 estiman que 819.510 personas fueron desplazadas como consecuencia del conflicto armado. Esto 
ǎǳƎƛŜǊŜ ǉǳŜ ƭŀ ŎƛŦǊŀ ŘŜ ŘŜǎǇƭŀȊŀŘƻǎ ǇƻŘǊƝŀ ŀŎŜǊŎŀǊǎŜ ŀ ƭŀǎ рΦтллΦллл ǇŜǊǎƻƴŀǎέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ опύΦ 
 



menores de 5 años, 977.660 niñas y niños entre los 6 y 12 años y 798.593 

adolescentes entre 13 y 17 años. Vale la pena señalar que las niñas y niños 

incluidos en el registro pueden haber sido desplazados o eran menores que 

nacieron con posterioridad al desplazamiento y que en el momento del registro 

tenían menos de 5 años, motivo por el cual se consideran en situación de 

desplazamiento forzado11. 

Por su parte, más de la mitad de la población desplazada (3.441.664 personas) 

corresponde a adultos con edades entre los 18 y 60 años, de los cuales 1.211.286 

eran adultos jóvenes entre los 18 y 26 años y 2.230.378 adultos entre 27 y 60 

años. El 7 por ciento de las personas desplazadas (436.140) eran adultos mayores 

al momento de la expulsión, es decir, que tenían más de 60 años de edad. 

Las comunidades étnicas colombianas han sido una de las principales víctimas del 

desplazamiento forzado y han sufrido un desproporcionado impacto pues esta 

forma de violencia ha afectado sus formas de vida tradicionales y ancestrales. De 

acuerdo al registro oficial, en total, 869.863 personas desplazadas pertenecían a 

un grupo étnico, lo cual quiere decir que esta forma de violencia ha afectado al 14 

por ciento de la población étnica censada en 2005. De este universo, el 80 por 

ciento (695.827 personas), se autoreconocen como afrodescendientes o negras y 

negros (688.248), palenqueras y palenqueros (617) y raizales (6.962); el 17 por 

ciento (144.791) como indígenas y el 3 por ciento (29.245) como gitanas, gitanos o 

Rrom. 

A partir de las cifras del censo de 2005, se estima que cerca del 15 por ciento de 

la población afro ha sido víctima del desplazamiento forzado, cifra que para los 

pueblos indígenas corresponde al 10 por ciento. Debido a que estos grupos 

representan respectivamente el 10 y el 3 por ciento de la población colombiana, 

las elevadas cifras de expulsión revelan una afectación desproporcionada y 

agravada con ese tipo de población. Por su parte, el número de casos reportados 

de personas desplazadas que se autoreconocieron como pertenecientes a la 

                                              

11   El término de edad (menor de 5 años) lo fijó la Corte Constitucional para la inclusión de los hijos(as) de desplazados 
como víctimas. 
 



comunidad rrom o gitanos es de tal magnitud que excede los registros del censo 

de 2005. Esto quiere decir que a partir del registro oficial, se habrían expulsado 

más personas de este grupo poblacional de las que el país tenía conocimiento 

sobre su existencia12.  

Asimismo, ejercicios realizados por el CNMH dan cuenta que por lo menos el 10 

por ciento de las personas desplazadas residían antes del desplazamiento en 

territorios colectivos reconocidos por el Estado13. Como se presentará a lo largo 

del presente informe, su expulsión sistemática obedece, entre otros factores, al 

interés de los grupos armados y otros actores por apropiarse de los recursos 

naturales y del subsuelo o simplemente para consolidar las rutas y corredores 

estratégicos del negocio de la droga en sus territorios ancestrales. 

Uno de los principales rasgos de la población desplazada en Colombia es su 

procedencia predominantemente rural: el 87 por ciento de las personas 

desplazadas provienen de zonas rurales, en otras palabras, 9 de cada 10 

personas desplazadas habitaban en el campo colombiano. Sin embargo, en la 

última década ha venido en aumento los desplazamientos urbanos que 

constituyen el 13 por ciento de la población desplazada. En cuanto a las 

modalidades, el 89 por ciento de las personas se desplazaron de forma individual, 

mientras que el 11 por ciento lo hicieron masivamente14.  

A partir de un riguroso ejercicio de la información contenida en el RUV, es posible 

identificar la ubicación actual15 de las víctimas de desplazamiento en Colombia, 

quienes en su mayoría se encuentran asentadas en los municipios más pobres y 

                                              

12   Hasta 2005 el país incluye formalmente a las comunidades rrom en el censo poblacional y según la cifra reportada se 
contaban con 4.857 personas pertenecientes a este grupo. 
 
13   Este ejercicio consistió en el cruce de información entre la ubicación de la población antes del desplazamiento según 
el RUV, con corte al 31 de agosto de 2013, y los territorios colectivos reportados y georreferenciados por el INCODER 
pertenecientes a consejos comunitarios y resguardos indígenas. A partir de este análisis se identificó que 507.668 personas 
residían antes del desplazamiento en territorios colectivos reconocidos por el Estado. 
 
14   Según el RUV con corte a 31 de diciembre de 2014, 5.806.347 personas se desplazaron de forma individual, y 710.891 
lo hicieron masivamente. 
 
15   Las cifras de ubicación actual usadas en esta investigación son las consolidadas por la Red Nacional de Información 
para aquellas víctimas que reportaron ubicación para alguno de los programas de los cuales eran beneficiarias al 31 de 
marzo de 2013. 
 



vulnerables del país. Es así como solo el 14 por ciento de esta población se ubica 

en las principales ciudades del país (con categoría Especial del DNP) como 

Bogotá, Medellín, Cali, Cartagena, Barranquilla y Bucaramanga, nombradas en el 

orden en que albergan población desplazada. En contraste, el 50 por ciento de las 

víctimas de esta forma de violencia viven actualmente en algún municipio de 

categoría 6, es decir, municipios en los que la institucionalidad y la capacidad 

fiscal son bajas o casi nulas. 

Para comprender cómo Colombia llegó a convertirse en el segundo país a nivel 

mundial con la mayor cantidad de desplazados internos, el presente capítulo 

reconstruye la evolución histórica del desplazamiento forzado como resultado del 

conflicto armado interno y las diversas formas de violencia contra la población civil. 

En primer lugar, a manera de contextualización, se reconstruyen los antecedentes 

del éxodo y los procesos de despojo de tierras y territorios en el siglo XX, los 

cuales hacen parte de la génesis del conflicto armado. En segundo lugar, se 

presenta una caracterización de la evolución histórica de la dinámica actual del 

desplazamiento en la Colombia contemporánea, la cual según la Corte 

Constitucional, tendría como punto de referencia el año 1980. 

 

1.1 Antecedentes del desplazamiento en el siglo XX 

Desafortunadamente para la memoria del país y en especial en relación con las 

ñdeudas pendientes de verdad y de memoria, con generaciones precedentes, 

incluida la generación de La Violencia16, que a¼n viveò (S§nchez, 2012) no es 

posible determinar con precisión la magnitud ni la evolución histórica del 

desplazamiento forzado durante la mayor parte del siglo XX. Lo anterior se debe a 

que el desplazamiento pasó sin reconocimiento alguno, sin una definición jurídica, 

sin que fuese tipificado como delito, y sin mecanismos ni formas institucionales de 

interpretarlo, entenderlo, atenderlo y repararlo. Sin embargo, a pesar de su 

desconocimiento en la historia institucional, el desplazamiento durante este 

                                              

16   El término La Violencia hace referencia a la violencia bipartidista de mediados del siglo XX. 
 



periodo constituye un factor decisivo para entender la génesis y evolución del 

conflicto armado interno y las múltiples violencias en el país. 

 

1.1.1 Desplazamiento, despojo y acumulación de tierras durante La Violencia (1948-

1958) 

El 9 de abril de 1948, en Bogotá, durante el gobierno de Mariano Ospina Pérez 

(1946-1950) se produce un acontecimiento decisivo asociado a la génesis del 

conflicto armado interno con el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, jefe del 

liberalismo y candidato a la presidencia de la república. El asesinato de un caudillo 

de masas lo convierte en un acontecimiento simbólico que desencadenó una serie 

de confrontaciones entre liberales y conservadores, principalmente en la capital 

nacional, pero también en otras ciudades del país. El recrudecimiento de la 

violencia, justificada en odios partidistas ïque provenían desde las décadas de los 

años veinte y treintaï ñprodujo din§micas sociales que fueron m§s all§ de los 

alineamientos partidistas como ciertas expresiones del bandolerismo y de las 

guerrillasò (S§nchez, 2012). 

 En el llamado periodo de La Violencia, que transcurre durante más de una década 

desde 1948 hasta 1958, en medio del caos nacional y una prolongada crisis de 

gobernabilidad,17 se desata una brutal guerra promovida tanto por conservadores 

como por movimientos liberales y comunistas.  

La violencia se intensificó principalmente en las zonas rurales, donde se 

produjeron enfrentamientos entre grupos de autodefensa campesinos y civiles 

armados patrocinados por el Estado bajo políticas represivas contra el 

comunismo18. En este escenario de permanentes enfrentamientos sin tregua se 

produjo una serie de asesinatos violentos, muchos de ellos a través de masacres 

                                              

17   Durante el periodo entre 1948 y 1958 hubo cuatro cambios de gobierno, a saber: Mariano Ospina Pérez (1946-1950), 
Laureano Gómez Castro (1950-1951), Roberto Urdaneta Arbeláez (1951-1953), Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957) y la junta 
militar de gobierno ςGabriel París Gordillo, Deogracias Fonseca Espinosa, Rafael Navas Pardo, Rubén Piedrahita 
Arango, Luis Ernesto Ordóñez Castilloς (1957-1958). 
 
18   La lucha armada en las zonas rurales se produjo entre las fuerzas armadas apoyadas por grupos paramilitares 
dŜƴƻƳƛƴŀŘƻǎ άŎƘǳƭƻǎέ ǉǳŜ ŜǊŀƴ ŜƴǘǊŜƴŀŘƻǎ ȅ ŀǇƻȅŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭŀǎ ŦǳŜǊȊŀǎ ŀǊƳŀŘŀǎΣ ƳƛŜƴǘǊŀǎ ǉǳŜ ƭƻǎ άŎƘǳƭŀǾƛǘŀǎέ ƻ άǇƻƭƛŎƝŀ 
ŎƘǳƭŀǾƛǘŀέ ŜǊŀ ǳƴ ƎǊǳǇƻ ŘŜ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎ ŀǊƳŀŘƻǎ ǇǊƻŎŜŘŜƴǘŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŘŜ [ŀ ¦ǾƛǘŀΣ .ƻŀǾƛǘŀ ȅ {ƻŀǘłΣ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ 
de Boyacá, y apoyados por la policía conservadora. 
 



indiscriminadas, que dejaron como resultado por lo menos doscientas mil 

personas muertas (Oquist, 1978). 

A pesar de lo anterior, no existe consenso sobre el número de víctimas no fatales 

producto de diferentes manifestaciones que afectaron la vida, la integridad física, 

sicológica y los bienes de centenares de miles de colombianos. Entre las prácticas 

de violencia más recordadas se encuentran los indescriptibles rituales de tortura, 

boleteos, despojo de animales, herramientas y cosechas, abandono o ventas 

precipitadas de fincas o parcelas y los bombardeos y quemas de pueblos de la 

política de tierra arrasada. Dentro de estos repertorios, es un hecho reconocido 

que el desplazamiento forzoso de campesinos fue igualmente de enormes 

magnitudes19. 

A pesar de que no es posible determinar con exactitud el número de personas que 

fueron desplazadas durante el periodo de La Violencia, se reporta que miles de 

campesinos llegaban a ciudades como Bogotá, huyendo de la violencia en calidad 

de refugiados políticos. Durante este periodo, algunos analistas (Oquist, 1978, 

Kirk, 1993) estiman que aproximadamente dos millones de personas20, 

principalmente campesinos, indígenas y afrodescendientes, se habrían visto 

obligados a desplazarse como resultado de la violencia, a su vez que medios 

nacionales hablaban de ñtres millones de labriegosò que habr²an ñhuido de los 

camposò (La Jornada, Bogot§, 27 de julio de 1949). Debido a que para esa época 

no se había desarrollado el concepto de desplazados internos, el término acuñado 

para hacer referencia a las víctimas de este periodo es el de emigrantes o 

ñexiliadosò (S§nchez G·mez, 1989, en: Nueva Historia de Colombia, página 138).  

Esta estimación, que equivale al éxodo de casi una quinta parte de la población total 

del país ïque para ese entonces alcanzaba los 11 millonesï, no ha sido 

corroborada oficialmente por el Estado colombiano debido a la inexistencia de un 

                                              

19   !ǎƝΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΣ ǎŜ ǊŜǇƻǊǘŀōŀ Ŝƴ мфпу ǉǳŜ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ŘŜ {ŀƴǘŀƴŘŜǊ άƛƴƳŜƴǎŀǎ ŎŀǊŀǾŀƴŀǎ ŘŜ ƘƻƳōǊŜǎ ȅ 
ƳǳƧŜǊŜǎ ƘǳȅŜƴ ŘŜ ƭŀǎ ǊŜƎƛƻƴŜǎ ŀȊƻǘŀŘŀǎΧ ¢Ǌŀǎ Ŝƭƭƻǎ ǉǳŜŘƽ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ŎŀƭŎƛƴŀŘŀ ǇƻǊ ƭƻǎ ƛƴŎŜƴŘƛƻǎΧ ǘƻŘƻ ǉǳŜŘƽ ŘŜǎǘǊuido. Ni 
Ŝƴ !ǊōƻƭŜŘŀǎ ƴƛ Ŝƴ /ǳŎǳǘƛƭƭŀΣ ǉǳŜŘƽ ƴŀŘŀ ŘŜ ǇŜǊǘŜƴŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭƻǎ ƭƛōŜǊŀƭŜǎΧ ¸ŀ ƴƻ ǉǳŜŘŀ ǳƴ ƭƛōŜǊŀƭ Ŝƴ ǘƻŘŀ Ŝǎŀ ŎƻƳŀǊŎŀέ 
(Oquist, 1978, página 19). 
 
20   Estas estimaciones se basan principalmente en la Encuesta de La Violencia realizada por Carlos Lemoine con la 
Compañía Colombiana de Datos COLDATOS. 
 



registro confiable sobre lo ocurrido en aquella ®poca. Aun as², se sabe que ñel 

éxodo campesino causado por la violencia llegó a proporciones tan alarmantes que 

los cafeteros empezaron a temer por sus cosechas, debido a la escasez de brazos 

para recolectar el granoò (Reyes, 1989, en: Nueva Historia de Colombia, página 30). 

También que durante el gobierno de Laureano Gómez Castro (1950-1951), elegido 

presidente tras haber participado en las elecciones como candidato único, miles de 

habitantes de pueblos liberales que fueron atacados huyeron de sus poblaciones y 

se instalaron en la capital y otras ciudades del país. 

Adicionalmente a lo anterior, el desplazamiento forzado ocasionado durante La 

Violencia estuvo acompa¶ado de un ñelevad²simo y a¼n no cuantificado despojo 

de tierras, el despojo de cosechas y de semovientesò (S§nchez, 2012). Esto se 

debe a que, durante esta ®poca, ñla confrontaci·n en algunas zonas del pa²s se 

entrelazaba con la órevancha terratenienteô, una suerte de venganza por las luchas 

campesinas de las décadas de 1920 y 1930ò (CNMH, 2013, p§gina 120) y la 

oleada de violencia durante La República Liberal de los años treinta denunciada 

por parte de los conservadores (Guzmán, Fals Borda y Umaña, 1962). Como 

consecuencia de lo anterior, la arremetida latifundista tuvo, entre otros efectos, un 

despojo de tierras que el analista Paul Oquist calculó en 393.648 parcelas, 

principalmente en departamentos como Valle del Cauca, Cundinamarca, Tolima, 

Antiguo Caldas y Norte de Santander (Oquist, 1978). 

La Violencia sacudió las estructuras de la propiedad agraria y transformó la 

vocación predominantemente rural de Colombia en el siglo XX21. Miles de 

campesinos del interior abandonaron sus parcelas o, en el mejor de los casos, las 

vendieron a precios inferiores a los normales. Estas personas desplazadas y 

despojadas se convirtieron en nuevos migrantes en zonas de colonizaciones 

espontáneas22, engrosando el ejército de desempleados y desempleadas, los 

                                              

21   Véase: Guzmán, Fals Borda y Umaña, 1962. 
 
22        A partir de 1948 las personas desplazadas de La Violencia poblaron gradualmente, por medio de colonizaciones 
espontáneas, regiones como el Catatumbo y el Magdalena Medio. Los departamentos que más expulsaron población 
fueron el Valle, Tolima y el Viejo Caldas que, entre 1951 y 1964, fueron los únicos del país en presentar un crecimiento 
demográfico negativo (Sánchez Gómez, 1989, en: Nueva Historia de Colombia, página 160). 
 



tugurios de las ciudades o las filas de la guerrilla. Las tierras cambiaron de manos, 

algunas veces pasaron a ser de un terrateniente de la zona o de un campesino del 

bando contrario. A partir de estos fenómenos surgieron nuevas capas de 

comerciantes, ganaderos, algodoneros y cafeteros, entre otros, conocidos como 

ñaprovechadoresò que se consolidaron como una clase comerciante-terrateniente 

gracias a los negocios turbios que se dieron durante la violencia bipartidista.  

Estas prácticas de violencia realizadas de manera conjunta contra la población 

civil produjeron profundas reconfiguraciones poblaciones y territoriales, así el país 

quedó dividido en zonas o regiones de ruina, por un lado, y prosperidad, por el 

otro. En virtud de lo anterior, cuando el comandante general del Ejército, Gustavo 

Rojas Pinilla (1953-1957), sube al poder encuentra un país semidevastado, por lo 

cual intenta frenar el terror y la anarquía desactivando las guerrillas y 

reconstruyendo las zonas afectadas por La Violencia. Dentro de una visión 

populista, su gobierno crea, en 1954, la Secretaría Nacional de Asistencia Social ï 

SENDAS, dirigida por su hija María Eugenia, con el objetivo de ayudar a los 

campesinos damnificados por la violencia política.  

Si bien esta Secretaría es fuertemente criticada por los despilfarros que en ella se 

cometieron (que permiten, incluso, las analogías con el régimen de Perón en 

Argentina) lo cierto es que durante su primer a¶o de gobierno ñmillares de 

campesinos desarraigados emprendieron el regreso a sus lugares de origenò (Kirk, 

1993, página 154). En ese mismo año fue creada la Oficina de Rehabilitación y 

Socorro, que debía reconstruir poblaciones arrasadas, como, por ejemplo, Yacopí 

en Cundinamarca y el corregimiento de Santiago Pérez en el municipio de Ataco, 

Tolima. Sin embargo, las labores de la oficina fracasan al punto que a finales de 

1958, los pobladores de estos lugares arrasados seguían reclamando al Estado la 

indemnización para su reconstrucción. 

Paralelamente, el gobierno de Rojas emprendió el desarme y desmovilización de 

las guerrillas, por medio del ofrecimiento de una amnistía general e incondicional. 

Algunos frentes guerrilleros formularon programas que incluían las siguientes 

demandas en el plano econ·mico: ñcr®ditos estatales para la reconstrucci·n y uso 

productivo de las tierras de sus comunidades campesinas; indemnizaciones 



económicas a regiones devastadas por la acción directa de las tropas 

gubernamentales; reubicaci·n de los ñexiliadosò en sus lugares de origen y ayuda 

para la repatriación de los que habían tenido que huir a Panamá y Venezuela; 

restitución de las propiedades usurpadas a sus antiguos dueños y, eventualmente, 

distribución de tierras a los campesinos con base en el principio de la tierra para el 

que la trabajaò (Kirk, 1993, p§gina 157). 

A pesar de estas demandas, el gobierno de Rojas Pinilla no creó planes efectivos para 

las personas desplazadas y las afectadas por La Violencia, y sus actuaciones 

eludieron los lugares de mayor perturbación social, a su vez que su gobierno declaró 

ilegal el Partido Comunista, lo cual condujo al ñdespliegue de operativos militares 

contra los núcleos de autodefensa campesina que precipitaron su transformación en 

guerrillas revolucionariasò (CNMH, 2013, p§gina 120). 

En este escenario, la violencia volvió a la dinámica de los años anteriores; los 

exguerrilleros se rearmaron, se crearon nuevas bases de autodefensas en 

regiones como el Quindío y el sur del Tolima23, y los partidos tradicionales se 

movilizaron al declarar a Rojas como el directo responsable de estos hechos. En 

este escenario, en 1956, se concretó una coalición bipartidista mediante la firma 

del ñPacto de Benidormò entre Alberto Lleras Camargo y Laureano G·mez, en 

España. En virtud de este acuerdo, Rojas Pinilla se vio obligado a dimitir el 10 de 

mayo de 1957. 

 

1.1.2 Desplazamiento y lucha insurgente durante el Frente Nacional (1958-1974) 

El período de La Violencia sería formalmente cerrado por una coalición política 

pactada entre liberales y conservadores para disminuir el impacto de sus luchas 

ideológicas que llevaría a la conformación del denominado Frente Nacional en 

1958 que, sin embargo, no pudo eliminar los continuos brotes de violencia política 

a lo largo y ancho del país. Durante este periodo -que duró oficialmente hasta 

1974- liberales y conservadores se alternaron la presidencia de la república por 

                                              

23   ά/ƛŜǊǘŀƳŜƴǘŜΣ ƭŀ ƻŦŜƴǎƛǾŀ ƳƛƭƛǘŀǊ ŘŜƭ ƎŜƴŜǊŀƭ DǳǎǘŀǾƻ wƻƧŀǎ tƛƴƛƭƭŀ ŎƻƴǘǊŀ ƭŀǎ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ ŎƻƳǳƴƛǎǘŀǎ ŘŜƭ {ǳƳŀǇŀȊ ȅ 
el oriente del Tolima, emprendida en 1955, les sirvió de argumento a los guerrilleros radicalizados del sur de ese 
ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ǇŀǊŀ ƴƻ ŜƴǘǊŜƎŀǊ ƭŀǎ ŀǊƳŀǎ ȅ ǇǊƻǎŜƎǳƛǊ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ŀǊƳŀŘŀέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ ммрύΦ 
 



cuatro periodos y se distribuyeron en partes iguales los escaños del Congreso de 

la República y demás posiciones del poder público, con exclusión de la Fuerza 

Pública.  

Al limitar los canales de participación política a los dos partidos tradicionales, 

excluyendo algunos sectores sociales e ideológicos entre los que se encontraban 

élites regionales y movimientos políticos alternativos, el Frente Nacional generó una 

profunda frustración para nuevas expresiones políticas que reivindicaban 

expresarse con sus propias etiquetas y reconociendo sus nuevas identidades 

políticas. En este sentido, en el marco del éxito de la Revolución Cubana ïy su 

consecuente impacto en toda la izquierda armada en el continenteï24, el acuerdo 

bipartidista sería un detonante del conflicto armado interno y daría lugar a un nuevo 

periodo de violencia, entre otras, a partir del nacimiento de grupos subversivos. 

Con la conformación del Frente Nacional, además de los efectos perversos del 

acuerdo bipartidista ïcomo el monopolio del poder en los directivos nacionales 

conservadores y liberalesï, lo ocurrido durante el periodo de La Violencia se 

convirtió en un territorio del olvido e impunidad. Uno de los grandes crímenes que 

quedó en el olvido fue precisamente el éxodo forzado y su correlativa 

reconfiguración de tierras y territorios, pues el acuerdo político entre liberales y 

conservadores se centró en la distribución del poder nacional. La ausencia de 

mecanismos para atender y reparar a las víctimas de La Violencia, entre ellas a las 

personas desplazadas y/o despojadas de sus tierras, así como el asedio 

gubernamental a las zonas donde se refugiaron buena parte de ellas, gestó un 

escenario propicio para que surgieran grupos insurgentes en las décadas 

siguientes. 

Aunque el gobierno liberal de Alberto Lleras Camargo (1958-1962) promovió 

iniciativas para mitigar los efectos de La Violencia, sus alcances fueron 

extremadamente limitados, no solo en cobertura poblacional sino también de 

regiones afectadas. La relación directa entre La Violencia y el problema agrario no 

                                              

24   ά9ƴ Ŝƭ ŎƻƴǘŜȄǘƻ ŘŜ ƭŀ DǳŜǊǊŀ CǊƝŀΣ ƭŀ !ƭƛŀƴȊŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ tǊƻƎǊŜǎƻ Ŏƻƴǎǘƛǘǳȅƽ ǳƴ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ŘŜ ŀȅǳŘŀ ŜȄǘŜǊƛƻǊ ŘŜƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ 
de John F. Kennedy (1961-1963), que pretendía el fomento del desarrollo y las reformas en América Latina. Así redefinía 
ƭŀǎ ǊŜƭŀŎƛƻƴŜǎ ŜƴǘǊŜ 9ǎǘŀŘƻǎ ¦ƴƛŘƻǎ ȅ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴΣ ŦǊŜƴǘŜ ŀƭ ƛƳǇŀŎǘƻ ŘŜ ƭŀ wŜǾƻƭǳŎƛƽƴ /ǳōŀƴŀέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ ммтύΦ 
 



se abordó completamente, aunque era evidente que muchas personas habían sido 

despojadas de tierras que venían ocupando pacíficamente y en las que tenían 

mejoras y ganados. Si bien informes gubernamentales mencionaban que ñLa paz 

no será un hecho, sin establecer antes el equilibrio de la propiedadò la respuesta 

del gobierno se limitó a promover nuevas colonizaciones bajo la tutela de la Caja 

Agraria (por ejemplo, en el Ariari) y a ampliar la política de rehabilitación, heredada 

del gobierno de Rojas Pinilla.  

Fueron creados una Comisión Especial de Rehabilitación, dependiente de la 

Presidencia de la República, y un Plan Nacional de Rehabilitación. Sin embargo, la 

concepci·n de estos instrumentos estuvo errada en tanto ñpart²a del supuesto que 

los ocupantes actuales de los predios eran los legítimos dueños y que por 

consiguiente la tarea del Estado se reducía a inyectarles crédito, asistencia 

técnica, etc. para ayudarles a habilitar las propiedades caídas o abandonadas. El 

problema del despojo de tierras, que era uno de los más urgentes y difíciles de 

resolver, quedaba por fuera de su §mbito legalò (S§nchez G·mez, 1989, en: Nueva 

Historia de Colombia, página 170) aunque el presidente Lleras había reconocido que 

ñsangre y acumulaci·n iban juntasò (Fajardo, 2012).  

Solo hasta 1959, por medio de la Ley 201, se decretaron algunas medidas 

tendientes a impedir el aprovechamiento económico de La Violencia. El artículo 

primero de esta norma establec²a que ñen caso de perturbaci·n del orden p¼blico 

que haya dado lugar a la declaratoria del estado de sitio por conmoción interior, se 

tendrá como fuerza que vicia el consentimiento cualquier aprovechamiento que del 

estado de anormalidad se haga en la celebración de un acto o contrato que se 

traduzca en condiciones tan desfavorables que hagan presumir que en 

circunstancias de libertad jur²dica no se hubiere celebradoò. De esta forma se 

aclara el sentido y alcance del artículo 1513 del Código Civil, en cuanto al 

consentimiento viciado por un estado de violencia generalizada. 

No obstante a este importante antecedente, respecto de la validez de los contratos 

realizados en las áreas rurales afectadas por la violencia durante las situaciones 

de anormalidad política, no se le dio una aplicación generalizada. Aunque durante 

el periodo surgen importantes pronunciamientos de las altas cortes colombianas ï



que se convierten en hitos de interpretaciónï que modulan y aclaran los alcances 

de las normas civiles y del derecho privado, reconociendo que las graves 

alteraciones a la normalidad jurídica afectan su aplicación ordinaria.  

En 1960 se crean Tribunales de Conciliación y Equidad en los cinco 

departamentos que hab²an sido definidos por decreto como ñzonas de violenciaò 

(Caldas, Cauca, Tolima, Huila y Valle) con el objetivo de resolver las situaciones 

de hecho, o lesiones económicas, sufridas debido a las transacciones sobre 

bienes inmuebles realizadas bajo coerción o mediante el aprovechamiento del 

ambiente de zozobra generado durante La Violencia25. Sin embargo, un año 

después de su entrada en operación desaparecen, demostrando la impotencia del 

gobierno frente a la tarea de devolver las tierras apoderadas ilegalmente. De esta 

forma, los problemas asociados al despojo de tierras, las situaciones de hecho 

configuradas después del Bogotazo y la estructura agraria no son solucionados. 

Dentro de este contexto, la oposición ligada a las bases campesinas del Sumapaz 

y del sur de Tolima presenta ante el Congreso de la República un proyecto de 

reforma agraria que es apoyado por sectores oficialistas que también habían 

llegado a la conclusi·n ñde que si no se deten²a a tiempo la avalancha migratoria 

que La Violencia venía precipitando desordenadamente hacia las ciudades, la 

situaci·n de ®stas pod²a tornarse explosivaò (S§nchez G·mez, 1989, en: Nueva 

Historia de Colombia, página 173).  

Se desencadena entonces un largo debate que da lugar a la Ley 135 de 1961, 

sobre la Reforma Social Agraria, iniciativa que se aprueba dentro de un contexto 

internacional en donde el gobierno norteamericano había diseñado una estrategia 

de contención de los movimientos sociales y agrarios de la región ïque culminaron 

en la revolución cubanaï conocida como la Alianza para el progreso26.  

                                              

25   ά9ƴ Ŝƭ ƳŀǊŎƻ ŘŜ ƭƻǎ ǘǊƛōǳƴŀƭŜǎ ŘŜ ŎƻƴŎƛƭƛŀŎƛƽƴ ȅ equidad se ne­gociaba con las mujeres campesinas viudas que no 
tenían ninguna posición de poder o medios de sustento, por tanto el resultado inevitable de esas negociaciones era que 
se conciliaba con cualquier oferta y estas mujeres terminaban como desplazadas sin obtener una garantía satisfactoria de 
ǎǳǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŀ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀέ όCL5!Σ L[/ ȅ /Lb9tΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ орύΦ 
 
26   En esta apuesta se combinan el direccionamiento estratégico de los procesos políticos y económicos que la dirigencia 
norteamericana considera funcionales para su política hemisférica, consistentes con la visión del desarrollo planteadas 
desde la administración Truman, con la aplicación de su doctrina contrainsurgente (Fajardo, 2012). 
 



La reforma agraria concebida en la Ley 135 de 1961 dio lugar a la creación del 

Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA), que carecía de 

instrumentos reformistas y por ello terminó siendo marginal. Sin embargo, esto no 

disipó los temores de los sectores externos e internos más recalcitrantes ante el 

malestar campesino. De forma tal que, junto con círculos político-militares 

norteamericanos, se comienza a diseñar una iniciativa contrainsurgente, conocida 

como el Plan LASO, para aplicarla contra las comunidades campesinas en 

resistencia, la mayoría de ellas con lazos activos con el Partido Comunista, que ya 

han adquirido el nombre de ñrep¼blicas independientesò27.  

Es así como a comienzos de la década de los años sesenta, durante el gobierno 

conservador de Guillermo León Valencia (1962-1966) se pone en marcha un 

proyecto de ñpacificaci·nò del pa²s que consist²a en lidiar con el fen·meno de la 

violencia política mediante la represión militar. En este sentido, el Gobierno 

nacional autorizó una serie de operaciones militares contra las denominadas 

ñrep¼blicas independientesò. Inspirado en las tesis de Álvaro Gómez Hurtado, el 

presidente encuadra los conflictos internos dentro del contexto de la confrontación 

esteïoeste, es decir, entre la democracia liberal y el comunismo, proponiéndose 

eliminar cualquier manifestación de esta ideología28.  

En este escenario de divisiones políticas e ideológicas, se produciría un hito 

fundamental que según algunos constituye la génesis del conflicto armado interno 

contemporáneo: el surgimiento de una insurgencia armada, a través del 

nacimiento de unas guerrillas de inspiraci·n comunista, mao²sta o ñcubanaò. 

Concretamente, en 1964, surgen las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia), luego del ataque a la denominada ñRep¼blica de Marquetaliaò. En ese 

mismo año, también sería conformado el ELN (Ejército de Liberación Nacional) de 

                                              

27   En el año 1961 el senador conservador Álvaro Gómez Hurtado, hijo del expresidente Laureano Gómez Castro (1950-
мфрмύΣ Ŝƴ ǳƴ ǊŜŎƻǊŘŀŘƻ ŘŜōŀǘŜ ǎŜ ǊŜŦƛǊƛƽ Ŏƻƴ Ŝƭ ƴƻƳōǊŜ ŘŜ άǊŜǇǵōƭƛŎŀǎ ƛƴŘŜǇŜƴŘƛŜƴǘŜǎέ ŀ ƭƻǎ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ƻŎǳǇŀŘƻǎ ǇƻǊ 
campesinos en diferentes regiones del país en las cuales las fuerzas armadas no podƝŀƴ ƛƴƎǊŜǎŀǊΥ άbƻ ǎŜ Ƙa caído en la 
cuenta de que hay en este país una serie de repúblicas independientes, que no reconocen la soberanía del Estado 
ŎƻƭƻƳōƛŀƴƻΣ ŘƻƴŘŜ Ŝƭ 9ƧŞǊŎƛǘƻ ƴƻ ǇǳŜŘŜ ŜƴǘǊŀǊΣ ŘƻƴŘŜ ǎŜ ŘƛŎŜ ǉǳŜ ǎǳ ǇǊŜǎŜƴŎƛŀ Ŝǎ ƴŜŦŀǎǘŀΧ 9ƭ ǇǊŜǎƛŘŜƴǘŜ [ƭŜǊas va a 
ǇŀǎŀǊ ŀ ƭŀ ƘƛǎǘƻǊƛŀ ŎƻƳƻ ǳƴ ŦǳƴŘŀŘƻǊ ŘŜ ŎƛƴŎƻ ǊŜǇǵōƭƛŎŀǎ ƛƴŘŜǇŜƴŘƛŜƴǘŜǎέ ό{ƛƭǾŀ [ǳƧłƴΣ мфуфΣ ŜƴΥ bǳŜǾŀ IƛǎǘƻǊƛŀ ŘŜ 
Colombia, página 218). 
 
28   Silva Luján, 1989, en: Nueva Historia de Colombia, página 225. Véase: Pizarro, 1989. 
 



inspiración castrista. En esta coyuntura revolucionaria, en un contexto de 

divisiones políticas e ideológicas de los partidos tradicionales, las fuerzas militares 

inician la toma de otras ñrep¼blicas independientesò como El Pato y Guayabero, 

generando nuevos desplazamientos.  

Estos grupos guerrilleros, principalmente las FARC, se insertaron en zonas de 

expansión de la frontera agrícola, a donde habían migrado las personas 

desplazadas de La Violencia o en zonas marginales donde residían los pobres del 

campo, buscando ñsustituir al Estado, imponer un orden y derivar su poder de la 

organizaci·n campesina y la denuncia de la ausencia estatalò (CNMH, 2013-a, 

página 28). En este escenario, las guerrillas se expandieron rápidamente 

siguiendo las rutas de las nuevas oleadas colonizadoras de los campesinos 

desplazados de diferentes regiones del país.  

Ante el surgimiento y expansión de estos grupos insurgentes, el gobierno de 

Valencia permitió y favoreció la creación de grupos de autodefensa de carácter 

civil como estrategia que en su momento ñpudo parecer leg²timaò29 a partir de la 

visión contrainsurgente sustentada en la Doctrina de Seguridad Nacional 

promovida por Estados Unidos durante la Guerra Fría. Esta estrategia fue 

amparada a través del Decreto Legislativo 3398 de 1965 que se consolidó durante 

el gobierno liberal de Carlos Lleras Restrepo (1966 ï 1970) mediante la Ley 48 de 

1968.  

El gobierno de Lleras Restrepo asumió desde su campaña el reto de fortalecer la 

política de tierras que era prácticamente inoperante y para ello promovió la 

organización de campesinos en ligas o asociaciones de usuarios de los servicios 

del Estado para el sector rural30, para lo cual creó la ANUC (Asociación Nacional 

                                              

29   ά9ƭ 9ǎǘŀŘƻ Ŏƻƭƻmbiano quiso para finales de la década de 1960 dotar de legalidad la creación de grupos de autodefensa 
de carácter civil, como una de las formas de enfrentar a los grupos subversivos en su momento, una visión que no solo 
pudo parecer legítima en su momento, sino que obedeció a algunos criterios logísticos, prácticos y necesarios, además de 
ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀǊ Ŝƭ ǇǊƛƴŎƛǇƛƻ ŘŜ ŎƻƭŀōƻǊŀŎƛƽƴ Ƴǳǘǳŀ ŜƴǘǊŜ ƭŀǎ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘŜǎ ƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ȅ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴέ ό¢{Wt .ƻƎƻǘłΣ ол ŘŜ ƻŎǘǳōǊŜ 
de 2013, pará. 711). 
 
30   En Sincelejo, al inaugurar la primera Asociación Departamental de Usuarios Campesinos de Colombia, Lleras Restrepo 
ǎŜƷŀƭƽ ǉǳŜ άƴƻ ƘŀōǊł ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ǎƛ Ŝƭ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀŘƻΣ ǎǳǎ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƻƴŜǎ ȅ ǳǎǳŀǊƛƻǎ ƴƻ ƭŀ ƛƳǇƻƴŜƴΦ {ƛƴ ƭŀ ǇǊŜǎƛƽƴ 
campesina organizada, no habrá reforma agrariaέ ό5ƝŀȊ-Callejas, 2002, página 130).  
 



de Usuarios Campesinos)31. El fortalecimiento de las organizaciones campesinas 

incrementó la capacidad reivindicativa y de lucha de los campesinos, que se 

fueron radicalizando hasta desprenderse de la tutela del Estado de forma tal que 

se convirtieron en un elemento políticamente desestabilizador al adelantar una 

reforma agraria por su cuenta, de hecho, mediante invasiones, recuperación y 

toma de tierras.  

 A la par que se promovían estas iniciativas para reformar el campo, las fuerzas 

militares lideraban la lucha contrainsurgente y aprovecharon el marco legal 

inspirado en la Doctrina de Seguridad Nacional para la creación de estructuras de 

civiles armados32. Si bien las acciones contrainsurgentes de las Juntas de 

Autodefensa fueron marginales durante este periodo, como se verá más adelante, 

el potencial siniestro de esta ñventana jur²dicaò fue verdaderamente revelado en 

los años ochenta con la aparición de la primera generación de grupos 

paramilitares contemporáneos. Aunque la respuesta militar llevó a la insurgencia a 

una presencia marginal en el territorio y la tuvo ad portas de su desaparición, 

nacieron nuevos grupos subversivos como muestra de la fragmentación que se 

vivía en el seno de los grupos de izquierda de aquel entonces.  

En 1967 fue creado el EPL (Ejército Popular de Liberación), considerado hasta 

antes de su desmovilización como el tercer grupo guerrillero en tamaño después 

de las FARC y el ELN. Con la creación del EPL el conflicto armado interno 

comenzó a extenderse a nuevas regiones, llegando a tener una mayor cobertura e 

impacto en el territorio nacional33. Asimismo, a partir de la incorporación de 

                                              

31   La ANUC fue creada de conformidad con el Decreto 755 del 2 de mayo de 1967 y la Resolución 061 de 1968, obtuvo 
su personería jurídica mediante la Resolución 649 del 30 de julio de 1970 expedida por el Ministerio de Agricultura. Véase: 
Pérez, 2010. 
 
32   Ilustra esta situación la Resolución No. 005 del Comando General de las Fuerzas Militares del 9 de abril de 1969, 
Reglamento de combate de contraguerrillas - EJC 3-10, que habla de reunir a la población a través de cuerpos de defensa 
ŎƛǾƛƭ ƻ άƧǳƴǘŀǎ ŘŜ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀέΤ ƭŀǎ LƴǎǘǊǳŎŎƛƻƴŜǎ ƎŜƴŜǊŀƭŜǎ ǇŀǊŀ ƻǇŜǊŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŎƻƴǘǊŀƎǳŜǊǊƛƭƭŀǎ ŘŜƭ /ƻƳŀƴŘƻ DŜƴŜǊŀƭ ŘŜƭ 
9ƧŞǊŎƛǘƻΣ ŘŜ мфтфΣ ŎǊŜŀƴŘƻ ά/ƻƳƛǘŞǎ ŎƝǾƛŎƻǎ ƳƛƭƛǘŀǊŜǎέΤ ȅ Ŝƭ aŀƴǳŀƭ 9/W-3-101 del Comando General del Ejército de 25 de 
Ƨǳƴƛƻ ŘŜ мфунΣ ƻǊŘŜƴŀƴŘƻ ŎǊŜŀǊ άƧǳƴǘŀǎ ŘŜ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀέΦ ±ŞŀǎŜΥ /ŜǇŜŘŀΣ нллтΦ 
 
33   Las principales zonas de influencia del EPL fueron los valles de los ríos Sinú y San Jorge, departamento de Córdoba. 
Debido a la fuerte persecución por las operaciones del Ejército Nacional en esta zona, el EPL desplazó su presencia hacia 
áreas de desarrollo agroindustrial como el Bajo Cauca y la región del Urabá.  
 



trabajadores de la clase obrera en la lucha contra las FFAA (Fuerzas Armadas) y 

las multinacionales, la creación de este grupo armado daría paso en la décadas 

siguientes, principalmente en los años ochenta, a un nuevo fenómeno del 

conflicto: el denominado sindicalismo armado. 

Durante el cuarto y último periodo del Frente Nacional se produce una crisis de 

gobernabilidad. El gobierno conservador de Misael Pastrana Borrero (1970-1974), 

cuya elección fue deslegitimada debido a un supuesto fraude electoral en las 

elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970, creó el escenario propicio para el 

surgimiento de una segunda generación de grupos guerrilleros34. A raíz de la 

deslegitimada elección presidencial35, se conformó el Movimiento 19 de abril (M-19), 

que salió a la luz pública en el último año del Frente Nacional y pasó de ser un 

movimiento político a un movimiento armado, con una significativa presencia en las 

ciudades. 

El proyecto político de Misael Pastrana fomentó el agro pero de los grandes 

propietarios, de tal manera que los depositarios de los programas oficiales dejaron 

de ser los campesinos y pasaron a ser los sectores marginados en las ciudades36. 

El llamado Acuerdo de Chicoral de enero de 1972 firmó el abandono de la reforma 

agraria y selló la victoria de los grandes latifundistas37. El intento del Gobierno 

                                              

34   Durante el gobierno de Pastrana Borrero se pretendía estimular la agricultura capitalista y se buscó generar seguridad 
jurídica sobre las grandes propiedades rurales. Este tipo de medidas estaban acompañadas por una fuerte represión 
militar en las zonas de influencia de grupos guerrilleros de primera generación como el EPL, el ELN y las FARC. 
 
35   ά[ŀǎ Ƴŀǎŀǎ anapistas se demoran un día en reaccionar. El 21 de abril los disturbios, las manifestaciones y la 
movilización popular se inicia en varias ciudades. El espectro de la revolución social urbana, dormido desde el 9 de abril 
de 1948, había nuevamente despertŀŘƻέ ό{ƛƭǾŀ [ǳƧłƴΣ мфуфΣ ŜƴΥ bǳŜǾŀ IƛǎǘƻǊƛŀ ŘŜ /ƻƭƻƳōƛŀΣ ǇłƎƛƴŀ нпуύΦ 
 
36   El enfoque de las leyes 4 y 5 de 1973 se orientó a fomentar el agro en función de los grandes propietarios para 
ōŜƴŜŦƛŎƛŀǊ άƭŀ ŜŦƛŎƛŜƴŎƛŀ ǇǊƻŘǳŎǘƛǾŀέ ȅ άŜƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ŎŀǇƛǘŀƭƛǎǘŀέ ȅ άƭŀ ŜȄǇƭƻǘŀŎƛƽƴ ŀ ƎǊŀƴ ŜǎŎŀƭŀέΦ 9ƭ ƳƻŘŜƭƻ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ 
rural adoptado ǇƻǊ Ŝƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ tŀǎǘǊŀƴŀ άǇǊƛǾƛƭŜƎƛŀōŀ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ŎŀǇƛǘŀƭƛǎǘŀΣ ǇǊƻǘŜƎƛŘŀ ȅ ǎǳōǎƛŘƛŀŘŀΣ ŦǊŜƴǘŜ ŀ ƭŀ 
competencia externa. En este marco se concretó el viraje de la institucionalidad rural con respecto a la economía 
campesina: se reemplazó la política distributiva de la tierra, ejecutada por el Incora, por una política de productividad y 
comercialización que reforzara la economía campesina en las regiones más integradas, a través de la implementación del 
programa de Desarrollo Rural Integral ς DRI. Con esto se cerraba el ciclo de la reforma agraria, y la estrategia de contención 
del problema agrario se centraba en la estabilización de la economía campesina en las regiones integradas y la ampliación 
ŘŜ ƭŀ ŦǊƻƴǘŜǊŀ ŀƎǊƝŎƻƭŀ Ŏƻƴ ƭŀ ŀŘƧǳŘƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ōŀƭŘƝƻǎέ ό/bMH, 2013, página 132). 
 
37   ά9ƴ ŜƴŜǊƻ ŘŜ мфтн Ŝƭ ƴǳŜǾƻ ƎƻōƛŜǊƴƻ tŀǎǘǊŀƴŀ ŎƻƴǾƻŎƽ ŀ ǳƴŀ ǊŜǳƴƛƽƴ ŘŜ ŘƛǊƛƎŜƴǘŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƎǊŜƳƛƻǎ ǊǳǊŀƭŜǎ ȅ ŘŜ ƭƻǎ 
congresistas en Chicoral, departamento del Tolima. De esta convocatoria fueron excluidos la ANUC y los representantes 
de los pequeños propietarios. El acuerdo logrado hacía nuevas concesiones a los propietarios sobre la calificación y 
productividad de las tierras y limitaba la expropiación a casos excepcionales, al tiempo que mejoraba las condiciones de 
la indemnización. Obviamente, el Acuerdo de Chicoral constituía una gran victoria de los latifundistas, quienes lograron, 



nacional por desmontar el proceso de redistribución de tierras ïbasado en una 

concepción de desarrollo de las ciudades y producción capitalista en el campoï 

chocó contra el campesinado organizado desde el gobierno de Lleras Restrepo 

que se radicalizó e invadió tierras. De allí que la obstaculización del proceso de 

reforma agraria (la denominada antireforma agraria) fue uno de los detonantes que 

convirtió al sector rural en una fuente de inestabilidad política y aceleró la 

expulsión de la población (Silva Luján, 1989, en: Nueva Historia de Colombia, página 

260). 

A partir de lo anteriormente expuesto, resulta evidente que el desplazamiento 

forzado fue un factor determinante en la génesis y evolución del conflicto armado 

interno colombiano. Las profundas afectaciones a las personas desplazadas 

durante la época de La Violencia, la acumulación de tierras por parte de los 

aprovechadores, el fracaso de la reforma agraria y la brutal respuesta estatal 

durante el Frente Nacional, propiciaron un escenario funcional a la lucha 

insurgente y la proliferación de actores armados38. De esta manera, en la base de 

las reivindicaciones sociales guerrilleras, además de los desplazados producto de 

la violencia bipartidista, se sumaron también aquellas familias y comunidades 

desplazadas de las ñrep¼blicas independientesò que llegaron a regiones como el 

Caguán y el Magdalena Medio. 

1.1.3 Desplazamiento y la génesis del narcotráfico (1974-1979) 

Sellando el fin del Frente Nacional, el gobierno de Alfonso López Michelsen (1974-

1978) fue elegido por amplia mayoría en medio de una gran expectativa por parte 

de la sociedad que esperaba un cambio de paradigma, debido al sinsabor que 

habían dejado los dieciséis años de alternancia del poder entre liberales y 

conservadores. Sin embargo, a pesar de la terminación del excluyente acuerdo 

                                              

ƛƴŎƭǳǎƻΣ ƛǊ Ƴłǎ ŀƭƭł ŘŜƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ƻǊƛƎƛƴŀƭ ŘŜƭ DƻōƛŜǊƴƻέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ момύΦ 
 
38   άtƻǎƛōƭŜƳŜƴǘŜΣ ƭŀ ƛƴǎǳǊƎŜƴŎƛŀ ǇǳŘƻ ŀƳǇƭƛŀǊǎŜ Ƴłǎ ŦłŎƛƭƳŜƴǘŜ Ŝntre colonos y campesinos ante el fracaso tanto de la 
ǊŜŦƻǊƳŀ ŎƻƳƻ ŘŜ ƭŀ ƛȊǉǳƛŜǊŘŀ ƭŜƎŀƭ Ŝƴ ƭŀ ƻǊƛŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ !b¦/έ όYŀƭƳŀƴƻǾƛǘȊΣ {ΦΣ нлмлύΦ 
 



bipartidista, la violencia continuó en escalada pues el gobierno no dio un nuevo 

impulso a la reforma agraria, los conflictos por la propiedad rural continuaron y las 

exigencias sindicales en las ciudades exacerbaron un escenario de reivindicación 

social. 

Paralelamente, desde mediados de la década de los años setenta, se produce la 

incursión de los cultivos de uso ilícito (inicialmente de marihuana y luego coca y 

amapola) hecho que generó una profunda transformación en la economía nacional 

y en las dinámicas del conflicto armado interno. Su propagación en el territorio 

nacional causó un cambio en el uso de la tierra, así como nuevas manifestaciones 

de violencia por motivaciones puramente económicas (violencia socioeconómica) 

entre distintos actores en la disputa por el control de recursos y territorios.  

La nueva lógica del narcotráfico marcó por lo tanto una nueva era de 

desplazamientos forzados, caracterizados por procesos de repoblamiento y 

transformaciones de los territorios. Por un lado, la población se vio expulsada de 

las tierras y territorios, que se convirtieron en objetivos estratégicos en todos los 

eslabones de la cadena de tráfico ilegal, principalmente aquellos que eran 

funcionales para lavar activos a través de la compra de bienes inmuebles urbanos 

y rurales en zonas como los valles de los ríos Sinú, Cauca y Magdalena, y en los 

Llanos Orientales. Por otro lado, el uso de la tierra para cultivos de uso ilícito 

promovi· oleadas de migraci·n de ñclases emergentes de dudosa procedenciaò39 y 

de un campesinado sin opciones económicas. 

Precisamente en regiones de gran valor estratégico para las empresas criminales 

asociadas al narcotráfico ïcuyo destino final era Estados Unidos y Europaï 

surgirían las primeras estructuras paramilitares en el país. De hecho, se reconoce 

que ya desde finales de la década de 1970 había grupos de paramilitares que 

operaban en regiones como el Magdalena Medio y la Sierra Nevada de Santa 

Marta40. Como se verá más adelante, la génesis de estos grupos de carácter 

                                              

39   ά{Ŝ Ƙŀōƭŀōŀ ŜƴǘƻƴŎŜǎ ŘŜ ƭŀ ŜƴǘǊŀŘŀ ŘŜ άŎŀǇƛǘŀƭŜǎ ǎǳōǘŜǊǊłƴŜƻǎέ Ŝƴ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀΣ ŘŜƭ ŀǎŎŜƴǎƻ ŘŜ άŎƭŀǎŜǎ ŜƳŜǊƎŜƴǘŜǎέ 
ŘŜ ŘǳŘƻǎŀ ǇǊƻŎŜŘŜƴŎƛŀ ȅ ŘŜ ƭŀ ǇŜƴŜǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ƳŀŦƛŀǎ Ŝƴ ƭŀ ǾƛŘŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ȅ ƭƻŎŀƭέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ монύΦ 
 
40   Véase: TSJP Bogotá, 2014, 29 de mayo.  
 



regional constituye un hito en la evolución del conflicto armado interno que tendría 

un devastador efecto en los procesos de expulsión y despojo de la población civil en 

las siguientes décadas. 

 

 

Las grandes ciudades del país son receptoras de miles de desplazados provenientes, no solo del campo, sino también de 
otras ciudades. Medellín, 2006. Fotógrafa: © Natalia Botero. 

 

1.2 El desplazamiento forzado contemporáneo (1980 ï 

2014) 

A partir de la década de los años ochenta el problema del desplazamiento forzado 

interno en Colombia adquiriría una nueva dimensión ïcaracterizada por ñafectar a 

grandes masas poblacionalesòï y por ello la Corte Constitucional establecería el 

a¶o 1980 como punto de partida de su ñdin§mica actualò (CConst, T-025 de 2004). 

A pesar de las devastadoras experiencias de los procesos de éxodo, despojo y 

reconfiguración del campo durante la época de La Violencia y el Frente Nacional, 

el desplazamiento forzado adquiriría dimensiones nunca antes registradas y se 

convertir²a en un mecanismo cotidiano en la ñdin§mica general de la violenciaò 

(Sánchez, 2012). Sin duda alguna, la huida forzada de miles de familias y 

comunidades constituye la principal crisis humanitaria en Colombia, que evidencia 



la degradación de las violencias, la intolerancia y la incapacidad de resolver los 

conflictos por vías pacíficas. 

Con base en la información histórica contenida en el registro oficial (RUV), es 

posible tener una aproximación sobre el dramático número de personas 

desplazadas dentro del territorio nacional en su dinámica actual, tomando como 

punto de referencia el año 1980 hasta la actualidad. A partir del registro oficial, 

resulta evidente que el desplazamiento forzado se ha inscrito cuantitativamente 

con mayor intensidad desde mediados de la década de los noventa, 

particularmente desde 1995 (ver Gráfica 1). A partir de este año, se registró un 

crecimiento exorbitante hasta 2002 ïaño en el que alcanzó el máximo histórico 

registradoï, seguido por una tendencia inestable y cambiante desde 2003, con 

significativos recrudecimientos en los años 2007 y 2011.  

De acuerdo al RUV, el mayor número de personas forzadas a huir, equivalente al 

96 por ciento, fue registrado a partir de mediados de la década de los años 

noventa, precisamente cuando se crean e implementan los sistemas oficiales de 

registro de población desplazada. Así pues, al comparar esta fuente con las 

estimaciones de CODHES, resulta evidente una diferencia histórica en las 

fluctuaciones del fenómeno, particularmente en la década de los años ochenta y 

principios de los noventa, antes de que se crearan los sistemas de registro 

oficiales (ver Gráfica 2). De hecho, entre 1995 y 1999 el RUV presenta cifras 

significativamente inferiores y solo a partir del año 2000 supera las estimaciones 

realizadas por CODHES.  

 

 

 

 



Gráfica 1. Evolución de número de personas desplazadas forzosamente en 

Colombia (1980 ï2014) 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte el 31 de diciembre de 2014. 

 

 

 

 

 

 



Gráfica 2. Registro oficial vs. estimaciones CODHES sobre el desplazamiento 

forzado en Colombia (1980 ï 2014) 

 

 

Fuentes: RUV ς UARIV, corte el 31 de diciembre de 2014. CODHES, corte a 31 de marzo de 2013. 

 
Como se verá más adelante, antes del año 1995 el fenómeno del desplazamiento 

estaba manifiestamente invisibilizado ante las autoridades oficiales y por ello la 

información contenida en el RUV solo permite reconstruir con mayor precisión el 

desplazamiento forzado que se produjo ïo se reportó por primera vezï a partir de 

mediados de la década de los noventa. Lo anterior es desafortunado para la 

reconstrucción de la memoria histórica pues el país posee información oficial que 

solamente permite dimensionar la magnitud de esta modalidad de violencia a partir 

los últimos años del siglo XX y comienzos del siglo XXI. Por esta razón, la 

información recogida por CODHES constituye un punto de referencia fundamental 

para comprender la evolución del fenómeno en aquellos años en que no existía un 

registro oficial. 



Para identificar las causas, características y patrones de sistematicidad del 

desplazamiento forzado a lo largo de más tres décadas, es necesario caracterizar 

períodos en los que se dieron estos hechos de violencia en la Colombia 

contemporánea. En virtud de esta necesidad, teniendo la evolución del fenómeno 

del desplazamiento forzado como objeto de análisis, se tomaron como puntos de 

referencia los siguientes años: 

 

Punto de partida: 1980, año declarado por parte de la Corte Constitucional como el 

inicio de la dimensión actual del fenómeno (Sentencia T-025 de 2004). 

Punto central: 1997, año en el que se expide el principal instrumento legal para dar 

respuesta al grave problema suscitado por el desplazamiento forzado (Ley 387). 

Punto de cierre: 2014, año del corte del análisis estadístico. 

 

A partir de estos puntos de referencia se establecieron los siguientes periodos de 

análisis, también entendidos como éxodos de violencia, los cuales permiten hacer 

una reconstrucción de la memoria histórica de la dimensión actual o 

contemporánea del desplazamiento forzado en Colombia: 

 

1980-1988: desplazamiento silencioso en el escalamiento del conflicto armado  

1989-1996: continuidad del desplazamiento en el nuevo pacto social 

1997-2004: gran éxodo forzado en la Colombia contemporánea 

2005-2014: persistencia del desplazamiento en escenarios de búsqueda de la paz 

 
Los periodos anteriormente señalados si bien se basan principalmente en los 

cambios en las políticas públicas de atención al desplazamiento forzado en 

Colombia, también tienen en cuenta los hitos del conflicto armado interno y la 

evolución e interacción legal e ilegal de todos los actores que lo integran. Como se 

verá más adelante en cada uno de los periodos, el análisis y seguimiento de las 

estrategias de los actores armados es un punto de referencia crucial para 

comprender la evolución de las modalidades del desplazamiento forzado, la 



reconfiguración territorial y la impunidad ïque oculta la verdad y silencia la 

memoriaï41.  

A pesar del limitado alcance del registro oficial en los primeros periodos, 

principalmente debido al subregistro y la invisibilización de la problemática antes 

de que se expidiera la legislación sobre el desplazamiento forzado interno, la 

periodización permite evidenciar una tendencia creciente en el número de 

víctimas. En virtud de lo anterior, los periodos dan cuenta de las dinámicas, 

magnitudes, tendencias y modalidades con las que se asocia este crimen, y cada 

uno de ellos constituye una radiografía histórica del conflicto armado interno y sus 

manifestaciones de violencia (ver Gráfica 3). Tal y como se había señalado 

anteriormente, las cifras revelan que las estimaciones de CODHES tienen un 

mayor poder explicativo respecto al registro oficial en los dos primeros periodos. 

Por más de tres décadas, en medio del creciente número de víctimas, nueve 

presidentes de la república fueron elegidos democráticamente y sus gobiernos 

adoptaron distintas estrategias y mecanismos de política pública, algunos de los 

cuales fueron incongruentes, incompatibles e incluso contradictorios. De la 

información contenida en el RUV, resulta evidente el agravamiento del éxodo 

forzado a partir del gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1998), 

precisamente cuando se desarrollaron los primeros esfuerzos por humanizar el 

conflicto armado interno, articular una política pública y brindar atención a la 

población desplazada42 (ver Gráfica 4). 

 

                                              

41   Adicionalmente, otros criterios fundamentales que guiaron la construcción de esta periodización sobre el 
desplazamiento forzado están asociados con las políticas adoptadas por los gobiernos nacionales, entre ellas: i) políticas 
de seguridad nacional; ii) directrices de la política exterior ςparticularmente en materia de lucha contra las drogas y 
contrainsurgenteς, iii) reformas legislativas y administrativas; iv) ejercicio de justiciabilidad impulsado por la Corte 
Constitucional y el acompañamiento de la sociedad civil; v) negociaciones de paz y los procesos de desmovilización de los 
grupos armados; y iv) tránsito a la justicia transicional penal y civil. 
 
42   Como se verá en detalle más adelante, solamente a partir de esta época se comenzó a llevar un registro más elaborado 
del número de víctimas desplazadas a través del Programa Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia (1995) y el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (1997). DNP, Documentos Conpes 
No. 2804 de septiembre de 1995 y 2924 de mayo de 1997. 
 



Gráfica 3. Personas desplazadas según registro oficial vs. estimaciones 

CODHES por periodos históricos (1980-2014) 

 

 

Fuentes: RUV ς UARIV, corte el 31 de diciembre de 2014. CODHES, corte a 31 de marzo de 2013. 

 

 

 

 
Gráfica 4. Personas desplazadas por periodos presidenciales (1978-2014) 



 

*Los periodos presidenciales son asumidos desde la toma de posesión de cada presidente, es decir, desde el 7 de agosto 
del año correspondiente a la investidura. 
Fuente: RUV ς UARIV, corte 31 de diciembre de 2014 

 

 
Teniendo en cuenta este panorama general que revela el agravamiento y la 

agudización de la expulsión de la población civil en la Colombia contemporánea, a 

continuación se analiza en detalle la evolución de este delito en los cuatro 

periodos analíticos.  

 

1.2.1 Desplazamiento silencioso en el escalamiento del conflicto armado (1980 - 

1988) 

Durante la década de los años ochenta, el desplazamiento forzado se produjo de 

manera silenciosa en múltiples escenarios de recrudecimiento de prácticas de 

violencia y victimización de la población civil en distintas regiones del país. Este 

periodo se caracteriza por la degradación del conflicto armado interno debido al 



surgimiento del paramilitarismo moderno, la redefinición estratégica de la lucha 

insurgente, el auge del narcotráfico y los procesos de paz con las guerrillas. La 

década de los ochenta fue un periodo en que el Estado, las guerrillas, los 

paramilitares y los narcotraficantes legitimaron el uso de la violencia y el éxodo de 

la población como formas de resolución de conflictos, haciendo la guerra más 

intensa y más sucia. 

Marcando el inicio de este periodo, en un escenario internacional de lucha 

anticomunista promovida por Estados Unidos, el gobierno de Julio César Turbay 

Ayala (1978-1982) introdujo un carácter especialmente represivo a la política 

contrainsurgente. Con este propósito, el Gobierno nacional, asesorado por la 

cúpula militar, adoptó el controversial Estatuto de Seguridad Nacional, promulgado 

mediante el Decreto Legislativo 1923 de 1978, el cual tipificaba como subversiva 

toda protesta social. A partir de esta ventana jurídica, durante el gobierno de 

Turbay Ayala, el Estado llevó al límite el ejercicio del monopolio de la lucha 

contrainsurgente. 

Asimismo, a principios de la d®cada del ochenta ñla pol²tica de erradicaci·n de 

cultivos ilícitos promovida por los Estados Unidos tuvo su efecto, y con ella 

comenz· el decaimiento de la industria de la marihuanaò. Sin embargo, las 

antiguas rutas empleadas para el tráfico de esa sustancia fueron rápidamente 

aprovechadas para la exportación de cocaína por reconocidos narcotraficantes 

como Gonzalo Rodríguez Gacha, alias El Mejicano, y Pablo Escobar Gaviria. 

Esta transformación en la producción y tráfico de cultivos ilícitos llevó al 

denominado boom del narcotráfico, que desató nuevas manifestaciones de 

violencia socioeconómica y constituyó un factor decisivo en la evolución del 

conflicto armado interno. A comienzos de los años ochenta la violencia asociada a 

este fenómeno, que en un principio se circunscribía al universo de los propios 

narcotraficantes y se caracterizaba por la permisividad del Estado, evolucionó 

aceleradamente cuando los carteles entablaron relaciones instrumentales con los 



diferentes actores armados, convirtiéndose en el combustible de la guerra y 

permeando la vida política del país43.  

As², comenz· ñuna nueva forma de guerra en Colombia, superpuesta y en 

ocasiones confundida con la que ya se libraba entre gobierno y grupos 

guerrilleros, y que habría de dar un enorme auge a los grupos paramilitares, 

quienes además de ser defensores de grandes terratenientes, ganaderos y 

empresarios pasaron a ser defensores de narcotraficantesò (ICJ, 2005, p§gina 9). 

El antecedente más claro de la conformación de grupos paramilitares en la década 

de los años ochenta es el grupo MAS (Muerte a Secuestradores) en 1981, cuya 

creación corresponde precisamente a un plan de represalia de los narcotraficantes 

contra la guerrilla del M-1944. Así pues, a los grupos regionales paramilitares 

fundados en los años setenta se sumaron múltiples grupos financiados por el 

narcotráfico45. De esta manera, las alianzas entre narcotraficantes y paramilitares 

constituyeron un factor decisivo para consolidar corredores de droga en regiones 

como el Magdalena Medio, la Sierra Nevada de Santa Marta y el Urabá. 

En este escenario, los grupos paramilitares, que gozaban de plena legalidad como 

estrategia contrainsurgente, desencadenaron hechos de violencia principalmente a 

trav®s de ñasesinatos selectivos de car§cter pol²tico, desapariciones forzadas y 

masacres, especialmente de campesinosò (ICJ, 2005, p§gina 7)46. En medio del 

escalamiento del conflicto armado y la fuerte represión militar guiada por el 

Estatuto de Seguridad Nacional, los grupos guerrilleros redefinieron su estrategia 

                                              

43   En 1982, Pablo Escobar resulta elegido como representante a la Cámara, suplente por Antioquia, haciendo parte de 
la lista del senador Albert Santofimio, el cual fue condenado en 2007 por ser el actor intelectual del magnicidio de Luis 
Carlos Galán en 1989. Véase: Portafolio, Corte condena a Alberto Santofimio por crimen de Galán, 2011. 
 
44   El MAS fue creado para rescatar a Martha Nieves Ochoa, hermana de un reconocido narcotraficante de la época, 
secuestrada por miembros del M-19. 
 
45   Entre los grupos paramilitares más conocidos se destaca el Escuadrón de la Muerte, Muerte a Abigeos (MAOS), Castigo 
a Firmantes o Intermediarios Estafadores (CAFIES), el Embrión, Alfa 83, prolimpieza del Valle del Magdalena, Tiznados, 
Movimiento Anticomunista Colombiano, los Grillos, el Escuadrón Machete, Falange, Muerte a Invasores, Colaboradores y 
Patrocinadores (MAICOPA), los Comandos Verdes, Terminador, Menudos, Justiciero Implacable, Mano Negra y Plan 
Fantasma, los Grises, Rambo, Toticol, los Criollos y Black Flag, entre otros (Velásquez, 2007). 
 
46   άώ5ϐŜ ŀŎǳŜǊŘƻ Ŏƻƴ Ŝǎŀǎ ƴƻǊƳŀǎΣ ƭƻǎ ΨƎǊǳǇƻǎ ŘŜ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀΩ ŜǊŀƴ ƭŜƎŀƭŜǎΣ ώΧϐ ŎƛǊŎǳƴǎǘŀƴŎƛŀ ŀŘƳƛǘƛŘŀ ǇƻǊ ƭŀǎ 
ŀǳǘƻǊƛŘŀŘŜǎ ȅ ǇƻǊ Ŝǎŀ ǊŀȊƽƴ ƎƻȊŀōŀƴ ŘŜ ǎǳ ŀǇƻȅƻέ ό¢Ǌƛōǳƴŀƭ {ǳǇŜǊƛƻǊ aƛƭƛǘŀǊΣ мффуύΦ 
 



de lucha insurgente47. De esta manera, las guerrillas pasaron de una posición 

defensiva a tener una orientación ofensiva a través de nuevas lógicas de violencia 

ejercida contra la población civil para financiar sus actividades y expandirse a 

zonas aledañas a las regiones en las que históricamente se encontraban 

consolidados. Prueba de ello es la VII Conferencia de las FARC de 1982 en la que 

se definieron tres ejes del cambio estratégico:  

 [i] el desdoblamiento militar de los frentes (expansión territorial de la guerra), [ii] la 

diversificación de las finanzas (escalamiento de la presión sobre la población civil para la 

financiación de la guerra a través de los secuestros, las extorsiones y los boleteos) y [iii] una mayor 

influencia sobre el poder local (cooptación y subordinación de las autoridades civiles locales, la 

presión sobre los partidos políticos tradicionales que controlaban el poder local e intensificación 

del trabajo político y posicionamiento de fuerzas políticas de izquierda) (Rangel, 1998). 

El gobierno de Belisario Betancur Cuartas (1982-1986) se distanció de la Doctrina 

de Seguridad Nacional promovida por su predecesor y en su lugar impulsó el Plan 

Nacional de Rehabilitación sustentado en la Política de Protección de Derechos 

Humanos promovida por Estados Unidos48. Así pues, mientras las autoridades 

colombianas se encontraban en una confrontación con los carteles del narcotráfico 

debido a la presión internacional49, el gobierno de Betancur promovió medidas que 

facilitaban acuerdos de paz con los principales grupos insurgentes de la época ï

principalmente las FARCï50, incluyendo la reglamentación de amnistías para 

delitos políticos51. Ante esta nueva coyuntura nacional, ñlos militares, la derecha y 

                                              

47   La redefinición de la estratŜƎƛŀ ŘŜ ƭǳŎƘŀ ƛƴǎǳǊƎŜƴǘŜ ŜǎǘǳǾƻ ƳŀǊŎŀŘŀ ǘŀƳōƛŞƴ ǇƻǊ Ŝƭ άŞȄƛǘƻ ŘŜ ƭŀ ǊŜǾƻƭǳŎƛƽƴ ǎŀƴŘƛƴƛǎǘŀ 
Ŝƴ bƛŎŀǊŀƎǳŀΣ Ŝƴ мфтфΣ ȅ ƭƻǎ ŀǾŀƴŎŜǎ ŘŜ ƭŀǎ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀǎ Ŝƴ 9ƭ {ŀƭǾŀŘƻǊ ȅ DǳŀǘŜƳŀƭŀέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ мпоύ ȅ Ŝƭ ƛƳǇŀŎǘƻ 
del paro cívico del 14 de septiembre de 1977. 
 
48   La Política de Protección de Derechos Humanos (Human Rights Policy en el inglés original) fue promovida por el 
gobierno del presidente Jimmy Carter (1977-1981). 
 
49   Como consecuencia del tratado de extradición firmado entre Colombia y Estados Unidos el 14 de septiembre de 1979 
y ratificado por el Congreso a través de la Ley 27 de 1980. Véase: Semana, Cómo decayó la extradición, 1987. 
 
50   Un ejemplo de estos acercamientos es el Acuerdo de La Uribe del 28 de marzo de 1984 suscrito entre la Comisión de 
tŀȊ ȅ ƭŀǎ C!w/ ǉǳŜ άōǳǎŎŀōŀ Ŝƭ ǊŜǎǘŀōƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ƴƻǊƳŀƭƛŘŀŘ ŎƛǾƛƭ Ŝƴ ƭŀǎ Ȋƻƴŀǎ ŀŦŜŎǘŀŘŀǎ ǇƻǊ ƭŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀέ ό/baIΣ 
2012, página 85). El gobierno también convino el llamado Diálogo Nacional por la Paz con el M-19, el EPL y con el 
ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ !ǳǘƻ 5ŜŦŜƴǎŀ hōǊŜǊŀ ҍ !5hΦ ±ŞŀǎŜΥ /baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ морΦ 
 
51   Entre estas medidas, se destaca la expedición de la Ley 35 de 1982 que dio un nuevo significado a la reglamentación 
ŘŜ ŀƳƴƛǎǘƝŀΣ ŀƭ ƛƴŎƭǳƛǊ Ŝƴ Ŝƭ ƭƛǎǘŀŘƻ ŘŜ ŘŜƭƛǘƻǎ ǇƻƭƝǘƛŎƻǎ ƭŀ άǊŜōŜƭƛƽƴΣ ǎŜŘƛŎƛƽƴ ƻ ŀǎƻƴŀŘŀ ȅ ƭƻǎ ŎƻƴŜȄƻǎ Ŏƻƴ Ŝƭƭƻǎ ǇƻǊ ƘŀōŜǊ 
ǎƛŘƻ ŎƻƳŜǘƛŘƻǎ ǇŀǊŀ ŦŀŎƛƭƛǘŀǊƭƻǎΣ ǇǊƻŎǳǊŀǊƭƻǎΣ ŎƻƴǎǳƳŀǊƭƻǎ ǳ ƻŎǳƭǘŀǊƭƻǎέ ό[Ŝȅ ор ŘŜ мфунΣ !ǊǘΦ нϲύΦ 



los narcotraficantes consideraron que el Estado había otorgado ventajas 

inadmisibles a las organizaciones subversivasò y ñse consideraron obligados a 

asumir la defensa del establecimientoò (Vel§squez, E., 2007, p§gina 138).  

En esta coyuntura de división ideológica se produjo una profunda radicalización 

pol²tica ñque se manifest· en la exacerbaci·n de autoritarismos regionales y en 

una creciente tensión entre el poder civil y la Fuerza Pública, que acabó por 

potenciar y consolidar el paramilitarismoò (S§nchez, 2012). Así pues, al tiempo que 

el gobierno de Betancur buscaba acuerdos de paz con las guerrillas, sectores 

radicales de las Fuerzas Armadas, en actos que evidenciaban una manifiesta 

autonomía clandestina, promovían una nueva forma de guerra: la 

desinstitucionalización o privatización de la lucha contrainsurgente52.  

Durante el gobierno Virgilio Barco Vargas (1986-1990), a través del plan de 

desarrollo Plan de Economía Social, se dio continuidad al Plan Nacional de 

Rehabilitación de su antecesor. De esa manera, dentro de su estrategia de 

institucionalización del proceso de paz, se continuaron los procesos de diálogo con 

algunos grupos insurgentes como el M-19 y otros grupos insurgentes fundados en 

la década de los años ochenta, como el grupo guerrillero indígena MAQL 

(Movimiento Armado Quintín Lame), el PRT (Partido Revolucionario de los 

Trabajadores), la ADO (Autodefensa Obrera) y Patria Libre. 

Asimismo, se dio un primer paso hacia la democratización y descentralización 

política del país con la instauración de la elección popular de alcaldes en todo el 

territorio nacional, medida que fue aprobada antes de que terminara el gobierno de 

Betancur53.A pesar de estos importantes cambios institucionales, el crecimiento de 

los grupos paramilitares siguió aumentando de manera acelerada, sin que el 

Estado dimensionara su significado e implicaciones, entre otras razones por la 

                                              

 
52   La desinstitucionalización de la lucha contrainsurgente se produce cuando la población civil es involucrada en el 
conflicto armado a través de la autorización e incentivo para crear grupos paramilitares dentro del marco legal vigente 
desde los años sesenta: el Decreto 3398 de 1965 y la Ley 48 de 1968. Se trató de un momento histórico que, según señala 
Ŝƭ ƛƴǾŜǎǘƛƎŀŘƻǊ !ƴŘǊŞǎ 5łǾƛƭŀΣ ǎŜ ǇǳŜŘŜ ŎŀǘŀƭƻƎŀǊ ŎƻƳƻ άǎǳōƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ ƻōƭƛƎŀŘŀέ ȅ άŀǳǘƻƴƻƳƝŀ ŎƭŀƴŘŜǎǘƛƴŀέ ό5łǾƛƭŀΣ 
1998). 
 
53   Esta medida fue adoptada a través de una reforma a la Constitución Política de 1886 mediante el Acto Legislativo No. 
01 de 1986. 
 



falta de consenso gubernamental. As² las cosas, ñ[l]os grupos paramilitares 

evolucionaron desde movimientos de autodefensa de propietarios locales hasta 

convertirse en empresas armadas de conquista territorial, interesadas en dominar 

territorios y poblaciones locales, depredar los presupuestos, usufructuar los 

negocios de narcotr§fico, el contrabando y la apropiaci·n forzada de la tierraò 

(Reyes, Amaya y Pedraza, 2010, página 4).  

Para el año 1987, el crecimiento y expansión paramilitar fue públicamente 

reconocida por el entonces ministro de gobierno, César Gaviria Trujillo, quien 

advirtió en un debate ante el Congreso de la existencia de aproximadamente 128 

grupos paramilitares (El Espectador, Bogotá, 1987,1 de octubre, páginas 1-A y 13-

A). 

Ganaderos y empresarios de C·rdoba consideraron ñlas negociaciones de paz 

como una instrumentalización del gobierno por la guerrilla y como un primer paso 

para óimponer la reforma agraria y hundir los campos en la miseriaôò (Romero, 

2003, página 22). En ese departamento en 1985 Fidel Castaño, fundador de la 

Casa Castaño, se aparta de las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio y 

forma el grupo conocido como Los Tangueros54, en alusión a la finca Las Tangas 

en jurisdicción de los municipios Valencia y Tierralta, en el departamento de 

Córdoba.  

A partir de 1986, debido a las alianzas entre elites y narcotraficantes para no 

perder el control político, económico y social55, se desencaden· ñuna verdadera 

campaña de exterminio de los sectores de la oposición pol²ticaò. Esta violenta 

campaña se materializó con la persecución de los miembros de la UP (Unión 

Patriótica) ïpartido de izquierda que emergió de la negociación de las FARC con 

el gobierno de Betancur56ï y contra el Frente Popular en la zona de influencia de 

Fidel Castaño en Córdoba y Urabá.  

                                              

54   Los Tangueros se asocian a grupos que existían en el Urabá y en Antioquia. También se les une Ramiro Vanoy Murillo, 
esmeraldero de Muzo, quien consolida su poder en los municipios de Taraza, Valdivia, Yarumal, Cáceres y Briceño. Se 
desmovilizó años más tarde como comandante del Bloque Mineros de las AUC.  
 
55   Véase: Corte Suprema de Justicia, 15 de mayo de 2013. 
 
56   Durante este periodo, el exterminio de la UP fue decisivo pueǎ ŘƛŎƘƻ ƎǊǳǇƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻ άǇŜǊŘƛƽ Ƴłǎ ŘŜ нΦрлл ŘŜ ǎǳǎ 
afiliados, muchos de ellos autoridades locales legalmente elegidas así como parlamentarios, todos ellos asesinados o 



A pesar de ser un hecho mayormente invisibilizado, las tácticas de guerra 

empleadas por todos los actores del conflicto produjeron, además de secuestros, 

asesinatos selectivos y masacres57, la expulsi·n ñgota a gotaò de miles de 

campesinos, afrodescendientes y pueblos indígenas que habitaban en regiones 

altamente disputadas. De hecho, en 1985, la Conferencia Episcopal Colombiana 

alertó por primera vez sobre las enormes magnitudes del desplazamiento forzado 

a nivel nacional y la crisis humanitaria en la que se encontraban sus miles de 

víctimas (CNMH, 2013, página 71).  

Sin embargo, a pesar de las alertas de la Conferencia Episcopal y la creciente 

preocupación de la comunidad internacional, las agendas gubernamentales no 

dieron prioridad a la crisis humanitaria de las personas desplazadas. Durante este 

periodo, no fue concebida (ni en diseño ni en implementación) una política pública 

para reconocer y atender a la población desplazada, lo cual llevó a su 

invisibilización y a prolongar sus consecuencias humanitarias. 

Esta invisibilización de la problemática se evidencia en la disparidad en las cifras 

oficiales y las cifras no oficiales sobre el total de personas desplazadas durante 

este periodo. De acuerdo al RUV, con corte al 31 de diciembre de 2014, entre 

1980 y 1988 se registraron un total de 65.597 personas, mientras que las 

estimaciones de CODHES, basadas en los registros de la Conferencia Episcopal, 

dan cuenta de 227.000 personas desplazadas solamente entre 1985 y 1988. 

Teniendo en cuenta que las estimaciones de CODHES no comprenden un periodo 

de cinco años entre 1980 y 1984, resulta evidente el subregistro pues la fuente 

oficial se ve superada en más de seis veces por las cifras no oficiales. 

Junto con la expulsión de la población civil, el escalamiento del conflicto armado 

se convirtió en un importante escenario de acumulación de propiedades, tierras y 

territorios. En la década de los ochenta, la compra masiva de tierras en zonas de 

alta presencia de narcotraficantes y esmeralderos, ñbenefici· a grandes 

                                              

ŘŜǎŀǇŀǊŜŎƛŘƻǎέ όL/WΣ нллрΣ ǇłƎƛƴŀ тύΦ 
 
57   De acuerdo a la depuración de la base de datos Guerra y Masacres del CNMH, 2013, en el periodo comprendido entre 
1980 y 1988 se reportó un total de 215 masacres con 1.502 víctimas fatales. 
 



propietarios afectados por una prolongada crisis de improductividad58, encajó en el 

interés estratégico de las fuerzas armadas y los políticos tradicionales de contar 

con aliados bien financiados y dispuestos a defender militarmente territorios en 

poder de las guerrillasò (Reyes y G·mez, 1997, p§gina 280). Estas compras 

masivas de tierras cumplieron con un doble propósito: se ampliaron las 

posibilidades de que los narcotraficantes ejercieran influencia en muchas regiones 

del país, al mismo tiempo que la inversión de algunas de sus ganancias ilegales 

les permiti· óreinsertar el capital en la circulaci·n del mercadoô (TSJP Bogot§, 30 

de octubre de 2013, pará. 516). 

 

1.2.2 Continuidad del desplazamiento en el nuevo pacto social (1989 ï 1996) 

El año 1989 fue determinante en el proceso de adopción del nuevo pacto social a 

partir del fortalecimiento del movimiento por una Asamblea Constituyente. En ese 

año, el gobierno de Barco continuó con los acercamientos con los grupos 

subversivos tendientes a su desmovilización, en particular con el M-1959, lo cual 

llevó a que la movilización universitaria por una constituyente resurgiera con 

fuerza. En noviembre del mismo año, en el escenario internacional de la caída del 

muro de Berlín y el fin formal de la Guerra Fría, el Gobierno nacional y el M-19 

suscribieron el llamado ñPacto pol²tico por la pazò. Sin embargo, la reforma 

constitucional propuesta por el gobierno y los acuerdos de paz en ella incluidos 

fueron frustrados, ante lo cual, el 14 de diciembre, el M-19 ñconvoc· a rehacer el 

pacto de paz directamente con el pueblo, en una Asamblea Constituyente surgida 

de un golpe de opinión por la v²a pac²ficaò (CNMH, 2013, p§gina 149).  

El año 1989 también marcó un hito en la evolución del conflicto armado interno 

pues se declaró la ilegalidad de los grupos llamados grupos de autodefensas 

debido al desbordamiento de sus acciones y a los claros nexos con el 

                                              

58   ά[ƻ ŀƴǘŜǊƛƻǊ Ŝƴ ǳƴ ŎƻƴǘŜȄǘƻ ŘƻƴŘŜ Ŝƭ ǎŜŎǘƻǊ ǇǊƛǾŀŘƻ ōŀƴŀƴŜǊƻ ŦǳŜ ǳƴƻ ŘŜ ƭƻǎ ƳŀȅƻǊŜǎ ōŜƴŜŦƛŎƛŀŘƻǎ ŘŜ ƭŀ ŜƴǘǊada del 
paramilitarismo, lo cual ha sido ampliamente expuesto en sus versiones libres por Raúl Hasbún y también por el aquí 
ǇƻǎǘǳƭŀŘƻ IŞōŜǊǘ ±ŜƭƻȊŀ DŀǊŎƝŀέ ό¢{Wt .ƻƎƻǘłΣ ол ŘŜ ƻŎǘǳōǊŜ ŘŜ нлмоΣ ǇŀǊłΦ ррнύΦ 
 
59   Dentro de este proceso de negociación se dio la instalación de las llamadas mesas de análisis y concertación, en abril 
de 1989. 
 



narcotráfico60. En el marco del recrudecimiento de masacres y asesinatos 

selectivos perpetrados por paramilitares en regiones como el Magdalena Medio, 

entre ellas el caso de La Rochela61, y la revelaci·n de su ñDossierò operativo,62 la 

aplicación del marco legal que promovía su creación fue suspendida mediante el 

Decreto 815 de 1989 y su texto fue posteriormente declarado inconstitucional por 

la Corte Suprema de Justicia (Corte Suprema de Justicia, 1989).  

A pesar de la suspensión del paraguas legal que vinculó civiles a la guerra, 

acompañada del Decreto 1194 de 1989 que creó una nueva figura delictiva para 

reprimir el liderazgo, la organización y la pertenencia a grupos paramilitares, estos 

siguieron operando en las zonas que poseían control territorial. Paralelamente a 

esta decisión, estructuras paramilitares recientemente ilegalizadas perpetraron 

repertorios de violencia de carácter expedicionario63 y bajo el imperativo de 

exterminio del opositor político. 

Debido a la participación directa del narcotráfico, se produjo un recrudecimiento de 

la violencia política que cobró la vida de Carlos Pizarro, Luis Carlos Galán y 

Bernardo Jaramillo, entre otros. En varias oportunidades, las desapariciones, 

torturas, y asesinatos individuales y colectivos, no solo se produjeron con 

aquiescencia de la fuerza pública, sino que incluso fueron el resultado de la 

cooptación de las instituciones estatales por parte de los carteles del narcotráfico. 

                                              

60   /ƻƴǎƛŘŜǊŀƴŘƻ άώǉϐǳŜ ōŀƴŘŀǎ ŘŜ ǎƛŎŀǊƛƻǎΣ ŜǎŎǳŀŘǊƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ƳǳŜǊǘŜΣ ƎǊǳǇƻǎ ŘŜ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀ ƻ ŘŜ ƧǳǎǘƛŎƛŀ ǇǊƛǾŀŘŀΣ 
equivocadamente denominados paramilitares son responsables ŘŜ ŀŎǘƻǎ ǇŜǊǘǳǊōŀŘƻǊŜǎ ŘŜƭ ƻǊŘŜƴ ǇǵōƭƛŎƻέ όwŜȅŜǎ ȅ 
Gómez, 1997, página 280). 
 
61   Un ejemplo es la emblemática masacre de La Rochela perpetrada el 18 de enero de 1989 en el municipio de Simacota, 
Magdalena Medio. En dicha ocasión, miembros del grupo paramilitar Los Masetos, contando con la cooperación y 
aquiescencia de agentes estatales, inicialmente retuvieron a 15 integrantes de una Comisión Judicial (Unidad Móvil de 
LƴǾŜǎǘƛƎŀŎƛƽƴύ ȅ ǇƻǎǘŜǊƛƻǊƳŜƴǘŜ ƭƻǎ ŀǎŜǎƛƴŀǊƻƴ Ŏƻƴ άǘƛǊƻǎ ŘŜ ƎǊŀŎƛŀέΦ {ƻƭƻ ǘǊŜǎ ƳƛŜƳōǊƻǎ de la Comisión sobrevivieron. 
Véase: Corte IDH, 2007; CNMH, 2010-b. 
 
62   Véase el informe del Procurador General de la Nación, Carlos Jiménez Gómez, sobre el MAS (PGN, 1983); y el reporte 
sobre paramilitarismo elaborado por el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), bajo la dirección del General 
de la policía Miguel Maza Márquez. Parte de éste fue publicado por la revista Semana. Véase también: Semana, El 
ά5ƻǎǎƛŜǊέ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊΣ мфуфΦ 
 
63   Prueba de esta expedición territorial es la violenta intervención que llevaron a cabo los grupos paramilitares desde el 
Magdalena Medio hacia el departamento de Antioquia y la región del Urabá. Bajo esta lógica se inscribe la masacre de 
aproximadamente 43 hombres, quienes fueron asesinados e inhumados después de ser interrogados y torturados, el 15 
de enero de 1990 en el corregimiento de Pueblo Bello, situado en el municipio de Turbo, en el Urabá antioqueño. Véase: 
Corte IDH, 2006. 
 



En este escenario de recrudecimiento de la violencia en el marco del proceso 

electoral, sería elegido el gobierno de César Gaviria Trujillo (1990-1994). 

Por su parte, el movimiento estudiantil y político promocionó la denominada 

Séptima Papeleta para las elecciones legislativas y regionales de marzo de 1990, 

la cual consistía en introducir una papeleta adicional para que los colombianos 

votaran si estaban de acuerdo en convocar a una Asamblea Nacional 

Constituyente con el objetivo de alcanzar la paz a partir de ñespacios de encuentro 

entre la insurgencia, la sociedad y el Estado para definir los contenidos de las 

reformasò (Zuluaga, 1999, p§gina 31).  

A pesar de que el Consejo Electoral no aceptó la inclusión oficial de la séptima 

papeleta, esta se contó extraoficialmente y la Corte Suprema de Justicia reconoció 

la mayoritaria voluntad popular validando el voto. En diciembre de 1990 se 

convocó a comicios para elegir a los representantes a la Asamblea Nacional 

Constituyente64, en la que participaron los grupos insurgentes desmovilizados y los 

pueblos y comunidades indígenas. 

A partir del compromiso que permitió el desarme y la desmovilización del M-1965, 

en el año 1991 se suscribieron acuerdos de paz con otros grupos insurgentes, 

entre los que se desmovilizaron el PRT, un sector mayoritario del EPL, y otros 

recientemente creados como el grupo guerrillero indígena MAQL, la ADO y Patria 

Libre. Por su parte, en ese mismo año se desmovilizó el grupo paramilitar 

conocido como Los Tangueros o Mochacabezas comandados por Fidel Castaño 

Gil66, el cual se rearmó un año más tarde,  

                                              

64   Los presidentes de la Asamblea Nacional Constituyente fueron: Álvaro Gómez Hurtado por el Movimiento de Salvación 
Nacional, Horacio Serpa por el Partido Liberal y Antonio Navarro Wolff por la Alianza Democrática M-19.  
 
65   Acuerdo político firmado el 9 de marzo de 1990 entre el gobierno de Virgilio Barco, los partidos políticos, el M-19, y 
ƭŀ ƛƎƭŜǎƛŀ ŎŀǘƽƭƛŎŀΣ Ŝƴ ŎŀƭƛŘŀŘ ŘŜ άǘǳǘƻǊŀ ƳƻǊŀƭ ȅ ŜǎǇƛǊƛǘǳŀƭέ ŘŜƭ ǇǊƻŎŜǎƻΦ [ŀ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ŜǎǘŜ ƎǊǳǇƻ ǇŜǊƳƛǘƛƽ ƭŀ 
conformación del movimiento político Alianza Democrática M-19. 
 
66   ά9ƴ мффмΣ Ŝƴ ±ŀƭŜƴŎƛŀ ό/ƽǊŘƻōŀύΣ Ŝƭ DǊǳǇƻ ŘŜ CƛŘŜƭ ǎŜ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊƽΦ {ƛ ōƛŜƴ Ŝǎ ŎƛŜǊǘƻ ǉǳŜ Ŝǎǘŀ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ŦǳŜ ǇŀǊǘŜ 
de un proceso político que duró varios meses, de éste no existe memoria oficial. El 31 de julio de 1990, justamente el día 
en que el entonces ministro de gobierno, César Gaviria, anunció la supresión de la Jefatura Militar de Urabá ς creada 
mediante el artículo 2º del decreto 678 del 14 de abril de 1988ς, se dio a conocer el comunicado por medio del cual Fidel 
Castaño ofreció desmovilizŀǊǎŜΣ Ŝƴ Ŏŀǎƻ ŘŜ ǉǳŜ Ŝƭ 9t[ ŜŦŜŎǘƛǾŀƳŜƴǘŜ ǎŜ ǊŜƛƴŎƻǊǇƻǊŀǊŀ ŀ ƭŀ ǾƛŘŀ ŎƛǾƛƭέ ό¢{Wt .ƻƎƻǘłΣ ол ŘŜ 
octubre de 2013, pará. 535). 
 



 

alegando incumplimientos del Gobierno nacional; iniciando la expansión de la 

Casa Castaño67.  

Sin embargo, a pesar de la importancia de estos acuerdos para conseguir la paz 

nacional, no se dieron otros de este tipo con las FARC y el ELN, organizaciones 

insurgentes que contaban con mayor control territorial y que continuaban desplazando 

campesinos, indígenas y afrodescendientes en distintas regiones del país. En ese 

escenario se produjo la ofensiva de las FARC y la disidencia del EPL que no se 

desmovilizó para copar los espacios dejados por este último. 

El 4 de julio de 1991 sería promulgada la nueva Constitución Política, la cual 

establecería un nuevo orden político, social y económico de la nación, 

representado por la participación de los grupos insurgentes recientemente 

desmovilizados, y se creó la Corte Constitucional y la Defensoría del Pueblo, 

instituciones que se convertirían en abanderadas en la denuncia y la defensa de 

las víctimas del éxodo forzado en los periodos siguientes. En este nuevo contexto 

constitucional y político, la administración de Gaviria desarrollaría el plan de 

desarrollo La revolución pacífica, planteando una reorientación de la doctrina de 

seguridad del Estado. En el marco de este plan, el Gobierno nacional lanzaría la 

Estrategia Nacional contra la Violencia, la cual se caracterizó por una directa lucha 

contra el narcotráfico y se declararía la guerra contra las FARC68. 

A pesar de la declaración de guerra, el gobierno de Gaviria buscó acercamientos 

de paz con el ELN y las FARC ïque habían quedado por fuera de la Asamblea 

Constituyenteï, en Caracas, Venezuela, y en Tlaxcala, México, entre 1991 y 1992. 

Sin embargo, los di§logos de paz fracasaron y ñestas guerrillas se enfocaron en 

                                              

67   ά9ƴ мффнΣ Ŝƭ DǊǳǇƻ ŘŜ CƛŘŜƭ ǎŜ ǊŜŀǊƳƽΦ [ŀ ŦƛǎŎŀƭ мт ƭƻ ŜȄǇǳǎƻ ŘŜ ƭŀ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜ ƳŀƴŜǊŀΥ Ψ5ŜǎǇǳŞǎ ŘŜ Ŝǎǘŀ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƽƴ 
hablamos entonces del rearme de Fidel y señalamos aquí lo que pudimos apreciar durante las verificaciones y las 
ƛƴŘŀƎŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜ ŜǎǘŜ ǇǊƻŎŜǎƻΥ ǉǳŜ CƛŘŜƭ ƴƻ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊƽ όΧύ ǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǎΣ ǉǳŜ ƳŀƴǘǳǾƻ ǳƴ ƳƝƴƛƳƻ ŘŜ 
número y que al año fueron reactivadaǎ ǇƻǊ Ŝƭ ǇǊƻǇƛƻ CƛŘŜƭ /ŀǎǘŀƷƻΧΩέ ό¢{Wt .ƻƎƻǘłΣ ол ŘŜ ƻŎǘǳōǊŜ ŘŜ нлмоΣ ǇŀǊłΦ росύΦ 
 
68   El 9 de diciembre de 1990, las FFAA llevarían a cabo la Operación Casa Verde en la que bombardearon la sede del 
secretariado de las FARC, causando una grave problemática de desplazamiento forzado en el municipio La Uribe, 
departamento del Meta. Véase: Semana, Operación de alto riesgo, 1991. El 2 de diciembre de 1993, el reconocido 
narcotraficante Pablo Escobar Gaviria fue dado de baja por las autoridades. Véase: El TiempoΣ ά!ǎƝ Ǿƛƻ Ŝƭ ƳǳƴŘƻ ƳǳŜǊǘŜ 
ŘŜ tŀōƭƻ 9ǎŎƻōŀǊ DŀǾƛǊƛŀέΣ мффоΦ 
 



ocupar los territorios dejados por las guerrillas desmovilizadas y se reacomodaron 

estrat®gicamente para proseguir la confrontaci·nò (CNMH, 2013, p§gina 154). En 

este sentido, las FARC reajustaron su plan estratégico a partir de su VIII 

Conferencia de 1993, con lo cual se produjo una transici·n ñde una guerra de 

guerrillas a una guerra de posicionesò69. 

En medio del fortalecimiento de las guerrillas en diferentes regiones del país, a 

través de los Decretos Ley 535 de 1993 y 356 de 1994 se adoptaría el Estatuto de 

Vigilancia y Seguridad Privada, el cual permit²a crear ñservicios especialesò, 

posteriormente designados bajo el nombre de Convivir70. Estas organizaciones 

operaban entonces como un servicio de vigilancia y seguridad privada de carácter 

especial que, bajo aprobación del Comité de Armas del Ministerio de Defensa 

Nacional, podían emplear armamento de uso privativo de las Fuerzas Armadas. 

Las denominadas Convivir tenían el propósito de apoyar los esfuerzos de la 

Fuerza P¼blica y proporcionar ñla vigilancia y seguridad privada a sus miembros o 

asociados en el §rea donde la respectiva comunidad tuviera su sedeò (Corte 

Suprema de Justicia, 2012). 

En este escenario, la apertura económica de 1991 y la descentralización política y 

financiera del país en 199371 generaron un incentivo perverso especialmente en 

                                              

69   ά9ƴ Ŝǎǘŀ ǎŜ ŘƛŜǊƻƴ ǘǊŜǎ ŀƧǳǎǘŜǎ ŦǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎΣ Ŏǳȅƻ ŀƴłƭƛǎƛǎ ǇŜǊƳƛǘŜ ŜƴǘŜƴŘŜǊ ƭŀ ǇƻǎǘŜǊƛƻǊ ǘǊŀȅŜŎǘƻǊƛŀ ŘŜ Ŝǎŀ 
organización. En primer lugar, la decisión de conformar un ejército revolucionario capaz de perpetrar golpes militares 
contra las Fuerzas Militares con alto valor estratégico, los llevó a transitar de una guerra de guerrillas a una guerra de 
posiciones. En segundo lugar, el propósito de urbanizar el conflicto armado, volcando toda la estrategia militar hacia el 
cercamiento de las ciudades, con prioridad de Bogotá, los condujo a impulsar las Milicias Bolivarianas. En tercer lugar, el 
hecho de formalizar su distanciamiento con el Partido Comunista y desarrollar un pensamiento político autónomo, con la 
formulación de la plataforma para un nuevo Gobierno de reconciliación y reconstrucción nacional, los puso en un punto 
ŘŜ ǊǳǇǘǳǊŀ Ŝƴ Ŝƭ ǉǳŜ ƭŀ ƎǳŜǊǊŀ ȅ ƭŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ǉǳŜŘŀǊƻƴ Ŝƴ Ƴŀƴƻǎ ŘŜ ƭŀǎ C!w/έ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀǎмрп-155). 
 
70   Mediante la Resolución No. 368 de 1995, la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, entidad encargada de 
ǎǳǇŜǊǾƛǎŀǊ Ŝǎǘŀǎ ŎƻƻǇŜǊŀǘƛǾŀǎ ȅ ŀŘǎŎǊƛǘŀ ŀƭ aƛƴƛǎǘŜǊƛƻ ŘŜ 5ŜŦŜƴǎŀΣ ŜǎǘŀōƭŜŎƛƽ ǉǳŜ άƭƻǎ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ŜǎǇŜŎƛŀƭŜǎ ŘŜ ǾƛƎƛƭŀƴŎƛŀ ȅ 
seguridad privada que se autoricen por esta Superintendencia, a personas jurídicas de derecho público o privado, con el 
ƻōƧŜǘƻ ŘŜ ǇǊƻǾŜŜǊ ǎǳ ǇǊƻǇƛŀ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘΣ ǎŜ ŘŜƴƻƳƛƴŀǊłƴ /ƻƴǾƛǾƛǊέ ό{ǳǇŜǊƛƴǘŜƴŘŜƴŎƛŀ ŘŜ ±ƛƎƛƭŀƴŎƛŀ ȅ {ŜƎǳǊƛŘŀŘ tǊƛǾŀŘŀΣ 
1995). Posteriormente, la Superintendencia, mediante Resolución No. 7164, de octubre 22 de 1997, eliminó el nombre de 
ά/ƻƴǾƛǾƛǊέΦ 
 
71   En cumplimiento de la Constitución Política de 1991 se procedió a reglamentar los artículos 356 y 357, los cuales 
establecen el derecho de las entidades territoriales a participar en las rentas de la Nación. Con estos artículos se crea el 
Situado Fiscal, mediante el cual el Gobierno nacional cede a los departamentos y distritos un porcentaje de los ingresos 
corrientes para su inversión en educación y salud. Sin embargo, la descentralización se inició formalmente a partir de la 
expedición de la Ley 60 de 1993, en la cual se acuerda que las transferencias del situado fiscal deben ser el 23 por ciento 
de los ingresos corrientes de la nación; mientras que los municipios tendrían una participación inicial del 14 por ciento. 
 



aquellas regiones caracterizadas por conflictos históricos por la tierra, con un gran 

potencial para la importación y exportación72. La expectativa de mayor autonomía 

política y fiscal a nivel regional generó incentivos para que los actores armados 

pudieran consolidarse o inclusive luchar por determinados territorios para obtener 

el poder y control político y económico de los territorios bajo ñsu custodiaò, 

particularmente en el norte del país entre la costa Caribe y la zona andina73.  

Las Convivir se insertaban entonces en una nueva estrategia de lucha 

contrainsurgente a través de la organización de comunidades rurales bajo 

esquemas cooperativos, juntas de acción comunal o empresas comunitarias. Sin 

embargo, a través del siniestro esquema de las Convivir, se produjo la llamada 

ñviolencia por delegaci·nò donde estos grupos ejecutaban el trabajo sucio que la 

fuerza pública no podía hacer por su carácter de autoridad sometida al imperio de 

la ley (Defensoría, 1997, páginas 59 ï 60). Así pues, tan solo cinco años después 

de haberse derogado el marco legal que vinculó civiles al conflicto armado interno, 

el Estado creaba nuevamente la oportunidad para la privatización de la lucha 

contrainsurgente que tanto daño había hecho en los años ochenta mediante la 

promoción de los llamados grupos de autodefensa. 

A pesar de que el desplazamiento forzado no era una problemática reconocida 

oficialmente por el Gobierno nacional, desde 1991 se venían ejecutando ciertas 

acciones de atención humanitaria a las personas desplazadas. Durante la 

administración del presidente Gaviria, dicha atención humanitaria era prestada en 

el marco normativo de atención a las víctimas del terrorismo y de los desastres 

                                              

72   Muestra de ello es que al comparar las variables de conflicto con variables económicas, dentro de las que se incluyen 
los recursos fiscales, en el periodo 1985-2002, la descentralización administrativa y fiscal genera incentivos perversos para 
la disputa por el poder local y la confrontación armada entre actores por administrar dichos recursos. Además, las 
transferencias del gobierno incrementan la probabilidad de acciones violentas por parte de las FARC en casi 16 por ciento, 
las del ELN en casi 14 por ciento y las de las AUC en 16,2 por ciento. Véase: Sánchez & Palau, 2006. 
 
73   En cuanto a regiones ubicadas en el sur del país, se observa que el Ariari-Guayabero (3.381 personas), Florencia y su 
zona de influencia (1.206 personas) y el norte de Cauca (1.105 personas) son las regiones más afectadas por el 
desplazamiento forzado, aunque los niveles de expulsión son comparativamente menores respecto a las regiones en el 
norte del país. Éstas tienen en común el hecho de convertirse en zonas de siembra de coca y, por lo tanto, ser parte 
estratégica de la ruta del narcotráfico en el sur del país. Sin embargo, es evidente que no se alcanzan los grandes flujos de 
desplazamiento que se dieron al norte, debido a que en este periodo no parece haber fuertes enfrentamientos entre los 
antagonistas en esta parte del país. 
 



naturales a través de entidades como el Fondo de Solidaridad y Emergencia 

Social, las entidades públicas del Sistema Nacional de Prevención y Atención de 

Desastres, cada una en el marco de su competencia legal (CONPES 2804, 

páginas 1-2).  

Es por ello que las personas desplazadas tuvieron una atención marginal y de 

carácter residual que no estaba enmarcada en una política pública dirigida hacia la 

atención integral de esta modalidad de violencia. En este sentido, la atención 

humanitaria prestada a la población desplazada era definida de acuerdo a la Ley 

104 de 1993 como ñla ayuda indispensable para atender requerimientos urgentes 

y necesarios para satisfacer los derechos constitucionalesò. Para ser beneficiario 

de dicha atención, era necesario que las personas desplazadas estuvieran 

registradas como víctimas en el censo de damnificados. Así pues, si bien los 

migrantes forzados recibieron algunos beneficios y atención por parte del 

Gobierno nacional, entre ellos programas de educación para niños, niñas y 

adolecentes74, la persistencia del éxodo forzado seguía siendo invisibilizada y 

reducida a un ñefecto colateralò y los desterrados eran asimilados a v²ctimas de 

ñactos terroristasò. 

Durante el gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1998), cuestionado desde su 

elección debido a los presuntos vínculos con narcotraficantes del cartel de Cali, se 

empiezan a hacer visibles problemáticas asociadas a la degradación del conflicto 

armado que hasta ese momento no se habían abordado, entre ellas el 

desplazamiento forzado. En su plan de desarrollo El Salto Social, la inversión social 

se leyó como una manera de contribuir a la paz, razón por la cual en el componente 

social se elabor· una secci·n denominada ñJusticia, derechos humanos y seguridad 

ciudadanaò, que ten²a como norte la modernizaci·n de la justicia y la garant²a de los 

derechos humanos como ñfundamentos mismos de la construcci·n de una paz 

verdadera y duraderaò (DNP, 1995, p§gina 134). 

                                              

74   Los beneficios aplicaban en el caso de que tanto familiares (hermanos e hijos menores de 18 años) de víctimas de la 
violencia política (Decreto 2231 de 1989), o víctimas directas de la violencia política que fueran personas menores de edad 
(Decreto 48 de 1990), siempre y cuando su condición fuera acreditada por la Secretaría de Integración Popular de la 
Presidencia de la República. 
 



Para humanizar la guerra, se adoptaron las normas del DIH (Derecho 

Internacional Humanitario), que tienen como objetivo principal la protección de las 

personas que no participan en hostilidades o que han decidido dejar de participar 

en el enfrentamiento. Adicionalmente, se adoptaron medidas conducentes a la 

superación de la impunidad de la violación a los derechos humanos, a la 

erradicación del paramilitarismo y a la atención a las personas desplazadas por la 

violencia. Para ello se propuso desarrollar instrumentos legales y programas de 

atención y protección, además de un seguimiento sistemático a la situación de 

derechos consagrados en la Constitución y la incorporación al ordenamiento 

jurídico colombiano de las disposiciones internacionales de los derechos humanos 

y el DIH. 

En el Plan Nacional de Desarrollo se adujo que el desplazamiento forzado por la 

violencia, en particular la de carácter político, trae consecuencias negativas en 

múltiples campos, y que la población desplazada y víctima de la violencia se 

caracterizaba por su estado de indefensión, aislamiento y marginalidad social. Así 

pues, en el periodo presidencial de Samper se introduce por primera vez la 

problemática del desplazamiento forzado como discurso en el escenario 

gubernamental y como uno de los principales objetivos de política pública del 

Gobierno nacional. Es por ello que, en el marco de una política de paz y 

rehabilitación, se reconoció por primera vez la necesidad de: 

Un programa nacional de protección y asistencia integral que comprenda la prevención del 

desplazamiento, la atención humanitaria de emergencia a las poblaciones desplazadas, 

estrategias para la satisfacción de las necesidades básicas insatisfechas y la generación de empleo. 

En aquellos casos en donde el retorno de la población desplazada sea imposible, se diseñarán 

alternativas de reubicación y reinserción social y laboral en otras zonas agrarias o urbanas 

(teniendo como) criterio la participación de la comunidad, el tratamiento descentralizado, la 

perspectiva de género y generacional, y la coordinación del trabajo de planeación y ejecución 

entre el Estado, las ONG y los organismos internacionales (DNP, 1995, página 139). 

Así, en el año 1995 se produjo un hito histórico en el acercamiento gubernamental 

al desplazamiento forzado que marcó el inicio de la política pública sobre dicha 

problemática. Después de más de tres décadas de conflicto armado interno ï

tomando como referencia el surgimiento de las FARC y el ELNï, con la adopción 



del Programa Nacional para la Atención Integral de la Población Desplazada 

(DNP, CONPES 2804 de 1995) se reconoció por primera vez la existencia del 

fenómeno del desplazamiento a causa del conflicto armado, se planteó de manera 

general una estrategia para afrontarlo, se diseñó de forma incipiente la 

institucionalidad requerida y se comenzó una intervención normativa a fin de 

regular la atención de la población desplazada.  

En ese mismo año, el Congreso aprobó la Ley 241 que decretaba la extensión de 

la atención humanitaria brindada a las víctimas de atentados terroristas a aquellas 

víctimas que resultaran de ataques guerrilleros y de masacres efectuadas por 

motivos ideológicos o políticos contra la población civil en el marco del conflicto 

armado interno. Así mismo, también en el Congreso se comenzó a discutir un 

proyecto de ley, promovido por representantes de movimientos de reinserción 

política como el partido CRS (Corriente de Renovación Socialista)75 y la UP76, que 

llevaría a la expedición de la primera ley integral para reconocer y regular la 

problemática del desplazamiento forzado77. Por su parte, el Gobierno nacional 

expidió una serie de normas encaminadas a: crear un programa de dotación de 

tierras para las personas desplazadas por la violencia; y regular el pago de la 

atención en salud prestada a las víctimas de eventos catastróficos78.  

A pesar de ese importante paso, la iniciativa no se tradujo en un diseño 

institucional y normativo coherente. La conceptualización adoptada se diluyó en 

una práctica que asimilaba a las personas desplazadas con beneficiarios de los 

                                              

75   ά[ŀ /ƻǊǊƛŜƴǘŜ ŘŜ wŜƴƻǾŀŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭƛǎǘŀ ό/w{ύ ƴŀŎƛƽ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜ ƭŀ guerrilla del Ejército de Liberación Nacional, ELN, 
conformada por aquellos sectores que a comienzos de los años noventa consideraron que la estrategia de la lucha armada 
ya no era viable, que había llegado el momento de la lucha política y que por tanto era necesario, mediante la negociación, 
ƘŀŎŜǊ ǳƴŀ ǘǊŀƴǎƛŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ŀǊƳŀŘŀ ŀ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀάΦ 9ƭ ф ŘŜ ŀōǊƛƭ ŘŜ мффпΣ ƭŀ /w{ ŦƛǊƳƽ ǳƴ ŀŎǳŜǊŘƻ ŘŜ ǇŀȊ Ŏƻƴ Ŝƭ 
Gobierno nacional y 650 integrantes se desmovilizaron en el municipio de Ovejas, departamento de Sucre (Corporación 
bǳŜǾƻ !ǊŎƻ LǊƛǎΣ нлмпΣ ά/ƻǊǊƛŜƴǘŜ ŘŜ wŜƴƻǾŀŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭƛǎǘŀΥ нл ŀƷƻǎ ŘŜ ǳƴ ǇǊƻŎŜǎƻ ŘŜ ǊŜƛƴǎŜǊŎƛƽƴ ǇƻƭƝǘƛŎŀέύΦ 
 
76   Fernando Hernández Valencia, Representante a la Cámara por la Corriente de Renovación Socialista y Nelson Viloria 
Larios, Representante a la Cámara por la Unión Patriótica. 
 
77   Cámara de Representantes, Proyectos No. 016, 033 y 066 de 1995; Senado, Proyecto No. 015 de 1996. 
 
78   Este beneficio aplicaba para aquellas personas desplazadas a causa de la violencia cuya situación fuera certificada por 
parte de la Unidad Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior. INCORA, Acuerdos No. 
18 de 1995 y 8 de 1996; Ministerio de Salud, Resoluciones No. 1591 y 1602 de 1995. 
 



programas sociales del Estado ofrecidos para el resto de la población o como 

víctimas de atentados terroristas, eventos catastróficos, calamidades públicas o 

desastres naturales. Prueba de lo anterior fue la expedición de una serie de 

normas por parte del Gobierno nacional en las cuales se define el 

desplazamiento forzado como un desastre multifacético y se asimilaba a la 

población desplazada como población víctima de atentados terroristas, de 

calamidades o desastres naturales79. 

El anterior enfoque se evidencia en el hecho de que para el año 1995 la política de 

atención inmediata a la población desplazada se centraba en un programa de 

asistencia especial a cargo del Sistema Nacional de Prevención de Desastres, y la 

atención humanitaria de emergencia recaía en el Fondo Nacional de Calamidades. 

En este sentido, la política de consolidación y estabilización socioeconómica tenía 

como objetivo garantizar que la población desplazada accediera a la oferta social 

del Estado, en tanto que a entidades estatales de diverso orden se les ordenó 

diseñar criterios de acceso prioritario para la población desplazada a los 

programas que trazaran o tuvieran en marcha en los sitios de llegada.  

A partir de lo anteriormente expuesto, resulta evidente que durante este periodo 

no fueron concebidos programas especiales que atendieran y priorizaran las 

necesidades de la población víctima del desplazamiento forzado, y tampoco se 

adoptaron medidas suficientes para prevenir los éxodos y menos para apoyar el 

retorno a los lugares de expulsión. A pesar de las promesas depositadas en la 

nueva apuesta constitucional ïmarcada por la desmovilización del M-19 y otros 

grupos insurgentes, el crecimiento del fenómeno paramilitar y la consolidación de 

las FARC y el ELNï, el número de personas desplazadas aumentó 

aceleradamente, afectando principalmente a campesinos, indígenas y 

afrodescendientes.  

                                              

79   Entre estas normas se encuentra el Decreto 2217 de 1996 en el que se estableció un programa de adquisición de tierra 
en beneficio de la población campesina desplazada del campo por causa de la violencia; el Decreto 976 de 1997 que se 
refiere al desplazamiento forzado como un desastre multifacético que debe entenderse de naturaleza similar a los 
desastres y calamidades; y el Acuerdo No. 059 de 1997 del CNSSS (Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud) que 
declara el desplazamiento forzado como un evento catastrófico. 
 



Según la información disponible en el RUV, con corte al 31 de diciembre de 2014, 

se tiene que entre 1989 y 1996 se reportó un total de 392.891personas 

desplazadas en todo el territorio nacional. Al igual que ocurrió en el periodo 

anterior, las cifras oficiales son evidentemente menores a las estimaciones de 

CODHES, las cuales hablan de 773.510 personas expulsadas para el mismo 

periodo. A pesar de que la brecha entre las dos fuentes disminuye respecto a la 

década del ochenta, la tendencia del subregistro parece continuar toda vez que la 

fuente oficial se ve superada en casi dos veces por las cifras no oficiales. 

En efecto, el aumento en el número de casos de desplazamientos registrados en 

el RUV se da a partir de 1995, año en el que se expiden los primeros instrumentos 

que habrían de articular una política pública para atender y registrar a la población 

desplazada. Lo anterior evidencia cómo a partir de esta fecha el éxodo se vuelve 

un problema de orden nacional que exige respuesta del Estado y comienza a 

visibilizarse en el registro oficial. Sin embargo, las cifras oficiales no dan cuenta 

del gran impacto que tuvo la vinculación de civiles al conflicto armado ïa través 

del mecanismo legal de las Convivirï en el desplazamiento de la población, 

especialmente a partir del año 1991.  

Seg¼n un informe publicado por CODHES, ñcada d²a de 1995 fueron desplazados 

195 personas integrantes de 47 hogares compuestos en su mayoría por mujeres y 

niños provenientes del campo, como consecuencia de acciones contra la 

población civil de grupos paramilitares, guerrilleros, fuerza pública y otros actores 

armadosò (CODHES, 1999, p§gina 18). Este informe alertó la tendencia al 

aumento del fenómeno y su impacto sobre la población rural pues, para ese 

entonces, de cada diez hogares desplazados, siete tenían vínculos rurales, lo cual 

gener· ñcambios bruscos en la tenencia de la tierraò en ñrelaci·n con procesos 

violentos de contrarreforma agrariaò. 

Al respecto, la CIDH (Comisión Interamericana de Derechos Humanos) denunció el 

hecho de que las llamadas Convivir fueron utilizadas por los grupos paramilitares 

ñcomo escudo en contra de sus actividades violentasò (CIDH, 1999, p§rr. 371), 

hecho que intensificó los desplazamientos forzados de la población civil. Como fue 

probado después de su desmovilización, los máximos jefes paramilitares, entre ellos 



Salvatore Mancuso, Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 40, Diego Vecino y Rodrigo 

Pelufo, alias Cadena, fueron representantes legales o aprovecharon el sistema legal 

de las Convivir para constituir sus organizaciones delictivas. Así pues, los grupos 

paramilitares lograron legalizar sus actividades nuevamente, y se estima que, en su 

momento de mayor expansión, existían más de 400 asociaciones de este tipo a lo 

largo del territorio nacional80. 

Es así como durante este periodo cambiaría el epicentro territorial de los grupos 

paramilitares que se desplaza desde el Magdalena Medio hacia otras regiones del 

país, principalmente hacia Córdoba y Urab§. All², ñFidel Casta¶o, el triunfante jefe 

de la guerra contra Pablo Escobar organizada por el grupo de justicia privada 

conocido como ñLos Pepesò ïPerseguidos por Pablo Escobarï que combinó 

fuerzas legales e ilegales, se estaba preparando para finalizar su guerra contra la 

guerrilla luego de la desmovilizaci·n del EPLò (CNMH, 2013, p§gina 155). Con la 

muerte de Fidel Castaño en 1994, sus hermanos Vicente y Carlos fundaron en 

1995 las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá).  

Debido a la creciente intensificación del conflicto armado interno, marcada por la 

disputa por el control de territorios y poblaciones entre paramilitares (a través de 

las Convivir) y los grupos guerrilleros que habían quedado por fuera de la 

Asamblea Constituyente, el balance de la guerra fue devastador. En medio del 

recrudecimiento de la guerra, la crisis humanitaria de las personas desplazadas 

continuó en aumento81 y se extendió a diferentes regiones del territorio nacional, 

principalmente en el Urabá y en las regiones del Caribe.  

La creación de las ACCU, que unificaron a las del Cesar, la Sierra Nevada de 

Santa Marta y los Llanos Orientales, entre otras, y la declaración de su proyecto 

                                              

80   No existe consenso sobre estas cifras. El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz Bogotá 
señaló que las Convivir llegaron a tener cerca de 529 cooperativas en 24 departamentos y más de 120.000 colaboradores 
en todo el país (TSJP Bogotá, 31 de enero de 2012). Por su parte, de acuerdo al CINEP (Centro de Investigación y Educación 
Popular), el número de organizaciones era de 414 (CINEP, 1998, página 23), cifra que fue retomada por la propia Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 1999). 
 
81   De acuerdo al RUV, con corte a 31 de diciembre de 2014, en el año 1996 se reportó un nuevo aumento en el número 
de víctimas de esta forma de violencia: 115.520 personas desplazadas. 
 



de expansión en noviembre de 199682, marcarían el inicio de una nueva etapa del 

conflicto armado y las violencias, en la que se manifestaría la máxima expresión 

del éxodo en la historia contemporánea del país. 

 

1.2.3 Gran éxodo forzado en la Colombia contemporánea (1997 ï 2004) 

El año 1997 fue decisivo en la historia nacional, pues a partir de este año se 

desencadenó una serie de hechos violentos en los que la guerra alcanzó su 

máxima expresión y dio paso a lo que podría denominarse el gran éxodo forzado en 

la Colombia contemporánea. Justamente en este periodo, a partir de 1997, se 

empieza a articular la normatividad nacional para dar respuesta al grave problema 

suscitado por la huida forzosa de miles de colombianos y colombianas como 

resultado del conflicto armado y la violencia sociopolítica y económica. Sin 

embargo, la política adoptaba probaría ser insuficiente en materia de atención y 

especialmente en prevención, pues a partir de ese año hasta 2004 se produjo el 

mayor número de víctimas de esta forma de violencia registradas en historia de la 

Colombia contemporánea. 

Después de un largo proceso de discusión que tardó dos años en el Congreso de 

la República, en julio de 1997 fue aprobada la Ley 387, que se convirtió en el 

paradigma normativo por antonomasia en cuanto a la atención y protección a la 

población desplazada por la violencia83. Dicha ley, inspirada en los desarrollos 

normativos en el contexto internacional, definió la categoría de desplazado, 

delimitando el fenómeno a aquellas personas que huyen dentro del territorio 

nacional, esto es: el desplazamiento forzado interno84. Asimismo, estableció los 

                                              

82   Como parte del proyecto de expansión paramilitar, en la Tercera Cumbre Nacional de las ACCU llevada a cabo en 
noviembre de 1996, el sur del país había sido declarado como objetivo militar, hecho que marcaría el inicio de uno de los 
periodos más violentos en la historia contemporánea del país (CNMH, 2011-a, página 19). 
 
83   La expedición de la Ley 387 de 1997 tuvo en cuenta tanto el CONPES 2804 de 1995 como el 2924 de 1997, expedidos 
con el propósito de lograr mayor coordinación y claridad en las funciones de cada entidad interviniente. 
 
84   ά9ǎ ŘŜǎǇƭŀȊŀŘƻ ǘƻŘŀ ǇŜǊǎƻƴŀ ǉǳŜ ǎŜ Ƙŀ Ǿƛǎǘƻ ŦƻǊȊŀŘŀ ŀ ƳƛƎǊŀǊ ŘŜƴǘǊƻ ŘŜƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ ŀōŀƴŘƻƴŀƴŘƻ ǎǳ ƭƻŎŀƭƛŘŀŘ 
de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales 
han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: 
Conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos 
Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones 
ŀƴǘŜǊƛƻǊŜǎ ǉǳŜ ǇǳŜŘŀƴ ŀƭǘŜǊŀǊ ŘǊłǎǘƛŎŀƳŜƴǘŜ Ŝƭ ƻǊŘŜƴ ǇǵōƭƛŎƻέ ό[Ŝȅ оут ŘŜ мффтΣ !ǊǘΦ мϲύΦ 



principios de aplicación y fijó las responsabilidades del Estado en el sentido de 

formular las políticas y adoptar las medidas para la prevención del desplazamiento 

forzado; la atención, protección y consolidación y estabilización socioeconómica 

de los desplazados internos, con base en los principios constitucionales de 

subsidiariedad, complementariedad, descentralización y concurrencia. 

A partir de esta ley se creó el SNAIPD (Sistema Nacional de Atención Integral a la 

Población Desplazada por la Violencia), que agrupaba las estrategias e 

instituciones de atención previstas por el Estado, definió a modo general las 

funciones e integración del Sistema, y creó el CNAIPD (Consejo Nacional para la 

Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia), como órgano 

consultivo y asesor cuya principal tarea consistía en formular la política de 

atención a la población desplazada85 y garantizar su asignación presupuestal. De 

igual modo, la ley también ordenó a entidades del orden nacional y de nivel 

regional86 crear programas especiales para la población desplazada y promover el 

acceso prioritario de esta población a los proyectos y programas que estuvieran 

diseñados, y crear el Fondo Nacional para la Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia. 

 

La versión final de la Ley 387 que fue aprobada por el Congreso no abordó temas 

neurálgicos que fueron discutidos en los proyectos de ley y presentados por sus 

ponentes. En particular, se omitieron aquellos temas que hacían referencia a las 

causas estructurales del desplazamiento forzado que incluyen factores de tipo 

político, social, económico y militar87 y se omitió el reconocimiento de la 

responsabilidad en las acciones de la fuerza pública88.  

                                              

 
85   En enero de 1998, el CNAIPD aprobaría el primer Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia adoptado a través del Decreto 173 de 1998. 
 
86   A nivel regional, la ley ordenó crear los Comités municipales, distritales y departamentales de Atención Integral a la 
Población Desplazada, como instancias de apoyo y colaboración al Sistema Nacional de Atención Integral a Población 
Desplazada. 
 
87   ά9ƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ ǘƛŜƴŜ ŎƻƳƻ ǊŀƝŎŜǎΣ ŦŀŎǘƻǊŜǎ ŘŜ ǘƛǇƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻΣ ǎƻŎƛŀƭ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ȅ ƳƛƭƛǘŀǊέ ό/łƳŀǊŀ ŘŜ 
Representantes, Proyecto No. 016 del 31 de julio de 1995). 
 
88   ά!ŎƻǎŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭŀǎ ŦǳƳƛƎŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƎƭƛŦƻǎŀǘƻΣ ŎƻƴŘŜƴŀŘƻǎ ŀ ƳǳŜǊǘŜ ǇƻǊ ƎǊǳǇƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎΣ ŜȄǇǳƭǎŀŘƻǎ ǇƻǊ 



Otra manifiesta omisión es que no se hace referencia a la estrecha relación entre 

el desplazamiento y los procesos de despojo89 como resultado de la lucha por la 

tierra en el marco de una estructura agraria obsoleta90 y los intereses económicos 

de los actores regionales y locales en ñzonas estrat®gicasò91. De hecho, en el 

debate ante el Senado se eliminó el artículo que consagraba la presunción de 

ausencia de consentimiento sobre las transacciones que pudieran menoscabar los 

derechos de las personas desterradas92. 

A pesar de la expedición de la Ley 387 como primera normativa en regular 

integralmente el problema, el desplazamiento forzado continuó incrementándose, 

incluso en el transcurso del año en que fue promulgada. La tendencia en los 

índices de desplazamiento que venía en aumento desde mediados de 1994 ïaño 

en que se comenzaron a crear las Convivirï, llevó a que 1997 se convirtiera en un 

año trágico e inolvidable para las víctimas de esta forma de violencia que, según el 

                                              

enfrentamientos entre la fuerza pública y la guerrilla, presionados por unos y otros, reclamando seguridad y mejores 
condiciones de vida, los desplazados, los silenciosos, los que integran la marcha campesina, son una advertencia sobre la 
vulnerabilidad de la población civil en el conflicto armado interno en /ƻƭƻƳōƛŀέ ό/łƳŀǊŀ ŘŜ wŜǇǊŜǎŜƴǘŀƴǘŜǎΣ tǊƻȅŜŎǘƻ bƻΦ 
066 del 8 de agosto de 1995). 
 
89   En el debate ante la Cámara de Representantes se contempló el cálculo de Alejandro Reyes, según el cual, 7 millones 
de hectáreas se encontraban en manos de narcotraficantes y esmeralderos. Véase: Reyes, A., citado en Cámara 016/95 ς 
31 de julio. 
 
90   ά9ǎ ŜǾƛŘŜƴǘŜ ǉǳŜ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ǇƻǊ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ȅ ƭŀ ǇǊŜǾŀƭŜƴŎƛŀ ŘŜ ǳƴŀ ŀǊŎŀƛŎŀ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ǎƻƴ Ŝƭ ǇǊƛƴŎƛǇŀƭ 
ŘŜǎŜƴŎŀŘŜƴŀƴǘŜ ȅ ƳƻǘƻǊ ŘŜ ƭŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ŎƻƭƻƳōƛŀƴŀέ ό{ŜƴŀŘƻ de la República, Proyecto No. 015 del 5 de junio de 
1996). 
 
91   ά/ǳŀƴŘƻ ƭƻǎ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ŘŜƭ ƭŀǘƛŦǳƴŘƛƻ ŎƻƴǾŜǊƎŜƴ Ŏƻƴ ƭƻǎ ŘŜ ƭŀ ŀƎǊƻƛƴŘǳǎǘǊƛŀΣ ŘŜƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻΣ ŘŜ ƭŀǎ ŦǳŜǊȊŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ 
ƻǎŎǳǊŀǎ ȅ ŘŜ ƭƻǎ ƳƻƴƻǇƻƭƛƻǎ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΣ ǎŜ ƛƳǇƭŜƳŜƴǘŀƴ ȅ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭŀƴ ƳƻŘŜƭƻǎ ŘŜ ǊŜŎǳǇŜǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ΨȊƻƴŀǎ 
ŜǎǘǊŀǘŞƎƛŎŀǎΩ ǇƻǊ ǎǳǎ Ǌƛǉǳezas, su potencial agroindustrial y su importancia vial que conlleva la expulsión de los antiguos 
ǇƻōƭŀŘƻǊŜǎ ȅ ǇǊƻǇƛŜǘŀǊƛƻǎέ ό/łƳŀǊŀ ŘŜ wŜǇǊŜǎŜƴǘŀƴǘŜǎΣ tǊƻȅŜŎǘƻ bƻΦ лоо ŘŜ мффрύΦ 
 
92   9ƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ нт ŘŜƭ tǊƻȅŜŎǘƻ bƻΦ лоо ŘŜ мффр ǇǊŜǎŎǊƛōƝŀΥ ά5Ŝ ƭƻǎ ǾƛŎƛƻǎ Řel consentimiento en la enajenación de bienes. 
Se tendrá como fuerza que vicia el consentimiento, cualquier aprovechamiento que se haga de la violencia en la 
celebración de un acto o contrato sobre bienes muebles e inmuebles, en cuanto el mencionado acto o contrato implique 
la existencia de condiciones desfavorables que hagan presumir que en condiciones de normalidad no se hubiere 
celebrado. // Para la determinación de la configuración del vicio, se tendrán en cuenta las particularidades que haya 
revestido la negociación en su fase previa o de acercamiento y en la fase de ejecución o celebración, las condiciones de 
realización de las transacciones semejantes en la región y en otras de similares características, tanto en periodos de 
tranquilidad, como en periodos de violencia. // También se tendrán en cuenta las condiciones socioeconómicas de las 
partes, su origen y las actividades en que se desenvuelven y los demás elementos de juicio que permitan establecer si 
existió o no libre disposición de sus propios intereses. // Las acciones a que hubiere lugar se podrán iniciar a petición de 
parte, de la Defensoría del Pueblo o de un representante del Ministerio Público. La nulidad podrá ser declarada, de oficio, 
ǇƻǊ Ŝƭ ƧǳŜȊέΦ 
 



RUV, fueron un total de 171.610 personas, de las cuales aproximadamente el 40 

por ciento fueron expulsadas de forma masiva.  

El año 1997 también constituye un hito en la historia del conflicto armado interno 

cuando en el mes de abril fue anunciado el proyecto de consolidación de los 

grupos paramilitares de carácter regional en una misma estructura nivel nacional. 

En abril de ese año, los de Córdoba y Urabá (Autodefensas Campesinas de 

Córdoba y Urabá ïACCU-), los del Magdalena Medio (Autodefensas Campesinas 

del Magdalena Medio ïACMM-) y los de los Llanos Orientales, se unieron para 

conformar las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia). Este hecho marcaría el 

deseo de expandir el proyecto paramilitar a todo el territorio nacional y reproducir 

los esquemas que venían ejerciendo estos grupos en distintas regiones, entre 

ellas el Urabá chocoano, antioqueño y cordobés, el Magdalena Medio y los llanos 

Orientales. 

Poco después de este anuncio, en noviembre de 1997, la Corte Constitucional 

declaró, mediante la sentencia C-572, la exequibilidad parcial de las Convivir y 

declaró inexequibles los artículos del decreto que permitían el porte de armas 

largas y las labores de inteligencia. Ante la presión internacional, el gobierno de 

Samper informó la suspensión de la creación de nuevas Convivir hasta que se 

hiciera una investigación sobre las irregularidades denunciadas y en febrero de 

1998 canceló varias de estas licencias con base en dicha investigación93. A pesar 

de esta decisión, el desmantelamiento de las Convivir fue un fracaso, y en virtud 

de ello, sus estructuras pasaron a engrosar los brazos del paramilitarismo. 

Durante el periodo presidencial de Andrés Pastrana Arango (1998-2002), el 

Gobierno nacional, dentro de su plan de desarrollo Cambio para construir la paz, 

decidió continuar con la política de paz con los grupos guerrilleros94, y entablar una 

                                              

93   άώ9ϐƭ DƻōƛŜǊƴƻ ŎƻƳǳƴƛŎƽ ŀ ƭŀ ǇǊŜƴǎŀ que, con base en las conclusiones de la mencionada investigación, había 
cancelado la licencia a 15 asociaciones Convivir, y que no se la renovará a otras 69, de las cuales, más de 15 son objeto de 
investigación por parte de la Superintendencia de Vigilanciŀ ȅ {ŜƎǳǊƛŘŀŘ tǊƛǾŀŘŀέ όh!/5IΣ мффуΣ ǇłǊǊΦ мрнύΦ  
 
94   El gobierno de Samper impulsó una serie de iniciativas tendientes a explorar las posibilidades de un proceso de 
negociación política, entre ellas, la creación del Consejo Nacional de Paz, organismo encŀǊƎŀŘƻ ŘŜ άǇǊƻǇŜƴŘŜǊ ǇƻǊ Ŝƭ ƭƻƎǊƻ 
y mantenimiento de la paz, y facilitar la colaboración armónica de las entidades y órganos del Estado, otorgando prioridad 
ŀ ƭŀǎ ŀƭǘŜǊƴŀǘƛǾŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŘŜ ƴŜƎƻŎƛŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŀǊƳŀŘƻ ƛƴǘŜǊƴƻέ ό[Ŝȅ поп ŘŜ мффуΣ !ǊǘΦ оύ. 
 



serie de negociaciones principalmente con las FARC. Como parte del proceso de 

negociación, el 14 de octubre de 1998, el presidente de la república ïmediante 

Resolución No. 85ï declaró el inicio de un proceso de paz, reconoció el carácter 

político de las FARC y se estableció una zona desmilitarizada en la región de San 

Vicente del Caguán. La zona, también conocida como zona de distensión, 

comprendía una extensión de 42.129 kilómetros cuadrados y abarcaba municipios 

de los departamentos del Meta y Caquetá95. 

Durante el gobierno de Pastrana, se produjo un importante acercamiento 

diplomático con la comunidad internacional, lo cual produjo transformaciones en la 

evolución del conflicto armado interno y la política pública sobre desplazamiento 

forzado. En 1998, ACNUR abrió una oficina en Colombia con el objetivo de brindar 

asesoría a las instituciones encargadas de prestar atención a las víctimas del 

desplazamiento forzado, propósito que se formalizó en el Memorando de Intención 

firmado con el Gobierno nacional en 1999. Esta iniciativa condujo a que, entre 

1999 y 2002, otros organismos internacionales, instituciones de control y 

organizaciones de la sociedad civil participaran en múltiples misiones humanitarias 

para atender a la población desplazada. 

Paralelamente, los gobiernos de Colombia y Estados Unidos96 estructurarían el 

denominado Plan Colombia ideado inicialmente como un plan integral de paz, 

destinado a superar el conflicto colombiano. No obstante, la versión final de este 

acuerdo bilateral, lanzada en 1999, ser²a reorientada ñbajo auspicios de Estados 

Unidos, para transformarse fundamentalmente en una estrategia militar de 

contrainsurgencia y antinarc·ticaò (Observatorio DDHH y DIH, 2003, p§gina 11). A 

partir de la articulación de esta estrategia binacional y la consiguiente 

corresponsabilidad de las acciones adelantadas en el marco del plan, Colombia se 

convirtió en uno de los principales países receptores de ayuda militar 

                                              

95   Municipios de Mesetas, La Uribe, La Macarena, Vista Hermosa, del departamento del Meta, y San Vicente del Caguán, 
departamento del Caquetá (Presidencia, Resolución No. 85 de 1998). 
 
96   Las negociaciones del Plan Colombia con Estados Unidos se llevaron a cabo bajo el gobierno de Bill Clinton (1993-
2001). 
 



estadounidense en el mundo, y el mayor receptor en el hemisferio sur (Rozoff, 

2009). 

Mientras se buscaba cooperación internacional y se adelantaban las negociaciones 

de paz con la guerrilla, el paramilitarismo, a partir de su unificación a nivel nacional, 

experimentó un crecimiento sin precedentes, consolidó su proyecto criminal y 

disputó seriamente la hegemonía que tenían diversos grupos guerrilleros. Como 

parte de la estrategia de expansión y reconfiguración territorial, las AUC planearon 

brutales estrategias de incursión violenta, principalmente en aquellas regiones en 

que la guerrilla se había consolidado desde las décadas de los años setenta y 

ochenta97. 

 En respuesta a la escalada expansión paramilitar, y con el objetivo de disputar el 

control de posiciones estratégicas para la economía cocalera, los grupos 

guerrilleros ïprincipalmente las FARCï recrudecieron su repertorio de acción 

violenta como estrategia de retaliación y castigo a la población civil. El 

escalamiento y la expansión guerrillera, sobre todo con el intento de tránsito de 

una guerra de guerrillas a una guerra de movimientos, aunado a la decisión de 

impedir las elecciones locales y regionales a partir de 1997, produjo el 

recrudecimiento de las tomas guerrilleras cada vez más devastadoras. En este 

periodo el secuestro se volvió masivo e indiscriminado y se implementaron 

pr§cticas perversas como las llamadas ñpescas milagrosasò98 y las famosas leyes 

de las FARC en las que institucionalizaba el secuestro y la extorsión como formas 

de financiación adicionales al negocio del narcotráfico: 

En el suroriente, las FARC concentraban el poder económico que les daba el control de la 

                                              

97   Un caso emblemático que ejemplifica la disputa territorial entre paramilitares y guerrilleros es el enfrentamiento 
armado entre las FARC y el Bloque Élmer Cárdenas del 20 de abril al 7 de mayo de 2002 en el municipio de Bojayá, región 
del Atrato en el departamento de Chocó. El 2 de mayo de 2002, el violento enfrentamiento entre estos grupos produjo la 
violenta masacre de Bojayá en la que entre 74 y 119 civiles murieron al interior de una iglesia como consecuencia de la 
ŜȄǇƭƻǎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ άŎƛƭƛƴŘǊƻ ōƻƳōŀέ ƻ άǇƛǇŜǘŀέ ƭŀƴȊŀŘŀ ǇƻǊ ƳƛŜƳōǊƻǎ ŘŜƭ .ƭƻǉǳŜ ру ŘŜ ƭŀǎ C!w/Φ ±ŞŀǎŜΥ /baIΣ нлмлΦ 
 
98   άώ!ϐŘŜƳłǎ ŘŜ ƭƻǎ ǎŜŎǳŜǎǘǊƻǎ ƳŀǎƛǾƻǎ Ŝƴ ƭŀǎ ƎǊŀƴŘŜǎ ŎƛǳŘŀŘŜǎ ȅ Ŝƴ ŀǾƛƻƴŜǎ ŎƻƳŜǊŎƛŀƭŜǎΣ ǎŜ ǇǊƻŘǳƧŜǊƻƴ ǎŜŎǳŜǎǘǊƻǎ 
también masivos e indiscriminados de ciudadanos en las carreteras del país por medio de una derivación arbitraria del 
ŘŜƭƛǘƻ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ άǇŜǎŎŀ ƳƛƭŀƎǊƻǎŀέΦ 9ǎǘŀ ƳƻŘŀƭƛŘŀŘ ǎŜ ǇŜǊǇŜǘǊƽ ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭŀ ƛƴǎǘŀƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ǊŜǘŜƴŜǎ ƛƭŜƎŀƭŜǎΦ !ƭƭƝ ƭƻǎ 
guerrilleros detenían a las personas, y una vez corroboraban su situación económica o identificaban sus nombres en listas 
ǇǊŜŜƭŀōƻǊŀŘŀǎ ƭŀǎ ǎŜŎǳŜǎǘǊŀōŀƴέ ό/baIΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ суύΦ 
 



economía cocalera, el poder militar que derivaba del robustecimiento del frente de guerra 

militarmente más fuerte (el Bloque Oriental) y el poder social fundado en los apoyos de las 

colonizaciones armadas que habían propiciado desde antaño y de los campesinos cocaleros, cuya 

economía regulaban (CNMH, 2013, páginas 161-162). 

En el escenario del creciente aumento en el número de personas desplazadas 

como resultado de los enfrentamientos entre paramilitares y guerrilleros, en 

noviembre de 1999 fue aprobado el Plan de acción para la prevención y atención 

de desplazamiento forzado99. Entre los objetivos del Plan se encontraba ñenfrentar 

las causas estructurales del fen·meno de desplazamientoò de tal manera que 

fuera posible ñtranscender el tradicional enfoque asistencialista puramente de 

emergenciaò a trav®s de acciones con ñenfoque poblacional y territorialò y el 

involucramiento de la sociedad civil y del sector privado100.  

Particular relevancia se dio a la prevención del desplazamiento forzado a través de 

alertas tempranas emitidas por la Defensoría del Pueblo y el Ministerio del 

Interior101. En el marco de este Plan, se buscaba ñpromover y garantizar la 

consolidaci·n del retorno voluntarioò, considerado como el objetivo principal de la 

política. Sin embargo, a pesar de esta iniciativa, a partir del año 2000 decreció el 

retorno de la población a los lugares de expulsión102, tendencia que continúa hasta 

hoy, lo que hace más difícil el camino de regreso. 

                                              

99   DNP, CONPES 3057 de 1999. Los componentes del Plan de acción eran: Prevención, atención humanitaria, retorno y 
reubicación y estabilización socioeconómica y protección. A noviembre de 1997, 139 municipios se encontraban afectados 
ǇƻǊ Ŝƭ ŞȄƻŘƻ ŦƻǊȊŀŘƻΦ 9ƴ Ŝƭ tƭŀƴ ǎŜ ǊŜŎƻƴƻŎƝŀƴ ƭŀǎ ŘŜŦƛŎƛŜƴŎƛŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ǊŜƎƛǎǘǊƻ ǉǳŜ ƛƳǇŜŘƝŀƴ ǘŜƴŜǊ άǳƴŀ ŘƛƳŜƴǎƛƽƴ ǊŜŀƭ ŘŜƭ 
pǊƻōƭŜƳŀέ όŘƛǎǇŜǊǎƛƽƴ ŘŜ ŦǳŜƴǘŜǎ ȅ ŀǳǎŜƴŎƛŀ ŘŜ ǳƴŀ ƳŜǘƻŘƻƭƻƎƝŀ ǵƴƛŎŀΣ ŜƴǘǊŜ ƻǘǊŀǎύΦ tƻǊ Ŝƭƭƻ ǎŜ ŎƻƴǘŜƳǇƭƽ ƭŀ ƴŜŎŜǎƛŘŀŘ 
de contar con una Red Nacional de información sobre desplazamiento fortalecida con mayor cobertura en el sistema de 
registro y con mecanismos de seguimiento y evaluación. 
 
100   En el año 1999 fue aprobado el Plan Estratégico para el Manejo del Desplazamiento Interno Forzado por el Conflicto 
Armado producido por la Red de Solidaridad Social (RSS), el cual establecía los lineamientos generales para el manejo del 
desplazamiento interno forzado por el conflicto armado a través de cuatro aspectos: i) Mejoramiento de los Programas 
de Atención Humanitaria de Emergencia; ii) Desarrollo y Consolidación de los Programas de Restablecimiento de la 
población desplazada; iii) Desarrollo y Consolidación de los Programas Prevención del Desplazamiento y Protección a la 
Población Retornada o Reubicada; y iv) Mejoramiento de la Capacidad Institucional de Respuesta. Véase: RSS, 1999. 
 
101   Se definió que el Ministerio de Defensa debía diseñar mecanismos en las zonas de riesgo para prevenir el éxodo 
forzado (Ministerio de Defensa, Directiva Permanente No. 008 de 1998). 
 
102   Según la Defensoría del Pueblo, de un índice del 37 por ciento en 2000 se pasó al 11 por ciento en 2002, debido a la 
persistencia de la violencia y a la ausencia de programas para el retorno, en especial de los desplazamientos masivos 
(Defensoría del Pueblo, 2004, página 36). 
 



Después de casi cinco años de haber establecido mecanismos para humanizar el 

conflicto armado, en el año 2000 sería aprobado un nuevo Código Penal, donde 

por primera vez se tipificó en forma autónoma el desplazamiento forzado como 

delito cometido contra las personas y bienes protegidos por el DIH, por un lado, y como 

delito contra la libertad individual, por el otro. Sin embargo, a pesar de que la 

expedición de estas normas buscaba que la investigación y sanción a los 

responsables funcionara como factor disuasivo, en la práctica no conllevó a que se 

disminuyera el número de personas desplazadas. Por el contrario, la impunidad 

asociada al desplazamiento y demás violaciones de derechos fundamentales que 

lo acompañan se mantendrían como una constante en la que la problemática 

seguiría aumentando exponencialmente. 

Por su parte, la Corte Constitucional continuó con el desarrollo jurisprudencial 

sobre la materia y sostuvo la competencia del tribunal para esbozar algunos 

lineamientos que debían regir la atención a la población desplazada para 

garantizar sus derechos. Entre estos lineamientos, la Corte resaltó que los 

Principios rectores de los desplazamientos internos de Naciones Unidas debían ser 

tenidos en cuenta como parámetros para la creación normativa y la interpretación 

de las normas sobre desplazamiento interno y en la atención a la población 

desplazada. Asimismo, la Corte indicó en la sentencia SU-1150 de 2000 que pese 

a que el desplazamiento requería la atención inmediata y prevalente de las 

instituciones:  

dentro de los lƝƳƛǘŜǎ ŘŜ ƭŀǎ ǇƻǎƛōƛƭƛŘŀŘŜǎ ȅ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ŜȄƛǎǘŜƴǘŜ όΧύ Ŝƭ Ǝŀǎǘƻ Ŝƴ Ŝƭ ŎǳƛŘŀŘƻ ŀ ƭƻǎ 

desplazados debe ser considerado, inclusive, como más perentorio que el gasto público social, al 

cual el artículo 350 de la Carta Política le asignó prioridad sobre los demás. 

En ese mismo año, por medio del Decreto 2569 de 2000 fue creado el RUPD 

(Registro Único de Población Desplazada), a través del cual se buscaba tener un 

sistema de información de la población actualizado, según sus características y 

especificidades. A pesar de sus limitaciones y subregistro, el RUPD pronto se 

convirtió en la principal herramienta oficial para visibilizar la magnitud del 

desplazamiento forzado y para tomar medidas de política pública orientada a esta 

población. Sin embargo, su creación llevó a que en principio algunas instituciones 



limitaran su atención únicamente a la población registrada, situación que condujo 

a la Corte Constitucional a establecer en la Sentencia T-327 de 2001 que el 

desplazamiento forzado es una situación de hecho que hace derivar ciertos 

derechos a la población víctima, por lo que negó la exigencia de una declaración o 

un registro para considerar la situación de desplazamiento. 

En el contexto en que se adelantaban esfuerzos institucionales por articular una 

política pública para atender y prevenir el desplazamiento forzado103, el proyecto 

paramilitar ten²a su propia agenda pol²tica que promet²a ñrefundar la patriaò. El 23 

de julio de 2001, se reunieron en Santa Fe de Ralito, departamento de Córdoba, 

jefes de grupos paramilitares y más de cincuenta políticos de diferentes regiones 

del país ïincluyendo senadores, representantes a la Cámara, concejales, alcaldes 

y gobernadoresï para acordar un proyecto político común.  

Estas negociaciones concluyeron con el denominado Pacto de Ralito, el cual 

serviría de base para fortalecer y expandir el poder político del proyecto paramilitar 

a nivel nacional a través de la cooptación del Estado. En definitiva, el Pacto 

serviría como prueba incontrovertible de la llamada parapolítica o alianza de los 

líderes paramilitares de las AUC con dirigentes políticos regionales y funcionarios, 

ganaderos y terratenientes de Córdoba, Sucre, Bolívar y Magdalena.  

La alianza entre políticos y paramilitares permitió blindar el actuar criminal de las 

AUC cuyo propósito de expansión territorial generó trayectos de terror marcados 

por la práctica sistemática de masacres. A pesar del devastador impacto de esta 

forma de violencia sobre la población civil ïcaracterizado por el exceso de 

violencia, la crueldad y la escenificación del terrorï, el efecto expulsor de las 

masacres permaneció invisibilizado y las poblaciones que las padecieron se vieron 

obligadas a migrar hacia otras regiones del país o buscar protección en países 

vecinos104. Las masacres, perpetradas bajo la lógica de tierra arrasada, fueron una 

                                              

103   En el año 2001 se produce la reglamentación de la Ley 387 de 1997 en cuanto al acceso a vivienda y el subsidio para 
vivienda para la población desplazada (Decreto 951 de 2001); los mecanismos y procedimientos para proteger las tierras 
abandonadas por la población desplazada (Decreto 2007 de 2001); y la prestación del servicio público educativo a la 
población desplazada (Decreto 2562 de 2001). Asimismo, el Gobierno nacional expidió el Documento CONPES 3115 de 
2001, con el que se diseñó un mecanismo de distribución del presupuesto de forma sectorial (por entidad pública) en aras 
de dar una respuesta efectiva al desplazamiento forzado. 
 
104   Según un informe de Mabel González Bustelo de la organización humanitaria Médicos Sin Fronteras (MSF), en 



de las modalidades de violencia que agudizaron el desplazamiento forzado de la 

población rural, el abandono del campo y el despojo de tierras y territorios a la 

población rural. 

Por su parte, las guerrillas también continuaron su proceso de expansión pues a 

partir del momento en que se creó la denominada zona de distención, las FARC 

llegaron a controlar una inmensa porción de territorio nacional. Entre 1999 y 2002, 

en ausencia de las instituciones que ejercen funciones de Estado ïcomo Fuerza 

Pública, Fiscalía, Procuraduría, jueces, cárceles, y notarias, entre otrasï, ñse 

comenzaron a producir denuncias de diversos hechos cometidos por miembros de 

la guerrilla violatorios de los derechos fundamentales de los habitantes de la 

regi·nò (Observatorio DDHH y DIH, 2003, p§gina 3). El 20 de febrero de 2002, 

como resultado del fracaso de las negociaciones de paz, el gobierno de Pastrana 

decretó la terminación de la zona de distención y ordenó a la Fuerza Pública 

retomar el control de la zona, situación que generó un recrudecimiento del 

conflicto armado y desencadenó graves violaciones a los derechos humanos y al 

DIH. 

El 26 de mayo de 2002, tras el fallido proceso de paz con las FARC y el impulso 

de la campa¶a mundial de la ñguerra contra el terrorismoò105 de Estados Unidos 

después del atentado del 11 de septiembre de 2011, fue elegido el primer gobierno 

de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010). En este escenario, el nuevo Gobierno nacional 

decidió que el objetivo medular del Estado consistía en la recuperación de la 

seguridad y autoridad estatal, para lo cual se propuso vigorizar la fuerza pública a 

través de la denominada Política de Seguridad Democrática. A través de esa 

política se privilegió el objetivo de retomar el control territorial en las zonas que 

tuvieran influencia de los grupos armados, presencia de cultivos ilícitos y debilidad 

institucional del Estado. 

                                              

Colombia, por cada masacre se desplazan más de 170 personas (Gonzáles, 2001, página 23). 
 
105   La Guerra Global contra el Terrorismo (Global War on Terror en el inglés original) fue una campaña promovida por 
Estados Unidos, como parte de la política exterior e interna de la administración de George W. Bush (2001-2009), con el 
fin declarado de acabar con el terrorismo internacional. Véase: United States Government Accountability Office, 2005. 
 



En el transcurso de 2002, tras la terminación de las negociaciones de paz con las 

FARC, el fraccionamiento de las AUC106 ïque se tradujo en disputas internas entre 

bloques y frentesï107 y la puesta en marcha de las denominadas zonas de 

rehabilitación y consolidación,108 acompañadas con el incremento de los 

enfrentamientos entre las guerrillas y la fuerza pública y las judicializaciones 

indiscriminadas, se produjo un recrudecimiento de la violencia asociada al conflicto 

armado interno. Esta situación llevó a una escalada en los hechos violentos por 

parte de todos los actores del conflicto en múltiples regiones del país, lo cual 

generó el mayor desplazamiento forzado registrado en la historia contemporánea 

de Colombia. De acuerdo con la información contenida en el RUV, en el año 2002, 

un total de 681.058 personas fueron desplazadas, superando en tan solo un año 

los registros históricos que se tenían desde antes de 1980. 

En vista de la crisis desatada por el desplazamiento de más de medio millón de 

personas en tan solo un año, en el plan de desarrollo Hacia un Estado Comunitario se 

incluyó un acápite dedicado a la atención y prevención del desplazamiento forzado. La 

atención a las víctimas del éxodo forzado, identificado como el principal problema 

humanitario del país, generaba una creciente demanda de recursos públicos, 

especialmente en las grandes ciudades donde afluía población desplazada. Pero 

igualmente se exigía, desde un enfoque preventivo, buscando superar la falta de 

coordinación interinstitucional, la dispersión de acciones y la escasa descentralización:  

Una solución de fondo al desplazamiento forzado requiere de la obtención de condiciones de 

convivencia pacífica mediante el ejercicio legítimo de la autoridad, el cumplimiento de las 

funciones estatales de seguridad, defensa y justicia, que implican una solución definitiva del 

conflicto armado interno. Por ello, la mejor forma de prevenir el desplazamiento forzado es la 

                                              

106   ά[ŀ ŘƛǎŎǳǎƛƽƴ ŘŜƭ ǘŜƳŀ ŘŜƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ Řƛƻ ƛƴƛŎƛƻ ŀƭ ŦǊŀŎŎƛƻƴŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ŜƴŘŜōƭŜ ǳƴƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀǎ !¦/Φ Unos jefes 
pensaban que involucrarse más en las actividades de narcotráfico llevaría a la organización a su fin. Para otros, 
ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀōŀ ǳƴŀ ŜȄŎŜƭŜƴǘŜ ŎŀǊǘŀ ŘŜ ƴŜƎƻŎƛŀŎƛƽƴ ǘŀƴǘƻ Ŏƻƴ Ŝƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ ŘŜ /ƻƭƻƳōƛŀ ŎƻƳƻ Ŏƻƴ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ¦ƴƛŘƻǎέ 
ό±ŜǊŘŀŘ !ōƛŜǊǘŀΣ нллуΣ ά/ƽƳƻ ǎŜ ŎƻŎƛƴƽ Ŝƭ ŘŜǎŀǊƳŜ ŘŜ ƭŀǎ !¦/έύΦ 
 
107   Un caso emblemático de este violento enfrentamiento interno entre los bloques de las AUC en torno a la política 
paramilitar respecto al narcotráfico fue la guerra librada entre el Bloque Cacique Nutibara, comandado por el 
narcotraficante Diego Murillo Bejarano, alias Don Berna, y el Bloque Metro, comandado por Carlos Mauricio García 
Fernández, alias Doble Cero. Véase: Cívico, 2009.  
 
108   Como medida para controlar el orden público, el Gobierno nacional definió las zonas de rehabilitación y consolidación 
a través del Decreto 2002 de septiembre de 2002. 
 



restitución y consolidación de la autoridad democrática en todo el territorio nacional (DNP, 2003, 

página 79). 

Con el objetivo de restituir y consolidar la ñautoridad democr§ticaò en todo el 

territorio nacional se puso en marcha la Política de Seguridad Democrática y la 

versión nacional de la lucha contra el terrorismo109 a través del denominado Plan 

Patriota. Paralelamente durante el primer periodo presidencial de Uribe, el 

Gobierno nacional decidió entablar un proceso de negociación y desmovilización 

con los principales líderes paramilitares a su vez que las AUC declararon un cese 

unilateral de hostilidades a partir del primero de diciembre de 2002. Sin embargo, 

pronto fue evidente que no lo estaban cumpliendo, pues los enfrentamientos 

armados y ataques contra la población civil continuaban registrándose en 

diferentes regiones del país donde los paramilitares buscaban consolidar su 

control territorial110. 

A pesar del manifiesto incumplimiento al cese de hostilidades por parte de los 

grupos paramilitares, el 15 de julio de 2003, se suscribió un acuerdo esta vez entre 

las AUC y el Gobierno nacional nuevamente en Santa Fe de Ralito. La suscripción 

del Acuerdo de Ralito, tenía como propósito determinar las condiciones de una 

etapa de negociación tendiente a la desmovilización del grupo armado ilegal y la 

puesta en marcha de un sistema de justicia transicional. En concreto, los líderes 

paramilitares se comprometieron a desmovilizar a todos sus miembros mediante 

un proceso gradual, que comenzaría antes de finalizar 2003 y que (a pesar de que 

estaba previsto hasta el 31 de diciembre de 2005) se extendería hasta el año 

2006. 

                                              

109   El gobierno de Estados Unidos declaró a las organizaciones guerrillas de las FARC (1997) y del ELN (1997) y a las 
paramilitares AUC (2001) dentro de la lista de 34 organizaciones acusadas de promover el terrorismo. El 15 de julio de 
2014, Estados Unidos eliminó la designación de organización terrorista que había impuesto a las AUC. Véase: United States 
Department of State, 2014. 
 
110   La violenta expansión de las AUC en la región Caribe estuvo marcada por una serie de enfrentamientos territoriales 
como la disputa de la Sierra Nevada de Santa Marta entre el Bloque Norte de las AUC, comandado por Rodrigo Tovar 
Pupo, alias Jorge 40, y el grupo paramilitar comandado por Hernán Giraldo, El Viejo. Este violento enfrentamiento conllevó 
ŀ ƭŀ ŎǊŜŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ .ƭƻǉǳŜ wŜǎƛǎǘŜƴŎƛŀ ¢ŀȅǊƻƴŀΦ ±ŞŀǎŜΥ ±ŜǊŘŀŘ !ōƛŜǊǘŀΣ ά[ŀǎ ōŀǘŀƭƭŀǎ ŘŜ IŜǊƴłƴ DƛǊŀƭŘƻΣ ȅ ŎƽƳƻ 
ǘŜǊƳƛƴƽ ǎƻƳŜǘƛŘƻ ŀ ΨWƻǊƎŜ плΩέΣ нлмлΦ ±ŞŀǎŜΥ L/DΣ нллпΦ 
 



Tal y como se había acordado en las negociaciones entre el Gobierno nacional y 

los jefes de las AUC, en noviembre de 2003 fue creada la primera zona de 

ubicación para la población paramilitar desmovilizada, en el municipio de La Ceja, 

en la región del oriente antioqueño. Como primer acto simbólico de 

desmovilización, en dicho municipio se entregaron 868 miembros pertenecientes 

al Bloque Cacique Nutibara, unidad adscrita a las AUC.  

Sin embargo, a pesar de la iniciación del proceso de desmovilización, los grupos 

paramilitares continuaron con su proceso de consolidación territorial y como parte 

de él, prosiguieron con sus prácticas de violencia, que incluyeron la ejecución de 

masacres y otros hechos victimizantes111. 

Hacia el final del año 2004, durante el proceso de negociación y desmovilización 

con los líderes de las AUC,112 el gobierno de Estados Unidos solicitó la extradición, 

por cargos de narcotráfico, de varios líderes paramilitares, entre ellos, Salvatore 

Mancuso. Los jefes paramilitares inmediatamente declararon que no estaban 

dispuestos a aceptar penas de cárcel por crímenes de guerra ni a ser extraditados 

a Estados Unidos. Ante estas declaraciones, el entonces presidente Uribe 

condicionó su envío al cumplimiento de los compromisos adquiridos por el exjefe 

de las AUC en el proceso de desmovilización. Así pues, el 10 de diciembre de 

2004 se desmovilizó Salvatore Mancuso, al frente del Bloque Catatumbo, en el 

corregimiento Campo Dos del municipio de Tibú, Norte de Santander, en la región 

del Catatumbo. 

Durante el proceso de negociación con las AUC, el Gobierno nacional puso en 

marcha el CCAI (Centro de Coordinación de la Acción Interagencial), por medio 

del cual se buscaba apuntalar el accionar legítimo de las fuerzas militares y la 

                                              

111   Un ejemplo de ello es la emblemática masacre de Bahía Portete en la región de la Alta Guajira perpetrada el 16 de 
abril de 2004 por grupos paramilitares del Bloque Contrainsurgencia Wayúu, unidad perteneciente a las AUC y bajo el 
mando de Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 40. La masacre cobró la vida de doce personas, una desaparición forzada y el 
desplazamiento forzado de aproximadamente unas seiscientas personas, la mayoría de las cuales buscó refugio cruzando 
la frontera con Venezuela. Véase CNMH, 2010-a. 
 
112   άaŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ ŎƻƳǳƴƛŎŀŘƻ ŘŜƭ мн ŘŜ ŀƎƻǎǘƻ ŘŜ нллп ȅ ƭŀ ŘŜŎƭŀǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ т ŘŜ ƻŎǘǳōǊŜ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ ά!Ŏǘƻ ŘŜ ŦŜ ǇƻǊ ƭŀ 
ǇŀȊέΣ ƭŀǎ !¦/ ǊŜƛǘŜǊŀǊƻƴ ǎǳ ǾƻƭǳƴǘŀŘ ŘŜ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƽƴΣ ŀōǊƛŜƴŘƻ Ǉŀǎƻ ŀ ǳƴŀ ǎŜǊƛŜ ŘŜ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƻƴŜǎ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀǎ ǉǳŜ 
se iniciaron el 25 de noviembre en Turbo, Antioquia, con la entrega de armŀǎ ŘŜƭ .ƭƻǉǳŜ .ŀƴŀƴŜǊƻέ όhŦƛŎƛƴŀ !ƭǘƻ 
Comisionado para la Paz, 2006, página 8). 
 



Policía Nacional en varias regiones del país para su recuperación (primera fase); 

generar condiciones para el fortalecimiento institucional (segunda fase) y; 

garantizar el desarrollo económico y la estabilización y cohesión social (tercera 

fase). Los desarrollos de esta estrategia se conocerían también como el Plan 

Nacional de Recuperación y Consolidación Territorial que se desarrolló en 

regiones como Montes de María, La Macarena y el Catatumbo y en el municipio 

de Tumaco, Nariño113. 

 A la par se profirió una serie de normas relacionadas con la atención de la 

población desplazada que permitieran la ñrestituci·n de los derechos y las 

obligacionesò. Entre los principales desarrollos normativos expedidos entre los 

años 2003 y 2004 se encuentran las medidas de atención en materia de salud, 

acceso a vivienda y subsidio de vivienda rural y urbana, y acceso a la 

educación114. Para ello propuso que respecto de cada una de las fases de 

atención ïprevención y protección, atención humanitaria de emergencia y 

estabilización socioeconómicaï se desarrollaran acciones en cuatro líneas 

estratégicas, a saber: (a) acciones humanitarias, (b) desarrollo económico local, 

(c) gestión social y (d) hábitat. 

La política pública impulsada por el Gobierno nacional tenía como principal 

objetivo atender a la población desplazada por la violencia como un desarrollo de 

la Política de Seguridad Democrática. En este sentido, los mecanismos de 

prevención y atención estaban supeditados a la Política de Recuperación y 

Consolidación Territorial y por lo tanto no estaban enfocadas a superar las 

condiciones estructurales generadas por los procesos históricos de éxodo y 

despojo. De hecho, en los escenarios de consolidación territorial se produjeron 

nuevos desplazamientos debido a la inseguridad alimentaria y falta de 

                                              

113   Esta estrategia se institucionalizó como la Política Nacional de Consolidación Territorial con el Decreto 4161 de 
noviembre de 2011.  
 
114   Ministerio del Trabajo Circular No. 042 de 2002; Decreto 2131 de 2003; Decreto 2284 de 2003; Decreto 1042 de 
2003; Decreto 975 de 2004 y Decreto 3111 de 2004; Decreto 3222 de 2003. 
 



acompañamiento de proyectos productivos alternativos115, de una parte y por el 

aumento de las capturas y judicializaciones, de la otra116. 

Mientras tanto, la Corte Constitucional continuó con el desarrollo jurisprudencial 

sobre los lineamientos que debían regir la atención a la población desplazada para 

garantizar sus derechos. En el año 2003, mediante la sentencia T-268, el tribunal 

extendió el concepto de desplazamiento a aquellas movilizaciones forzadas 

intraurbanas con base en la aplicación del principio de favorabilidad en la 

interpretación de las normas de protección a la población desplazada, los 

principios rectores de los desplazamientos internos y el principio de prevalencia 

del derecho sustancial.  

En ese mismo año, a través de la sentencia T-602, la Corte definió el concepto de 

restablecimiento, con base en factores de empobrecimiento e índices de 

vulnerabilidad, entendiendo por aquel ñel mejoramiento de la calidad de vida de la 

poblaci·n desplazadaò y se pronunci· sobre la prohibici·n de regresividad en la 

satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales de la población 

desplazada. 

En enero de 2004 la Corte Constitucional profirió la paradigmática Sentencia T-

025, en la que verificó que se había venido presentando una violación masiva, 

prolongada y reiterada de los derechos fundamentales de la población 

desplazada. Debido a que esta situación no era atribuible a una institución 

específica sino que respondía a un problema de orden estructural que afectaba la 

política pública sobre desplazamiento forzado, la Corte declaró que existía un ECI 

(Estado de Cosas Inconstitucional) en materia de desplazamiento forzado en 

Colombia. En ese fallo, por primera vez en la historia del país, se reconoció la 

condición de víctimas a la población desplazada y con ello sus derechos 

inalienables a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición.  

                                              

115   La extinta Acción Social reconoció que la erradicación forzada manual en La Macarena, una de las regiones de la 
tƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ /ƻƴǎƻƭƛŘŀŎƛƽƴΣ ŀŦŜŎǘŀōŀ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ƭƻŎŀƭΣ άŎŀǳǎŀ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ƘŀŎƛŀ ƭŀǎ ŎŀōŜŎŜǊŀǎ 
ƳǳƴƛŎƛǇŀƭŜǎΣ ƘŀŎƛŀ ŎƛǳŘŀŘŜǎ ŎŜǊŎŀƴŀǎ ƻ ƘŀŎƛŀ ƻǘǊŀǎ Ȋƻƴŀǎ ŘŜ ŎƻƭƻƴƛȊŀŎƛƽƴ ŎƻŎŀƭŜǊŀέ ό!ŎŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭ ς CCAI, 2010). 
 
116   Entre los 100 municipios con mayor número de personas desplazadas se encuentran varios de los focalizados para 
la Consolidación, entre ellos Vista Hermosa y Puerto Rico (Zona del PCIM), Ovejas, El Carmen de Bolívar y San Jacinto 
(región de Montes de María), Tibú y San Calixto (región del Catatumbo).  
 



Con esas y otras determinaciones, la Corte le dio un vuelco significativo al 

estancamiento e, incluso, al retroceso de la política pública sobre desplazamiento 

forzado, frente a los objetivos de la Ley 387 de 1997. Es así como desde el año 

2004 la Corte incidió de lleno en el diseño de la política pública sobre 

desplazamiento, y su principal efecto fue el cambio hacia un enfoque de derechos.  

Dicha sentencia marcó un hito en la historia del país pues por primera vez un 

tribunal constitucional reconoció la crisis humanitaria derivada del desplazamiento 

forzado como una problemática con raíces profundas y estructurales en la historia 

del conflicto armado interno y sus manifestaciones de violencia. A partir de esta 

decisión, se daría inicio a un largo proceso de lucha institucional por visibilizar la 

magnitud del fenómeno y dimensionar su impacto a nivel nacional. 

En definitiva, este periodo refleja el gran éxodo forzado de la Colombia 

contemporánea, marcando profundamente la historia del país con más dos millones 

y medio de personas expulsadas117. Por un lado, esta crisis estuvo marcada por 

dos hitos del conflicto armado interno, ambos correspondientes a la evolución del 

paramilitarismo:  

 
i) el anuncio oficial de la creación de las AUC en 1997 y  

ii) los acuerdos de desmovilización con el Gobierno nacional en 2004.  

 
Por otro lado, este periodo también refleja los problemas estructurales de las 

políticas públicas enfocadas en la prevención del fenómeno y la atención a las 

víctimas del desplazamiento forzado. En efecto, a pesar de la expedición de la Ley 

387 de 1997 ïque pretendía regular integralmente la política pública sobre el 

desplazamiento forzado internoï y la expedición de una serie de normas 

relacionadas con la atención de la población desplazada, los problemas relativos a 

su implementación llevaron a que la problemática se agudizara. Estas limitaciones 

institucionales, aunadas al recrudecimiento del conflicto armado que desbordó el 

número de personas desplazadas y la capacidad de la propia política pública, 

                                              

117   De acuerdo al RUV, con corte a 31 de diciembre de 2014, entre 1997 y 2004 se registraron 3.087.173 personas 
desplazadas. 
 



provocó una declaratoria de Estado de Cosas Inconstitucional por parte de la 

Corte Constitucional en el año 2004. 

Durante este periodo, el número de víctimas de esta modalidad de violencia 

aumentó desproporcionadamente respecto a los registros de los periodos 

anteriores. Como se indicó, según la información disponible en el RUV, con corte a 

31 de diciembre de 2014, entre 1997 y 2004 se reportó un total de 3.087.173 

personas desplazadas, lo cual representa un dramático aumento respecto a los 

periodos anteriores y un avance hacia la visibilización de la problemática pues por 

primera vez las cifras oficiales superaron las cifras no oficiales. El significativo 

incremento en el número de personas registradas se produce desde el inicio del 

período en 1997, y alcanza su máxima expresión en 2002, año en el que se 

registraron 681.058 personas desplazadas, tal y como se destacó en párrafos 

anteriores. 

Entre 1997 y 2004, el desplazamiento forzado se convirtió en un crimen 

sistemático como consecuencia de recrudecimiento de la violencia empleada por 

todos los actores del conflicto armado para controlar el territorio y la población. Los 

grupos paramilitares, que dominaban el norte, provocaban desplazamientos 

mediante masacres, asesinatos selectivos, prácticas de tortura y sevicia, 

amenazas e intimidación. La guerrilla, que por su parte disputaba el control del sur 

del país, generó desplazamientos principalmente a partir de atentados contra la 

infraestructura y bienes civiles, el uso de armas no convencionales como la 

siembra masiva e indiscriminada de minas antipersonal, los secuestros selectivos 

y masivos, y el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. 

Por su parte, a la fuerza pública, dentro del marco de operaciones de la 

recuperación del territorio nacional y la puesta en marcha de la primera fase del 

denominado Plan Patriota, se le atribuyen también desplazamientos de población. 

En particular, el éxodo atribuido a las acciones de las Fuerzas Armadas está 

estrechamente vinculado a los bombardeos y ataques aéreos indiscriminados, 

erradicación forzada aérea y manual de cultivos de uso ilícito, controles de 



alimentos y tránsito, detenciones arbitrarias y enfrentamientos armados, entre 

otros118.  

Adicionalmente, durante este periodo, se produjeron desplazamientos como 

resultado de ñacciones perpetradas por militares haci®ndose pasar por 

paramilitares, de acciones conjuntas de miembros de la fuerza pública y 

paramilitares o de acciones de paramilitares que contaron con la complicidad, el 

apoyo o la aquiescencia de ®staò (OACDH, 1998, p§rr. 29). 

De esta manera, debido a la cooptación de las instituciones del Estado por parte 

del proyecto paramilitar, (esto es el fenómeno de la parainstitucionalidad), múltiples 

hechos victimizantes perpetrados por los grupos paramilitares, entre ellos el 

desplazamiento forzado, implican la responsabilidad del Estado119. Prueba de ello 

son las varias condenas sobre la responsabilidad internacional, por acción y 

omisión, del Estado colombiano proferidas por la Corte IDH (Corte Interamericana 

de Derechos Humanos) 120. Estos casos, en el marco de las alianzas entre los 

grupos ilegales y miembros de la institucionalidad militar y civil, constituyen tan 

solo una ilustración de la responsabilidad estatal en la expulsión de miles de 

personas. En algunos de estos casos, servidores públicos fueron determinadores 

del desplazamiento forzado, o actuaron como testaferros y propiciadores o 

beneficiarios del despojo de tierras121. 

 

                                              

118   9ƴ нллсΣ ƭŀ /ƻǊǘŜ ǎŜƷŀƭƽ ŜƴǘǊŜ ƭŀǎ ŘƛŜȊ łǊŜŀǎ ŎǊƝǘƛŎŀǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻΥ άƭŀ ŀǳǎŜƴŎƛŀ ŘŜ un enfoque de prevención 
dentro de la política pública de atención a la población desplazada, y en particular dentro de las operaciones militares y 
ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ŀŘŜƭŀƴǘŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ 9ǎǘŀŘƻέ /ƻǊǘŜΣ !ǳǘƻ нму ŘŜ нллсΦ ±ŞŀǎŜ ǘŀƳōƛŞƴΥ /h5I9{Σ мфффΦ 
 
119   Véase: CNMH, 2012-a. 
 
120   Entre las condenas proferidas por este Tribunal Internacional respecto a acciones del paramilitarismo se encuentran 
los casos: Las Palmeras (2001); 19 comerciantes (2004), Masacre de Mapiripán (2005), Masacre de Pueblo Bello, Masacres 
de Ituango (2006), Masacre de La Rochela (2007), y Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río 
Cacarica (Operación Génesis) (2013). 
 
121   Véase, por ejemplo las sentencias contra los excongresistas de Sucre, Álvaro García Romero, condenado por la 
masacre de Macayepo, y el exgobernador del Guaviare, Jesús López Cadavid, hoy, junto con su primo Nebio Echeverry 
/ŀŘŀǾƛŘΣ ǘŀƳōƛŞƴ ŜȄƎƻōŜǊƴŀŘƻǊ ŘŜ ŜǎŜ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ Ŝƴ ƭŀ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ [ƛǎǘŀ /ƭƛƴǘƻƴ ό9ƭ ¢ƛŜƳǇƻΣ нлмл ά5ƻǎ ŜȄ 
mandatarios del GuaǾƛŀǊŜ ȅ ǳƴ ŜȄ ŘƛǇǳǘŀŘƻΣ Ŝƴ ƴŀǊŎƻǊǊŜŘέύΦ  
 



1.2.4 Persistencia del desplazamiento en escenarios de búsqueda de la paz (2005 ï 

2014) 

Marcando el inicio de este periodo, antes que el marco legal para su 

desmovilización y sometimiento a la justicia fuese aprobado, los grupos 

paramilitares continuaban perpetrando acciones violentas en distintas regiones del 

país. A la par que se producían estos hechos de violencia, se continuaba 

reportando el desplazamiento forzado de la población civil y el despojo de tierras y 

territorios colectivos de indígenas y comunidades afrodescendientes. Sin embargo, 

la continuación de la violencia paramilitar no obstaculizó el acuerdo pactado entre 

las AUC con el Gobierno nacional y los procesos de desmovilización de las 

estructuras conformadas en bloques o frentes continuaron su curso. 

Paralelo al proceso de negociación y desmovilización de los grupos paramilitares, 

el Congreso de la República aprobó la Ley 975 de 2005, denominada ley de 

justicia y paz, como marco de referencia para un proceso de justicia transicional 

con los grupos armados ilegales. Sin duda, el componente más novedoso de esta 

ley era la puesta en marcha de un proceso de justicia transicional que a la par de 

ofrecer beneficios y penas alternativas a los responsables de graves violaciones a 

los derechos humanos y de crímenes del DIH, buscaba garantizar los derechos a 

la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de estos grupos 

desmovilizados. Bajo este nuevo marco legal, supuestamente 31.671 miembros de 

grupos paramilitares (no necesariamente adscritos a las AUC) participaron en los 

procesos de desmovilizaciones colectivas en distintas regiones del país. 

En este escenario, el gobierno de Uribe declaró el inicio de una nueva era que 

desconoci· el conflicto armado interno en Colombia: el ñposconflictoò. La 

invisibilización de la persistencia de la guerra, reducida a la amenaza ñterroristaò 

de los grupos guerrilleros, fue cuestionada tanto por académicos como 

representantes de la sociedad civil, quienes reiteradamente señalaron los desafíos 

propios de un sistema de justicia transicional122. El mal llamado posconflicto 

estuvo marcado entonces por una nueva evolución del conflicto armado interno y 

                                              

122   Véase: Rettberg, 2002. 
 



manifestaciones de violencia sociopolítica y económica que transversalmente se 

tradujeron en el agravamiento de la expulsión de población civil.  

El agravamiento del éxodo respondió, por un lado, a las deficiencias en los 

procesos de desmovilización que llevaron a que algunos de los miembros de los 

grupos paramilitares se reagruparan y rearmaran en nuevos grupos armados 

ilegales dedicados a actividades ilícitas ïprincipalmente al tráfico de armas, 

drogas y personasï, algunos de los cuales las autoridades denominan bandas 

criminales emergentes (bacrim) de acuerdo al Decreto 2374 de 2010123. Por otro 

lado, con el fin de lograr la Seguridad Democrática del presidente Uribe se 

incrementó la intervención de la fuerza pública, es decir se aumentó la presencia 

militar en los territorios, a su vez que las FARC emplearon tácticas de repliegue 

como la siembra de minas antipersonal. 

En los siguientes dos años de la primera administración de Uribe (2005-2006), el 

Gobierno nacional continuó con la atención a la población desplazada, con 

medidas más reactivas a las órdenes de la Corte. En este sentido se expidieron 

normas para articular una política pública sobre desplazamiento forzado 

(especialmente en temas de acceso a vivienda y subsidio de vivienda rural y 

urbana), en su mayoría, dirigidas a los lugares de recepción, más que a los de 

expulsión124.  

En el año 2005, en virtud de la declaración del estado de cosas inconstitucional, el 

Gobierno nacional promovió una serie de iniciativas para afrontar la problemática 

generalizada del desplazamiento forzado. Por medio del Decreto 2467 se creó la 

Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (en 

adelante Acción Social) y se promovió el acceso preferente a tierras para la 

población desplazada. En ese mismo año, a través del Decreto 250 y del 

Documento CONPES 3400, se creó el nuevo Plan Nacional para la Atención 

Integral a la Población Desplazada por la Violencia.  

                                              

123   9ƭ ǘŞǊƳƛƴƻ ƎŜƴŞǊƛŎƻ bD!L όbǳŜǾƻǎ DǊǳǇƻǎ !ǊƳŀŘƻǎ LƭŜƎŀƭŜǎύ Ŝǎ ǳǘƛƭƛȊŀŘƻ ǇƻǊ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƻƴŜǎ ŎƻƳƻ /Ǌƛǎƛǎ DǊƻǳǇ άǇŀǊŀ 
describir grupos armados ilegales que han surgido desde la finalización de la desmovilización de paramilitares en 2006 y 
ǉǳŜ ǎƻƴ ƭƻǎ ǎǳŎŜǎƻǊŜǎ ŘŜ ŜǎŜ ŦŜƴƽƳŜƴƻΤ Ŝƭ DƻōƛŜǊƴƻ ƭƻǎ ƭƭŀƳŀ .!/wLaέ όL/DΣ нлмнύΦ 
 
124   Decreto 973 de 2005; Decreto 2675 de 2005; Decreto 2100 de 2005; Decreto 4427 de 2005; Decreto 4429 de 2005. 
 



Este plan se convirtió en un punto de referencia de gran relevancia para la política 

pública sobre desplazamiento forzado, con posterioridad a la declaratoria del ECI. 

En él se definieron metas y se priorizaron los recursos presupuestales para 

atender a la población desplazada. A este plan se integraron las acciones 

realizadas por el PPTP (Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la 

Población Desplazada) de Acción Social. En su implementación, desde el año 

2003, se intentó por primera vez salvaguardar los derechos de la población 

desplazada sobre las tierras y los territorios abandonados o en riesgo de ser 

despojados. A través del PPTP, se puso en evidencia cómo la precaria estructura 

agraria ha sido uno de los desencadenantes de la violencia colombiana como 

causa del desplazamiento y la concentración de la tierra125. 

El no abordaje y superación de estos factores estructurales del éxodo forzado en 

Colombia se relaciona con la persistencia del desplazamiento forzado. En efecto, 

a pesar de la expedición de reformas institucionales, planes, proyectos y 

compromisos institucionales, miles de colombianos y colombianas continuaban 

siendo expulsadas ïen medio de los procesos de rearme de los grupos 

paramilitares, la ofensiva militar de la Política de Seguridad Democrática y las 

prácticas de violencia de las FARCï.  

La combinación de estos elementos no impidió que se registraran significativos 

aumentos en el número de personas desplazadas en los segundos dos años de la 

primera administración de Uribe, contrastando con la disminución reportada en sus 

primeros dos años de gobierno126. Ante la agudización de esta crisis humanitaria, 

la Corte Constitucional ordenó crear un cronograma que permitiera saber a qué 

ritmo y a través de qué mecanismos se cumpliría con la destinación de los 

recursos necesarios para la política sobre desplazamiento forzado127. 

                                              

125   De acuerdo al informe Síntesis de la experiencia del Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la Población 
5ŜǎǇƭŀȊŀŘŀΥ άŜƭ ŦŜƴƽƳŜƴƻ ŘŜ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀ ƘƛǎǘƽǊƛŎŀƳŜƴǘŜ Ƙŀ ŜǎǘŀŘƻ ǾƛƴŎǳƭŀŘƻ ŀ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŘŜ 
despojo de tierras y concentracióƴ ŘŜ ƭŀ ƳƛǎƳŀέ ό!ŎŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭ - PPTP, 2010, página 5). 
 
126   Durante el periodo comprendido entre 2004 y 2006, el número de personas desplazadas siempre se comportó de 
manera ascendente: 309.231 (2004), 351.694 (2005) y 364.844 (2006) (RUV, 2013). 
 
127   La Corte ordenó a la Contraloría General realizar seguimiento a las órdenes presupuestales dictadas en la sentencia 
T-025 de 2004 (Auto 176 de 2005); al Ministerio del Interior asegurar la coherencia de la política sobre desplazamiento 
forzado en cuanto a los recursos y obligaciones legales y constitucionales de las entidades regionales (Auto 177 de 2005); 



En medio del alarmante aumento en el número de personas desplazadas, Álvaro 

Uribe Vélez se convirtió en el primer presidente de Colombia en ser reelegido, 

después de impulsar una controversial reforma constitucional que permitía la 

reelección inmediata128. En su segundo periodo presidencial (2006-2010), se 

profiere el plan de desarrollo Estado Comunitario: desarrollo para todos, que 

mantenía los lineamientos del Plan Nacional para la Atención Integral a la 

Población Desplazada por la Violencia. Asimismo, se reiteraba el compromiso de 

avanzar progresivamente en la garantía de los derechos de la población 

desplazada y en la superación del ECI declarado por la Corte Constitucional129. 

En esta coyuntura, la Corte Constitucional evaluó el cumplimiento de sus órdenes, 

tomando como referente ya no solo lo señalado en la Sentencia T-025 de 2004, 

sino también lo previsto en sus Autos de seguimiento. De esa forma, en el Auto 

218 y Auto 333 de 2006 estableció que el avance de superación del ECI era nulo 

pues no se contaba con una batería de indicadores que permitiera medir el 

avance, estancamiento o retroceso en cuanto a la superación del estado de cosas 

inconstitucional y el goce efectivo de los derechos de la población desplazada.  

En consecuencia, en el Auto 337 de 2006 definió y adoptó una metodología de 

trabajo e intercambio de documentos para obtener en el corto plazo los aludidos 

indicadores. Esta tarea siguió en el transcurso de 2007, mediante los Autos 109 y 

233, y terminaría posteriormente con la adopción definitiva de la batería de 

indicadores de resultado de goce efectivo de derechos de la población 

desplazada, en el Auto 116 de 2008. 

                                              

y a las diferentes entidades encargadas de ejecutar la política pública sobre desplazamiento forzado les ordenó establecer 
unos criterios de diferenciación entre la población desplazada y la población vulnerable para el acceso a programas de 
atención (Auto 178 de 2005). 
 
128   La reelección fue aprobada luego de una controversial reforma constitucional que el Gobierno nacional promovió en 
el Congreso de la República. En abril de 2008, la representante a la Cámara Yidis Medina admitió haber vendido su voto 
para que el Acto Legislativo 02 de 2004 que permite la reelección fuera aprobado, confesión que destapó el escándalo 
conocido como la Yidispolítica. Véase: Coronell, 2008. 
 
129   En el apartado sobre la política de Defensa y Seguridad Democrática, se planteó que el objetivo era lograr la 
superación del desplazamiento forzado bajo un enfoque de goce efectivo de derechos y que se buscaba prevenir el 
desplazamiento, atender integralmente la emergencia y alcanzar la estabilización e integración económica de los 
desplazados, a través de los programas particulares enfocados en esta población, en conjunto con aquellos diseñados para 
la reducción de la pobreza. DNP, 2007, página 65. 
 



Paralelamente, el Gobierno nacional expidió una serie de normas tendientes a 

alcanzar la estabilización e integración económica de las personas desplazadas a 

través del acceso prioritario a los programas de desarrollo rural y reforma agraria; 

subsidios para vivienda familiar rural y urbana; y el acceso a tierras130. Asimismo, 

algunas entidades del orden nacional como el Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural y el Ministerio de la Protección Social reglamentaron el trámite de 

peticiones, quejas y reclamos de la población desplazada131.  

No obstante estas normas, continuaron los ñvac²os protuberantesò en materia de 

prevención y protección de los derechos a la vida, a la integridad y a la seguridad 

(Corte, Auto 008 de 2009), entre ellas la ausencia de mecanismos y recursos en 

las entidades territoriales (Corte, Auto 383 de 2010), y la ausencia de ñplanes de 

contingencia cuando el riesgo esté relacionado con operaciones legítimas del 

Estado para el mantenimiento del orden p¼blicoò132. Es por ello que el número de 

víctimas continuó aumentando hasta superar las cuatrocientos mil personas en el 

año 2007133. 

A través del Auto 200 de 2007, el Tribunal Constitucional también evaluó la 

situación de inseguridad que padecían líderes y representantes de la población 

desplazada, la cual incidía negativamente en el derecho a la participación y en su 

labor en la búsqueda del restablecimiento de derechos, por lo que decidió crear 

una presunción de riesgo a su favor.  

Adicionalmente, también analizó la constitucionalidad de los artículos 15 y 18 de la 

Ley 387 de 1997, y declaró inexequibles algunos de sus apartes a efectos de que 

se propendiera por la satisfacción material del derecho a la subsistencia mínima 

                                              

130   MADR, Acuerdo No. 59 de 2006; Decreto 4545 de 2006; Decreto 170 de 2008; Decreto 2965 de 2009; Decreto 4911 
de 2009; y .Decreto 1660 de 2007. 
 
131   MADR Rural, Resolución No. 1455 de 2006; Ministerio de la Protección Social, Resolución No. 0369 de 2006. 
 
132   9ƴ Ŝƭ !ǳǘƻ ллу ŘŜ нллф ƭŀ /ƻǊǘŜ ǎŜ ǊŜŦƛǊƛƽ ŀ ƭŀ Ŧŀƭǘŀ ŘŜ άǳƴ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴέΣ ǉǳŜ ŜƴǘǊŜ ƻǘǊƻǎ ŀǎǇŜŎǘƻǎ ŘŜōŜǊƝŀ 
ƘŀŎŜǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ǳƴŀ άǇƻƭƝǘƛŎŀ ǇǵōƭƛŎŀ ŘŜ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ŘŜ ǾƛƻƭŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎέΣ ƴƻ ŘŜǇŜƴŘŜǊ άŜȄŎƭǳǎƛǾŀƳŜƴǘŜέ 
de lƻǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ŘŜ ƭŀ ŎƻƻǇŜǊŀŎƛƽƴ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭΤ ǎǳǇŜǊŀǊ άŜƭ ŀƴłƭƛǎƛǎ ǇǳǊŀƳŜƴǘŜ ŎƻȅǳƴǘǳǊŀƭέ ŀ ƭƻǎ ƛƴŦƻǊƳŜǎ ŘŜ ǊƛŜǎƎƻ ŘŜ ƭŀ 
5ŜŦŜƴǎƻǊƝŀ ŘŜƭ tǳŜōƭƻΣ Ŏƻƴ Ŝƭ Ŧƛƴ ŘŜ ōǊƛƴŘŀǊ ǳƴŀ άǊŜǎǇǳŜǎǘŀ Ŝǎǘŀǘŀƭ ƻǇƻǊǘǳƴŀΣ ŎƻƻǊŘƛƴŀŘŀ ȅ ŜŦŜŎǘƛǾŀέΣ ȅ άƳŀƴǘŜƴŜǊ ǇƻǊ ǳƴ 
tiempo prudenciaƭ ƭŀǎ ƳŜŘƛŘŀǎ ŘŜ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŀ ōƛŜƴŜǎ ȅ ǇŜǊǎƻƴŀǎΣ ŀǎƝ ƴƻ ǎŜ ŘŜŎƭŀǊŜ ƭŀ ŀƭŜǊǘŀ ǘŜƳǇǊŀƴŀέΦ  
 
133   En 2007, un total de 402.175 personas fueron desplazadas en todo el territorio nacional (RUV, 2013). 
 



en relación con la ayuda humanitaria de emergencia134. En definitiva, la decisión 

del tribunal constitucional buscó quitarle cargas desproporcionadas a las víctimas 

de desplazamiento forzado.  

En el año 2008 se inició un importante proceso de seguimiento y evaluación a las 

labores emprendidas por las entidades territoriales respecto de la política pública 

sobre desplazamiento en sus jurisdicciones. Mediante el Auto 052 de febrero de 

dicho año, la Corte Constitucional envió un cuestionario a los gobernadores y 

alcaldes de todo el país, en el cual les solicitaba información sobre las políticas 

regionales de prevención y atención a la población desplazada.  

Dos meses después se produciría un hito simbólico en la historia del 

desplazamiento forzado pues mediante la Ley 1190 el Congreso de la República 

declaró 2008 como el año de la promoción de los derechos de las personas 

desplazadas por la violencia, con el objetivo de generar un mayor compromiso de 

las instituciones nacionales y territoriales y de sectores académicos y empresariales 

en la garantía y goce efectivo de los derechos de la población desplazada. 

Con el fin de evaluar el restablecimiento de los derechos de la población 

desplazada, de acuerdo con los indicadores de goce efectivo, el Gobierno nacional 

puso en marcha una Mesa de Trabajo135. De otro lado, le ordenó diseñar un plan 

de acción con los recursos necesarios para garantizar el goce efectivo de los 

derechos de las personas desplazadas, y realizar periódicamente audiencias de 

rendición de cuentas sobre el estado del goce efectivo de derechos hasta la 

superación del ECI. Similarmente, se les ordenó a los gobernadores y a los 

alcaldes formular e implementar los PIU (Planes Integrales Únicos) ïarticulados en 

los planes de desarrollo y presupuestos localesï como el instrumento para 

                                              

134   La Corte estableció que la atención humanitaria de emergencia prevista en el artículo 15 será prorrogable hasta que 
el afectado esté en condiciones de asumir su autosostenimiento y declaró inexequible el parágrafo del artículo 18 que 
ŜǎǘŀōƭŜŎƝŀ ǉǳŜ άŜƭ desplazado cooperará en el mejoramiento, restablecimiento, consolidación y estabilización de su 
ǎƛǘǳŀŎƛƽƴέ ό/ƻǊǘŜΣ {ŜƴǘŜƴŎƛŀ /-278 de 2007). 
 
135   Esta Mesa de Trabajo debía estar integrada por las entidades adscritas al SNAIPD, por un representante de la 
academia, un representante de la empresa privada y un representante reconocido de las organizaciones de población 
desplazada (Corte, Sentencia C-278 de 2007, Art. 3, para. 1°). 
 



planear, gestionar, ejecutar y evaluar planes y programas de atención a la 

población desplazada en el nivel territorial136. 

En medio de estos importantes avances en materia de desplazamiento forzado, el 

13 de mayo de 2008 el entonces presidente Uribe tomó de forma sorpresiva la 

decisión de extraditar masivamente a Estados Unidos a quince exjefes de los 

grupos paramilitares desmovilizados137. A pesar de formar parte del llamado 

proceso de justicia y paz, y en algunos casos rindiendo declaraciones sobre sus 

delitos cometidos, entre ellos la expulsión de la población, los líderes paramilitares 

fueron extraditados para responder ante la justicia estadounidense. Debido a que la 

decisión fue motivada por cargos de narcotráfico en ese país, la extradición supuso 

un obstáculo en la verdad sobre sus crímenes de guerra y su responsabilidad en el 

desplazamiento de miles de personas en Colombia138. 

En contraste, en el plano judicial se produjo un importante avance en el 

reconocimiento de las dimensiones del desplazamiento forzado y su desproporcionado 

impacto sobre determinados grupos poblacionales. La Corte Constitucional comenzó a 

proferir Autos diferenciales con los cuales pretendió que la política pública atendiera 

las necesidades específicas de los grupos poblacionales especialmente afectados por 

este fenómeno. Para ello procedió al análisis de las situaciones particulares de los 

diferentes grupos y profirió órdenes de creación de programas concretos a favor de los 

niños, niñas y adolescentes, la población en situación de discapacidad y las mujeres, 

                                              

136   También en el año 2008 se puso en marcha el Programa de Reparación Individual por vía Administrativa para las 
Víctimas de los Grupos Armados Organizados al Margen de la ley, por hechos victimizantes anteriores a ese año. Decreto 
1290 de 2008. Norma que se fundamentó en la necesidad de responder a las inciertas expectativas de la reparación por 
vía de la justicia transicional penal de la Ley 975 y el deber internacional de reparar a las víctimas. 
 
137   Entre los extraditados se encontraban los jefes que hicieron parte del Estado Mayor de las AUC, entre ellos, Salvatore 
Mancuso; Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 40; y Hernán Giraldo, alias El viejo. Entre los excomandantes extraditados 
también se encontraban narcotraficantes que mutaron a paramilitares para desmovilizarse como miembros de las AUC. 
9ƴǘǊŜ ƭƻǎ άǇŀǊŀ-ƴŀǊŎƻǎέ ȅ άƴŀǊŎƻ-ǇŀǊŀǎέ extraditados se encontraban, Carlos Mario Jiménez Naranjo, alias Macaco; Diego 
Murillo Bejarano, alias Don Berna; Francisco Javier Zuluaga Lindo, alias Gordo Lindo; Guillermo Pérez Alzate, alias Pablo 
Sevillano; y Ramiro Vanoy, alias Cuco Vanoy. Véase: CNMH, 2012-a, pág. 95; El Espectador, Masiva extradición de jefes 
paramilitares, 2008. 
 
138   Actualmente, mientras algunos de ellos ya han cumplido sus penas en Estados Unidos, la mayoría adelanta procesos 
por conspiración y por manufacturar y distribuir cocaína con el propósito de introducirla a ese país. Véase: IHRLC, 2010. 
 



en especial de las que ejercen la jefatura en el hogar (Corte, Auto 251 de 2008; Auto 

006 de 2009; y Auto 092 de 2008). 

Así mismo, el Tribunal Constitucional constató los factores de riesgo propios de los 

pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianas, negras, raizales y 

palenqueras y los impactos desproporcionados y diferenciales que les afectan al 

ser desplazados de sus territorios, lo cual genera la vulneración de sus derechos 

individuales y colectivos y agudiza las situaciones históricas de marginación, 

pobreza y discriminación (Corte, Auto 004 de 2009; y Corte, Auto 005 de 2009). 

Precisó que si bien esos riesgos emanan del conflicto armado, se conectan con 

otros factores asociados a intereses de agentes legales e ilegales sobre sus 

territorios colectivos (ancestrales, tradicionales y constituidos formalmente), ya sea 

por proyectos mineros, agroindustriales, portuarios, entre otros, y la siembra, 

procesamiento y tráfico de cultivos de uso ilícito.  

En 2009 la Corte Constitucional corrobor· que no se hab²a ñlogrado un avance 

sistemático e integral en el goce efectivo de todos los derechos de la población 

v²ctima de desplazamiento forzadoò, por lo que, entre otras cosas, orden· formular 

las políticas de prevención, de generación de ingresos y de garantía a los derechos 

a la verdad, a la justicia, a la reparación y la no repetición, y reformular las políticas 

de vivienda y de tierras y territorios. Esta ¼ltima referida tanto a ñla protecci·n y 

restitución de tierras abandonadas por la población desplazada, como a las tierras 

entregadas para reubicación y desarrollo de proyectos productivosò139. De igual 

modo, autorizó a las entidades del CNAIPD para que aplicaran la excepción de 

inconstitucionalidad cuando fuera necesario para garantizar el goce efectivo de los 

derechos de la población desplazada140. 

                                              

139   Como mínimos de la política de tierras y territorios colectivos, la Corte señaló, entre otros la necesidad de establecer 
ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ǇŀǊŀ άŜǎŎƭŀǊŜŎŜǊ ƭŀ ǾŜǊŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ƳŀƎƴƛǘǳŘΣ ƭŀǎ ƳƻŘŀƭƛŘŀŘŜǎ ȅ ŜŦŜŎǘƻǎ ŘŜ ƭƻǎ ŀōŀƴŘƻƴƻǎ ȅ ŘŜǎǇƻƧƻǎ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎ 
ocurridos en el marco del conŦƭƛŎǘƻ ŀǊƳŀŘƻέ ȅ ǇŀǊŀ άǊŜŎƛōƛǊΣ ǘǊŀƳƛǘŀǊ ȅ ǊŜǎƻƭǾŜǊ ƭŀǎ ǊŜŎƭŀƳŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ǊŜǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎ 
ŘŜ ƭŀǎ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ŘŜ ŀōŀƴŘƻƴƻǎ ƻ ŘŜǎǇƻƧƻǎέΣ ȅ ƭŀ ǊŜŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ άŎŜƴǎƻέ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎ Ŝƴ ǊƛŜǎƎƻ ƻ ŀōŀƴŘƻƴŀŘŀǎέ ό/ƻǊǘŜΣ !ǳǘƻ 
008 de 2009). 
 
140   En similar sentido, la Corte realizó una evaluación a las órdenes relativas a los sistemas de registro y, ante la detección 
de varias falencias, se plantearon medidas para superarlas (Corte, Auto 011 de 2009). 
 



En junio de 2009, siguiendo lo ordenado por el Congreso mediante la Ley 1190 de 

2008, el Gobierno expidió el Decreto 1997 de 2009 estableciendo los mecanismos 

de coordinación para garantizar los derechos de las personas desplazadas, a 

cargo del Ministerio del Interior y de Justicia, de Acción Social y del DNP 

(Departamento Nacional de Planeación). En dicha norma, delegó al Ministerio del 

Interior la tarea de realizar un seguimiento semestral a las acciones de las 

entidades territoriales a través del SICST (Sistema de Información, Coordinación y 

Seguimiento Territorial). Para conformar el SICST, el Gobierno nacional ordenó a 

los gobernadores y alcaldes la integración y articulación de la política territorial de 

atención integral a la población desplazada141.  

En septiembre de 2009 el Gobierno nacional expidió el documento CONPES 3616 

en el cual se diseñaron los lineamientos para la política de generación de ingresos 

para la población en situación de pobreza extrema y desplazamiento forzado. El 

objetivo de esta normativa consistía en superar los obstáculos que impedían a 

dichas poblaciones la generación de recursos económicos suficientes. La 

estrategia diseñada se enmarcaba dentro de las labores generales de la Red 

Juntos (Red de Protección Social contra la Extrema Pobreza), creada con el 

objetivo de ñvincular de manera prioritaria a los hogares en situaci·n de pobreza 

extrema y desplazamiento a la oferta de servicios sociales del Estadoò142. 

Paralelamente, la Corte Constitucional resaltó en el Auto 314 de 2009 que a pesar 

de los esfuerzos realizados por el Gobierno nacional, hacía falta una regulación 

que definiera claramente las reglas de corresponsabilidad entre la Nación y las 

entidades territoriales para la atención de la población desplazada. En 

consecuencia, el alto tribunal ordenó adoptar medidas encaminadas a clarificar el 

                                              

141   La integración y articulación se debía dar a través de la efectiva puesta en funcionamiento de los comités territoriales 
y el diseño de los PIU; la articulación de las entidades que integran el Comité Técnico del CNAIPD: apoyar en lo técnico a 
las entidades territoriales; y finalmente, el impulso a la realización de mesas de trabajo para conseguir que los municipios 
receptores y expulsores actuaran de forma coordinada. 
 
142   Dentro de esta estrategia, se planteó que los mecanismos estaban concebidos para una intervención que lograra la 
independencia de las familias y que se diferenciaba de aquellos mecanismos que emanaban de estrategias de corto plazo 
ǉǳŜ άƳŀƴǘƛŜƴŜƴ ƭŀ ŘŜǇŜƴŘŜƴŎƛŀ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀέ ŘŜ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ Ŝƴ ǇƻōǊŜȊŀ ŜȄǘǊŜƳŀ ȅ ŘŜǎǇƭŀȊŀŘŀ ŀ ǘǊŀǾŞǎ ŘŜ ǇǊƻƎǊŀƳŀǎ 
asistencialistas Corte, Auto 011 de 2009, página 12. 
 



sistema de competencias y a mejorar los sistemas de coordinación, articulación, 

complementación y subsidiaridad Nación - territorio143.  

En particular la Corte señaló la necesidad de mejorar la articulación en la atención, 

los instrumentos de coordinación y algunas otras medidas en relación con el 

retorno y reubicación. Así mismo, mediante el Auto 383 de 2010, requirió al 

Ministerio del Interior poner en marcha un protocolo para prevenir riesgos y 

acompañar a las personas beneficiarias del Plan Retornar es Vivir, en el marco de 

los principios de seguridad, dignidad y voluntariedad. 

El 20 de junio de 2010 fue elegido el presidente Juan Manuel Santos (2010-2014), 

quien desde su campaña electoral prometía dar continuidad a la implementación 

de la Política de Seguridad Democrática promovida durante las dos 

administraciones de Uribe. Durante el primer año de gobierno de Santos se 

propiciaron algunos de los golpes militares más fuertes dados a las estructuras 

guerrilleras de las FARC,144 sin embargo, su gobierno tomó distancia del enfoque 

de su predecesor en la ñlucha contra el terrorismoò que negaba la existencia de un 

conflicto armado. 

En mayo de 2011 el presidente de la república reconoció públicamente la existencia del 

conflicto armado interno, declaración que se apartaba de la lucha contra el terrorismo y 

del supuesto escenario de posconflicto luego de la desmovilización paramilitar. De esa 

forma se admitían las violaciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional 

Humanitario por parte de actores armados legales e ilegales ïsalvo las denominadas 

bacrim, consideradas delincuentes comunes-. Con la postura de Santos se corroboraba 

una situación que había sido ampliamente reconocida por organizaciones 

intergubernamentales y gobiernos extranjeros durante los gobiernos anteriores. 

                                              

143   En los casos en que los entes municipales no tengan capacidad presupuestal e institucional se debe aplicar el principio 
de subsidiaridad, a través del cual les corresponde a las entidades del orden nacional y departamental brindar su respaldo 
en la protección, atención y reparación integral a las víctimas del desplazamiento forzado. En materia de ayuda 
humanitaria de emergencia es imperativa la subsidiaridad pues de lo contrario se les vulnera el mínimo vital (Corte, Auto 
099 de 2013).  
 
144   Entre las acciones de las FFAA contra la guerrilla se destaca la de septiembre de 2010, cuando el ejército colombiano 
dio de baja a Víctor Julio Suárez, alias Mono Jojoy, comandante militar de las FARC, responsable de numerosos y graves 
abusos durante sus décadas de liderazgo. Véase: HRW, 2011. Asimismo, en noviembre de 2011, durante una operación 
militar en el Cauca, cayó en combate Guillermo León Sáenz Vargas, alias Alfonso Cano, jefe máximo de las FARC. Véase: 
HRW, 2012. 
 



En el plan de desarrollo de la primera administración de Santos: Prosperidad para 

todos, la política pública sobre desplazamiento forzado se diseñó dentro del marco 

de la política de promoción social, que tiene por objeto fortalecer la generación de 

ingresos autónomos por parte de las familias en pobreza extrema y en situación 

de desplazamiento. Su objetivo: garantizar igualdad de oportunidades para la 

población desplazada a través del acceso a herramientas que les posibiliten 

encauzar su destino.  

Así las cosas, la política pública sobre desplazamiento se planteó dentro de una 

estrategia para la reducción de la pobreza mediante el acceso a los programas del 

Sistema de Promoción Social, que se apoya fundamentalmente en la Red Juntos 

(Red para la Superación de la Pobreza Extrema), así como en los programas 

coyunturales para personas especialmente afectadas, como la población en 

situación de desplazamiento. 

Desde esa perspectiva, el Estado busca el restablecimiento social y económico de 

la población desplazada, mediante estrategias para la prevención del delito y la 

protección y atención integral a la misma. Asimismo, atendiendo la calidad de 

víctimas que tienen las personas desplazadas, se debe propender por repararlas 

integralmente con el objetivo de que superen la situación de desplazamiento a 

través del goce efectivo de sus derechos y saldar de esa manera la deuda 

histórica. Ante esta situación, mediante el Auto 385 de 2010, la Corte 

Constitucional solicitó al nuevo Gobierno nacional fijar una posición frente al último 

informe de seguimiento a la política pública sobre desplazamiento forzado, pues 

estimó que había un nuevo enfoque en el sistema de atención a la población 

desplazada que enfatizaba en lo rural más que en lo urbano. 

En diciembre de 2010 el Congreso aprob· la Ley 1424 destinada a ñcontribuir al 

logro de la paz perdurableò en relaci·n con la conducta de las personas 

desmovilizadas de los grupos armados organizados al margen de la ley en un 

escenario de justicia transicional. Con esa norma, a los exparamilitares en el 

ñlimbo jur²dicoò se les pueden otorgar beneficios ïsuspensión de la orden de 

captura o de la ejecución de la penaï, siempre que suscriban un ñAcuerdo de 

contribución a la verdad histórica y la reparaci·nò.  



Sin embargo, con esta ley, se dejó un espacio abierto frente al delito de 

desplazamiento forzado que, al constituir delito de lesa humanidad, acarrea la 

obligación internacional del Estado de perseguir, juzgar, sancionar y castigar 

efectivamente a sus responsables. 

El presidente Santos impulsó el proyecto de ley para saldar la deuda con las 

víctimas, entre ellas los desterrados y desposeídos. Es así como a mediados de 

2011 se genera otro hito normativo en la evolución de la política pública sobre el 

desplazamiento forzado con la aprobación de la Ley 1448 de 2011 con la cual se 

pretende reparar integralmente a las víctimas del conflicto armado interno. A 

través de esta ley se estableció como punto de partida el año 1985 para el 

reconocimiento de hechos victimizantes con derecho a las medidas de reparación 

integral, lo cual quiere decir que para hechos anteriores a este año se hará un 

reconocimiento simbólico a las víctimas. 

En la denominada ley de víctimas y restitución de tierras, el desplazamiento 

forzado fue reconocido como un hecho victimizante y se adoptó la definición de 

víctima del desplazamiento forzado. Adicionalmente, se expidieron los decretos ley 

para las medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de 

derechos territoriales de los pueblos y comunidades indígenas, el pueblo rrom o 

gitano y las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, normas 

que junto a la Ley 1448 integran lo que puede denominarse el sistema normativo 

de leyes de víctimas145. 

Con ese marco legal y con enfoque diferencial de género y etnias fueron creadas 

nuevas entidades a cargo de las diferentes funciones y actividades tendientes al 

restablecimiento de los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto 

armado. Acción Social se transformó en el DPS (Departamento Administrativo para 

la Prosperidad Social),146 organismo que conjuntamente con la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

                                              

145   Decreto 4633; Decreto 4634; y Decreto 4635 de 2011. 
 
146  Decretos 4155 y 4157 de 2011, expedidos con base en las facultades extraordinarias para la restructuración del Estado 
de la Ley 1444 de 2011. 
 



(Unidad para las Víctimas) fueron encargados de la atención y reparación a las 

víctimas en general, incluyendo a las del desplazamiento forzado en los términos de 

las Leyes 387 de 1997 y 1448 de 2011147. Adicionalmente, a la Unidad para las 

Víctimas se le asignaron las tareas de llevar el RUV (Registro Único de Víctimas) 

que subsumió el RUPD (Registro Único de Población Desplazada), y administrar el 

Fondo para la Reparación de las Víctimas148. 

En lo que respecta a las víctimas del despojo o del abandono de inmuebles 

rurales, a partir del año 1991 se instituyó la acción mixta de restitución de tierras y 

territorios enmarcada en los principios de la justicia transicional civil149. En esa 

línea se crearon en el nivel administrativo la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (en adelante Unidad de Restitución 

de Tierras), encargada de llevar el registro de tierras despojadas y abandonadas; 

recibir y tramitar las reclamaciones y administrar el Fondo de Restitución de 

Tierras150. Adicionalmente se crearon las figuras de jueces y magistrados 

especializados en la restitución material y/o jurídica de tierras y territorios 

colectivos de grupos étnicos151.  

No obstante los significativos avances en la materia, en la sentencia C-715 de 

2012 la Corte Constitucional insistió en que subsist²an vac²os en ñla identificaci·n 

de las figuras del derecho civil y el derecho agrario que eventualmente pueden 

favorecer el despojoò. 

                                              

147   [ŀ /ƻǊǘŜ Ƙŀ ǊŜƛǘŜǊŀŘƻ ǉǳŜ ƭŀǎ άǊŜǎǇƻƴǎŀōƛƭƛŘŀŘŜǎ ŜǎǘŀǘŀƭŜǎ Ŏƻƴ ƭŀǎ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ƴƻ ŘŜǎŀǇŀǊŜŎŜƴ Ŏƻƴ 
ƭŀ ŜȄǇŜŘƛŎƛƽƴέ ŘŜ ƭŀ [Ŝȅ мппу ŘŜ нлммΣ ƴƛ ǇǳŜŘŜ ǊŜǎǘǊƛƴƎƛǊǎŜ ƭŀ άŎƻƴŘƛŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ŘŜǎǇƭŀȊŀŘŀǎ ŀ ƭŀ ŜȄƛǎǘŜƴŎƛŀ ŘŜ 
un conflicto armaŘƻ ƛƴǘŜǊƴƻέ ό±ŞŀǎŜΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΣ !ǳǘƻǎ нмф ŘŜ нлмм ȅ ммф ŘŜ нлмоύΦ  
 
148   Se trata del mismo Fondo que creó la Ley 975 de 2005, con nuevas fuentes de recursos, como las multas y condenas 
económicas de los condenados por concierto para delinquir y los montos fijados en providencias judiciales a cargo de 
empresas. 
 
149   9ƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ [Ŝȅ άtƻǊ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜƴ ƴƻǊƳŀǎ ǘǊŀƴǎƛŎƛƻƴŀƭŜǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǊŜǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎέ ǎŜ ŀŎǳƳǳƭƽ Ŏƻƴ Ŝƭ 
ǇǊƻȅŜŎǘƻ άtƻǊ ƭŀ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŘƛŎǘŀƴ ƳŜŘƛŘŀǎ ŘŜ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ȅ ǊŜǇŀǊŀŎƛƽƴ ƛƴǘŜƎǊŀƭ ŀ las víctimas de violaciones a los Derechos 
IǳƳŀƴƻǎ Ŝ ƛƴŦǊŀŎŎƛƻƴŜǎ ŀƭ 5ŜǊŜŎƘƻ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ IǳƳŀƴƛǘŀǊƛƻέΦ 
 
150   Hacen parte de este Fondo los predios rurales con sentencia de extinción de dominio, los cedidos por los restituidos 
y los restituidos en los que se adelanten proyectos productivos cuando el opositor no demuestre su buena fe exenta de 
culpa (Ley 1448 de 2011, Arts. 111- 113). 
 
151   Adicionalmente, se consagraron presunciones de derecho y legales y la inversión de la carga de la prueba a favor de 
los propietarios, ocupantes de baldíos y poseedores expulsados y despojados a la fuerza de sus bienes. 
 



Otro avance significativo en la nueva normativa se refiere al reconocimiento de las 

víctimas de desplazamiento forzado que se encuentren fuera del territorio nacional 

(v²ctimas en el exterior), las que adem§s de ser ñinformadas y orientadas 

adecuadamente acerca de sus derechos, medidas y recursosò, deben ser incluidas 

en los programas de retorno y reubicación152. Adicionalmente se creó el CNMH 

(Centro Nacional de Memoria Histórica) que tiene entre sus funciones promover la 

investigación histórica sobre el conflicto armado y el desplazamiento forzado y 

contribuir al fortalecimiento de la memoria colectiva, a través del Museo Nacional 

de la Memoria, entre otras estrategias, destinado a lograr el fortalecimiento de la 

memoria colectiva acerca de los hechos desarrollados en la historia reciente de la 

violencia en Colombia153.  

El Gobierno nacional continuó definiendo lineamientos de la política pública sobre 

el desplazamiento forzado, entre ellos el que las entidades encargadas de prestar 

ayuda humanitaria superaran la ausencia de un enfoque diferencial a favor de las 

víctimas del desplazamiento de la Red Unidos o Juntos, particularmente en los 

procesos de retorno o reubicación154. En este sentido, se ordenó a la Unidad para 

las Víctimas desarrollar esquemas especiales de acompañamiento para atender 

prioritariamente aspectos relacionados con vivienda, seguridad alimentaria, 

ingresos y trabajo a los hogares vinculados a esos procesos, bien sea de manera 

individual o colectiva, en zonas rurales o urbanas, incluyendo alternativas que 

atiendan las particularidades culturales de los grupos étnicos. Asimismo, se 

estableció que los Protocolos de Retorno y Reubicación constituyen el instrumento 

técnico para la coordinación, planeación, seguimiento y control de dichos 

procesos. 

                                              

152   Artículos 66, parágrafo 2, y 204 de la Ley 1448 de 2011. 
 
153   El Decreto 4803 de 2011 que reglamenta la Ley 1448 de 2011 entrega al CNMH en su artículo 5, numeral 1, la función 
ŘŜΥ ά5ƛǎŜƷŀǊΣ ŎǊŜŀǊ ȅ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀǊ ǳƴ aǳǎŜƻ ŘŜ ƭŀ aŜƳƻǊƛŀΣ ŘŜǎǘƛƴŀŘƻ ŀ ƭƻƎǊŀǊ Ŝƭ ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ƳŜƳƻǊƛŀ ŎƻƭŜŎǘƛǾŀ 
acerca de los hechos desarrollados en la historia reciente de la violencia en Colombia, procurando conjugar esfuerzos del 
ǎŜŎǘƻǊ ǇǊƛǾŀŘƻΣ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ŎƛǾƛƭΣ ƭŀ ŎƻƻǇŜǊŀŎƛƽƴ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ȅ Ŝƭ 9ǎǘŀŘƻέΦ 
 
154   Mediante el Decreto 4800 de 2011, el Gobierno nacional estableció las entidades responsables de prestar ayuda 
humanitaria (entes territoriales, Unidad para las Víctimas e ICBF), los criterios con los que se definiría la entrega de la 
ayuda (sostenibilidad, gradualidad, oportunidad y enfoque diferencial) y los montos para la ayuda humanitaria de 
emergencia y transición.  
 



No obstante esas y otras medidas, el desplazamiento forzado volvió a registrar un 

aumento en el año 2011, evidenciado los obstáculos para reparar a sus víctimas 

en medio del conflicto armado. Esta situación fue corroborada por la Corte 

Constitucional mediante el Auto 219 de 2011 donde reiter· la ñprecaria capacidad 

institucional del Estado para asegurar el goce efectivo de los derechos de la 

población desplazada155.  

Ante los ñreducidosò resultados, ese Tribunal profiri· ·rdenes espec²ficas a las 

entidades que estaban a cargo de los componentes de la política pública,156 y le 

solicitó a la Procuraduría, a la Fiscalía y la Contraloría la presentación de informes 

sobre los resultados alcanzados en procesos disciplinarios, penales y fiscales 

seguidos contra funcionarios a cargo de los componentes de atención a la 

población desplazada. 

Entre los retos ñpara integrar las pol²ticas de tierras, vivienda y generación de 

ingresos en el marco del retorno y la reubicación de la población en situación de 

desplazamientoò, en el Auto 219 de 2011, la Corte se refiri· a ñlos intereses 

económicos de distintos agentes sobre la tierra y los territoriosò, factores 

reconocidos como ñcausa del desplazamiento y el confinamientoò ñy, por ende, de 

despojo y abandonoò. Al respecto, el Tribunal llam· la atenci·n sobre la necesidad 

de responder a esos retos, con acciones de prevención y medidas de protección 

especiales para garantizar la vida e integridad de quienes participaran en los 

procesos de restitución de tierras y territorios en los términos de las leyes de 

víctimas157. 

Por otro lado, el Gobierno nacional continuó con la decisión de unificar el 

tratamiento de las víctimas del desplazamiento forzado con las víctimas de los 

                                              

155   En esta providencia la Corte se refiere al informe presentado por la administración del presidente Santos en 
ǊŜǎǇǳŜǎǘŀ ŀƭ !ǳǘƻ оур ŘŜ нлмлΦ 9ƴ Ŝƭ ƛƴŦƻǊƳŜ Ŝƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ ǎƻƭƛŎƛǘŀ ǳƴ άŎƻƳǇłǎ ŘŜ ŜǎǇŜǊŀέ ǇŀǊŀ ǊŜŦƻǊƳǳƭŀǊ ƭƻ ǉǳŜ ŘŜƴƻƳƛƴƽ 
ƭŀ άbǳŜǾŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ǾƝŎǘƛƳŀ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀέ Ŝƴ Ŝƭ tƭŀƴ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ 5ŜǎŀǊǊƻƭƭƻ 
άtǊƻǎǇŜǊƛŘŀŘ ǇŀǊŀ ¢ƻŘƻǎέΦ 
 
156   SNAIPD (Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia) y CNAIPD (Consejo 
Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia). 
 
157   !ŘŜƳłǎ ƛƴǎǘƽ ŀƭ ƎƻōƛŜǊƴƻ ŀ ǊŜǎǇƻƴŘŜǊ ǎƛ Ŝƭ w¦t¢! ǎŜ ŎƻƴǘƛƴǳŀǊƝŀ ǳǘƛƭƛȊŀƴŘƻ ŎƻƳƻ άƘŜǊǊŀƳƛŜƴǘŀ ŘŜ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ȅ 
ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜƭ ŘŜǎǇƻƧƻέ ƻ ǎƛ ǎƻƭƻ ǎŜǊƝŀ ƛƴǎǳƳƻ ŘŜƭ ƴǳŜǾƻ wŜƎƛǎǘǊƻ ǵƴƛŎƻ ŘŜ ǇǊŜŘƛƻǎ ȅ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ŀōŀƴŘƻƴŀŘƻǎέ ό/ƻǊǘŜΣ !ǳǘƻ 
219 de 2011). 
 



demás delitos incluidos en la llamada ley de víctimas y restitución de tierras (Ley 

1448). De esta manera, creó el SNARIV (Sistema Nacional de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas)158, al que le trasladó las funciones del SNAIPD 

(Sistema de Atención para la Población Desplazada)159. De igual manera, 

reemplazó a los Comités Territoriales de Atención a la Población Desplazada por 

los Comités Territoriales de Justicia Transicional, lo que generó un vacío en 

materia de la instancia competente para levantar las medidas de protección de los 

inmuebles abandonados y/o despojados de las víctimas.  

En el mes de julio de 2012 el Congreso aprobó el denominado Marco Jurídico para 

la Paz, por medio del cual se reformaron algunas disposiciones de la Constitución 

Política para establecer instrumentos excepcionales de justicia transicional160. Este 

marco jurídico estableció la base para una eventual terminación del conflicto 

armado, en la que la incorporación de los militares supone asumir la 

responsabilidad del Estado, entre otros hechos, respecto al desplazamiento 

forzado. Asimismo, la creación de Comisión de la Verdad, cuyo mandato incluye la 

formulación de recomendaciones para la aplicación de instrumentos de justicia 

transicional, constituye una importante apuesta para revelar las verdades no 

contadas de las guerrillas y de los miembros de la fuerza pública en relación con la 

expulsión de la población. 

A la par que se adoptaban medidas para reparar a las víctimas del conflicto 

armado interno y se establecían los lineamientos del Marco Jurídico para la Paz, el 

Gobierno de Juan Manuel Santos inició nuevamente un proceso de diálogos de 

paz con las FARC que se plasmó en el Acuerdo General para la Terminación del 

                                              

158   El Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas es la máxima instancia de decisión del 
SNARIV y tiene a su cargo la coordinación de la implementación del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral de 
las Víctimas diseñado y adoptado por el Gobierno nacional a través del Decreto 1725 de 2012. 
 
159   Al SNARIV (Sistema de Atención y Reparación para las Víctimas) y al CEARIV (Comité Ejecutivo para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas), se les trasladó las funciones del SNAIPD (Sistema de Atención para la Población 
Desplazada) y del CNAIPD (Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada) (Decreto 790 de 2012). 
 
160   [ŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ǘƛŜƴŜ ŎƻƳƻ ŦƛƴŀƭƛŘŀŘ άŦŀŎƛƭƛǘŀǊ ƭŀ ǘŜǊƳƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ armado interno y el logro de la paz estable y 
ŘǳǊŀŘŜǊŀΣ Ŏƻƴ ƎŀǊŀƴǘƝŀǎ ŘŜ ƴƻ ǊŜǇŜǘƛŎƛƽƴ ȅ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇŀǊŀ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ŎƻƭƻƳōƛŀƴƻǎέΣ ȅ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ άŜƴ Ŝƭ ƳŀȅƻǊ ƴƛǾŜƭ 
ǇƻǎƛōƭŜΣ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ŘŜ ƭŀǎ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ŀ ƭŀ ǾŜǊŘŀŘΣ ƭŀ ƧǳǎǘƛŎƛŀ ȅ ƭŀ ǊŜǇŀǊŀŎƛƽƴέ ό!Ŏǘƻ ƭŜƎƛǎƭativo 001 de 2012, Art. 1°). 
 



Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera161. A partir de la 

suscripción de dicho acuerdo que contempla una agenda de seis puntos,162 el 4 de 

septiembre de 2012 el presidente Santos anunció públicamente la iniciación de los 

diálogos y la instalación de una  

Mesa de Conversaciones163 en Oslo, Noruega, y cuya sede principal sería La 

Habana, Cuba.  

El 26 de mayo de 2013, después de seis meses de conversaciones en medio de 

enfrentamientos armados entre las partes, el Gobierno y las FARC dieron a 

conocer el primer informe sobre el avance de las conversaciones anunciando que 

hab²an llegado a un acuerdo sobre el ñtema agrarioò, punto inicial de la agenda de 

los diálogos de paz. A la fecha de publicación del presente informe, las partes 

habían llegado a acuerdos sobre el segundo punto relativo a la ñparticipaci·n 

pol²ticaò, suscrito el 6 de noviembre de 2013, y el tercer punto relativo al 

ñnarcotr§fico y los cultivos de uso il²citoò, suscrito el 16 de mayo de 2014. 

Contradictoriamente a estos esfuerzos adelantados en La Habana, en un 

escenario de apuestas por la paz y la reconciliación, en diciembre de 2012, el 

Congreso aprobó la Ley 1592 como una reforma a la llamada ley de justicia y paz. 

Con el objetivo de agilizar los procesos que se adelantan en el marco de la justicia 

transicional, el ente legislativo aprobó una reforma cuyo propósito era que se 

                                              

161   Los diálogos de paz entre el Gobierno nacional y las FARC comenzaron con un encuentro exploratorio, desarrollado 
entre el 23 de febrero y el 26 de agosto de 2012 en Río de Oro, departamento de Cesar. 
 
162   Política de desarrollo agrario integral; participación política; fin del conflicto; solución al problema de las drogas 
ilícitas; víctimas; e implementación, verificación y refrendación. 
 
163   El Gobierno seleccionƽ un equipo negociador conformado por: Humberto de la Calle, exministro y exvicepresidente; 
Luis Carlos Villegas, presidente de la Andi y presidente del Consejo Gremial; Sergio Jaramillo, Alto Comisionado de Paz; 
Frank Pearl, excomisionado de paz y exministro del medio ambiente; general (r) Óscar Naranjo, exdirector de la Policía 
bŀŎƛƻƴŀƭΣ ŜƴǘǊŜ нллт ȅ нлмнΤ ȅ ƎŜƴŜǊŀƭ WƻǊƎŜ 9ƴǊƛǉǳŜ aƻǊŀΣ ŎƻƳŀƴŘŀƴǘŜ ŘŜƭ 9ƧŞǊŎƛǘƻ ŜƴǘǊŜ мффу ȅ нллнΦ [ŀǎ C!w/Σ άǇƻǊ ǎǳ 
parte presentaron como negociadores a guerrilleros de amplia trayectoria, con más perfil de ideólogos que de militares y 
con experiencia en anteriores procesos de pazέΥ Iván Młrquez, miembro del Secretariado; Jesús Santrich, miembro del 
Estado Mayor Central; Andrés Paris, miembro del Estado Mayor Central y de la Comisión Internacional; Marco León 
Calarcł, miembro de Comisión Internacional; Rodrigo Granda, miembro del Estado Mayor Central y de la Comisión 
Internacional; Rubén Zamora, comandante político del Frente 33; el sargento Pascuas, uno de los fundadores de las FARC 
y mando del Frente 4; y Pablo Catatumbo, miembro del Secretariado, comandante del Bloque Occidental e ideólogo del 
Movimiento Bolivariano (CNMH, 2013-a, páginas 314-315). 
 



profirieran las sentencias sin que el Tribunal de Justicia y Paz se pronunciara 

sobre las medidas de reparación a las víctimas.  

Esta reforma normativa, que sustituía la decisión judicial por los actos 

administrativos de las Unidades de Víctimas y de Restitución de Tierras, fue 

declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-180 de 

2014. Al considerar que desconocía el principio de juez natural, el tribunal estableció 

que sus disposiciones contrariaban la constitución en tanto relevaban a los 

postulados de su deber de reparar los daños causados como condición para 

acceder a la pena alternativa, e imponían nuevas cargas a las víctimas, tales como 

las de acudir al Contencioso Administrativo si no existía conformidad con las 

decisiones de las Unidades.  

En 2012 también se produjo un importante acontecimiento en torno a la 

comprensión de la evolución del conflicto armado interno con el reconocimiento de 

las llamadas bacrim como un nuevo actor armado. A pesar de que el origen de 

estos grupos fue producto de las deficiencias en los procesos de desmovilización, 

y del reagrupamiento y rearme de paramilitares que heredaron o continuaron con 

el control territorial, económico y social de amplios territorios,164 algunas 

autoridades los redujeron a delincuentes comunes y por esa razón sus víctimas no 

eran incluidas en el RUV.  

Esta situación, propia de un país que se debate entre el posconflicto y la 

persistencia de la guerra, fue subsanada por la Corte Constitucional a través de 

las sentencias C-253/A de 2012 y C- 781 de 2012 donde establece la ñrelaci·n 

cercana y suficiente con el conflicto armado internoò, favoreciendo la valoraci·n de 

las víctimas de estos grupos. En este sentido, a través del Auto 119 y la Sentencia 

C-280 de 2013, el tribunal constitucional le ordenó a la Unidad para las Víctimas 

incluir en el RUV a las personas desplazadas por acciones de las llamadas 

bacrim.  

                                              

164   ά9ƭ ǇǊƻŎŜǎƻ Ŏƻƴ ƭƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ǘŀƳōƛŞƴ Ŧŀƭƭƽ ŘŜōƛŘƻ ŀ ǉǳŜ ǊłǇƛŘŀƳŜƴǘŜ ǎŜ ǇǊŜǎŜƴǘŀǊƻƴ ǊŜŀǊƳŜǎ Ŝƴ Řƛǎǘƛƴǘƻǎ 
lugares del país y violentos reacomodos internos entre estructuras fragmentadas, volátiles y cambiantes, altamente 
permeadas por el narcotráfico, más pragmáticas en su accionar criminal y más desafiantes frente al Estado. Aunque no 
consiguieron recomponer la ǇǊŜǎŜƴŎƛŀ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛŀƭ ŘŜ ƭŀǎ !¦/Σ ǎǳ ƴƛǾŜƭ ŘŜ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘ ǊŜǇǳƴǘƽ ǘŀƳōƛŞƴ ŜƴǘǊŜ нлмм ȅ нлмнέ 
(CNMH, 2013, página 179).  
 



En el transcurso de 2013 la Corte Constitucional continuó revisando los planes y 

programas que hacen parte de la política general sobre el desplazamiento forzado, 

tarea que le permitió identificar falencias y ordenar la creación de planes de acción 

específicos. En este sentido, mediante el Auto 098 de 2013, la Corte ordenó 

diseñar una política de promoción del derecho a la defensa de los derechos 

humanos con perspectiva de género y crear un programa específico para 

garantizar los derechos de mujeres desplazadas y activistas que trabajan a favor 

de la población desplazada. Asimismo, en el Auto 099 de 2013 constató que las 

acciones adelantadas en cuanto al componente de ayuda humanitaria en la ayuda 

inmediata o de urgencia, de emergencia y de transición no permitían la garantía 

del derecho fundamental al mínimo vital de la población desplazada.  

Ese mismo año, el Tribunal Constitucional profirió la sentencia SU-254 de 2013, 

que constituye otro de los hitos en la defensa de los derechos de las víctimas del 

desplazamiento en lo que respecta a la reparación por vía administrativa y al 

combate a la impunidad. En esta decisión, la Corte tuteló el derecho de los 

demandantes que presentaron solicitudes de indemnizaciones en vigencia del 

Decreto 1290 de 2008 y ordenó reajustar los montos de reparación165. En virtud de 

lo decidido en este fallo166, la Corte ordenó reconocer la misma cuantía a otras 

v²ctimas del desplazamiento que se encuentren ñen situaciones similares o 

an§logasò a los demandantes167.  

En lo que atañe a la impunidad, la Corte, además de solicitarle a la Fiscalía 

información sobre las investigaciones relacionadas con los accionantes, le pide, de 

nuevo, un informe consolidado ñsobre todas las investigaciones relativas al delito 

de desplazamiento forzado que hayan sido o estén siendo adelantadas por ese 

                                              

165   La Corte ordenó reconocerles el monto de 27 SMMLV. La orden concuerda con lo previsto en el régimen de transición 
del artículo 155 del Decreto 4800 de 2011 y el entendido de que el monto de la indemnización por vía administrativa no 
es lo mismo ni se puede descontar del subsidio de vivienda o de tierras, los que hacen parte de la atención o asistencia 
social y no del deber de reparación (Corte, Sentencia SU-254 de 2013). 
 
166   En virtud de los efectos inter comunis de los fallos de tutela y de los principios de favorabilidad y progresividad para 
el goce efectivo de los derechos de las víctimas del éxodo forzado. 
 
167   Presentadas antes de la entrada en vigencia de la Ley 1448, negadas por Acción Social y/o el DAPS y con acciones de 
tutela en trámite. 
 



organismo de investigaci·nò. No obstante, pese a la insistencia de la Corte, la 

Fiscalía aún no avanza en la estrategia de esclarecer, investigar y sancionar a los 

responsables del delito de desplazamiento. Muestra de ello, es que a través del 

Auto 105 de 2014 la Corte volvió a insistir en las solicitudes de 2009 y 2013.  

Como se detalla en el capítulo 4 del presente informe, una de las grandes deudas 

con las víctimas del desplazamiento forzado se relaciona con la no identificación 

de los responsables y de los beneficiarios de ese crimen de guerra y de lesa 

humanidad. Este vacío, que incide en el creciente número de personas 

desplazadas parece no resolverse con la política pública enmarcada en los 

procesos de retorno o la reubicación. Tampoco guarda correspondencia con el 

esfuerzo gubernamental de adoptar medidas para superar las falencias en la 

ayuda humanitaria de la población desplazada168. 

Así las cosas, a pesar que este periodo comenzó con un supuesto proceso de 

posconflicto tras la desmovilización de las AUC, el desplazamiento forzado ha sido 

una constante en los escenarios de búsqueda de la paz. Las causas y efectos 

estructurales del desplazamiento forzado subsisten a su vez que el conflicto armado 

interno y la violencia generalizada ïrecrudecida por nuevos y mayores intereses 

económicos, públicos y privados, ahora también foráneosï lo que se refleja en la 

continuidad de la expulsión de población civil entre 2005 y 2014. A ello aportan los 

incipientes resultados del proceso de desmovilización de los paramilitares y su 

rearme, así como las acciones de las guerrillas en contra de la respuesta de mayor 

militarización legal en territorios que tradicionalmente dominaron y con el objetivo de 

obtener beneficios en los diálogos de paz. 

De acuerdo a la reconstrucción del RUV, con corte al 31 de diciembre de 2014, entre 

2005 y 2014 se registraron 2.996.196 personas desplazadas, lo cual representó tan 

solo una disminución de menos de cien mil víctimas respecto del periodo 

                                              

168   La Unidad para las Víctimas expidió, en cumplimiento de la Ley 1448, del Decreto 4800 y de algunas de las órdenes 
emitidas por la Corte Constitucional, una serie de resoluciones mediante las cuales reglamentó el procedimiento y trámite 
prioritario para acceder a la ayuda humanitaria de transición, definió el apoyo que la Unidad ha de brindarle a las entidades 
territoriales en la entrega de la ayuda humanitaria, dictó el manual operativo de entrega de la ayuda humanitaria, y adoptó 
de manera transitoria los reglamentos, procesos de entrega y reconocimiento de ayuda humanitaria para las víctimas del 
desplazamiento forzado (UARIV, Resoluciones No. 1956. 2348, 2347 y 2349 de 2012 y 0171 de 2014). 
 



inmediatamente anterior (1997-2004). En esta etapa, los años 2007 y 2011 reportaron 

significativos aumentos en el número de personas desplazadas como resultado del 

recrudecimiento de la violencia asociada al conflicto armado interno y los intereses 

políticos y económicos en distintas regiones del territorio nacional. Esto significa que 

en los años siguientes a la elección de los gobiernos de Uribe y de Santos se produjo 

un recrudecimiento visible en las manifestaciones de esta forma de violencia. 

La expedición de la llamada ley de justicia y paz no se tradujo en una reducción 

significativa en los desplazamientos forzados de la población civil, pues los 

insuficientes resultados en los procesos de justicia transicional no permitieron 

garantizar los derechos de las víctimas. A las deficiencias en el sistema judicial se 

sumaron las deficiencias en los procesos de desmovilización de los grupos 

paramilitares que conllevaron al reagrupamiento y rearme de algunos de sus 

integrantes desmovilizados.  

Este rearme se activó durante los años 2008 y 2010 y se presentó un repunte en su 

accionar criminal entre 2011 y 2012. Así pues, a pesar de la desaparición formal de las 

AUC, en la práctica los grupos neoparamilitares han continuado con los repertorios de 

violencia que han producido nuevos desplazamientos y han dificultado la viabilidad del 

retorno (con o sin restitución de tierras) de la población más vulnerable, entre ellos 

campesinos, indígenas y afrodescendientes.  

El derecho a la verdad de las víctimas sigue siendo uno de los vacíos protuberantes 

pues después de seis años desde que el Gobierno nacional adoptara la decisión de 

extraditar a los comandantes supremos de las AUC, no se ha dado respuesta a la 

responsabilidad de quienes se beneficiaron del éxodo. A pesar de que algunos 

extraditados, como Salvatore Mancuso, han continuado rindiendo sus versiones 

libres desde Estados Unidos, los preocupantes pronósticos que denunciaban los 

problemas inherentes a la extradición de los líderes paramilitares han sido 

confirmados y la responsabilidad sobre los crímenes cometidos por las estructuras 

de las AUC no ha sido debidamente esclarecida. En especial, tal y como lo 

reconoció la Corte Suprema de Justicia, su extradición ha obstaculizado el 

esclarecimiento de ñmuchas verdades por ser reveladas en torno al desplazamiento 



y el consecuente abandono, despojo y concentraci·n de la tierra y del uso del sueloò 

(CNMH, 2012-a, página 173)169.  

La ofensiva militar de recuperación territorial del Estado en cumplimiento de la 

llamada Política de Seguridad Democrática también fue insuficiente para prevenir 

el desplazamiento forzado y en muchas ocasiones contribuyó a agudizar su 

problemática, especialmente en las zonas de rehabilitación y consolidación. En los 

escenarios de confrontación armada entre las FFAA y las guerrillas de las FARC y 

el ELN, se han seguido reportando desplazamientos de la población civil hacia el 

interior del territorio nacional y hacia los países vecinos en regiones fronterizas. 

Esta situación ha agudizado la crisis humanitaria de los desplazados 

transfronterizos que han buscado protección o refugio en los países vecinos, 

principalmente en Venezuela, Ecuador y Panamá. 

En el plano de políticas públicas, durante este periodo, las personas desplazadas 

pasaron por distintas acepciones (desplazados, personas en situación de 

desplazamiento, víctimas del desplazamiento y víctimas con ocasión del conflicto 

armado) dependiendo de las estrategias adoptadas por los gobiernos. Por un lado, 

la negación del conflicto armado durante la administración de Uribe tuvo un gran 

impacto en el reconocimiento del desplazamiento forzado como una modalidad de 

violencia cuya magnitud tiene profundas raíces en los conflictos históricos por la 

tierra y el territorio y que van más allá de la lucha contra el terrorismo. Por su parte, 

si bien el reconocimiento del desplazamiento forzado como un hecho victimizante 

propio de la naturaleza del conflicto armado durante la administración de Santos fue 

un gran avance, sus dimensiones y efectos se diluyen frente a la realidad de la 

violencia en territorios apartados en los que aún se libra la guerra, y las expectativas 

de paz y de crecimiento econ·mico en zonas ñconsolidadasò.  

* * * 

 

                                              

169  Así lo señaló la Corte Suprema de Justicia en el concepto desfavorable a la extradición de Luis Edgar Medina Flórez, 
19 de agosto de 2009. 
 



A manera de síntesis, en la Gráfica 5 se presentan los principales hitos normativos 

y jurisprudenciales, así como las diferentes entidades con responsabilidades en la 

atención a la población que ha sido forzada a desplazarse desde 1980. 

 

Gráfica 5. Hitos históricos en términos del marco institucional, normativo y 

jurisprudencial del desplazamiento forzado  

(1980 ï 2014) 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte 31 de diciembre de 2014. 

 
La evolución del desplazamiento forzado en el tiempo y su análisis permiten 

concluir que pese a la magnitud y sistematicidad con que se ha producido este 

delito y los graves daños causados a la población víctima del mismo, el tardío 

reconocimiento del Estado, los continuos cambios institucionales y la limitada 

capacidad de las entidades responsables de su atención, no han permitido lograr 



una respuesta adecuada a las necesidades más apremiantes de esta población, 

mucho menos garantizar el goce efectivo de sus derechos y su reparación integral. 

Como ha quedado expuesto, se aprecia la ausencia de una política efectiva de 

prevención y más grave aún la falta de intervención estatal en la remoción de los 

factores y causas estructurales que ocasionan este delito. Por el contrario, 

resultan preocupantes los nuevos, persistentes y ambiciosos intereses que 

permanecen y adicionalmente se expanden sobre territorios habitados por 

poblaciones rurales y urbanas en condiciones de marginalidad y vulnerabilidad, 

que hoy siguen siendo afectadas por el éxodo forzado. 

A partir de estas consideraciones, en el capítulo siguiente se realiza la descripción 

y análisis de la evolución de este hecho victimizante en las diferentes regiones del 

país. El análisis por tanto se centra en aquellas regiones en las que su impacto ha 

sido mayor y las motivaciones de carácter económico y político, que han 

agenciado actores legales e ilegales con el propósito de concentrar los recursos 

existentes en los territorios en beneficio de sus intereses particulares. 

  



 

Zapatos abandonados en una residencia en el corregimiento de Tanguí, Chocó. Fotógrafo: © Juan Arredondo, 2014. 

 

  



2 Éxodo rentista: disputas por la 

tierra y el territorio 

El caso colombiano es paradigmático en la expresión del desplazamiento forzado 

a nivel mundial. Al analizar sus manifestaciones en el territorio nacional ïo incluso 

hacia los países vecinosï no es posible atribuir sus causas a un solo tipo de 

conflicto delimitado espacial o temporalmente. Por un lado, en el contexto de un 

prolongado conflicto armado interno, la población civil se ha visto obligada a 

desplazarse como resultado de pugnas por el territorio donde múltiples actores 

armados han disputado, en alianzas y guerras, su control como espacio 

estratégico de orden político, económico y militar170.  

Por otro lado, los procesos de éxodo de la población civil también son resultado de 

otros factores de violencia asociados a un patrón concentrador de la propiedad 

agraria que se manifiesta a través de conflictos históricos por su tenencia, 

explotación económica y uso del suelo171. Esta complejidad del fenómeno fue 

reconocida en la exposición de motivos de los proyectos que culminaron en la Ley 

387 de 1997: 

El desplazamiento forzado en Colombia es un fenómeno histórico ligado a los conflictos 

políticos y económicos que se han desarrollado entre diferentes grupos y sectores de nuestra 

ǎƻŎƛŜŘŀŘ όΧύ !ŘŜƳłǎ ŘŜ ƭƻǎ ǇǊƻǘŀƎƻƴƛǎǘŀǎ ǉǳŜ ƛƴǘŜǊǾƛŜƴŜƴ ŘƛǊŜŎǘŀ ƻ ƛndirectamente en el conflicto 

armado como la fuerza pública, guerrilla, paramilitares y autodefensas, aparecen otros factores 

de violencia como el narcotráfico, la delincuencia común, la explotación de yacimientos (sic) 

esmeraldíferos, y conflictos sociales como el que genera la concentración de la tierra, que tienen 

incidencia relativa en la persistencia del desplazamiento (Gaceta del Congreso, diciembre 12 de 

1996, Senado de la República. Ponencia para primer debate al proyecto de ley número 15 de 1996 

                                              

170   ά[ƻǎ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻǎ ǇƻǊ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ǎŜ ǊŜŦƛŜǊŜƴ ŀƭ ŘƻƳƛƴƛƻ ȅ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ŎƻƳƻ ŜǎǇŀŎƛƻ ŜǎǘǊŀǘŞƎƛŎƻ ŘŜ ƻǊŘŜƴ ǇƻƭƝǘƛŎƻ 
y económico. Puede tratarse bien de fuerzas que quieren sacar de su paso a competidores que cuestionan su poder, como 
grupos de izǉǳƛŜǊŘŀΣ ƻ ŘŜ ŦǳŜǊȊŀǎ ƎǳŜǊǊƛƭƭŜǊŀǎ ƻ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ǉǳŜ ǎŜ ŘƛǎǇǳǘŀƴ Ŝƭ ŘƻƳƛƴƛƻ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛŀƭέ ό/h5I9{Σ мфффύΦ 
 
171   ά9ƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ǇƻǊ ǘƛŜǊǊŀǎΣ ǎŜ ǊŜŦƛǊƛŜǊŜ ŀ ƭŀ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŘƻǊŀ ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ȅ ŀ ƭŀǎ ǊŜƭŀŎƛƻƴŜǎ ŎƻƳǇŜǘƛǘƛǾŀǎ ǇƻǊ ŜǎǘŜ 
recurso, que se manifiestan en antagonismos entre latifundio ganadero y/o empresa agroindustrial y el minifundio 
campesino. Se trata de competencias entre actores económicamente fuertes frente a otros más débiles, por un recurso 
escaso e importante no solamente para la explotŀŎƛƽƴ ŀƎǊƻǇŜŎǳŀǊƛŀΣ ǎƛƴƻ ǘŀƳōƛŞƴ ǇŀǊŀ ƭŀ ƳƛƴŜǊŀέ όLōłƷŜȊ ȅ aǳƷƻȊΣ нлмнύΦ 
 



Senado, Senador Carlos Espinosa). 

Esto quiere decir que en Colombia el desplazamiento de la población no puede ser 

explicado entonces exclusivamente como consecuencia o ñefecto colateralò de la 

guerra y las lógicas de confrontación entre actores armados (desplazar para restar 

capacidad ofensiva al ñenemigoò). La poblaci·n tambi®n ha sido expulsada debido 

a intereses y motivaciones políticas y económicas legales e ilegales que se 

entrelazan y coexisten con el conflicto armado172. En este orden de ideas, la CGR 

(Contraloría General de la República) ha señalado que las manifestaciones de 

violencia del conflicto colombiano, entre ellas el desplazamiento forzado, guardan 

una relación de funcionalidad con intereses socioeconómicos:  

a) que el conflicto armado de carácter histórico y amplio en Colombia, como orden sistemático 

y masivo de violaciones a derechos humanos y su vigencia en los territorios, se convierte en un 

problema estructural que puede facilitar la satisfacción de intereses socioeconómicos no 

legítimos, en contra de los derechos fundamentales de las comunidades;  

b) que el conflicto armado puede ser causado por factores diferentes a los intereses 

estratégicos puramente militares, precisamente porque los intereses de los actores armados van 

más allá de ello e involucran control social y económico de los territorios; y  

c) que los agentes económicos que tienen relaciones de causalidad o funcionalidad con el 

conflicto, son cogeneradores de riesgo de vulneración de dichos derechos y corresponsables en 

su resarcimiento. Para la Corte Constitucional, el desarrollo de actividades económicas lícitas e 

ilícitas en los territorios es uno de estos factores subyacentes (CGR, 2013, página 61). 

Concebido en estos términos, el desplazamiento de la población expulsada en el 

marco del conflicto armado colombiano refleja un carácter rentista,  

entendido como la reproducción de prácticas impuestas de facto por grupos poderosos en 

usufructo de su privilegiada posición en la estructura política, económica y social del país para la 

satisfacción egoísta y excluyente de intereses propios a costa de intereses del resto de la sociedad 

y sin una retribución/corresponsabilidad social que guarde proporción a los beneficios capturados 

                                              

172   άώ[ϐŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ ƎŜƴŜǊŀƭƛȊŀŘŀ ȅ ǎƛǎǘŜƳłǘƛŎŀ ǉǳŜ Ƙŀ ŀŎƻƳǇŀƷŀŘƻ ǾŀǊƛƻǎ ŎƛŎƭƻǎ ŘŜ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻǎ ŀǊƳŀŘƻǎ ŘŜǎŘŜ ƳŜŘƛŀŘƻǎ 
del siglo XX y que ha cumplido en Colombia el papel de fuerza productiva en la reproducción y mutaciones del poder, en 
los modelos de acumulación y en particular en la configuración de la tenencia de la tierra y el control y dominio sobre 
territorios. Desde esta perspectiva el desplazamiento forzado y el abandono y despojo de tierras que le acompañan no se 
puede reducir a un efecto colateral del conflicto armado pues ha sido parte de los objetivos esenciales del ejercicio de la 
ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ȅ ǎƻŎƛŀƭέ όDƻƴȊłƭŜȊΣ /ΦΣ нлмоύΦ 
 



para provecho propio (Garay, 1999). 

El éxodo rentista constituye por lo tanto una manifestación de violencia funcional a 

un modelo de acumulación y apropiación de poder y riqueza. En procesos 

históricos de conflictos por la tierra y sus recursos, los procesos de acumulación 

violenta han contribuido a perpetuar un sector rural concentrado, inequitativo173 e 

improductivo (desplazar para expropiar y concentrar). Esta situación ha sido 

identificada y advertida por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

(PNUD): 

Los problemas de la tenencia de la tierra han sido siempre objeto de atención por propios y 

extraños, y se ha considerado que los conflictos tradicionales en el sector rural están ligados con 

la estructura de esta tenencia. La concentración de la propiedad rural ha sido característica 

histórica del sector agrario colombiano, y se ha convertido en un obstáculo para el desarrollo 

humano (PNUD, 2011, página 180). 

En contextos heterogéneos de conflicto armado, el desplazamiento forzado se 

convirtió y sigue siendo la herramienta predilecta para acumular riqueza, recursos 

(naturales y artificiales) y despojar tierras de manera sistemática174. Esto se debe 

a que las tierras y territorios de las personas desplazadas se han convertido en 

botines preciados por su potencial explotación económica, sus fuentes de recursos 

naturales y su ubicación estratégica175. Desplazar, despojar y acumular, ña trav®s 

de mecanismos de mercado, presiones, amenazas y violenciaò (PNUD, 2011, 

página 188), se convirtió en una herramienta funcional a modelos económicos 

                                              

173   ά[ŀ ƛƴŜǉǳƛǘŀǘƛǾŀ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŀŎtivos rurales es un problema histórico y estructural, que antecede τe incluso 
explicaτ los orígenes del conflicto armado que vive el país desde hace más de tres décadas. Dada la magnitud de los 
fenómenos de abandono y despojo que se han presentado en vigencia de tal periodo de violencia, en la actualidad cobra 
especial relevancia la reflexión y el análisis sobre la incidencia que este ha tenido en el fenómeno de acumulación-despojo 
ŘŜ ƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ǊǳǊŀƭ ȅ ǎƻōǊŜ ŎƽƳƻ ŜǎǘŜ ǎŜ Ƙŀ ǎǳǊǘƛŘƻέ ό¦ǊƛōŜΣ {ΦΣ нлмоΣ ǇłƎina 245). 
 
174   ά[ŀǎ ŎƛǊŎǳƴǎǘŀƴŎƛŀǎ ŘŜ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ ƎŜƴŜǊŀƭƛȊŀŘŀ ȅ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŀǊƳŀŘƻ ƛƴǘŜǊƴƻ ǉǳŜ Ƙŀƴ ŘŜǘŜǊƳƛƴŀŘƻ Ŝƭ ƛƳǇŀŎǘƻ ŘƛǊŜŎǘƻ ŘŜƭ 
desplazamiento forzado en la mayoría de las zonas rurales del país, permiten identificar situaciones de usurpación de 
derechos sobre predios abandonados solo en una proporción incierta, pues la continuidad de riesgos y amenazas han 
impedido o desestimulado el usufructo del predio o del activo. Riesgos que también pueden traducirse en coacción contra 
familiares o vecinos que no sŜ ŘŜǎǇƭŀȊŀǊƻƴέ ό!ŎŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭ - PPTP, 2010-a, página 131). 
 
175   ¢ŀƭ ȅ ŎƻƳƻ ƭƻ Ƙŀ ǊŜŎƻƴƻŎƛŘƻ ƭŀ ǇǊƻǇƛŀ /ƻǊǘŜ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭΥ ά9ƴ ŀƭƎǳƴƻǎ ƭǳƎŀǊŜǎ ŘŜƭ ǇŀƝǎ Ŝǎ ŎƭŀǊƻ ǉǳŜ ǎŜ Ƙŀƴ ǾƛƴŎǳƭŀŘƻ 
los actores del conflicto armado con intereses económicos, vinculación que es una de las principales causas de 
ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻέ (Corte, Auto 004 de 2009). 
 



excluyentes (desplazar para explotar y usufructuar) donde la población 

desplazada, compuesta principalmente por comunidades campesinas, indígenas y 

afrodescendientes, no tiene posibilidades de acceso a la tierra.  

En distintos ámbitos del territorio nacional (departamentos, regiones, municipios, 

veredas, inspecciones de policía y asentamientos humanos, entre otros), los grupos 

armados han formado parte de ñempresas del crimenò176 y sus operaciones han 

estado al servicio de narcotraficantes, terratenientes, latifundistas, políticos y 

empresarios. Esto quiere decir que el éxodo forma parte de una estrategia criminal 

financiada y patrocinada por poderosos agentes económicos, legales e ilegales, en 

un ambiente propicio para la reproducción de prácticas ilegales como la corrupción 

sistémica177 y la captura y cooptación institucional del Estado178. Esto diferencia el 

caso colombiano de otros casos de éxodo a nivel internacional, donde la población 

fue expulsada por motivos políticos, étnicos y religiosos, como ocurrió en los 

territorios de la antigua Yugoslavia o en Ruanda en la década de los años noventa 

(Lavoyer, 1995). 

Precisamente debido a los intereses rentistas sobre el territorio y sus recursos 

naturales, determinados grupos poblacionales han sido y siguen siendo blanco de 

expulsiones forzadas179. De hecho, los grupos étnicos, y en particular las 

comunidades negras y los pueblos indígenas, son uno de los grupos poblacionales 

                                              

176   Los grupos armados ilegales fungen en lo local no solo con un objetivo político como es su manifiesto, sino también 
ŎƻƳƻ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ŎǊƛƳŜƴ ƻǊƎŀƴƛȊŀŘƻ όƻ άŜƳǇǊŜǎŀǎ ŘŜƭ ŎǊƛƳŜƴέύ ǉǳŜ ōǳǎŎŀƴ ŜȄǇŀƴŘƛǊ ǎǳǎ ŦƛƴŀƴȊŀǎ ƳŜŘƛŀƴǘe el uso 
de la violencia (Fiorentini, G. y Peltzman, S., 1996). 
 
177   La corrupción sistémica no es debida únicamente a las posibilidades de obtener beneficios monetarios (o de poder 
ǇƻƭƝǘƛŎƻύ ǇƻǊ άŦŀƭƭŀǎέ Ŝƴ Ŝƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ŘŜ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀ ƻ ǇƻǊ ŀǳǎŜƴŎƛŀ ŘŜ ǊŜƎǳlaciones efectivas, sino, de manera crucial, por 
ƛƴǎǳŦƛŎƛŜƴŎƛŀ Ŝƴ Ŝƭ άŎƻǎǘƻ ƳƻǊŀƭέ Ŏƻƴ Ŝƭ ǉǳŜ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ǇŜƴŀƭƛȊŀ ȅ ǊŜŎƘŀȊŀ ŀ ƭŀǎ ŀŎŎƛƻƴŜǎ ƛƭƝŎƛǘŀǎ-ilegales. Véase: Pizzorno, 
1992. 
 
178   [ŀ ŎŀǇǘǳǊŀ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ άǎŜ Ƙŀ ŎƻƴŎŜōƛŘƻ ǳǎǳŀƭƳŜƴǘŜ ŎƻƳƻ ǳƴŀ ŦƻǊƳŀ ŘŜ Ŏorrupción a gran escala que debilita la 
estructura económica de un país porque distorsiona la formulación de leyes, normas, decretos, reglas y regulaciones. 
Cuando la formulación de leyes y regulaciones tiene el propósito de favorecer intereses que contradicen el bienestar 
general, se generan fuertes distorsiones culturales, sociales y económicas. De estas distorsiones, las implicaciones más 
ŀƴŀƭƛȊŀŘŀǎ ŜƳǇƝǊƛŎŀ ȅ ŎƻƴŎŜǇǘǳŀƭƳŜƴǘŜ Ƙŀƴ ǎƛŘƻ ƭŀǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀǎέ όDŀǊŀȅΣ [Φ ȅ ƻǘǊƻǎΣ нллуΣ ǇłƎƛƴŀ мрύΦ ±ŞŀǎŜΥ DŀǊŀȅΣ [Φ, 
1999. 
 
179   [ŀ ŘƛǎǇǳǘŀ ǇƻǊ ƭƻǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ άƳǳŎƘŀǎ ǾŜŎŜǎ ŜƴǘǊŜƳŜȊŎƭŀŘŀ Ŏƻƴ ŀƴǘŀƎƻƴƛǎƳƻǎ ŞǘƴƛŎƻǎΣ ǊŜƭƛƎƛƻǎƻǎ ȅ ǘǊƛōŀƭŜǎΣ ǇƭŀƴǘŜŀ ǳƴ 
ǇŜƭƛƎǊƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀǘƛǾƻ ȅ ŘŜ ŎǊŜŎƛŜƴǘŜ ƎǊŀǾŜŘŀŘ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇŀȊ ȅ ƭŀ ŜǎǘŀōƛƭƛŘŀŘ Ŝƴ ƳǳŎƘŀǎ ǊŜƎƛƻƴŜǎ ŘŜƭ ƳǳƴŘƻέ όYƭŀǊŜΣ aΦΣ нллоΣ 
página 11). 
 



más afectados y siguen siendo altamente vulnerables al desplazamiento forzado, 

pues la riqueza de sus territorios ancestrales ha sido uno de los grandes intereses 

en disputa180. Asimismo, asociaciones y grupos con identidad política, como la UP, 

también han sido blanco de ataques y exterminio sistemático debido a que 

amenazaron importantes intereses económicos de actores legales e ilegales181. 

Con el objeto de contribuir a esclarecer los intereses y motivaciones que llevaron a 

expulsar y desterrar a la población civil, este capítulo busca determinar los factores 

explicativos del desplazamiento forzado en el marco del conflicto armado colombiano. 

Este análisis parte de reconocer la importancia de la región como unidad de análisis, 

entendida no solo como una delimitación geográfica, sino como unidad económica, 

social, política, institucional y ambiental (ver Mapa 1). Así pues, al analizar la evolución 

histórica del desplazamiento a nivel regional, es posible determinar patrones de 

sistematicidad, muchas veces invisibles a las categorías y delimitaciones geopolíticas 

tradicionales como el municipio o el departamento, como marco de referencia para 

formular políticas públicas a nivel nacional.  

 

Mapa 1. Regiones del proyecto 

                                              

180   ά9ƭ ŘŜǎǇƻƧƻ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛŀƭ ǎƛƳǇƭŜ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ŀŎǘƻǊŜǎ Ŏƻƴ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ ǎƻōǊŜ ƭŀǎ ǘƛŜǊǊŀǎ ȅ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ƴŀǘǳǊŀƭŜǎ ŘŜ 
propiedad de las comunidades indígenas ςsea porque forman parte de sus resguardos, porque están en proceso de 
titulación, porque forman parte de los territorios de proyección y ampliación de los resguardos, o porque forman parte 
de su territorio ancestral y aún no han sido reconocidas como tales por las autoridades-, así como por parte de colonos 
ǉǳŜ ƛƴǾŀŘŜƴ ǎǳǎ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎέ ό/orte, Auto 004 de 2009). Véase: Corte, Auto 005 de 2009; Corte, Auto 045 de 2012. 
 
181   {ŜƎǵƴ ǳƴ ƛƴŦƻǊƳŜ ŘŜ мффн ŘŜ ƭŀ 5ŜŦŜƴǎƻǊƝŀ ŘŜƭ tǳŜōƭƻΣ άŜȄƛǎǘƝŀ ǳƴŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ ŘƛǊŜŎǘŀ ŜƴǘǊŜ Ŝƭ ŀǇǊŜŎƛŀōƭŜ ŞȄƛǘƻ ŜƭŜŎǘƻǊŀƭ 
obtenido y la respuesta violenta de organizaciones de extrema derecha, delincuencia organizada, grupos paramilitares, 
narcotráfico y en algunos casos agentes del Estado, que vieron menoscabados sus intereses políticos y económicos con el 
ŦƻǊǘŀƭŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀ ¦tέΦ ! ǊŀƝȊ ŘŜ Ŝǎǘŀ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴΣ άƭŀǎ ǇǊƛƴŎƛǇŀƭes víctimas fueron los miembros de la UP, que amenazaron 
Ŏƻƴ ŀŦŜŎǘŀǊ ƭƻǎ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ǇƻƭƝǘƛŎƻǎ ȅ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻǎ ŘŜ ŀŎǘƻǊŜǎ ƭŜƎŀƭŜǎ Ŝ ƛƭŜƎŀƭŜǎέ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ п ŘŜ ŀƎƻǎǘƻ ŘŜ нлмпΣ 
ά9ȄǘŜǊƳƛƴƛƻ ŘŜ ƭŀ ¦t ŦǳŜ ǳƴ ƎŜƴƻŎƛŘƛƻ ǇƻƭƝǘƛŎƻέύΦ  
 



 

Fuente: CNMH, elaboración con base en varias fuentes. 
 



2.1 El desplazamiento forzado en territorio colombiano 

El éxodo de la población colombiana es una problemática crónica, masiva y 

generalizada que se ha expandido a lo largo y ancho del territorio nacional, y que 

en la historia contemporánea se ha producido de manera acelerada, 

principalmente a partir de mediados de la década de los años noventa. De 

acuerdo con la información contenida en el RUV, históricamente un total de 1.114 

municipios han registrado expulsión de población (ver Mapa 2). Esto quiere decir 

que el 99 por ciento de los municipios que conforman el territorio nacional han 

registrado al menos una víctima de desplazamiento forzado182. 

Resulta evidente que el éxodo de la población civil no ha tenido entonces fronteras 

geográficas y sus distintas manifestaciones se han replicado una y otra vez en 

distintos escenarios sociales, culturales, políticos, económicos, institucionales y 

ambientales. Lo anterior evidencia que la preocupante situación de millones de 

personas desplazadas no corresponde a un fenómeno focalizado o de carácter 

local, sino a una problemática generalizada de escala nacional.  

Tal y como lo había anunciado la Corte Constitucional desde principios del siglo 

XXI -incluso cuando había una gran incertidumbre sobre la magnitud del 

desplazamiento forzado debido a la discordancia entre las cifras oficiales y las no 

oficiales- 

el desplazamiento forzado constituye actualmente una tragedia nacional, que afecta los 

destinos de innumerables colombianos y que marcará el futuro del país durante las próximas 

décadas (CConst, SU-1150/2000). 

 

 

 

 

                                              

182   A nivel municipal, los únicos municipios en los que históricamente no se registra en el RUV víctimas de 
desplazamiento forzado son: Ciénaga, Corrales, Oicatá, Ráquira, Sora, y Tinjacá en el departamento de Boyacá, además 
de los municipios de Cucunubá, Sutatausa y Zipacón en el departamento de Cundinamarca. 
 



Mapa 2. Desplazamiento forzado histórico por municipios en Colombia 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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Al analizar su evolución histórica en las tres últimas décadas, es posible concluir 

que el desplazamiento forzado se fue extendiendo de manera acelerada en los 

municipios del país (ver Gráfica 6): 

¶ Mientras en 1980 se registraron desplazamientos en 115 municipios, tan 

solo cinco años después, en 1985 esta cifra correspondía a 536.  

¶ En 1990 más de la mitad de los municipios del país generaban 

desplazamientos (675 municipios), mientras que en 1997, cuando empieza 

a llevarse el registro de personas desplazadas, 822 municipios estaban 

afectados.  

¶ En el año 2000 prácticamente todos los municipios estaban afectados (965 

municipios), situación que alcanzó su máxima expresión en el año 2007 

(1.055 municipios).  

¶ En el año 2010 el número de municipios expulsores disminuye a 899, y en 

2012 el desplazamiento vuelve a aumentar a 961 municipios, manteniendo 

un registro constante hasta 2014. 

¶  

Gráfica 6. Municipios expulsores de población (1980 ï 2014) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 



 

Tomando esta información que comprende más de tres décadas de conflicto 

armado y violencia generalizada y que recoge su dinámica actual, resulta evidente 

cómo el desplazamiento forzado se fue extendiendo progresivamente en todo el 

territorio nacional. El éxodo forzado, que ha llegado a afectar prácticamente la 

totalidad del territorio colombiano, tiene sus raíces en manifestaciones a nivel local 

y regional que debieron encender las alarmas de forma inmediata para evitar una 

tragedia nacional. La relativa ñdisminuci·nò en algunos a¶os del n¼mero de 

municipios afectados, si bien es importante, no ha repercutido en la continuidad de 

este delito, por cuanto el mismo se traslada con mayor o igual intensidad a otros 

municipios o continúa a través de nuevas modalidades como el confinamiento o el 

desplazamiento intraurbano (ver Gráfica 7).  

 

Gráfica 7. Desplazamiento general y desplazamiento intraurbano* (1980-

2013) 

 

*Las cifras del desplazamiento intraurbano son tomadas con corte a 31 de agosto de 2013. Fuente: RUV ς UARIV, corte a 
31 de diciembre de 2014. 
 



Queda por establecer si la disminución en algunos municipios es una 

consecuencia de la conquista y dominio territorial, es decir, si el éxodo tiende a 

disminuir una vez se consolidan los proyectos rentistas o los diferentes intereses 

de los actores armados que motivaron el uso del desplazamiento forzado y de 

distintas modalidades de violencia. Como se verá más adelante, la continuidad del 

éxodo y las nuevas expresiones que se están manifestando a lo largo y ancho del 

territorio nacional necesariamente interroga sobre los alcances de una política 

pública sobre desplazamiento forzado que no está articulada con otras políticas de 

carácter económico, político o militar.  

Con base en los registros más actualizados de la Red Nacional de Información, con 

corte al 31 de agosto de 2013, se identifica que: 

1. Cerca de la mitad de la población desplazada se encuentra en municipios 

de categoría 6, que en promedio tienen 15.000 habitantes, perciben bajos 

ingresos fiscales183 y por ende tienen recursos limitados para la atención y 

asistencia a la población desplazada (ver Cuadro 1).  

2. Mientras que el 14 por ciento de la población desplazada se encuentra 

viviendo en las grandes capitales departamentales del país (municipios con 

categoría especial) y cuya oferta institucional es mucho más nutrida: Bogotá 

(4,9 por ciento del total de personas desplazadas), Medellín (4,6 por ciento), 

Cali (1,8 por ciento), Cartagena (1,2 por ciento), Barranquilla (1,0 por 

ciento) y Bucaramanga (0,7 por ciento).  

Este es un hallazgo que debe ser considerado por los formuladores de la política 

pública y que puede permitir examinar con mayor profundidad las restricciones en 

la coordinación Nación-territorio del CNMH184. Actualmente, la oferta institucional 

                                              

183   Los municipios incluidos en esta categoría perciben 15.000 SMLV en ingresos corrientes. Es decir, si la suma de 
ingresos tributarios y no tributarios alcanza un poco más de nueve mil doscientos cuarenta millones de pesos en 2014. 
 
184   El análisis de la ubicación actual sobre la población desplazada se realiza con base en la información consolidada por 
la Red Nacional de Información a partir de la triangulación de los sistemas de información de prestación de servicios de 
las entidades del orden nacional que hacen parte del SNARIV. La movilidad de la población desplazada es significativa, no 
obstante estos análisis y estimaciones son útiles en términos proporcionales y de tendencia sobre la residencia de esta 
población. 
 



para la atención y reparación a las víctimas se concentra en las principales 

ciudades del territorio nacional. 

 

Cuadro 1. Ubicación de las personas desplazadas según categoría del 

municipio y entorno de procedencia 

Categoría del municipio 

Total 

Personas Porcentaje 

Especial 715.09 14% 

Categoría 1 626.638 12% 

Categoría 2 204.001 4% 

Categoría 3 349.601 7% 

Categoría 4 363.202 7% 

Categoría 5 225.649 4% 

Categoría 6 2.533.437 50% 

No categorizado 10 0% 

Sin información 10.336 0,2% 

 

Fuente: RUV y RNI, corte a 31 de agosto de 2013. 

 

2.1.1 Concentración de las expulsiones en el territorio nacional 

Pese a la extensión del desplazamiento forzado en prácticamente la totalidad del 

territorio nacional, su evolución e impacto a nivel regional ha sido heterogéneo y 

su sistematicidad se ha producido con diferente intensidad. Al analizar el lugar de 

expulsión de la población en la información contenida en el RUV, salta a la vista 

que de las 77 regiones que conforman el territorio nacional colombiano, 31 

concentran el 84 por ciento del total de los desplazamientos forzados, mientras 



que 23 regiones el 76 por ciento (ver Gráfica 8). De hecho, resulta evidente que 

determinadas regiones del país se han convertido en epicentros del éxodo y han 

concentrado el mayor número de víctimas. De hecho, casi la mitad de las 

expulsiones (43 por ciento) se produjeron en siete regiones, a saber: Urabá, 

Andén Pacífico Sur, Sierra Nevada de Santa Marta, Montes de María, Magdalena 

Medio, Oriente antioqueño y Ariari-Guayabero. 

 

Gráfica 8. Histórico de las principales regiones expulsoras de población 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
 



 
Situación similar ocurre con aquellas regiones que han expulsado el mayor 

número de personas, familias y comunidades enteras a partir de otra modalidad de 

éxodo: el desplazamiento masivo. La concentración se acentúa en siete regiones 

que expulsaron más de la mitad de las víctimas (61 por ciento): Urabá, Andén 

Pacífico Sur, Oriente antioqueño, Atrato, Sierra Nevada de Santa Marta, Norte del 

Cauca y Montes de María (ver Gráfica 9). En ambas modalidades se presenta una 

alta coincidencia, que destaca como las más afectadas a Urabá -en primer 

término- y a la región del Andén Pacífico Sur.  

 

Gráfica 9. Histórico de las principales regiones con desplazamientos 

masivos 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 



Las regiones más impactadas, tanto por desplazamientos individuales como 

masivos, comparten algunas características como ser zonas marginales de 

colonización, marcadas por procesos de luchas agrarias, donde han sido 

reconocidos territorios colectivos de comunidades afrodescendientes y resguardos 

indígenas, donde existen polos de desarrollo económico importantes para la 

economía nacional y una alta concentración de la propiedad rural, entre otras 

características. Por otra parte, algunas de estas regiones han sido duramente 

afectadas por el conflicto armado debido a prolongadas disputas por su control, 

marcadas por la presencia temprana de actores armados, la incursión de nuevos 

actores y su confluencia en un mismo periodo de tiempo (ver Mapa 3). 

Visto cronológicamente, la evolución del desplazamiento forzado en las regiones 

más expulsoras, durante el período considerado en este informe, queda claro que 

su afectación es diferenciada a lo largo del tiempo. Así, al tomar como referencia 

la evolución cronológica del desplazamiento forzado en las regiones que 

representan casi la mitad (46 por ciento) de las expulsiones en el registro histórico, 

resulta evidente que las magnitudes del éxodo se han manifestado de manera 

diferenciada (ver Gráfica 10).  

En efecto, hay regiones en las que el desplazamiento forzado se manifestó de 

manera relativamente temprana, otras en que se presentó de manera reciente, y 

otras en las que la expulsión de personas se ha prolongado en el tiempo de forma 

más o menos constante. Lo mismo ocurre al tomar como referencia las cinco 

regiones de los casos ilustrativos: Andén Pacífico Sur (Buenaventura), Ariari-

Guayabero (El Castillo), Catatumbo (Tibú) y Urabá (Turbo) (ver Gráfica 11). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Mapa 3. Desplazamiento forzado histórico por región en Colombia 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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Gráfica 10. Regiones con mayor número de población expulsada (1980 ï 

2014) 

  

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Gráfica 11. Personas desplazadas en las regiones de los cinco casos 

ilustrativos (1980 ï 2014) 

 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

 

 



 

Campesinos de San Francisco, en el oriente de Antioquia, retornan por quinta vez a sus veredas, Los Farallones y el 
Comején, después de un desplazamiento masivo que tuvo lugar debido a la confrontación armada entre guerrilla, 
paramilitares y Ejército por el control del territorio. Antioquia, junio de 2002. Fotógrafa: © Natalia Botero. 
 
 

2.2 Crónicas regionales del éxodo 

La concentración territorial de los desplazamientos forzados, individuales y 

masivos, evidencia la importancia de analizar la evolución histórica de las 

expulsiones a nivel regional. A través de este análisis es posible comprender, de 

forma diferenciada, la manifestación de este fenómeno en el territorio nacional a lo 

largo del tiempo.  

En cada periodo la narrativa se centrará en las regiones que registraron los 

mayores niveles de expulsión, para que sea posible identificar los contextos, 

factores explicativos y actores en disputa que han llevado a la población a huir y 

abandonar sus tierras y territorios. Este análisis permite reconstruir, a partir de los 

periodos históricos en los que se manifestaron, una radiografía histórica de la 

evolución geográfica del conflicto que permite comprender, en distintos 

escenarios, los intereses rentistas asociados a esta forma de violencia. 

 

2.2.1 Génesis regional: el centro y la costa Caribe (1980 - 1988) 

En la década de los años ochenta, periodo caracterizado por el escalamiento del 

conflicto armado, la expulsión de la población civil se produjo en medio del auge 



del narcotráfico, la génesis del paramilitarismo moderno y la redefinición de la 

lucha insurgente al sur del país. Aunque la información contenida en el registro 

oficial sobre los desplazamientos forzados ocurridos en esta década es muy 

limitada, permite identificar una importante conclusión histórica: se inician las 

acciones contra la población civil en el centro y la costa Caribe, orientadas a su 

expulsión y a lograr el dominio territorial de las mismas por su importancia 

estratégica. De acuerdo al RUV, entre los años 1980 y 1988, un total de 65.597 

personas fueron expulsadas, afectando el 60 por ciento de los municipios del 

territorio nacional (ver Mapa 4). 

Al analizar la magnitud del desplazamiento a nivel regional, tres regiones 

sobresalen como las mayores expulsoras y representan más de la mitad de los 

éxodos registrados en este periodo: Urabá; Magdalena Medio; y Alto Sinú y San 

Jorge (ver Gráfica 12). Este elemento geográfico común a las regiones expulsoras 

tiene un importante valor en la reconstrucción del éxodo rentista, por cuanto en 

ellas se produjo el boom del narcotráfico y la génesis de los primeros grupos 

paramilitares de carácter regional, como ha quedado expuesto en el capítulo 1. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Mapa 4. Personas desplazadas por municipio en el territorio nacional (1980-

1988) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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Gráfica 12. Regiones con mayor número de población expulsada (1980 ï 

1988) 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

 

Magdalena Medio 

En la región del Magdalena Medio, ubicada en el corazón del país, conformada por 

municipios ubicados en las zonas periféricas de siete departamentos, se produce 

el surgimiento de las Autodefensas de Puerto Boyacá, como resultado de la fusión 

de Los Escopeteros y ACDEGAM (Asociación Campesina de Ganaderos y 

Agricultores del Magdalena Medio), que posteriormente se agruparían en las 

ACMM (Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio)185, bajo el discurso 

                                              

185   Conformadas por ganaderos, políticos y madereros, que se aliaron para defenderse de las guerrillas. El primer grupo 



contrainsurgente, autorizado y promovido legalmente. En los siguientes términos 

está planteado por la Corte ID 

 [D]esde 1984 comenzó a funcionar en aquella zona la organización que públicamente se 

ŎƻƴƻŎƛƽ ŎƻƳƻ ά!/59D!aέΣ ȅ ǉǳŜ ŘŜǎǇǳŞǎ ŘŜƎŜƴŜǊƽ Ŝƴ ǳƴ ƎǊǳǇƻ ŘŜ ōŀƴŘƛŘƻǎ ŎƻƳǳƴŜǎΣ ǉǳŜ 

sirviendo a los intereses del narcotráfico, auspiciados por altos mandos militares, so pretexto de 

combatir a los grupos subversivos del sector, dieron rienda suelta a la comisión de los más aleves 

atentados contra los derechos humanos; uno de ellos lo constituyó la masacre de las diecinueve 

personas a que nos hemos venido refiriendo (Tribunal Nacional, Sentencia de segunda instancia 

del 14 de abril de 1998, citado en: Corte IDH, 2004, para. 127). 

Con el objetivo de apoderarse de los territorios estratégicos sobre el cauce del río 

Magdalena ïeje central de las comunicaciones de las regiones Andina y el Caribe 

colombiano186ï las ACMM emplearon un modus operandi caracterizado por ataques 

contra la población civil, la cual era estigmatizada como base social del ELN y de 

las FARC187. De acuerdo a la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, para combatir a la subversión, este grupo paramilitar 

con el ñapoyo de algunos oficiales del Ej®rcitoò, ñapoyo econ·mico de poderes 

localesò y ñrespaldo pol²tico tanto en pobladores como en funcionarios de distintas 

ramas del poder p¼blicoò, recurrieron a la pr§ctica de ñmasacres y asesinatos 

selectivos188 que ocasionaron importantes desplazamientos de poblaci·nò:  

                                              

que creó Ramón Isaza, alias El Patrón, se llamaba Los Escopeteros, que se fusionó con la Asociación Campesina de 
Ganaderos y Agricultores del Magdalena Medio (ACDEGAM), creada en 1982 por los jefes paramilitares Gonzalo Pérez y 
su hijo Henry Pérez, dando lugar a las Autodefensas de Puerto Boyacá. En la medida en que este grupo fue incursionando 
y expandiéndose hacia la zona norte, surgieron las denominadas ACMM (Autodefensas Campesinas del Magdalena 
Medio). Véase: Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2014, para. 430; Verdadabierto.com, 
мп ŘŜ ƴƻǾƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмнΣ ά9ƭ ŜƴǘǊŜƴŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ¸ŀƛǊ YƭŜƛƴ ŀ ƭŀǎ !ǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ ŘŜƭ aŀƎŘŀƭŜƴŀ aŜŘƛƻέΦ 
 
186   El Río Magdalena, por su ubicación geográfica, es el eje central de comunicaciones de la Región Andina y el Caribe 
Colombiano que conecta los principales centros de producción y de consumo, con los principales puertos de la Costa 
Atlántica y el Mar Caribe. 
 
187   [E]xisten dos momentos de las FARC en el Magdalena Medio: uno, que corresponde al periodo de limpieza general 
de la zona de las acciones de abigeato y delincuencia común, que está a cargo del IV Frente y otro que se caracteriza por 
el boleteo, la vacuna ganadera y el secuestro y que se lo atribuyen al XI Frente (Medina, 2011, página 141). 
 
188   Dentro de la lógica de generar terror en la zona, se destaca el caso de la masacre de los diecinueve comerciantes en 
el municipio de Puerto Boyacá perpetrada por miembros de la ACDEGAM (Asociación de Campesinos y Ganaderos del 
Magdalena Medio) entre el 6 y 7 de octubre de 1987. Cerca de la finca El Diamante ubicada en la localidad de Cimitarra, 
los paramilitares dieron muerte a los diecisiete comerciantes, descuartizaron sus cuerpos y los lanzaron a las aguas del 
caño El Ermitaño, afluente del río Magdalena, frente al sitio Palo de Mango. Aproximadamente quince días después de la 
masacre de los diecisiete comerciantes, dos comerciantes más fueron igualmente asesinados. 
 



De esta forma, se consolidaría este llamado modelo paramilitar de Puerto Boyacá, el cual 

tendría la confluencia de cinco elementos importantes: apoyo de algunos oficiales del Ejército, 

apoyo económico de poderes locales, uso de una organización legal que permitía moverse en 

distintos aspectos de orden social como Acdegam, estrategia de eliminar la base social y las redes 

de apoyo de la guerrilla en la zona y respaldo político tanto en pobladores como en funcionarios 

de distintas ramas del poder público (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de 

Justicia y Paz, 29 de mayo de 2014, Condena contra postulados Ramón Isaza y otros, para. 534). 

Paralelamente al crecimiento y expansión de las ACCM (Autodefensas 

Campesinas del Magdalena Medio), entrenadas en los reglamentos militares y en 

prácticas de terror y desplazamiento189, el Gobierno nacional decidió hacer 

presencia militar en la región y desplegó varias operaciones lideradas por el 

Ejército Nacional. De esta forma, la regi·n se convirti· en ñel m§s claro escenario 

de materialización de la lucha y las tensiones entre el avance simultáneo de dos 

modelos de contención del conflicto: el autoritario y contrainsurgente, punta de 

lanza o piloto del modelo paramilitar que se extendió luego a muchas otras 

regiones del país; y el democratizador institucional que habría de conducir al 

acuerdo pol²tico plasmado en la Constituci·n Nacional de 1991ò (CNMH, 2010-b, 

páginas 16-17).  

A raíz del surgimiento y consolidación de este grupo paramilitar en el Magdalena 

Medio, el éxodo de la población se registró con mayor intensidad en la zona sur en 

los municipios de Puerto Berrío (Antioquia), Puerto Boyacá (Boyacá), 

Barrancabermeja, Cimitarra, El Carmen de Chucurí, San Vicente de Chucurí 

(Santander) y Yacopí (Cundinamarca)190.  

                                              

189   En el Madalena Medio operaron las primeras escuelas de paramilitares, entre ellas El Tecal, en Puerto Boyacá, en las 
que se entrenaron en los reglamentos militares y en prácticas de terror y desplazamiento por parte de mercenarios 
británicos e israelitaǎΣ ŎƻƳƻ ¸ŀƛǊ YƭŜƛƴΦ 9ƴ Ŝǎƻǎ ǊŜƎƭŀƳŜƴǘƻǎ ǎŜ ŎƭŀǎƛŦƛŎŀ ŀ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ Ŝƴ ǘǊŜǎ ŎŀǘŜƎƻǊƝŀǎΥ άŀǉǳŜƭƭŀ ǉǳŜ 
apoya al Ejército (listas blancas); aquella que apoya a los grupos subversivos (listas negras) y aquella que tiene una posición 
ƛƴŘŜŦƛƴƛŘŀ όƭƛǎǘŀǎ ƎǊƛǎŜǎύέ (Además se autoriza a agentes militares y sus colaboradores a provocar desplazamientos, al 
ǎŜƷŀƭŀǊ ŎƻƳƻ άŀŎŎƛƽƴ ǇǊƛƳƻǊŘƛŀƭέ Ŝƭ άōƻƭŜǘŜƻ όŀƳŜƴŀȊŀǊ ŘŜ ƳǳŜǊǘŜύ ŀƭ ǇŜǊǎƻƴŀƭ ŘŜ ƭŀ ƭƛǎǘŀ ƎǊƛǎ όΧύ ƻ ƴŜƎǊŀ όΧύ ƘŀŎƛŞƴŘƻƭŜǎ 
creer que están comprometidos y que deben ŀōŀƴŘƻƴŀǊ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴέ ό/ƻƳŀƴŘƻ DŜƴŜǊŀƭ ŘŜƭ 9ƧŞǊŎƛǘƻΣ мфтфΣ ŎƛǘŀŘƻ ŜƴΥ //WΣ 
2013, páginas 26-27). 
 
190   De acuerdo al RUV, entre 1980 y 1988, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Magdalena Medio fueron: San Vicente de Chucurí (1.026 personas), El Carmen de Chucurí (904 personas), 
Cimitarra (818 personas), Barrancabermeja (489 personas), Yacopí (473 personas), y Puerto Boyacá (395 personas).  
 



Resulta evidente que los desplazamientos registrados en estos municipios 

coinciden con las zonas que presenciaron la colaboración y actuación conjunta de 

militares, policías y ACCM, que son consideradas la cuna del primer gran modelo 

paramilitar de Colombia. Una clara muestra de la colaboración entre miembros de 

la Fuerza Pública y este grupo paramilitar en el Magdalena Medio es el caso de la 

masacre de La Rochela, perpetrada el 18 de enero de 1989 en el municipio de 

Simacota (Santander), donde las víctimas denunciaron que: 

Varias de las brigadas y batallones del Ejército que actuaban en la zona lo hacían de la mano 

del grupo de paramilitares comandados por Henry Pérez y apoyados por AGDEGAM y capos del 

narcotráfico (CNMH, 2010-b, página 54). 

Así también lo reconoció el propio Ramón Isaza, alias El Viejo, creador del grupo 

paramilitar que daría origen a las ACMM: 

A veces militares que todavía eran amigos nos avisaban que nos mantuviéramos bien 

escondidos en el monte porque iba a haber operativos antinarcóticos para que no fuéramos a caer 

ahí (CNMH, entrevista con Ramón Isaza realizada por el equipo de Memoria histórica, en: CNMH, 

2010-b, página 294).  

Lo expuesto evidencia que además de tomar represalias contra el accionar de las 

guerrillas, estos grupos fueron conformados para prestar servicios de protección a 

ganaderos, comerciantes y narcotraficantes de la región191. Si bien en sus épocas 

tempranas los paramilitares, como ejércitos privados, se sostuvieron de los 

aportes de quienes contrataban sus servicios, en esencia sicariales, requirieron 

otros mecanismos de financiación para su expansión. Es en esa coyuntura donde 

se vinculan los narcotraficantes, entre ellos, Rodríguez Gacha que había adquirido 

tierras en la región y se alió con miembros del Ejército Nacional y paramilitares 

para combatir la subversión: 

                                              

191   ά{ƻōǊŜ ƭƻǎ ŦǊŜƴǘŜǎΣ wŀƳƽƴ LǎŀȊŀ ƳŀƴƛŦŜǎǘƽ ǉǳŜ ƭŀ ǳōƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ sus unidades tenía relación con la presencia de la 
guerrilla y también con la solicitud que hacían ganaderos o comerciantes de la zona para que los protegieran de la actividad 
ŜȄǘƻǊǎƛǾŀ ȅ ǎŜŎǳŜǎǘǊƻǎ ŘŜ ƭŀ ǎǳōǾŜǊǎƛƽƴέ ό¢Ǌƛōǳƴŀƭ {ǳǇŜǊƛƻǊ ŘŜƭ 5ƛǎǘǊƛǘƻ WǳŘƛŎƛŀl de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2014, para. 
627). En mayo de 1989, la Revista Semana reveló los documentos del Departamento Administrativo de Seguridad y de la 
tǊƻŎǳǊŀŘǳǊƝŀ DŜƴŜǊŀƭ ŘŜ ƭŀ bŀŎƛƽƴ ǉǳŜ Řŀōŀƴ ŎǳŜƴǘŀ ŘŜ άƭƻǎ ƻǊƝƎŜƴŜǎΣ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ȅ ƭŀ Ŝǎǘructura actual de los 
ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎέ ȅ ǎǳǎ ƴŜȄƻǎ Ŏƻƴ άƭŀ ƛƴŘǳǎǘǊƛŀ ŘŜƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻέΦ 
 



Los narcotraficantes pudieron tomarse la dirección del movimiento paramilitar en Puerto 

Boyacá y a lo largo del país porque contaban con un volumen de recursos que era de lejos superior 

a la capacidad de financiación de los antiguos terratenientes, ganaderos y políticos profesionales 

(Duncan, 2006, página 255). 

Urabá 

A partir de la década de los años ochenta la región del Urabá, localizada entre los 

departamentos de Antioquia, Córdoba y Chocó en el noroeste del país, se 

convertiría en el referente más importante del desplazamiento forzado 

contemporáneo y en la principal expulsora durante la época del escalamiento del 

conflicto armado. En esta región, caracterizada históricamente por sus conflictos 

por la tierra en escenarios de colonización permanente, espontánea y armada, se 

registró flujos de migraciones forzadas que contrastan significativamente con el 

resto del territorio nacional para esta época. La concentración geográfica del 

desplazamiento es evidente en tanto aproximadamente una tercera parte (31 por 

ciento) del total de los desplazamientos forzados se originaron en una sola región 

que representa menos del 3 por ciento de la superficie continental del territorio 

nacional. 

Debido a su estratégica ubicación geográfica en la frontera entre Colombia y 

Panamá, comprendiendo el punto de unión entre Centroamérica y Sudamérica y 

conexión entre los océanos Pacífico y Atlántico, el Urabá se convirtió en un 

escenario de permanente disputa territorial. La infraestructura portuaria para 

exportar banano y plátano y su cercanía con sistemas montañosos y selváticos 

como el Nudo de Paramillo (donde se encuentra el PNN (Parque Nacional Natural) 

que lleva su nombre), captó el interés tanto de narcotraficantes como de grupos 

armados, para los cuales este corredor representaba la oportunidad de 

financiamiento y expansión. Sus puertos naturales sobre el golfo de Urabá fueron 

funcionales para ingresar mercancía de contrabando, traficar ilegalmente armas, 

dar entrada de insumos químicos para el procesamiento de la coca, y establecer el 

embarque de narcóticos hacia los países de Centroamérica y Estados Unidos.  

Asimismo, como resultado de su especialización en los extensos cultivos 

bananeros liderados por multinacionales (como la United Fruit Company) y de la 

industria maderera, marcada por la concentración de la tierra, el Urabá se convirtió 



en una región con una fuerte tradición sindicalista y proporcionaba un significativo 

apoyo al Partido Comunista, al PCC ML (Partido Comunista de Colombia - 

Marxista Leninista), a la UP192 y luego al Frente Popular. Precisamente, el llamado 

ñeje bananeroò fue el escenario de uno de los procesos m§s interesantes del 

movimiento campesino en los años ochenta, a saber, el movimiento de 

recuperadores de tierras impulsados por el EPL y el PCC ML. 

Precisamente por esta tradición sindicalista y política, había una percepción 

generalizada de que el Urabá era el laboratorio de la revolución en Colombia por 

el éxito social y político de la izquierda, situación que llevó a que sus pobladores 

fueran estigmatizados como colaboradores de las guerrillas. De esta manera, 

empresarios bananeros que habían sido blanco de extorsiones y secuestros por 

parte del EPL y las FARC, impulsaron y financiaron grupos paramilitares que 

recurrieron a la práctica de masacres con la lógica de desterrar a la población 

declarada como enemiga193. Esta dinámica la convertiría en la región más 

afectada por la persecución de los diferentes sindicatos a nivel nacional, uno de 

los epicentros del exterminio de la UP y uno de los principales escenarios de 

despojo masivo de tierras194. Así lo ha identificado la Unidad de Restitución de 

Tierras: 

A punta de plata y plomo, el narcotraficante en retiro, Fidel Castaño, adquirió miles de 

hectáreas en Córdoba y Urabá. Se apropió a la fuerza de varias haciendas, incluidas Las Tangas y 

                                              

192   5ǳǊŀƴǘŜ ƭƻǎ ŀƷƻǎ ƻŎƘŜƴǘŀΣ άƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ǘŜƴƝŀ ǳƴ ŀƭǘƻ ƎǊŀŘƻ ŘŜ ǇƻƭƛǘƛȊŀŎƛƽƴΣ рл ǇƻǊ ŎƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭƻǎ ǘǊŀōŀƧŀŘƻǊŜǎ ŘŜ ƭŀ 
región se encontraban sindicalizados en torno de Sintrainagro (Sindicato Nacional de Trabajadores de la Industria 
!ƎǊƻǇŜŎǳŀǊƛŀύέ όah9 ȅ /ƻǊǇƻǊŀŎƛƽƴ bǳŜǾƻ !ǊŎƻ LǊƛǎΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ туύΦ tŀǊŀ ƭŀǎ ŜƭŜŎŎƛƻƴŜǎ ŘŜ мфусΣ ƭŀ ¦t ƘŀōƝŀ ŀƭŎŀƴȊŀŘƻ 
siete de las once alcaldías que componen la región del Urabá antioqueño. 
 
193   άώ{ϐŜ ŦǳŜ ƎŜǎǘŀƴŘƻ Ŝƭ ƳƻǾƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎΣ ƛƳǇǳƭǎŀŘƻ ǇƻǊ ƭƻǎ ŜƳǇǊŜǎŀǊƛƻǎ ōŀƴŀƴŜǊƻǎΣ Ŏƻƴ Ŝƭ ǇǊƻǇƽǎƛǘƻ ŘŜ 
ƳŀƴǘŜƴŜǊ Ŝƭ ƻǊŘŜƴ ǎƻŎƛŀƭΣ ŀƭǘŜǊŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀǎ Řƛǎǘƛƴǘŀǎ ƳŀƴƛŦŜǎǘŀŎƛƻƴŜǎ ƭŜƎŀƭŜǎ ȅ ŀǊƳŀŘŀǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ϧ 5LIΣ нллсΣ 
página 9) Las masacres fueron perpetradas en fincas con el objetivo de desterrar obreros de la industria bananera ς
declarada enemigaς y quedarse con ellas. Entre ellas se destaca el caso la finca Punta de Piedras, la primera masacre de 
Turbo en julio de 1983, Honduras y La Negra. Véase: CNMH, 2013-b, Base de datos Guerra y Masacres. 
 
194   En Urabá, los hermanos Pérez y Castaño compran, entre ellas, la finca de Las Tangas en 1985. Esa finca junto con las 
llamadas Jaraguay, Santa Mónica, Pasto Revuelto, Cedro Cocido y Santa Paula hicieron parte de la llamada reforma agraria 
de Fidel Castaño a través de la Fundación para la Paz de Córdoba (Funpazcor). Véase las múltiples sentencias de restitución 
de tierras en la Hacienda Santa Paula, ubicada en el municipio de Montería (Córdoba), proferidas el Juzgado Primero Civil 
del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Montería ς Córdoba (13 de mayo de 2014); y Tribunal Superior 
Distrito Judicial de Antioquia, Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras (Sentencias del 13 de febrero, 16 de mayo, 
17 de mayo, 31 de mayo de 2014). 
 



Santa Paula (UAEGRTD, 2014, página 2). 

El propósito rentista del éxodo se evidencia en tanto los mayores niveles de 

expulsión de la población se registraron en Turbo, Necoclí, Arboletes (Antioquia) y 

Tierralta (Córdoba), municipios aledaños al golfo en el llamado eje bananero195. 

Dentro de la región el municipio de Turbo, puerto natural ubicado en una zona 

estratégica en la que el río Atrato (uno de los más caudalosos del mundo) 

desemboca en el golfo de Urabá, fue el más afectado pues de allí fueron 

expulsadas el 30 por ciento de las personas desplazadas de aquella región. Esto 

quiere decir que durante este periodo, el Urabá antioqueño y cordobés fue el 

epicentro del éxodo, principalmente en las zonas que por su ubicación geográfica 

tenían un mayor potencial para las economías legales (banano y madera) e 

ilegales (tráfico de armas y drogas). En este escenario, el Urabá  

se convirtió en una de las zonas más complejas del conflicto armado, donde disputas por la 

tierra, narcotráfico, contrabando y tráfico de armas fueron las piezas desencadenantes de la 

disputa armada (MOE y Corporación Nuevo Arco Iris, 2010, página 4). 

 

Norte de Córdoba y Alto Sinú y San Jorge  

La crisis humanitaria del Urabá explica los altos niveles de población desplazada 

en regiones aledañas como el Alto Sinú y San Jorge y el Norte de Córdoba, 

ambas pertenecientes al departamento de Córdoba, el cual fue el segundo más 

afectado a nivel nacional por el desplazamiento forzado, después de Antioquia196. 

Los altos niveles de expulsión en ese departamento coinciden con el surgimiento 

de grupos paramilitares de la Casa Castaño, particularmente en los municipios de 

Tierralta y Montería, y la expansión de sus operaciones criminales, bajo el pretexto 

de una lucha contrainsurgente, en las zonas donde hubo ñmayor asociaci·n entre 

                                              

195   De acuerdo al RUV, entre 1980 y 1988, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Urabá fueron Turbo (4.560 personas), Tierralta (2.472 personas), Necoclí (1.919 personas), Arboletes (1.561 
personas) y Apartadó (1.419 personas). 
 
196   De acuerdo al RUV, entre 1980 y 1988, los departamentos que registraron mayores niveles de expulsión a nivel 
nacional fueron Antioquia (20.259 personas), Córdoba (20.259 personas) y Santander (6.241 personas). 
 



compra de tierras por narcotraficantes y [acciones] paramilitaresò (Tribunal 

Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia del 30 de 

octubre de 2013, p§gina 211) (VerdadAbierta.com, 27 de febrero de 2014, ñLa 

estrategia de despojo de tierras de los hermanos Casta¶oò). 

 

Sierra Nevada de Santa Marta 

De manera similar, el desplazamiento forzado comenzó a reportarse con gran 

intensidad en la región de la Sierra Nevada de Santa Marta, ubicada entre los 

departamentos de Cesar, La Guajira y Magdalena, sobre el mar Caribe. Esta 

región, que alberga los territorios ancestrales de los pueblos indígenas Kogui, 

Wiwa, Arhuaco y Kankuamo197 y la reserva del PNN Sierra Nevada de Santa 

Marta, se convirtió en una de las regiones de mayor expulsión de población 

durante este periodo. La disputa territorial por el control de esta región está 

estrechamente ligada a su ubicación geoestratégica ïaprovechada como espacio 

de retaguardia por parte de las guerrillasï, pues constituye un punto central que 

comunica los departamentos de la costa Caribe y el interior del país198. 

Al igual que ocurrió en el Magdalena Medio, en la Sierra Nevada de Santa Marta 

se consolidó uno de los primeros grupos paramilitares, creado en la década de los 

años setenta para proteger las propiedades de terratenientes y ganaderos. Tal y 

como lo reconoció la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, los paramilitares al mando de Hernán Giraldo Serna, 

aprovechando la bonanza del tráfico de marihuana, llevaron a cabo compras de 

tierras para capitalizar los elevados flujos de dinero y disputaron el control de las 

rutas controladas por las guerrillas: 

                                              

197   Entre ellos se encuentran los reconocidos por el INCORA, como el Resguardo Indígena Arhuaco de la Sierra Nevada 
(Resolución No. 0113 del 4 de diciembre de 1974 y Resolución de ampliación No. 0078 del 10 de noviembre de 1983); 
Resguardo Indígena Kogui-Malayo-Arhuaco (Resolución No. 0109 del 8 de octubre de 1980); y el Resguardo Indígena 
Kankuamo (Resolución No. 0012 del 10 de abril de 2003). 
 
198   La región de la Sierra Nevada de Santa Marta, atravesada por la carretera Troncal del Caribe, comunica a las 
principales ciudades y capitales departamentales de la costa Caribe: Santa Marta (Magdalena), Riohacha (La Guajira), 
Barranquilla (Atlántico) y Cartagena (Bolívar). Asimismo, a través de la Troncal del Magdalena, comunica el norte con el 
centro del país. 
 



Giraldo Serna era uno de los tantos colonos que aprovechando la bonanza del tráfico de 

marihuana buscaron suerte en la Sierra Nevada de Santa Marta, comprando tierras y haciendo 

parte de los comerciantes y cultivadores de la zona que se beneficiaban del dinero que estaba 

llegando a la región (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 29 de 

mayo de 2014, Condena contra postulados Ramón Isaza y otros, para. 431). 

En la década del ochenta, paramilitares de Giraldo, ñcon la colaboraci·n de 

algunos miembros de la fuerza pública y de los comerciantes del mercado en 

Santa Martaò, iniciaron ñsu actividad antisubversiva, no de manera pasiva y 

defensiva como lo venían haciendo sino atacando a quienes se consideraban de 

izquierda en la regi·nò (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogot§, Sala de 

Justicia y Paz, 2014, paras. 433 y 436). Como consecuencia de las 

manifestaciones de violencia que se desencadenaron a partir del renovado interés 

por las tierras, el sector bananero fue uno de los más afectados por el 

desplazamiento forzado, especialmente en el municipio de Ciénaga199. Asimismo, 

capitales departamentales como Valledupar (Cesar) y Santa Marta (Magdalena), 

donde fueron creadas las primeras estructuras paramilitares urbanas de Giraldo, 

reportaron los niveles de expulsión más altos al interior de la región200. 

 

Oriente antioqueño 

La agudización del conflicto en el Magdalena Medio también tuvo un importante 

impacto en la manifestación de las formas de violencia, incluido el éxodo de la 

población en la región aledaña del oriente antioqueño, particularmente en la zona 

de embalses201. En efecto, el desplazamiento forzado se intensificó en la segunda 

                                              

199   ά9ƭ ǎŜŎǘƻǊ ōŀƴŀƴŜǊƻ ŦǳŜ ǳƴƻ ŘŜ ƭƻǎ Ƴłǎ ŀŦŜŎǘŀŘƻǎΣ ŜǎǇŜŎƛŀƭƳŜƴǘŜ Ŝƴ ƭƻǎ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŘŜ /ƛŞƴŀƎŀ ȅ ƭŀ ½ƻƴŀ .ŀƴŀƴŜǊŀΤ 
de acuerdo con un estudio realizado por Priscila Zúñiga, en la década de los ochenta se registró el asesinato de 74 
administradores de finca a manos de la insurgencia y el incendio de por lo menos 250 propiedades, sin contar la afectación 
ŀ ƭƻǎ ǇŜǉǳŜƷƻǎ ǇǊƻŘǳŎǘƻǊŜǎ ƻ ǇŀǊŎŜƭŜǊƻǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллнΣ ǇłƎƛƴŀ мрύΦ 
 
200   De acuerdo al RUV, entre 1988 y 1986, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región de la Sierra Nevada de Santa Marta fueron Valledupar (225 personas) y Ciénaga (208 personas), Santa Marta (180 
personas), Pueblo Bello (110 personas) y El Copey (104 personas). 
 
201   Los municipios que integran la región están divididos o agrupados en cuatro zonas según sus características 
geográficas: Altiplano (Marinilla, Carmen de Viboral, Retiro, Rionegro, Santuario, la Ceja, San Vicente, la Unión y Guarne) 
Embalses (San Carlos, San Rafael, El Peñol, Guatapé, Granada, Concepción y Alejandría), Páramo (Sonsón, Abejorral, 
Argelia y Nariño) y Bosques (San Francisco, Cocorná y San Luis) (CNMH, 2011-b, página 41, nota 1). 
 



mitad de la década de los ochenta cuando se produjo la incursión de los grupos 

paramilitares provenientes del Magdalena Medio: las ACCU y el MAS. El principal 

objetivo de estos grupos era disputar la hegemonía guerrillera de las FARC y el 

ELN en la región202, caracterizada por los frecuentes bloqueos de las vías, el 

sabotaje contra la infraestructura hidroeléctrica, el secuestro de alcaldes y 

propietarios de fincas, así como el desabastecimiento de productos del campo en 

los centros urbanos203. 

La ofensiva paramilitar centró sus esfuerzos principalmente en los municipios de 

alto potencial econ·mico, ñdonde se encuentran localizadas las hidroel®ctricas, los 

embalses, la industria del cemento (Cementos Río Claro en San Luis) y la 

autopista Medellín-Bogot§ò (CNMH, 2011-b, p§gina 62). Bajo un ñdiscurso 

contrainsurgente ïaceptado y apoyado por algunas élites económicas locales, 

especialmente ganaderos y comerciantesïò (CNMH, 2011-b, página 27), las 

ACMM produjeron múltiples acciones violentas en el oriente antioqueño, entre 

ellos la práctica de desapariciones forzadas, homicidios selectivos y masacres 

contra los líderes de las organizaciones sociales, los cuales eran estigmatizados 

como colaboradores de las guerrillas. En este contexto, la violenta incursión de los 

grupos paramilitares generó el desplazamiento forzoso de poblaciones, 

principalmente en los municipios vecinos de San Rafael y San Carlos204. Tal y 

como lo recuerdan los sancarlitanos: 

Empezaron muertes selectivas a los líderes comunitarios, comenzaron a ir sacando a la gente 

selectivamente, el desplazamiento. Ahí es donde empieza ya lo que es el conflicto, empieza duro 

                                              

202   Por una parte, el ELN tenía presencia en la región a través del Frente Carlos Alirio Buitrago, principalmente en los 
municipios de San Luis y Cocorná. Por su parte, a finales de los años ochenta, las FARC se instalaron en la región en 
municipios como San Rafael, San Carlos, San Luis, Cocorná, Concepción, Alejandría, Nariño, Sonsón y San Francisco, a 
ǘǊŀǾŞǎ ŘŜƭ CǊŜƴǘŜ фȏ ȅ ŘŜƭ ŦǊŜƴǘŜ птΦ [ŀ ǇǊŜǎŜƴŎƛŀ ƎǳŜǊǊƛƭƭŜǊŀ Ŝƴ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴ ƘŀŎƝŀ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀ ŜǎǘǊŀǘŜƎƛŀ ŘŜ ŜȄǇŀƴǎƛƽƴ άȅŀ ƴƻ 
sólo en zonas de colonización de frontera sino también en aquellas con un alto potencial económico y de colonización 
ƛƴǘŜǊƴŀέ όah9 ȅ /ƻǊǇƻǊŀŎƛƽƴ bǳŜǾƻ !ǊŎƻ LǊƛǎΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ тύΦ 
 
203   Los grupos guerrilleros aprovecharon la relevancia económica y geográfica de la región para ejercer presión a los 
alcaldes de los municipios para que accedieran a sus pretensiones políticas (Observatorio DDHH y DIH, 2004, página 6). 
 
204   De acuerdo al RUV, entre 1980 y 1988, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Oriente antioqueño fueron San Rafael (399 personas), San Luis (339 personas), San Carlos (323 personas), 
Granada (204 personas), Argelia (202 personas) y Cocorná (190 personas). 
 



(CNMH, 2011-b, página 61). 

Balance de la manifestación regional del desplazamiento 

En suma, la expulsión de la población civil obedecía entonces a una lógica de la 

guerra funcional a intereses económicos, de carácter rentista, dirigidos a controlar 

y adueñarse de los territorios con alto potencial de explotación económica. En una 

época caracterizada por el boom del narcotráfico, la población fue expulsada 

principalmente de regiones ubicadas en el norte del país, conectadas con la costa 

Caribe, principal vía para el tráfico de drogas hacia Estados Unidos, y en el sur, 

con las regiones que se convirtieron en el foco de abastecimiento de cocaína con 

la presencia de cultivos y laboratorios. En el norte, los carteles ïque se venían 

conformando alrededor del tráfico de marihuana a principios de los años 

setenta205ï lograron, en alianzas con poderes locales, consolidarse territorialmente 

y establecer importantes corredores para el tráfico de nuevas sustancias como la 

cocaína y la heroína. 

Los altos niveles de expulsión registrados en regiones como el Magdalena Medio, 

el oriente antioqueño, la Sierra Nevada de Santa Marta, el Urabá y el Alto Sinú y 

San Jorge evidencian el efecto expulsor de la disputa por el control de importantes 

territorios funcionales al narcotráfico. En estas regiones, con una privilegiada 

ubicación geográfica al conectar el interior del país con el mar Caribe a través del 

río Magdalena, el interés por la tierra en territorios geoestratégicos dio lugar a la 

primera generación de grupos paramilitares como las ACMM y las llamadas 

autodefensas de Hernán Giraldo. A partir de lo anterior, resulta evidente la 

correlación histórica a nivel regional entre la génesis del paramilitarismo moderno, 

el éxodo de la población civil y los intereses económicos, legales e ilegales, de la 

estrategia contrainsurgente sobre sus tierras y territorios. 

El interés económico sobre territorios estratégicos produjo un contexto de 

permanentes manifestaciones de violencia de tipo mafioso, caracterizada por 

                                              

205   Aunque hay antecedentes de tráfico de cocaína en el país hacia Estados Unidos en la década del cincuenta del siglo 
XX, el negocio de drogas ilícitas realizado de una forma masiva realmente se inició con el cultivo y tráfico de marihuana a 
principios de los años setenta. 
 



alianzas y guerras ñoportunistasò entre el narcotr§fico, las guerrillas, los grupos 

paramilitares y la fuerza pública206. El control sobre los territorios geoestratégicos, 

sus tierras y sus recursos justificaba la estigmatización de la población civil, para 

lo cual el discurso contrainsurgente fue funcional a intereses rentistas de actores 

armados y no armados, legales e ilegales.  

En este escenario, la financiación de la guerra por parte de los carteles del 

narcotráfico, comerciantes y políticos, aunada a las compras masivas de tierras, 

constituyó un factor detonante para el desplazamiento. La compra masiva de 

tierras en esta década cumplió un doble propósito: 

[S]e ampliaron las posibilidades de que los narcotraficantes ejercieran influencia en muchas 

regiones del país, al mismo tiempo que la inversión de algunas de sus ganancias ilegales les 

ǇŜǊƳƛǘƛƽ άǊŜƛƴǎŜǊǘŀǊ Ŝƭ ŎŀǇƛǘŀƭ Ŝƴ ƭŀ ŎƛǊŎǳƭŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ƳŜǊŎŀŘƻέ ό¢Ǌƛōǳƴŀƭ {ǳǇŜǊƛƻǊ ŘŜ .ƻƎƻǘłΣ {ŀƭŀ ŘŜ 

Justicia y Paz, Sentencia del 30 de octubre de 2013, página 210).  

 

2.2.2 Una tragedia nacional anunciada: crisis del éxodo en el Urabá (1989 - 1996) 

El desplazamiento forzado en este periodo histórico resulta paradójico, pues 

sucedió en una época en que ocurrieron hitos emblemáticos aparentemente 

favorables a la superación del conflicto armado interno y a la lucha contra el 

narcotráfico. De un lado, la declaración de la ilegalidad de los denominados 

grupos de autodefensa (D, 815/1989) (grupos paramilitares) que formalmente 

marcaría el fin de la privatización de la lucha contrainsurgente con todo su costo 

humanitario; y de otro, la desmovilización de múltiples grupos insurgentes en el 

marco de los procesos de negociación, parecían abrirle la puerta a un posible 

escenario de paz cuya mayor expresión fue la Constitución Política de 1991.  

Sin embargo, a pesar de las apuestas de paz, la agudización de la lucha entre 

líderes de carteles tras la caída del capo del narcotráfico Pablo Escobar, el 

                                              

206   ά9ƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ Ƙŀ ǘŜƴƛŘƻ ƳǵƭǘƛǇƭŜǎ ŜŦŜŎǘƻǎ ƴŜƎŀǘƛǾƻǎ Ŝƴ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ŎƻƭƻƳōƛŀƴŀΣ ŘŜǎŘŜ Ŝƭ ƴƛǾŜƭ ŜŎƻƴƽƳƛŎƻ ŀ ƭƻǎ 
niveles judicial y social, al fomentar la formación y propagación de una cierta aculǘǳǊŀŎƛƽƴ ƳŀŦƛƻǎŀέ όDŀǊŀȅΣ мфффύΦ ά9ǎǘƻ 
quiere decir que muchos valores sociales en Colombia han sufrido graves transformaciones como resultado de las 
posibilidades de rápido ascenso social y económico ofrecidas por el enriquecimiento con dineros del narcotǊłŦƛŎƻέ όDŀǊŀȅΣ 
L., y otros, 2008, página 98). Véase: Betancourt y García, 1994. 
 



resurgimiento de los grupos paramilitares ïlegalizados, promovidos y reforzados a 

través de la figura de las Convivirï y el fortalecimiento de las FARC y el ELN en el 

sur del país, marcaron una era de conflicto y permanente disputa territorial. 

En el marco del nuevo escenario constitucional, el desplazamiento forzado siguió 

aumentando y expandiéndose a nuevas regiones, situación que evidenciaba los 

devastadores efectos de la guerra sobre la población civil, particularmente en la 

región Caribe, y anunciaba una tragedia nacional. De acuerdo con el RUV, entre 

1989 y 1996, se desplazaron 392.891 personas, afectando el 80 por ciento de los 

municipios que componen el territorio nacional (ver Mapa 5). Además de la 

propagación del desplazamiento forzado en el territorio nacional, el flujo de 

expulsados violentamente se multiplicó por 7 respecto al periodo anterior, es decir, 

además de crecer en extensión geográfica, su intensidad comenzaba a mostrar 

señales alarmantes. 

Al analizar la magnitud del desplazamiento en este periodo, resulta evidente que el 

Urabá no solo siguió siendo la región más expulsora a nivel nacional, sino que fue 

la primera en registrar niveles de expulsión superiores a las cien mil víctimas, lo 

que sería constante en los periodos siguientes (ver Gráfica 13). De acuerdo al 

RUV, entre 1989 y 1996, el Urabá registró un exponencial aumento en el número 

de personas expulsadas con un crecimiento en más de cien veces respecto a las 

cifras reportadas en esta misma región para el periodo anterior. La crisis del éxodo 

del Urabá y su desproporcionado impacto respecto al resto del país, se evidencia 

en que de esa región fueron expulsadas más de la mitad de las víctimas de 

desplazamiento registradas en este periodo. 

 

 

 

 

 

 

 



Mapa 5. Personas desplazadas por municipio en el territorio nacional (1989-

1996) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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Gráfica 13. Regiones con mayor número de población expulsada (1989 ï 

1996) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
 

 

Urabá 

El alarmante aumento en el número de personas desplazadas en el Urabá, 

principalmente en los municipios de Turbo, Necoclí, Apartadó, Arboletes 

(Antioquia) y Tierralta (Córdoba)207, se produjo en el marco de la incursión de la 

segunda generación paramilitar en la región. La estrategia de captura institucional 

del Urabá fue liderada por Fidel y Carlos Castaño, quienes vieron la posibilidad de 

expandir ñsu proyecto paramilitar desde el Alto Sinú y Alto San Jorge, en Córdoba, 

hacia los l²mites con Antioquia, con el fin de controlar el Urab§ò (MOE y 

                                              

207   De acuerdo al RUV, entre 1989 y 1996, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Urabá fueron Turbo (38.136 personas), Necoclí (17.787 personas), Tierralta (9.998 personas), Apartadó (9.890 
personas) y Arboletes (9.761 personas) 
 



Corporación Nuevo Arco Iris, 2010, página 78). En 1994, con la muerte de Fidel, 

Carlos Castaño asume el mando de las autodenominadas ACCU (Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá):  

Esta forma operativa sirvió de modelo para la propuesta de las cooperativas de seguridad 

Convivir, sistema de vigilancia rural que el Ejército pretendió ampliar a todo el país, como una 

ƳƻŘŀƭƛŘŀŘ ŘŜ ƭŀ άƎǳŜǊǊŀ ǘƻǘŀƭέ contra la subversión (MOE y Corporación Nuevo Arco Iris, 2010, 

página 151). 

De esta manera, las regiones contiguas de Urabá y el Alto Sinú y Alto San Jorge 

se convirtieron en el centro de operaciones de las ACCU, donde la Casa Castaño 

instaló la segunda capital paramilitar (después de Puerto Boyacá) en San Pedro 

de Urabá: 

Para los años noventa, las ACCU constituían una estructura de gran influencia en Córdoba. Los 

grupos paramilitares consolidaron a esta región como una de sus áreas de mayor influencia, que 

como ya hemos anotado, desde finales de los años ochenta disputaron, primero al EPL y luego a 

las FARC. El proyecto paramilitar se consolidó en los valles del Sinú y San Jorge y en las Sabanas 

de Córdoba, desde donde se expandió hacia las regiones vecinas como el Urabá chocoano y 

antioqueño, el bajo Cauca y el Nordeste antioqueño (CNMH, 2010-c, página 97). 

En tanto se concretaban grandes proyectos de infraestructura como la carretera 

Panamericana208, las ACCU vieron la necesidad de responder a la ofensiva de las 

FARC y la disidencia del EPL para copar el territorio dejado por el EPL en el norte 

de Urab§ y C·rdoba. Para ello, la Casa Casta¶o estableci· dos estructuras ñque 

consolidaron una especie de herradura de control territorialò (CNMH, 2012-a, 

página 31). Por un lado, el BB (Bloque Bananero), comandado por Éver Veloza 

Garc²a, estaba encargado de los municipios que conforman el ñeje bananeroò, 

mientras que, por otro lado, el BEC (Bloque Élmer Cárdenas), comandado por 

Freddy Rendón Herrera, ejercía el control de los municipios alrededor del golfo209.  

                                              

208   Carlos Páez, líder reclamante de la ONG Tierra y Vida, explica que los que insisten en conservar la tierra lo hacen 
porque saben que con los grandŜǎ ǇǊƻȅŜŎǘƻǎ άŎƻƳƻ ƭŀ ŎŀǊǊŜǘŜǊŀ tŀƴŀƳŜǊƛŎŀƴŀ ƻ ƭŀǎ ŀǳǘƻǇƛǎǘŀǎ ǉǳŜ ƴƻǎ ŎƻƴŜŎǘŀǊłƴ Ŏƻƴ 
/ƽǊŘƻōŀΣ ƭŀǎ ǘƛŜǊǊŀǎ ŎƻōǊŀƴ ǳƴ ǾŀƭƻǊ ƛƴƳŜƴǎƻΣ ǇƻǊ Ŝǎƻ ƭŀǎ Ƙŀƴ ǉǳƛǘŀŘƻέ ό9ƭ /ƻƭƻƳōƛŀƴƻΣ aŀŎƝŀǎΣ WΣ нлмоύΦ 9ƭ !ǊǘƝŎǳƭƻ со ŘŜ 
[Ŝȅ тл ŘŜ мффо ŘƛǎǇƻƴƝŀ ǉǳŜ άǎŜ ŘŜǎǘƛƴŀǊłƴ ƭƻǎ Ǌecursos necesarios para la terminación de la carretera Panamericana en 
ǎǳ ǵƭǘƛƳƻ ǘǊŀƳƻ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ŘŜƭ /ƘƻŎƽέΦ 
 
209   Adicionalmente a la presencia del BB y el BEC, en la región del Urabá también había presencia de otro Bloque de las 
ACCU que no tenía tanta capacidad operativa: el BHT (Bloque Héroes de Tolová), comandado por Diego Fernando Murillo, 



De esta manera, aprovechando la guerra que se había desencadenado entre las 

FARC y los Comandos Populares ïluego del exterminio que habían perpetrado las 

FARC contra los desmovilizados del EPL y su naciente movimiento políticoï, la 

incursión paramilitar liderada por la Casa Castaño fue a sangre y fuego. En un 

escenario de permanentes confrontaciones entre múltiples actores armados y 

ataques contra la población, el Urabá se convirtió en una de las regiones más 

violentas del país y la mayor expulsora con más de cien mil víctimas de 

desplazamiento210. 

El emblemático caso de la masacre de Pueblo Bello [perpetrada el 15 de enero de 1990] 

permite ilustrar cómo durante este periodo, esta forma de violencia es introducida como práctica 

sistemática en la región del Urabá. Este caso ilustra la violenta incursión que realizaron los grupos 

paramilitares provenientes del Alto Sinú y San Jorge y se inscribe dentro del modus operandi 

adoptado por las ACCU bajo las directrices de expansión territorial de la Casa Castaño (Corte IDH, 

2006). 

Como consecuencia del proyecto de expansión de la Casa Castaño, la disputa por 

el control territorial de la región del Urabá expandió sus fronteras geográficas 

incluyendo municipios del norte chocoano. En este territorio, donde continúan los 

territorios ancestrales del pueblo Emberá, las comunidades afrodescendientes y el 

PNN (Parque Nacional Natural) Katíos, las FARC habían sido replegadas y 

planeaban la reconquista del Urabá desde el Bajo Atrato. De esta manera, si bien 

la incursión paramilitar estaba guiada por la dinámica de guerra contra las 

guerrillas, también habían intereses económicos para establecer su modelo de 

control territorial.  

A comienzos de la década de los noventa, precisamente cuando el Congreso de la 

República reconoció los territorios colectivos de las comunidades negras en virtud 

de la Ley 70 de 1993, municipios como Acandí, Riosucio y Unguía fueron 

                                              

el cual mantuvo presencia en algunas veredas del municipio San Juan de Urabá, sobre todo en la zona limítrofe con el 
municipio de Valencia (Córdoba) (CNMH, 2012-a, página 32). 
 
210   En el año 1993, durante la incursión de las ACCU, el Urabá, que representa el uno por ciento de la población del país, 
tuvo el 12,5 por ciento de las muertes violentas del país (MOE y Corporación Nuevo Arco Iris, 2010, página 79). De acuerdo 
al RUV, entre 1989 y 1996, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la región del Urabá 
fueron Turbo (46.633 personas), Necoclí (24.118 personas), Apartadó (16.526 personas), Arboletes (13.005 personas), 
Tierralta (12.641 personas) y San Pedro de Urabá (10.999 personas). 
 



drásticamente afectados por sistemáticos repertorios de violencia y registraron un 

aumento en el número de personas expulsadas211. De esta manera, los intereses 

rentistas en los territorios colectivos produjeron una persecución contra las 

comunidades negras que, guardadas las proporciones, reprodujo la victimización 

en la época de la colonia:  

Meses después de haber iniciado el trámite para el reconocimiento de sus derechos 

ancestrales, la situación para los afrodescendientes del Bajo Atrato volvió a ser la misma que en 

los primeros años lejos de África (Gómez, I., en: Soto, M., y otros, 2007, página 149). 

 

Regiones antioqueñas 

Además de la agudización de la crisis humanitaria en todos los municipios del 

Urabá (Antioquia, Córdoba y Chocó), las cifras del RUV permiten observar la 

ñmet§stasisò de este fen·meno en otras regiones del departamento de Antioquia, 

principalmente en aquellas con una ubicación estratégica y gran importancia para 

el sector energético-minero (ver Gráfica 14). Entre las más afectadas se 

encuentran el occidente antioqueño, región circunvecina al Urabá e importante 

punto de conexión con el golfo a través de Turbo, cuya economía gira en torno a la 

explotación carbonífera y la ganadería, y el suroeste antioqueño, punto de enlace 

hacia el Chocó212.  

Asimismo, a finales de este periodo, en el año 1996, los tentáculos de la Casa 

Castaño se extendieron a lo largo y ancho del departamento en aquellos territorios 

con importante presencia guerrillera y una estrategia de depredación y 

desestabilización que consideraban importante en su proyecto revolucionario. De 

esta manera, la expansión del proyecto paramilitar, y la consecuente disputa por el 

control de los territorios y sus recursos con las guerrillas, marcaron escenarios de 

                                              

211   De acuerdo al RUV, entre 1988 y 1996, los municipios del Chocó que registraron mayores niveles de expulsión al 
interior de la región del Urabá fueron Acandí (6.098 personas), Riosucio (6.071 personas), y Unguía (4.107 personas). 
 
212   ά¦ƴƻ ŘŜ ƭƻǎ ŦƻŎƻǎ Ƴłǎ ƎǊŀƴŘŜǎ ŘŜ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŦǳŜ ¦ǊǊŀƻΣ ǇǳŜǎ ǎǳ ŎŜǊŎŀƴƝŀ Ŏƻƴ Ŝƭ /ƘƻŎƽ ǇŜǊƳƛǘƝŀ ƭŀ ŀƳǇƭƛŀ ƳƻǾƛƭƛŘŀŘ ŘŜ 
actores armados en toda la zona. Luego, cuando el paramilitarismo logró controlar una buena porción de los municipios 
ŘŜƭ {ǳǊƻŜǎǘŜ ŀƴǘƛƻǉǳŜƷƻΣ ǎŜ ŎƻƴǾƛǊǘƛƽ Ŝƴ Ŝƭ Ǉǳƴǘƻ ŘŜ ƭŀƴŎŜ ŘŜ ƭŀǎ !¦/ ƘŀŎƛŀ Ŝƭ /ƘƻŎƽέ όah9 ȅ /ƻǊǇƻǊŀŎƛƽƴ bǳŜǾƻ !ǊŎƻ 
Iris, 2010, página 3). 
 



terror en regiones como el nordeste antioqueño, capital de la explotación minera de 

oro, y el Norte de Antioquia, centro hidroeléctrico a nivel departamental213. 

 

Gráfica 14. Expulsión de población de las regiones de Antioquia ï menos 

Urabá ï (1989 ï 1996) 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

                                              

213   En 1996 se cometieron dos masacres emblemáticas perpetradas como parte de la incursión de las ACCU en el 
departamento de Antioquia. El 22 de abril, exmilitantes expulsados de las guerrillas (ELN y FARC) y simpatizantes de los 
grupos paramilitares, cometieron una masacre en el municipio de Segovia en el Nordeste antioqueño. Dos meses después, 
el 11 de junio, miembros de grupos paramilitares cometieron una masacre contra los habitantes del corregimiento La 
Granja, municipio de Ituango, en el norte de Antioquia. Véase: CNMH, 2011-a; Corte IDH, 2006-a. Con motivo de esta 
disputa por el control terriǘƻǊƛŀƭ ŘŜ ǎǳǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ƴŀǘǳǊŀƭŜǎΣ Ŝƭ ƴƻǊǘŜ ŀƴǘƛƻǉǳŜƷƻ ǎŜ ŎƻƴǾƛǊǘƛƽ Ŝƴ άǳƴŀ ŘŜ ƭŀǎ Ƴłǎ ŘǳǊŀƳŜƴǘŜ 
ŀȊƻǘŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŀǊƳŀŘƻέ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ όah9 ȅ /ƻǊǇƻǊŀŎƛƽƴ bǳŜǾƻ !ǊŎƻ LǊƛǎΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ рύΦ 
 



Magdalena Medio y oriente antioqueño 

Durante este periodo los niveles de intensidad también aumentaron 

significativamente entre las cordilleras oriental y central, principalmente en el 

Magdalena Medio, segunda más expulsora, y el oriente antioqueño, quinta más 

expulsora. Así pues, a finales de la década de los ochenta y principios de los 

noventa, estas regiones continuaron con la tendencia de altos niveles de expulsión 

registrados en el periodo anterior. En las aledañas se produjo una dinámica 

regional de violencia que se manifestó a través de una serie de crímenes 

registrados de forma recurrente:  

La desaparición forzada y los homicidios de centenares de sus habitantes; la tortura sobre los 

líderes comunitarios; los desplazamientos forzados no masivos, a cuenta gotas, pero sostenidos; 

las amenazas sobre los campesinos, y el despojo de sus tierras (CNMH, 2010-b, página 16). 

Como consecuencia del proyecto de expansión de las ACMM, el cual logró unificar 

a las llamadas autodefensas conformadas por ganaderos, palmicultores y 

terratenientes de la zona214, las manifestaciones de violencia aumentaron en el sur 

del Cesar entre finales de la década de los ochenta y principios de los noventa. 

Prueba de ello es que municipios como San Alberto, La Gloria, Aguachica y San 

Martín (Cesar), registraron elevados niveles de expulsión al interior de la región, 

equiparables a aquellos municipios de mayor intensidad en el departamento de 

Santander (San Vicente de Chucurí, Barrancabermeja, Sabana de Torres y El 

Carmen de Chucuri)215. Esto se debe a que a partir de 1988, en el sur del Cesar, 

donde había una presencia guerrillera importante y un nivel de asedio significativo 

a las actividades económicas de la región,  

                                              

214   9ƴ Ŝƭ ǎǳǊ ŘŜƭ /ŜǎŀǊ άǎŜ ƘŀōƝŀ ŘŜǎǇƭŜƎŀŘƻ ƭŀ ŀŎǘƛǾidad de los grupos paramilitares al servicio del entonces embajador 
en Bélgica ante la Unión Europea, Carlos Arturo Marulanda, los cuales habían tomado como centro de operaciones la 
ƘŀŎƛŜƴŘŀ .ŜƭƭŀŎǊǳȊέΣ ǳōƛŎŀŘŀ Ŝƴ Ŝƭ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻ ŘŜ [ŀ DƭƻǊƛŀ όtǊƻȅŜŎǘƻ /ƻƭƻƳōia Nunca Más, s.f., página 31). El caso de la 
hacienda Bellacruz es uno de los más representativos de las alianzas entre terratenientes-políticos y paramilitares al norte 
del país.  
 
215   De acuerdo al RUV, entre 1989 y 1996, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Magdalena Medio fueron San Vicente de Chucurí (2.033 personas), San Alberto (1.982 personas), 
Barrancabermeja (1.672 personas), Aguachica (1.393 personas), La Gloria (1.368 personas), Sabana de Torres (1.321 
personas), El Carmen de Chucuri (1.132 personas) y San Martín (1.086 personas). 
 



se implantó una estructura dirigida por el ganadero Roberto Prada, y uno de sus sobrinos, Juan 

Tito Prada, conocido como Juancho, quienes conformaron las Autodefensas del Sur del Cesar 

(Ausac), las cuales tienen presencia sobre todo en las zonas ganaderas y palmicultoras de 

Aguachica y San Alberto, desde donde extendieron su dominio a las zonas planas del centro y 

parte del norte (Observatorio DDHH y DIH, 2002, página 18). 

 

Montes de María 

Los Montes de María, región ubicada en el corazón del golfo de Morrosquillo, en la 

parte central de los departamentos de Bolívar y Sucre, fue la tercera más 

expulsora durante este periodo. A principios de la década del noventa, este 

territorio por largo tiempo bajo la influencia del EPL y ELN y el ERP (Ejército 

Revolucionario del Pueblo) por su importancia como corredor vital y estratégico 

que comunican el interior del país y la costa Caribe se convirtió en una zona de 

enorme valor estratégico para las FARC y la Casa Castaño216. Lo anterior debido 

a que la región  

contiene corredores naturales, zonas de retaguardia y avanzada, y adicionalmente permite la 

obtención de recursos económicos utilizando los accesos a los centros agrícolas y ganaderos de la 

ǊŜƎƛƽƴέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нлло-a, páginas 4-5). 

El dramático aumento en el número de personas expulsadas (en una región que 

no se había caracterizado como altamente expulsora en el periodo anterior) se 

explica en gran medida debido al miedo terrateniente a que allí pudiese resurgir un 

importante movimiento campesino. Lo anterior debido a que a comienzos de la 

d®cada de los a¶os setenta ñla zona fue escenario de conflictos sociales 

asociados con la lucha campesina por la tierra, origen de invasiones de haciendas 

para propiciar una reforma agrariaò (CSJ, radicado 34.547 de 2011, p§gina 12). A 

                                              

216   Históricamente, en la región de los Montes de María hacían presencia las guerrillas del EPL, el ELN, a través del Frente 
Jaime Bateman y el ERP (Ejército Revolucionario del Pueblo), a través del Frente Ché Guevara. Las FARC comenzaron a 
hacer presencia en la región a finales de los años ochenta y principios de los noventa a través de los Frentes 35 y 37 
comandado por Gustavo Rueda Díaz, alias Martín Caballero. Esta región se convirtió, entonces, en escenario de secuestros, 
extorsiones, hurto de ganado, boleteo y asesinatos selectivos implementados por estas organizaciones contra todos los 
estratos y estamentos de la sociedad, lo cual determinó la aparición de grupos de autodefensa, creados inicialmente al 
amparo de la legislación vigente y quienes, a finales de la década de los noventa, empezaron a disputar con la insurgencia 
Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜ Ŝǎǘƻǎ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎέ ό/{WΣ ǊŀŘƛŎŀŘƻ оппΦрпт ŘŜ нлммΣ ǇłƎƛƴŀǎ мн-13). 
 



principios de los años noventa los conflictos por la tierra se agudizaron cuando el 

Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA) adquirió y subdividió 

grandes fincas217, situación que llevó a empresarios de la región a financiar grupos 

paramilitares, legalizados a través de las Convivir, para evitar que los campesinos 

adjudicatarios ocuparan los predios218:  

la estrategia que adoptó el paramilitarismo fue golpear a los dirigentes de manera selectiva, 

amedrentando a las masas a través de amenazas (Pérez, 2010, página 174). 

A pesar de lo anterior, si bien la importancia de proteger la economía ganadera 

asediada por la guerrilla tuvo un factor decisivo en el escalamiento del conflicto 

armado, la disputa territorial entre los grupos guerrilleros y paramilitares giraba 

principalmente en torno al control del golfo de Morrosquillo. Por un lado, el golfo 

adquirió un renovado interés económico en el circuito exportador de la economía 

nacional a partir de la apertura económica y el control del paso del oleoducto ï

cuya construcción terminó en 1985ï, que viene del pozo de Caño Limón (Arauca) 

y termina en Coveñas (Sucre), donde cuenta con una terminal de embarque de 

petróleo en el golfo de Morrosquillo. Por otro lado, el golfo se convirtió en uno de 

los principales puertos para el tráfico de cocaína hacia Estados Unidos219: 

el narcotráfico asentado en la Serranía de Paramillo, consciente de la facilidad de acceder a los 

puertos del océano Atlántico por esta vía, acentuó su presencia en dicha zona, a través de la 

compra de tierras por parte de sus cabecillas. 

En suma, los recursos de este territorio al igual que su ubicación y características geográficas, 

lo convirtieron en un corredor estratégico no solo para los distintos actores del conflicto armado 

                                              

217   En los años noventa, el entonces Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA) adquirió y subdividió grandes 
ŦƛƴŎŀǎΣ ƭƻ ǉǳŜ ǇǊƻŘǳƧƻ άǳƴ ŎŀƳōƛƻ ŘŜ ƭŀ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘ ǘŀōŀŎŀƭŜǊŀ ƘŀŎƛŀ ƭƻǎ ŎǳƭǘƛǾƻǎ ŘŜ ǇŀƴŎƻƎŜǊέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ 
2003-a, página 3). 
 
218   Entre las Convivir que fueron creadas en la región de los Montes de María se destaca la Convivir Nuevo Amanecer, 
de Javier Piedrahita, un caballista antioqueño cercano a los narcotraficantes Ochoa Vásquez y Rodrigo Pelufo, alias Cadena, 
y la Convivir 9ǎǇŜǊŀƴȊŀ CǳǘǳǊŀ ŘŜ #ƭǾŀǊƻ .ƻǘŜǊƻ aŀȅŀ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ нлмлΣ н ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜΣ άΛ/ƽƳƻ ǎŜ ŦǊŀƎǳƽ ƭŀ 
ǘǊŀƎŜŘƛŀ ŘŜ ƭƻǎ aƻƴǘŜǎ ŘŜ aŀǊƝŀΚέύΦ 
 
219   άώ[ϐŀ ǎǳōǊŜƎƛƽƴ ŘŜƭ DƻƭŦƻ ŘŜ aƻǊǊƻǎǉǳƛƭƭƻ Ƙŀ ǎƛŘƻ ŘŜǎŘŜ ƘŀŎŜ Ƴłǎ ŘŜ Řƻǎ ŘŞŎŀŘŀǎ ǳƴ ŎƻǊǊŜŘƻǊ ǇŀǊŀ ƭŀ ǎŀƭƛŘŀ ŘŜ 
cocaína, que se procesa principalmente en la serranía de San Lucas al sur del departamento de Bolívar; y a su vez la pasta 
básica de cocaína procesada en Córdoba encuentra una ruta de salida hacia el exterior en su región costera y por la vecina 
región de Uraōłέ ό/baIΣ нлмл-c, página 81). 
 



nacional, sino también para los grupos dedicados al tráfico de narcóticos, circunstancia que llevó 

a unos y otros a pretender su control (CSJ, 2011, página 13). 

Sierra Nevada de Santa Marta 

A su vez, el desplazamiento forzado comenzó a reportarse con mayor intensidad y 

en una mayor proporción territorial al norte del país en la región de la Sierra 

Nevada de Santa Marta. A principios de la década de los noventa, las disputas por 

el control del territorio se recrudecieron cuando ñpersonas ligadas a la explotaci·n 

del banano, de la palma y la ganader²aò acudieron a los llamados ñse¶ores de 

Santa Martaò (narcotraficantes en alianzas con paramilitares) en búsqueda de 

protección para sus haciendas220. A raíz de la convergencia de estos intereses 

rentistas, los mayores niveles de expulsión se registraron en los municipios que 

forman parte del sector bananero en el departamento de Magdalena (Ciénaga y 

Zona Bananera) y que conectan a través de El Copey (Cesar) con Valledupar, 

Santa Marta y Riohacha221. 

 

Balance de la tragedia nacional anunciada 

En definitiva, los desplazamientos registrados durante este periodo de 

recrudecimiento de la violencia sociopolítica evidencian el efecto expulsor de la 

expansión paramilitar, marcada por violentas disputas territoriales con los grupos 

guerrilleros y la estigmatización de la población civil en el norte del país. El 

renovado proyecto paramilitar a través de las Convivir, creadas en su mayoría por 

actores económicos y políticos para proteger sus tierras e intereses, buscaba 

aumentar su presencia en regiones estratégicas. En la región Caribe, su interés 

fue aprovechar el potencial económico para el narcotráfico: 

[P]odría establecerse la conformación de un gran complejo cocalero que une las regiones 

                                              

220   ά9ƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ŘŜƭ aŀƎŘŀƭŜƴŀΣ Ŝƴ ƭŀǎ ŜǎǘǊƛōŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ {ƛŜǊǊŀ bŜǾŀŘŀ ŘŜ {ŀƴǘŀ aŀǊǘŀΣ Ŝǎ ŦǊŜŎǳŜƴǘŜ 
encontrarse con que las personas se refieran a los comandantes y líderes de las organizaciones paramilitares como los 
ά{ŜƷƻǊŜǎέ ςƭŀ ŜȄǇǊŜǎƛƽƴ ά[ƻǎ {ŜƷƻǊŜǎ ŘŜ {ŀƴǘŀ aŀǊǘŀέ Ŝǎ ǳǘƛƭƛȊŀŘŀ ǇŀǊŀ ǊŜŦŜǊƛǊǎŜ ŀ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǊŜƭŀŎƛƻƴŀŘŀǎ Ŏƻƴ Ŝƭ 
ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ ȅ ƭƻǎ ŎŀōŜŎƛƭƭŀǎ ŘŜ ƭŀǎ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ Ŝƴ Ŝǎǘŀ ŎƛǳŘŀŘέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллнΣ ǇłƎƛƴŀ тύΦ 
 
221   De acuerdo al RUV, entre 1988 y 1996, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región de la Sierra Nevada de Santa Marta fueron Valledupar (2.798 personas) y Ciénaga (1.832 personas), El Copey (1.727 
personas), Zona Bananera (1.591 personas), Santa Marta (1.233 personas) y Riohacha (1.077 personas). 
 



limítrofes del sur del Caribe con la región andina, en concreto el Urabá antioqueño, el Nudo de 

Paramillo, el Bajo Cauca antioqueño, el sur de Bolívar con las áreas planas de Córdoba y Sucre 

(CNMH, 2010-c, página 82). 

Como consecuencia de lo anterior, estas regiones, donde se produjo el violento 

proceso de expansión de la Casa Castaño y de las ACCM, registraron un aumento 

sin precedentes en el número de personas expulsadas, despojos y compras 

masivas de tierras222. 

 

Algunos integrantes de la comunidad de Bojayá comienzan a retornar al lugar después de tres años de permanecer en 
Quibdó, luego de una masacre resultado de los enfrentamientos entre las FARC y los paramilitares. Río Atrato, Quibdó, 
Chocó, 2005. Fotógrafa: © Natalia Botero. 
 

2.2.3 Un país en disputa: Colombia (1997 ï 2004) 

Este período, tal como queda consignado en el capítulo 1, se caracteriza por 

varios hechos que constituyen hitos centrales para analizar el desplazamiento 

forzado en el país, el desenvolvimiento del conflicto armado interno y las múltiples 

violencias, que dieron lugar al mayor éxodo registrado en la historia 

contemporánea de Colombia. Entre 1997 y 2004 fueron expulsadas un total de 

                                              

222   Según Alejandro Reyes, entre 1980 y 1995 en el 42 por ciento de los municipios del país se presentaron compras 
masivas de tierras por narcotraficantes, aumentando la concentración y la ineficiente utilización, dado que se destinaron 
principalmente a la ganadería. Ello pese a los propósitos de las Leyes 30 de 1988 y 160 de 1994 de democratizar la 
propiedad de la tierra, y de la Ley 333 de 1996 que reglamenta el art 34 y crea el Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y la Lucha contra el Crimen Organizado (FRISCO), administrado por la Dirección Nacional de Estupefacientes ς DNE. 
Véase: Reyes, A., 2009, página 73.  
 



3.087.173 personas, afectando el 97 por ciento de los municipios que conforman 

el territorio nacional, se vieron afectados por el desplazamiento forzado (ver Mapa 

6). 

 

Mapa 6. Personas desplazadas por municipio en el territorio nacional (1997-

2004) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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A partir del año 1997 las cifras muestran una intensidad del desplazamiento 

forzado nunca antes experimentada en el país; esto es tan evidente que las 

víctimas de este flagelo se multiplicaron diez veces respecto al periodo 

inmediatamente anterior. Las regiones de mayor intensidad histórica como el 

Urabá, Montes de María, oriente antioqueño, Magdalena Medio y Sierra Nevada 

de Santa Marta alcanzaron sus mayores niveles de expulsión (ver Gráfica 15) y un 

total de 16 regiones registraron una intensidad por encima de las 50.000 personas 

desplazadas223. Estas cifras muestran la dramática y acelerada evolución de este 

fenómeno que se venía propagando a lo largo y ancho del territorio nacional, 

dando cuenta de una situación que bien puede ser caracterizada -por su extensión 

geográfica y por la intensidad en la que se han registrado los niveles de expulsión 

de la población civil- como un país en disputa. 

Durante esta etapa tienen lugar profundas transformaciones producto del 

relacionamiento entre el paramilitarismo, algunos políticos y el narcotráfico, lo cual 

incide en el accionar tanto de los grupos paramilitares como de la subversión; así 

como también cambios en la política estatal relacionados con el combate a la 

subversión y la búsqueda de la paz y la atención a la grave crisis humanitaria 

generada por el desplazamiento forzado.  

Entre los factores que ayudan a explicar la alarmante cifra de personas 

desplazadas en todo el territorio nacional, está la formalización del proyecto de 

expansión paramilitar ïa través de la creación de las AUC en 1997- y los varios 

acuerdos firmados entre los paramilitares y políticos regionales, entre ellos el 

Pacto de Ralito de 2001 con el cual intentaron ñrefundar la patriaò. Acuerdos que 

dieron lugar a la parapolítica. 

 

 

                                              

223   Entre 2000 y 2002, el 87 por ciento del territorio nacional se encontraba afectado por el desplazamiento, siendo 
particularmente críticas las regiones de la Sierra Nevada de Santa Marta, el Oriente antioqueño, los Montes de María, el 
Urabá y el centro del Chocó, (Defensoría del Pueblo, 2004, página 36).  
 



Gráfica 15. Regiones con mayor número de población expulsada (1997 ï 

2004) 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

 
Como se planteó, luego de su creación como AUC se firmaron varios pactos y se 

conformaron los distintos bloques. Para conseguir el objetivo de ñrefundar la 

patriaò, la Corte Suprema de Justicia ha determinado que se concibi· un plan 

criminal contra la población civil, ejecutado por las empresas delictivas 

conformadas por la organización criminal:  

Como se ha conocido, era designio de los grupos paramilitares arrasar ciudadanos u 

organismos que se opusieran a consolidar su poder y expansión y, por ello, dentro de sus 



actividades ordinarias ejecutaron múltiples conductas criminales, entre otras calificadas como 

delitos de lesa humanidad ς tortura, desapariciones forzadas, desplazamiento forzado, etc. -, y 

ataques a la dignidad de las personas, sin que fuera ningún secreto para cada uno de sus 

miembros, dentro de los cuales inclusive se contaban servidores públicos vinculados a todas las 

instituciones estatales, aún desde el momento de la creación de aquellas tropas (CSJ, Sala de 

Casación Penal, 18 de marzo de 2010, Sentencia condenatoria contra ex senador Álvaro Araújo 

Castro). 

Al norte del país, en la región Caribe, la disputa territorial provocada bajo el nuevo 

esquema organizativo generó un aumento alarmante en los desplazamientos 

forzados, particularmente en regiones donde operaban las ACCU como el Urabá, 

los Montes de María, la Sierra Nevada de Santa Marta y el Catatumbo entre otras 

que ñsellar²anò el corredor estrat®gico de la costa Caribe. En dichas regiones, las 

AUC no solo incrementaron su pie de fuerza ñal arbitrio de las oportunidadesò 

económicas224; sino que también instauraron una ideología política de extrema 

derecha y replicaron las estrategias de violencia rentista desarrolladas por la Casa 

Castaño en Córdoba y Urabá. Tal y como lo ha reconocido la Sala de Justicia y 

Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá: 

claramente hay un incentivo económico y racional para el crecimiento de cada estructura bajo 

lógicas de la misma organización, es decir, la motivación para crecer no sólo está basada en una 

estrategia expansiva conforme a la presencia de la guerrilla, sino también existe un incentivo en 

la organización armada para generar recursos por cada Frente. Esto impulsaría la ubicación de 

frentes en zonas de alta presencia de recursos económicos en una suerte de lógica que puede ser 

interpretada desde el concepto de búsqueda o depredación de rentas (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 29 de mayo de 2014, Condena contra postulados 

Ramón Isaza y otros, para. 628). 

Una de las características principales que saltan a la vista, respecto a la presencia que tuvieron 

las ACCU, es que su expansión en la región del Caribe no fue accidental o fortuita, pues como se 

evidenció anteriormente, fue el producto de las directrices establecidas por la Casa Castaño, 

supuestamente para combatir las guerrillas, pero principalmente asociadas al ánimo de consolidar 

subregiones como los golfos en el Urabá, Montes de María, la Sierra Nevada de Santa Marta, los 

valles del Alto Cesar y del Alto Ranchería o Provincia de Padilla; los valles aluviales de los ríos Sinú 

y alto San Jorge; las llanuras del Magdalena, y la Península de la Guajira (CNMH, 2012-a, página 

                                              

224   Al respecto, el investigador del fenómeno paramilitar, Fernando Cubides, ha afirmado que tal vez el patrón más 
ǊŜŎǳǊǊŜƴǘŜ ǇǊŜǎŜƴǘŜ Ŝƴ ǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ Ŝǎ ǉǳŜ ǎǳ ŜȄǇŀƴǎƛƽƴ ǎŜ Řŀōŀ άŀƭ ŀǊōƛǘǊƛƻ ŘŜ ƭŀǎ ƻǇƻǊǘǳƴƛŘŀŘŜǎέ 
(Cubides, F., 2005, en Rangel, A., página 231). 
 



57). 

Urabá 

La región del Urabá siguió siendo la más afectada del país ïaunque 

comparativamente en menor proporción respecto al periodo anteriorï, 

representando aproximadamente el 11 por ciento de la población víctima de 

desplazamiento registrada en el RUV en estos años. A partir de 1997, la disputa 

territorial por el control de esta estratégica región continuó la tendencia 

evidenciada en los periodos anteriores y las distintas formas de violencia siguieron 

afectando principalmente a la población campesina, indígena y afrodescendiente. 

Esto se debe en gran parte a que el Urabá sirvió como centro de operaciones de 

las recientemente creadas AUC y estableció el modelo de expansión territorial a 

través de la práctica de masacres bajo la modalidad de tierra arrasada. 

Paralelamente a la consolidación territorial de los grupos paramilitares, el 

Gobierno nacional y el Gobierno departamental, bajo la administración del 

entonces gobernador de Antioquia Álvaro Uribe Vélez, dispusieron aumentar la 

presencia de la fuerza pública en la región225. Si bien a partir de la iniciativa de 

ñpacificarò el Urabá se registró un aumento en los enfrentamientos con las 

guerrillas, no se produjo una reacción similar a la ofensiva paramilitar. Tal y como 

se ha probado después del proceso de desmovilización de las AUC, el Urabá fue 

región pionera dentro del proyecto de cooptación institucional donde se constituyó 

una alianza entre paramilitarismo, fuerzas armadas, empresarios de la región y 

dirigentes políticos: 

De no ser porque muchos documentos y testimonios lo confirman, sería muy difícil creer que 

la estrategia de los paramilitares para tomarse política y económicamente una región, la del Urabá 

antioqueño, chocoano y cordobés, haya llegado a niveles de complejidad y sofisticación tan 

grandes. Fue tal la maraña de sociedades y organizaciones que crearon, que consiguieron, incluso 

que los gobiernos colombiano y de Estados Unidos respaldaran su proyecto, y que una asociación 

ǉǳŜ ŦŀōǊƛŎŀǊƻƴ ǎŜ ƎŀƴŀǊŀ ǳƴ ǇǊŜƳƛƻ ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ мп ŘŜ Ƨǳƴƛƻ ŘŜ нлммΣ ά[ŀ 

                                              

225   ά[ŀ ǇǊŜǎŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭŀ CǳŜǊȊŀ tǵōƭƛŎŀ ǎŜ ǊŜŦƻǊȊƽ ŘŜǎŘŜ ƭŀǎ ŎŀƳǇŀƷŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎ ŘŜ мффтΣ ŘƻƴŘŜ ŘƛŦŜǊŜƴǘŜǎ ŀǳǘƻǊƛŘŀŘŜǎ 
ǇǵōƭƛŎŀǎ ȅ ŎŀƴŘƛŘŀǘƻǎ ŀ ƭŀǎ ƳƛǎƳŀǎ ŦǳŜǊƻƴ ǎŜŎǳŜǎǘǊŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭŀǎ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻέ όah9 ȅ /ƻǊǇƻǊŀŎƛƽƴ bǳŜǾƻ 
Arco Iris, 2010, página 20). 
 



ǘŜƭŀǊŀƷŀ ŘŜ ƭƻǎ ΨǇŀǊŀǎΩ Ŝƴ ¦ǊŀōłέύΦ 

Un caso representativo de estas alianzas fue la denominada Operación Génesis-

Cacarica en la cual actuaron de manera coordinada el BEC (Bloque Élmer 

Cárdenas) de las AUC y la Brigada XVII del Ejército Nacional, entonces al mando 

del general Rito Alejo Del Río, condenado luego por sus nexos con el 

paramilitarismo226. En el municipio de Turbo, entre el 22 de agosto y el 3 de 

septiembre de 1997, la operación militar bautizada con el nombre de Génesis, que 

atacó vía aérea y fluvial al Frente 57 de las FARC, fue llevada a cabo con una 

acción paralela y clandestina que fue conocida como Cacarica, liderada por 

paramilitares de la Casa Castaño.  

 

Con este matrimonio entre la fuerza pública y los grupos paramilitares se catapultó 

una empresa criminal que, según lo denunciaron los representantes de las 

comunidades afrodescendientes ante la Corte IDH, buscó la consolidación de 

intereses económicos vinculados al proyecto paramilitar en la región: 

el territorio del que fueron desplazados fue ilegalmente aprovechado por empresas de 

extracción [de] madera, mientas el territorio estaba controlado por grupos paramilitares que 

impedían el regreso de sus habitantes ancestrales. Indicaron en particular que estas empresas 

realizaron un uso irracional en forma mecanizada de los recursos maderables del Cacarica, que ha 

generado un profundo daño en el territorio, en los recursos forestales y en las condiciones de vida 

de las minorías étnicas que habitan las zonas de extracción (Corte IDH, 2013, para. 341). 

Los representantes agregaron que las comunidades afrodescendientes del Cacarica tienen 

άǳƴŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ Ŝƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ Ŏŀǎƛ ǳƳōƛƭƛŎŀƭΣ ǳƴŀ ǊŜƭŀŎƛƽƴ Ǿƛǘŀƭ ǇŜǊŎŜǇǘƛōƭŜ Ŝƴ ƭŀǎ ǇŀƭŀōǊŀǎ ǎŜƎǵƴ 

ƭŀǎ ŎǳŀƭŜǎ Ŝƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ Ŝǎ ǎǳ ƳŀŘǊŜ ȅ Ŝǎ ǎǳ ǇŀŘǊŜ ǇƻǊǉǳŜ ŘŜ Şƭ ǊŜŎƛōŜƴ ǘƻŘƻǎ ƭƻǎ ōŜƴŜŦƛŎƛƻǎέΣ ȅ ǉǳŜ 

por la OǇŜǊŀŎƛƽƴ DŞƴŜǎƛǎ άƭŀǎ ǾƝŎǘƛƳŀǎ ŘŜƭ ǇǊŜǎŜƴǘŜ Ŏŀǎƻ ŦǳŜǊƻƴ ŀǊōƛǘǊŀǊƛŀƳŜƴǘŜ ŘŜǎǇƻƧŀŘŀǎ ŘŜƭ 

ǳǎƻ ȅ ƎƻŎŜ ŘŜ ǎǳǎ ōƛŜƴŜǎΣ Ŝƴ ǎǳ ŘƛƳŜƴǎƛƽƴ ƛƴŘƛǾƛŘǳŀƭ ȅ ŎƻƳǳƴƛǘŀǊƛŀέΣ ŀŦƛǊƳŀƴŘƻ ŀ ǎǳ ǾŜȊ ǉǳŜ Ŝƭ 

άŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŜǎǘǳǾƻ ŀŎƻƳǇŀƷŀŘƻ ŘŜƭ ǎŀǉǳŜƻ ȅ ŘŜǎǘǊǳŎŎƛƽƴ ŘŜ ōƛŜƴŜǎ ƛƴŘƛǾiduales y 

ŎƻƭŜŎǘƛǾƻǎέ όWǳȊƎŀŘƻ hŎǘŀǾƻ tŜƴŀƭ ŘŜƭ /ƛǊŎǳƛǘƻ 9ǎǇŜŎƛŀƭƛȊŀŘƻ ŘŜ .ƻƎƻǘłΣ нлмнΣ ǇŀǊŀΦ оплύΦ 

                                              

226   9ƭ ŜȄƎŜƴŜǊŀƭ όǊΦύ wƛǘƻ !ƭŜƧƻ ŘŜƭ wƝƻΣ ŎƻƴƻŎƛŘƻ ŎƻƳƻ Ŝƭ άtŀŎƛŦƛŎŀŘƻǊέ ŘŜ ¦ǊŀōłΣ ǉǳƛŜƴ ŜǎǘǳǾƻ ŀƭ ŦǊŜƴǘŜ ŘŜ ƭŀ .ǊƛƎŀŘŀ ·±LL 
de Ejército, con sede en Carepa, Antioquia, fue condenado a 312 meses de prisión e interdicción de derechos y funciones 
públicas por el término de 10 años por el homicidio de Marino López Mena en 1997, dentro de la Operación Génesis que 
lideró el oficial (Juzgado Octavo Penal del Circuito Especializado de Bogotá, 2012). 
 



Por su parte, la alianza entre el paramilitarismo y los dirigentes políticos en la 

región (llamada parapolítica) tuvo su máxima expresión en este periodo con la 

conformación del movimiento denominado Por un Urabá Grande, Unido y en Paz. 

El movimiento político-militar impulsado y financiado por los grupos paramilitares, 

tuvo gran éxito y consiguió curules en concejos municipales, alcaldías, Cámara de 

Representantes y Senado, lo que convirti· a la regi·n en el modelo de ñPara-

Estadoò (VerdadAbierta.com, 2011, marzo 25, ñEl óPara-Estadoô del Urab§ò). 

El éxito electoral de la apuesta política paramilitar -cuyo objetivo final era cooptar 

el Estado para facilitar el acceso a recursos locales, nacionales y de la 

cooperación para impulsar proyectos en tierras de personas desplazadas- fue 

posible como consecuencia de la sangrienta estrategia de terror empleada por los 

paramilitares en el Urabá227. 

Las operaciones conjuntas entre paramilitares y fuerzas armadas se extendieron 

desde el Urabá hacia la región del Atrato, en el departamento del Chocó y fueron 

acompañadas de violaciones a los derechos territoriales de las comunidades 

campesinas y afrodescendientes. Los casos de los consejos comunitarios de las 

comunidades negras de Jiguamiandó y Curvaradó, en el Carmen del Darién 

(Urabá chocoano), son algunos de los más emblemáticos que signan el patrón de 

despojo que se extendería de manera sistemática a otras regiones del país228.  

Así pues, el proyecto de expansión paramilitar fue guiado por una lógica de 

acumulación de tierras para proyectos como la siembra de palma aceitera, sector 

en auge debido a la política de desarrollo promovida por el Estado que impulsaba 

los biocombustibles como estrategia de inserción competitiva en el mercado 

mundial para la economía nacional. Este proyecto rentista del paramilitarismo dejó 

a su paso miles de víctimas, decenas de sindicalistas y líderes sociales 

asesinados y provocó el desplazamiento masivo de decenas de familias y 

                                              

227   Dentro del proyecto de cooptación del Estado, alias El Alemán, entonces comandante del BEC, propició lo que 
ǇƻǎǘŜǊƛƻǊƳŜƴǘŜ ǎŜ ŎƻƴƻŎƛƽ ŎƻƳƻ Ŝƭ ǇŀŎǘƻ ŘŜ ƭƻǎ άŎǳŀǘǊƛƭƭƛȊƻǎ ŘŜ ¦ǊŀōłέΣ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ŎƻƴǎƛǎǘƝŀ Ŝƴ ŘŜǎƛƎƴŀǊ ŎǳŀǘǊƻ ŘƛǊƛƎŜƴǘŜǎ 
políticos de la región para rotarlos cada año. En esta rotación se encontraban Jesús Doval, César Andrade, Manuel Ávila y 
9ǎǘŀƴƛǎƭŀƻ hǊǘƛȊΦ ±ŞŀǎŜ ±ŜǊŘŀŘ !ōƛŜǊǘŀΣ άaŜŘƛŘŀ ŘŜ ŀǎŜƎǳǊŀƳƛŜƴǘƻ ŎƻƴǘǊŀ ƭƻǎ Ψ/ǳŀǘǊƛƭƭƛȊƻǎΩ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊŀǇƻƭƝǘƛŎŀέΤ /baIΣ 
2012-a, páginas. 144-145. 
 
228   CConst, Autos 005 de 2009, 384 de 2010, 045 de 2012 y 112 de 2012. 
 



comunidades, con Riosucio a la cabeza,229 que fueron despojadas de sus tierras y 

territorios colectivos (VerdadAbierta.com, 2011, septiembre 5, ñC·mo se teji· la 

filigrana del poder óparaô en Urab§ò). 

Los afrocolombianos del Jiguamiandó y el Curvaradó otra vez dejaron abandonadas sus casas 

y sus cosechas, escondidos en la selva en condiciones graves de supervivencia. Mientras tanto en 

Bogotá y Medellín se traducían documentos al inglés para explicar en Vermont y Washington que 

en ninguna parte del mundo sería posible obtener mayor rentabilidad sembrando palma como en 

el Chocó (Gómez, I., en: Soto, M., y otros, 2007, página 142). 

Montes de María 

Dentro de la estrategia de expansión de las ACCU en la costa Caribe, se conformó 

un grupo con el propósito de apropiarse del control sobre los principales 

corredores viales de los Montes de María y el golfo de Morrosquillo230. Así pues, 

en 1997 fue creado el denominado BMM (Bloque Montes de María),231 como 

producto de un acuerdo entre un grupo de empresarios y políticos locales, por un 

lado, y los hermanos Castaño y Salvatore Mancuso, por el otro (CNMH, 2012-a). 

Bajo la consigna de eliminar los frentes de las FARC, el ELN, y las fracciones del 

EPR que operaban en la regi·n, el BMM se convirti· ñen uno de los más 

terror²ficos del pa²sò y ñprogresivamente se fueron involucrando con ®lites locales y 

con el negocio del narcotr§ficoò (VerdadAbierta.com, 23 de julio de 2010, ñLo que 

ha dicho Verdad Abierta de los Montes de Mar²aò). 

La incursión paramilitar en alianzas con terratenientes y políticos de la región, 

siguiendo el modelo del Urabá, llevó a un recrudecimiento de los enfrentamientos 

armados y los ataques de éstos contra la población civil, principalmente con el 

recurso de las masacres sistemáticas de tierra arrasada232. Mientras los 

                                              

229   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Urabá fueron Riosucio (73.015 personas), Tierralta (50.742), Turbo (43.710), Apartadó (29.669 personas), 
Mutatá (25.643 personas), Valencia (16.771 personas) y Carmen del Darién (11.672 personas). 
 
230   Ramiro Vanoy, alias Cuco Vanoy, comandante del Bloque paramilitar Mineros ejercía el control territorial del Golfo 
de Morrosquillo a través del control de la región del Bajo Cauca, departamento de Antioquia. 
 
231   Los principales comandantes del BMM fueron Edwar Cobos Téllez, alias Diego Vecino, Huber Enrique Banquez 
Martínez, alias Juancho Dique, Rodrigo Antonio Mercado Peluffo, alias Rodrigo Cadena, y Marco Tulio Pérez, alias El Oso. 
 
232   Entre los hechos de violencia perpetrados por los paramilitares en esta región se encuentra el caso de El Salado, en 
el municipio de Carmen de Bolívar, del 16 y el 21 de febrero de 2000, en la que fueron asesinadas sesenta personas, por 



paramilitares avanzaban en su proyecto de consolidación territorial, el Gobierno 

nacional, dentro del marco de la Política de Seguridad Democrática, decidió 

declarar los Montes de María como zona de rehabilitación y consolidación233, 

mediante el Decreto 2002 de 2002234.  

La convergencia de estos dos modelos de guerra y desarrollo económico, el legal 

y el ilegal, hicieron que esta región permaneciera como la segunda más expulsora 

del país después del Urabá. Al igual que en el periodo anterior, los municipios más 

afectados fueron El Carmen de Bolívar, San Onofre y los municipios que conectan 

el centro con el golfo de Morrosquillo235. Esto evidencia a su vez que durante este 

periodo la población fue expulsada principalmente de aquellos sectores 

funcionales a la economía legal (petróleo) e ilegal (narcotráfico) del puerto. 

 

Sierra Nevada de Santa Marta 

La Sierra Nevada de Santa Marta se convirtió en la tercera más expulsora del 

país, pues la evolución del proyecto paramilitar, en el año 2000, desató la guerra 

entre el Bloque Norte las AUC bajo el mando de Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 

40, y los paramilitares que estaban al mando de Hernán Giraldo236. El violento 

enfrentamiento entre estos dos proyectos paramilitares, caracterizado por la 

                                              

la que fueron condenados Edwar Cobos Téllez, alias Diego Vecino, y Úber Enrique Bánquez Martínez, alias Juancho Dique. 
Asimismo, se destacan las masacres de Macayepo, Carmen de Bolívar, perpetrada el 16 de octubre de 2000, por la que 
fue condenado a cuarenta años de prisión, Álvaro García Romero, excongresista, en calidad de determinador; así como la 
de Chengue del 17 de enero de 2001. 
 
233   D, 2002/2002, declarado condicionalmente exequible por la CConst a través de la Sentencia C-1024 de 2002. 
 
234   ά5ŜƭƛƳƛǘŀǎŜ ŎƻƳƻ ½ƻƴŀ ŘŜ wŜƘŀōƛƭƛǘŀŎƛƽƴ ȅ /ƻƴǎƻƭidación el área geográfica que incorpora los municipios de: 
Mahates, María La Baja, Calamar, El Guamo, San Juan de Nepomuceno, San Jacinto, Carmen de Bolívar, Córdoba, 
Zambrano y Arroyohondo, en el departamento de Bolívar y los municipios de San Onofre, Colosó, Chalán, Ovejas, 
Toluviejo, Sincé, Galeras, El Roble, San Pedro, Corozal, Sincelejo, San Juan de Betulia, Los Palmitos, Morroa, Buenavista y 
{ŀƴ .Ŝƴƛǘƻ !ōŀŘΣ Ŝƴ Ŝƭ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ŘŜ {ǳŎǊŜέ ό5Σ нфнфκнллнΣ ŀǊǘ мύΦ 
 
235   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región de los Montes de María fueron El Carmen de Bolívar (90.778 personas), San Onofre (31.386 personas), Ovejas 
(29.089 personas), San Jacinto (24.774 personas), y Córdoba (21.205 personas). 
 
236   ά5Ŝ ŀŎǳŜǊŘƻ Ŏƻƴ ŀƭƎǳƴŀǎ ǾŜǊǎƛƻƴŜǎΣ Ŝƭ ƘŜŎƘƻ ǉǳŜ ŘŜǎŜƴŎŀŘŜƴƽ ƭŀ ƻŦŜƴǎƛǾŀ ŎƻƴǘǊŀ Ŝǎǘŀ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ ŦǳŜ Ŝƭ ŀǎŜǎƛƴŀǘƻ Ŝƴ 
2001 de dos miembros de la DEA por parte del Pacho Musso, uno de los comandantes de Giraldo, en el sector de 
Mendihuaca, que ciertamente influyó en el endurecimiento de la perspectiva y el discurso de los Estados Unidos hacia 
Ŝǎǘŀǎ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƻƴŜǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллнΣ ǇłƎƛƴŀ мрύΦ 
 



recurrencia a masacres y el éxodo de la población civil, terminó en el sometimiento 

de Giraldo y la creación del denominado Bloque Resistencia Tayrona.  

Como resultado de la guerra paramilitar, esta región se convirtió en la tercera más 

expulsora del país y los municipios más afectados fueron las capitales 

departamentales del Cesar (Valledupar) y Magdalena (Santa Marta), y los que 

forman parte del sector bananero (Fundación y Ciénaga)237. 

 

Oriente antioqueño 

En el oriente antioqueño el propósito de la militarización no tenía como principal 

objetivo evitar el desplazamiento de la población, sino garantizar la vigilancia y 

prevenir posibles atentados contra el complejo hidroeléctrico238 y la autopista 

Medellín-Bogotá. Al igual que ocurrió en la región del Urabá, las fuerzas armadas 

no centraron sus operaciones contra ñla ofensiva paramilitar desplegada a partir de 

1998, no obstante la localización estratégica del Batallón Héroes de Barbacoas 

cercana al centro de operaciones de los paramilitaresò (CNMH, 2011-b, páginas 

84-85). Esto pese a que la intención de los paramilitares por controlar la 

infraestructura hidroeléctrica de la región se había hecho pública cuando 

anunciaron una macabra sentencia a sus pobladores:  

Por cada torre de energía que derribe la guerrilla, serán asesinados diez campesinos en el 

oriente antioqueño (CNMH, 2011-b, páginas 74-75). 

Durante este periodo el oriente antioqueño se convertiría, al igual que el nordeste 

antioqueño, en uno de los escenarios de guerra declarados por fracciones de las 

AUC contra el Bloque Metro, comandado por Doble Cero, al declararse en 

disidencia con la injerencia del narcotráfico239. En esta región el BCN (Bloque 

                                              

237   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región de la Sierra Nevada de Santa Marta fueron Valledupar (54.843 personas), Santa Marta (43.508 personas), Fundación 
(30.311 personas), Ciénaga (22.904 personas), El Copey (16.306 personas), Riohacha (14.421 personas) y San Juan del 
Cesar (13.932 personas). 
 
238   A manera de ejemplo, en el municipio de San Carlos se instalaron los Batallones Juan del Corral y Héroes de Barbacoas 
con el objetivo de vigilar las centrales hidroeléctricas de San Carlos y Calderas (Caicedo y otros, 2006, página 15). 
 
239   El comandante del Bloque Metro se convirtió en un objetivo militar al declararse en disidencia con la injerencia del 
narcotráfico en el proyecto paramilitar y buscar una independencia al interior y al exterior de las AUC (Cívico, 2009, página  



Cacique Nutibara), comandado por el narcotraficante Diego Fernando Murillo, alias 

Don Berna, incursionó con el propósito de aniquilar al Bloque Metro y consolidar su 

dominio territorial.  

Como resultado de esta intensa disputa armada entre paramilitares, 

especialmente focalizada en el municipio de San Carlos entre los años 2000 y 

2003, el BCN consiguió absorber las fuerzas del Bloque Metro y así consolidarse 

como el principal actor armado en la región. En el marco del proceso de 

desmovilizaci·n, ñel mismo Don Berna dio la orden de crear el Bloque H®roes de 

Granada (VerdadAbierta.com, 2011, mayo 22, ñLa barbarie del Bloque Héroes de 

Granadaò) para controlar las zonas que hab²an dejado las desmovilizaciones del 

Bloque Metro y del Bloque Cacique Nutibaraò (CNMH, 2011-b, página 80).  

Como resultado de esta serie de guerras y transformaciones entre las propias 

fracciones de las AUC en la región, durante este periodo municipios como San 

Carlos, San Luis, Cocorná y Granada240 registraron los mayores niveles de 

expulsión en su historia reciente241. 

 

Norte del país 

Situación similar ocurrió en el departamento de Arauca, donde se produjo una 

fuerte militarización de la capital departamental, Arauquita y Saravena, municipios 

ubicados en la frontera con Venezuela y donde se encuentran los principales 

yacimientos y depósitos petroleros del país. En este caso, entre los municipios 

priorizados por el Gobierno nacional como zona de consolidación fue excluido el 

municipio de Tame, ubicado en la región del Sarare, precisamente donde se 

produjo la incursión paramilitar liderada por el Bloque Vencedores de Arauca242. 

                                              

240   El municipio de Granada sufrió los combates entre AUC y FARC, en el año 2000 fue asolado por ambos bandos, 
enfrentamiento que terminó con la toma guerrillera. Los desplazamientos que generó esta situación redujeron 
dramáticamente la población en aproximadamente 10.000 habitantes (PNUD, 2010). 
 
241   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del oriente antioqueño fueron San Carlos (28.671 personas), Granada (26.723 personas), San Luís (25.182 
personas), y Cocorná (24.355 personas). 
 
242   El Bloque Vencedores de Arauca tuvo mayor presencia en los municipios de Tame, Saravena, Arauquita y Fortul, en 
la región del Sarare. 
 



Así pues, mientras los militares cuidaban la infraestructura petrolera, los 

paramilitares se tomaron Tame, donde se encuentran los territorios ancestrales del 

pueblo Uôwa y habita la mayor parte de la poblaci·n ind²gena del departamento, en 

las zonas aledañas al PNN (Parque Nacional Natural) El Cocuy243, y se registraron 

los mayores niveles de expulsión244. 

Por su parte, la región del Catatumbo, territorio ancestral del pueblo Barí245 y 

donde se encuentra el PNN Catatumbo Barí246, ubicado sobre la cordillera oriental 

en Norte de Santander en la frontera con Venezuela, fue una de las que registró 

los mayores niveles de expulsión en este periodo. Esta región, caracterizada por 

los conflictos permanentes sobre las tierras y con un anclaje histórico del ELN y 

las FARC, fue uno de los escenarios más violentos donde las estructuras 

paramilitares, lideradas por Salvarore Mancuso247, replicaron las estrategias de 

sangre y terror a partir de la práctica sistemática de masacres. 

La disputa por el control del corredor estratégico para el petróleo, el cultivo de 

coca, palma aceitera y contrabando en la frontera con Venezuela248, generó 

desplazamientos masivos de familias campesinas y comunidades indígenas, 

                                              

243   El Parque Nacional Natural El Cocuy está ubicado entre los departamentos de Arauca, Boyacá y Casanare, con una 
extensión de 306.000 ha y tiene jurisdicción principalmente en los municipios de Chiscas, Cubará, Güicán, Fortul y Tame. 
 
244   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, el municipio que registró mayores niveles de expulsión al interior del 
departamento de Arauca fue Tame con 11.464 personas desplazadas. 
 
245   En esta región se encuentra el Resguardo Indígena Motilón Barí reconocido por el INCORA mediante resolución No. 
0102 del 28 de noviembre de 1988. 
 
246   El Parque Nacional Natural Catatumbo Barí, creado según Resolución Ejecutiva No. 121 del 21 de septiembre de 1989 
del Ministerio de Agricultura, está ubicado en el departamento Norte de Santander, con una extensión de 158.125 ha y 
tiene jurisdicción en los municipios de Convención, El Carmen, El Tarra, Teorama y Tibú. 
 
247   Dentro de las directrices de la Casa Castaño, las ACCU conformaron el Bloque Catatumbo, liderado por Salvatore 
Mancuso, para consolidar la expansión del proyecto paramilitar en la macro región Caribe. La incursión en la región del 
Catatumbo se produjo en el año 1999 (CNMH, 2012-a). 
 
248   άEn Norte de Santander, por ejemplo, aun cuando el Bloque Catatumbo de las AUC participó en horrorosas masacres 
ȅ ƳŀǘŀƴȊŀǎ ŘŜ ŎƛǾƛƭŜǎ ŀ ǉǳƛŜƴŜǎ ŎŀǘŀƭƻƎŀōŀƴ ŎƻƳƻ άǎƛƳǇŀǘƛȊŀƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀέΣ ƭŀǎ ŦǳŜƴǘŜǎ ǊŜƭŀǘŀǊƻƴ ǉǳŜ ǎƻƭƻ Ŝƴ ǊŀǊŀǎ 
ocasiones tenían combates directos con la guerrilla. Una de sus principales actividades era controlar los lucrativos 
corredores del narcotráfico y realizar operaciones de contrabando en la frontera con Venezuela, así como extorsión y 
ƻǘǊŀǎ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘŜǎ ŘŜƭƛŎǘƛǾŀǎέ όIw²Σ нлмлΣ ǇłƎina 32). 
 



principalmente en Tibú y los municipios adyacentes249. En palabras de la Sala de 

Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia: 

Bajo la prioridad del corredor estratégico citado, los paramilitares nacionales centraron 

actividades en el frente de guerra del Sur de Bolívar y el Magdalena Medio en el año 1998, y luego 

incursionaron en el Catatumbo, en el año 1999. Una vez consolidado ese corredor, el cual pasa 

por el Sur de Bolívar y el Magdalena Medio, escalaron su guerra de masacres en las mencionadas 

zonas de la costa Caribe para consolidarla como su zona de retaguardia estratégica (CSJ, 27 de 

abril de 2011, Condena contra postulados Edwar Cobos Téllez y Uber Enrique Banquéz Martínez, 

página 14). 

A partir de lo anterior resulta evidente que durante este periodo, caracterizado por 

la violenta expansión de las AUC, se produjo un aumento en los niveles de 

expulsión en regiones neurálgicas para la economía petrolera y en particular en el 

trayecto de Caño Limón-Coveñas, principal oleoducto del país (ver Mapa 7). Por 

un lado, en las regiones priorizadas en la estrategia de consolidación y 

militarización por el Gobierno nacional para dar paso a la confianza inversionista, 

coinciden los depósitos petroleros (Sarare) y el terminal de embarque (Montes de 

María). Por otro lado, regiones donde se consolidó el proyecto de expansión 

paramilitar de la Casa Castaño en el corazón del país coinciden con la refinería en 

Barrancabermeja (Magdalena Medio) y el trayecto del oleoducto Caño Limón-

Coveñas (Catatumbo). 

 

 

 

 

                                              

249   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Catatumbo fueron Tibú (40.270 personas), Convención (12.121 personas), El Tarra (11.663) y Teorema (8.470 
personas). 
 



Mapa 7. Oleoducto Caño Limón ï Coveñas 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 



 

  
Lo anterior pone en evidencia la convergencia de los intereses de actores legales 

e ilegales sobre la economía petrolera y su relación con el recrudecimiento del 

conflicto armado y la expulsión de la población. Así mismo, esta relación pone en 

evidencia cómo el modelo de desarrollo sustentó una estrategia de consolidación y 

militarización a nivel regional que permitió que se apuntalaran los intereses 

económicos del proyecto paramilitar. Esto explica que es estas regiones la 

población civil fuese estigmatizada para facilitar la satisfacción de intereses 

rentistas, afectando especialmente a los trabajadores sindicalistas del petróleo y la 

palma250:  

En cualquiera de las fuentes existentes, sean oficiales o no oficiales, la dimensión de lo que ha 

acontecido a los trabajadores sindicalizados en Colombia desde los años 1980 configura una 

ǎƛǘǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ǾƛƻƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ƛƴǉǳƛŜǘŀƴǘŜΦ !ǎƝ ƭƻ Ƙŀƴ ƳŀƴƛŦŜǎǘŀŘƻ όΧύ ǘŀƴǘƻ ƭƻǎ 

representantes del gobierno nacional, como la Andi y las centrales sindicales (PNUD, 2011-a, 

página 185). 

Asimismo, la disputa por el control territorial de estas regiones estaba 

estrechamente relacionada con el interés de actores armados como las guerrillas y 

los paramilitares, para los cuales el hurto de hidrocarburos representaba una 

importante fuente de financiación para su empresa criminal251. Esta situación no 

solo llevó a la intensificación de la crisis del desplazamiento forzado, sino que 

propició compras masivas de tierras estratégicas por donde pasa el oleoducto 

pues, según lo reconoció la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá en la sentencia condenatoria contra Ramón Isaza, el hurto de 

hidrocarburos 

llegó a ser una fuente importante de financiación de la organización criminal, al punto que 

algunas fincas y terrenos fueron comprados por donde pasaba el poliducto para explotarlas con 

mayor intensidad. Igualmente, compraron estaciones de servicio para la venta del producto 

                                              

250   Véase: Cinep, 2010; Corporación Nuevo Arco Iris ςCNAI, 2010. 
 
251   ά9ǎǘŜ ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻ ǎŜ ƘŀŎƝŀ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ ǊƻƳǇƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜƭ ǘǳōƻ ǉǳŜ Ǉŀǎŀōŀ ǇƻǊ ƭŀ Ȋƻƴŀ ȅ ƭŀ ƛƴǎǘŀƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ǾłƭǾǳƭŀǎ 
especiales de alta presión para poder conectar mangueras y sacar el hƛŘǊƻŎŀǊōǳǊƻέ ό¢Ǌƛōǳƴŀƭ {ǳǇŜǊƛƻǊ ŘŜƭ 5ƛǎǘǊƛǘƻ WǳŘƛŎƛŀƭ 
de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 29 de mayo de 2014, Condena contra postulados Ramón Isaza y otros, para. 641). 
 



robado y en ciertos frentes tuvieron ingresos por imponer pagos a bandas que hurtaban el 

hidrocarburo a transportadores legales del mismo252. 

 

Sur occidente del país 

En el occidente del país el proyecto paramilitar de los hermanos Castaño también 

tuvo una significativa expansi·n que, a manera de pulpo, ñextendi· sus brazos por 

cuatro departamentos con el apoyo de narcotraficantes, empresarios y pol²ticosò 

(Verdad Abierta, ñLos hermanos Casta¶o y sus c·mplices en Cauca, Valle y Huilaò, 

2011, julio 9). De esta manera, desde la estratégica región del Urabá, los 

paramilitares incursionaron hacia el sur del país en departamentos como el Valle 

del Cauca, Cauca, y Huila, perpetrando hechos de violencia y ataques contra la 

población civil que llevaron a un aumento sin precedentes en los niveles de 

expulsión. 

Las AUC se proyectaron hacia el sur del Meta, el norte del Guaviare, Casanare, y 

Vichada, a través del denominado Bloque Centauros, comandado por Vicente 

Castaño Gil, alias El Profe, y el narcotraficante Miguel Arroyabe Ruíz, alias 

Arcángel, disputando regiones de anclaje histórico de los grupos guerrilleros253. De 

esta manera, los múltiples proyectos paramilitares254 disputaron el control de 

regiones como los Llanos Orientales y la Altillanura, cuyos ecosistemas 

característicos de la Orinoquía255 y ubicación geográfica las convertían en 

                                              

252   !ƭ ǊŜǎǇŜŎǘƻΣ ƭŀ {ŀƭŀ ǎŜƷŀƭƽ ǉǳŜ άƭŀǎ !/aa ƴƻ Ƙŀƴ ǎƛŘƻ ƭŀǎ ǵƴƛŎŀǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǎ ǉǳŜ ǎŜ han financiado del hurto de 
hidrocarburos, razón por la cual considera necesario que la Fiscalía realice un análisis con perspectiva nacional en el que 
se indague por este método de financiación en los bloques paramilitares con el hurto, reventa del crudo ƻ ǎǳǎ ŘŜǊƛǾŀŘƻǎέ 
(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 29 de mayo de 2014, Condena contra postulados 
Ramón Isaza y otros, para. 642). 
 
253   La incursión del proyecto paramilitar en esas regiones se dio con la perpetración de masacres de tierra arrasada que 
desplazaron a sus habitantes dejando abandonadas sus tierras sobre las que no tenían títulos de propiedad, lo que hace 
más compleja su restitución. Entre las masacres más emblemáticas se destaca la perpetrada en el municipio de Mapiripán, 
ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻ ŘŜƭ aŜǘŀΣ Ŝƴ Ƨǳƭƛƻ ŘŜ мффтΦ /ŀǊƭƻǎ /ŀǎǘŀƷƻ ŘŜǎǇǳŞǎ ŘŜ ŎŜƭŜōǊŀǊ ǎǳ ŞȄƛǘƻ ǎŜƴǘŜƴŎƛƽ ǉǳŜ άƘŀōǊƝŀ Ƴłǎ 
ƳŀǇƛǊƛǇŀƴŜǎέΦ ±ŞŀǎŜΥ /ƻǊǘŜ L5IΣ нллрΦ 
 
254   ά9ƴǘǊŜ нлло ȅ нллпΣ Ŝƭ .ƭƻǉǳŜ /ŜƴǘŀǳǊƻǎ ǎƻǎǘǳǾƻ ǳƴŀ ŎǊǳŜƴǘŀ ƎǳŜǊǊŀ ŎƻƴǘǊŀ [ƻǎ .ǳitragueños, el grupo paramilitar 
de Héctor Germán Buitrago, alias Martín Llanos, el cual fue conocido posteriormente como las Autodefensas Campesinas 
ŘŜ /ŀǎŀƴŀǊŜ όΧύ !ǳƴǉǳŜ ǎŜ ŘŜǎŎƻƴƻŎŜ Ŝƭ ƴǵƳŜǊƻ ŜȄŀŎǘƻ ŘŜ ǾƝŎǘƛƳŀǎΣ Ƴłǎ ŘŜ ǘǊŜǎ Ƴƛƭ ǇŜǊǎƻƴŀǎ ŦǳŜǊƻƴ ŀǎŜǎƛƴŀŘas entre 
ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ȅ ŎƛǾƛƭŜǎέ ό±ŜǊŘŀŘ !ōƛŜǊǘŀΣ нллфΣ ŜƴŜǊƻ тΣ άΨ!ǊŎłƴƎŜƭΩΣ aƛƎǳŜƭ !ǊǊƻȅŀǾŜέύΦ 
 
255   En la región de la Altillanura se encuentra el Parque Nacional Natural EL Tuparro, ubicado en el departamento del 



perfectos escenarios para ñapropiarse de zonas de cultivos de coca, as² como de 

rutas para el tr§fico por el r²o Meta y la frontera con Venezuelaò (Verdad Abierta, 

2010, ñBloque Centaurosò) y replicar los proyectos macrocriminales desarrollados 

en el Urabá a partir del despojo de tierras y territorios:  

La importancia estratégica también está explicada en términos de economías de rentas. Como 

lo afirma el Observatorio de Presidencia de Derechos Humanos, en el departamento de Meta 

varios grupos de paramilitares se disputaron entre ellos y con las FARC el dominio de los 

corredores estratégicos del departamento y las zonas más aptas para el cultivo, procesamiento y 

salida de la coca. Esta disputa por zonas de cultivo, fue una decisión estratégica de estructuras 

como las lideradas por los hermanos Castaño. Así desde 1997 con el propósito de incursionar en 

el Meta y apropiarse de zonas de cultivos ilícitos y corredores estratégicos para su 

comercialización, las estructuras paramilitares enviadas por Castaño cometieron las masacres de 

Mapiripán (julio 1997) y Puerto Álvira (mayo 1998) (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 6 de diciembre de 2013, Condena contra postulados José Baldomero 

Linares y otros, para. 615). 

 

Sur oriente del país 

En contraste con las regiones caracterizadas por la incursión del paramilitarismo, 

en el sur del país la región del Caguán, ubicada en el departamento del Caquetá, 

fue uno de los epicentros de expulsión de la población civil en medio de las 

contradictorias medidas adoptadas por el Gobierno nacional en su lucha 

contrainsurgente. Por un lado, con la declaración de la zona de distensión para dar 

lugar a las negociaciones de paz en medio de la guerra, esta región se convirtió en 

un escenario de fortalecimiento institucional y militar de las FARC, marcado por 

excesos y permanentes violaciones a los derechos humanos de sus habitantes. 

Por otro lado, mientras en municipios vecinos del Meta, Caquetá y Putumayo se 

consolidaban los aliados de la Casa Castaño, con la terminación de las 

negociaciones en el año 2002, la violenta operación para retomar el control militar 

de la región produjo nuevos desplazamientos y ataques contra la población civil. 

                                              

Vichada, con una extensión de 548.000 ha, y con jurisdicción en el municipio de Cumaribo. 
 



En dicha región, en pleno proceso de negociación, las FARC promulgan las 

llamadas Ley 002 ñsobre la tributaci·nò en la que se ordena a todos los frentes 

cobrar el ñimpuesto para la pazò a las ñtransnacionales y los ricos criollosò, y la Ley 

003 ñsobre corrupci·n administrativaò. Estas ñnormasò desencadenar²an en 

secuestros, amenazas y homicidios, entre otros repertorios de violencia, 

causantes de desplazamientos que aún no han sido esclarecidos. De igual manera 

mientras se adelantaban las negociaciones de paz, las FARC acudieron a la 

táctica de sembrar minas antipersonal para contener el ingreso de la fuerza 

pública a los territorios que arrasaban los paramilitares, generando éxodos y 

confinando a poblaciones enteras que permanecieron en sus territorios. 

En 2002 hab²a 157 municipios en los que no exist²a ñni un agente de polic²aò, 

como efecto de la decisión adoptada en 1997 por las FARC de intimidar a los 

alcaldes, servidores locales y contratistas, con secuestros, amenazas y 

asesinatos. Durante ese período las FARC arremetieron con armas y métodos no 

convencionales contra instalaciones de policía y de entidades públicas como la 

Caja Agraria, localizadas generalmente en el centro de los cascos urbanos. El uso 

de cilindros bomba en las confrontaciones y ataques a las poblaciones tuvo su 

máxima expresión en la masacre de Bojayá en mayo de 2002. Para responder la 

ofensiva militar, acudieron sistemáticamente al reclutamiento de niños, niñas y 

adolescentes, a los que enviaron a diferentes regiones del país. El alistamiento 

afect· principalmente a ind²genas (ElTiempo.com, 2001 enero 3, ñ38 d²as de 

combate en Surat§ò) y produjo desplazamientos de familias enteras o de ni¶os, 

niñas y adolescentes. 

 

Fronteras y zonas de periferia 

Las alianzas entre narcotraficantes y paramilitares también fueron un factor 

determinante que generó miles de desplazamientos a lo largo y ancho del territorio 

nacional. Con la directa penetración del narcotráfico en el proyecto paramilitar, 

surge una generaci·n de ñnarcoparasò que eran ñse¶ores de la drogaò que 

engrosaron las filas del paramilitarismo al momento de su desmovilización y se 

distinguen de los ñparanarcosò (paramilitares dedicados al negocio de las drogas) 



(CNMH, 2012-a, p§gina 94). La alianza ñnarco-paraò era funcional para ambas 

partes pues, por un lado, le permitía a las AUC posicionarse como un actor del 

conflicto armado para presionar negociaciones con el Gobierno nacional, y por 

otro lado, le sirvió a sus socios que se fortalecieron en zonas de su influencia y 

buscaron los beneficios del proceso de justicia y paz: 

Esas bandas de narcotraficantes buscaron escudarse en una inexistente conformación 

paramilitar, o mejor, pretendieron dotar de ese cariz a sus agrupaciones en aras de acceder a la 

pena alternativa; o que personas ajenas al paramilitarismo incluso compraron o buscaron comprar 

la membresía en alguno de sus frentes, pese a dedicarse exclusivamente al negocio del 

narcotráfico (CSJ, Sala de Casación Penal, 2014, 12 de febrero de, Exclusión de Francisco Javier 

Zuluaga Lindo, página 36). 

De esta manera, estructuras mafiosas conformaron el BCB (Bloque Central 

Bolívar), comandado por Carlos Mario Jiménez, Macaco, Rodrigo Pérez Alzate, 

Julián Bolívar, e Iván Roberto Duque Escobar, Ernesto Báez, y emprendieron un 

proyecto de expansión desde el Magdalena Medio (Barrancabermeja y municipios 

vecinos de los departamentos de Santander y Bolívar)256 hacia las zonas de 

frontera y periferia257. Las estructuras adscritas al BCB se consolidaron en Arauca, 

zona de dominio de Los Mellizos258, y se expandieron hacia el Putumayo, 

departamento con mayor superficie de cultivos de coca259. Revestidas del discurso 

contra las guerrillas, los ñnarcoparasò lograron expandir sus cultivos il²citos, 

laboratorios y corredores de droga que comunican el interior del país con los 

países vecinos y realizar compras masivas de tierras260. 

                                              

256   9ƭ ./. Ŏƻƴǘƽ άŎƻƴ Ŝƭ ŀǇƻȅƻ ŘŜ ƭŀǎ ƭƭŀƳŀŘŀǎ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ ŘŜ tǳŜǊǘƻ .ƻȅŀŎł ȅ ŘŜƭ aŀƎŘŀƭŜƴŀ aŜŘƛƻ ȅ ƭǳŜƎƻ ŘŜ ǎǳǎ 
propios grupos paramilitares en varias áreas del país, financiándose del hurto del combustible, narcotráfico, extorsiones 
ȅ ǎŜŎǳŜǎǘǊƻǎέ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ нлммΣ ŜƴŜǊƻ ммΣ ά[ƻǎ ǘŜƴǘłŎǳƭƻǎ ŘŜƭ .ƭƻǉǳŜ /ŜƴǘǊŀƭ .ƻƭƝǾŀǊέύΦ 
 
257   9ƭ ./. ȅ ǎǳǎ ƘƻƳōǊŜǎ άǊŜƳǇƭŀȊŀǊƻƴ Ŝƭ 9ǎǘŀŘƻ Ŝƴ ǾŀǊƛŀǎ ǊŜƎƛƻƴŜǎ ŘŜ !ƴǘƛƻǉǳƛŀΣ .ƻƭƝǾŀǊΣ ±ƛŎƘŀŘŀΣ tǳǘǳƳŀȅƻΣ wƛǎŀǊŀƭŘŀΣ 
CaquetáΣ !ǊŀǳŎŀ ȅ /ŀƭŘŀǎέ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ нлммΣ ŜƴŜǊƻ ммΣ ά[ƻǎ ǘŜƴǘłŎǳƭƻǎ ŘŜƭ .ƭƻǉǳŜ /ŜƴǘǊŀƭ .ƻƭƝǾŀǊέύΦ 
 
258   La incursión paramilitar en la región del Sarare se produjo en el año 2001 a través del Bloque Vencedores de Arauca, 
financiado por los hermanos narcotraficantes Miguel Ángel Múnera y Víctor Manuel Mejía Múnera, conocidos como Los 
Mellizos. 
 
259   El departamento del Putumayo llegó a concentrar más de la mitad de la superficie cultivada en toda Colombia. Véase: 
Observatorio DDHH y DIH, 2000. 
 
260   9ƭ ./. ȅ ǎǳǎ ƘƻƳōǊŜǎ άǊŜƳǇƭŀȊŀǊƻƴ Ŝƭ 9ǎǘŀŘƻ Ŝƴ ǾŀǊƛŀǎ ǊŜƎƛƻƴŜǎ ŘŜ !ƴǘƛƻǉǳƛŀΣ .ƻƭƝǾŀǊΣ ±ƛŎƘŀŘŀΣ tǳǘǳƳŀȅƻΣ wƛǎŀǊŀƭŘŀΣ 
/ŀǉǳŜǘłΣ !ǊŀǳŎŀ ȅ /ŀƭŘŀǎέ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ нлммΣ ŜƴŜǊƻ ммΣ ά[ƻǎ ǘŜƴǘłŎǳƭƻǎ ŘŜƭ .ƭƻǉǳŜ /ŜƴǘǊŀƭ .ƻƭƝǾŀǊέύΦ 



[ƻǎ ŎŀǇƻǎ ŘŜ ƭŀ ŘǊƻƎŀ ƛƴŎƭǳǎƻ ǇŀƎŀǊƻƴ ƎǊŀƴŘŜǎ ǎǳƳŀǎ ǇŀǊŀ ŎƻƳǇǊŀǊ άŦǊŀƴǉǳƛŎƛŀǎέ ŘŜ ƭŀǎ !¦/Σ 

no solo para ayudarles en sus negocios ilegales sino también para poder formar parte de las 

negociaciones con el gobierno de Uribe, iniciadas en 2003 (ICG, 2007, página 4). 

Así, en medio de la alianza entre el narcotráfico y el paramilitarismo, por un lado, y 

las fumigaciones por parte del Estado, por el otro, la crisis humanitaria de la 

población civil se agudizó en las zonas fronterizas. Esta crisis no solo se tradujo 

en los desplazamientos forzados al interior del territorio nacional, sino también en 

los miles de casos de éxodos transfronterizos, principalmente hacia Venezuela y 

Ecuador, donde las personas desplazadas han buscado protección y refugio261. El 

efecto expulsor se hizo particularmente evidente en municipios que coincidían con 

las rutas del narcotráfico y zonas en las que los narcotraficantes compraron tierras 

o en las que prestaban servicios de seguridad a terratenientes y agroindustriales. 

Es así como en este periodo aparece por primera vez en el mapa del 

desplazamiento la región del bajo Putumayo, ubicada en el departamento que lleva 

su nombre, en una posición estratégica en la frontera con el Ecuador y Perú262. Esta 

nueva región del éxodo, que registró un crecimiento superior a 100 veces en el 

número de personas desplazadas263, es un claro ejemplo del traslado de las 

disputas territoriales por intereses económicos hacia el sur del país a partir de la 

violenta incursión del BCB a finales de los años noventa. 

 Además de ser una zona de alta proliferación de los cultivos de coca, cuyos 

pobladores han sido estigmatizados como ñcocalerosò, ñb§rbarosò o ñauxiliares de 

la guerrillaò, esta regi·n ha sido un escenario de exploración petrolera en territorios 

del pueblo indígena Siona sobre el río Putumayo y de actuaciones en el marco del 

                                              

 
261   Según ACNUR, 282.300 colombianos residen en Ecuador, Venezuela y Panamá, a quienes se considera que están en 
una situación similar a la de los refugiados (ACNUR, 2013). 
 
262   El Bajo Putumayo se caracteriza no solo por su extensa zona fronteriza con la República del Ecuador, provincia de 
Sucumbíos, y la República del Perú, departamento de Loreto, sino por la riqueza natural de sus tierras y territorios y el 
patrimonio cultural de sus pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. 
 
263   De acuerdo al RUV, entre 1997 y 2004, la región del bajo Putumayo registró un total de 73.839 personas desplazadas, 
representando un aumento exponencial respecto a las 1.293 personas desplazadas entre 1989 y 1996.  
 



denominado Plan Patriota264. Precisamente por la concurrencia de intereses 

económicos en la zona, sus habitantes denuncian que:  

El Estado se ha limitado al cuidado de las inversiones petroleras, a la ejecución de acciones de 

control territorial y ha omitido su responsabilidad de proteger a la población civil (CNMH, 2011-a, 

página 11). 

 

Balance del país en disputa 

En medio del caos y la crisis humanitaria, en el periodo del gran éxodo, el país se 

vio fragmentado y su territorio el campo de disputa: en el norte, particularmente en 

la zona Caribe, dominaban ampliamente los paramilitares ahora unificados en las 

AUC, y en el sur se disputaban el control guerrillas, paramilitares, narcotraficantes 

y fuerza pública. Las masacres u homicidios múltiples, muchas veces precedidos o 

seguidos por ejecuciones selectivas, desapariciones forzadas, torturas y abuso 

sexual se convirtieron en una táctica de guerra sistemática en todo el territorio 

nacional265. Debido al exceso de violencia, la crueldad y la escenificación del terror 

(Uribe, M., 2004) las masacres tuvieron un efecto expulsor de carácter masivo, 

cambiando la tendencia de los desplazamientos ñgota a gotaò de los periodos 

precedentes. 

Prueba de lo anterior es que de acuerdo con el RUV, entre 1997 y 2004, los 

desplazamientos masivos se convirtieron en una modalidad recurrente en distintas 

regiones del país, representando más del 17 por ciento del total de personas 

desplazadas en todo el territorio nacional266. En particular, esta modalidad de 

                                              

264   Entre los repertorios de violencia más recordados en la región se encuentra la masacre en la Inspección de Policía El 
Tigre, en el municipio del Valle del Guamuez, perpetrada por el Bloque Central Bolívar, en enero de 1999. Véase: CNMH, 
2011-a. 
 
265   Entre 1997 y 2004 el CNMH ha registrado un total de 1.142 masacres perpetradas que dejaron como resultado 6.827 
víctimas fatales en todo el territorio nacional, siendo los grupos paramilitares los principales responsables (67 por ciento), 
debido a que las emplearon dentro de sus tácticas sistemáticas de terror. Por su parte, las guerrillas emplearon los 
homicidios múltiples en menor proporción (15 por ciento) como estrategia de retaliación y castigo a la población civil, 
particularmente en aquellas zonas en que impusieron su control durante la vigencia de la zona de distención y en las que 
se disputaron con los paramilitares (CNMH, 2013-b, Base de datos Guerra y Masacres,). 
 
266   De acuerdo con el RUV, 445.956 personas fueron desplazadas masivamente entre 1997 y 2004 en todo el territorio 
nacional. 
 



expulsión se hizo evidente en el año 1997 en la región del Urabá, en la cual se 

reportaron más del 87 por ciento de las personas desplazadas de forma masiva en 

todo el territorio nacional267. Posteriormente en los años 2001 y 2002 se 

registraron los mayores niveles de éxodo masivo en la historia contemporánea del 

país, principalmente en regiones como el Atrato, el occidente antioqueño, el 

Catatumbo y la Sierra Nevada de Santa Marta268.  

A través de la lógica masacres-expulsión-despojo, el desplazamiento de miles de 

colombianos y colombianas que se vieron forzadas a abandonar sus bienes, 

tierras y territorios fue funcional a los propósitos rentistas de una guerra que 

permitió la acumulación de riqueza y poder269, principalmente en cabeza de los 

altos mandos paramilitares y los capos del narcotráfico.  

Aunque la gran mayoría de las víctimas permanecieron en el territorio nacional ïy 

otras miles buscaron protección en los países vecinos (CNMH, 2015-b, Cruzando la 

frontera: Memorias del éxodo hacia Venezuela. El caso del río Arauca)ï, el éxodo de la 

población produjo el vaciamiento de municipios, veredas, corregimientos, centros 

poblados, resguardos indígenas, territorios colectivos de comunidades negras, 

zonas de reserva campesina, barrios, entre otros, y la destrucción de escuelas, 

puestos de salud, y obras públicas, entre otros bienes (CNMH, 2015, Pueblos 

arrasados. Memorias del desplazamiento forzado en El Castillo (Meta)). Como se verá en 

detalle en el capítulo 3, estos efectos devastadores del éxodo llegaron a tal punto 

que en varias regiones de Colombia se produjo un verdadero arrasamiento de 

pueblos. 

Los jefes y comandantes de rango medio de las AUC forzaron el desplazamiento de 

campesinos, compraron tierras a precios irrisorios y acumularon grandes propiedades en lo que 

ǎŜ ŎƻƴƻŎƛƽ ŎƻƳƻ ƭŀ ΨŎƻƴǘǊŀǊǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀΩΦ {Ŝ ŎǊŜŜ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ȅ ƭƻǎ ŎŀǇƻǎ ŘŜƭ 

                                              

267   De acuerdo con el RUV, 66.919 personas fueron desplazadas masivamente en el año 1997. 
 
268   De acuerdo con el RUV, en el año 2001, 96.979 personas fueron desplazadas masivamente, mientras que en 2002, 
95.741 personas fueron víctimas de esta forma de violencia. 
 
269   ά5ŀǊƝƻ CŀƧŀǊŘƻΣ !ƴŀ aŀǊƝŀ LōłƷŜȊ ȅ tŀōƭƻ vǳŜǊǳōƝƴΣ ŜƴŎƻƴǘǊŀǊƻƴ ǉǳŜ Ŝƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ Ŝǎ Ƴłǎ ŦǊŜŎǳŜƴǘŜ Ŝƴ ƭƻǎ 
departamentos y municipios donde se registran mayores índices de concentración de la tierra medidos a través del 
ŎƻŜŦƛŎƛŜƴǘŜ DƛƴƛΣ ǇŀǊǘƛŎǳƭŀǊƳŜƴǘŜ ǇŀǊŀ Ŝƭ ǇŜǊƛƻŘƻ мффф ȅ нллнέ ό/baIΣ нлмл-c, página 50). 
 



narcotráfico poseen entre cuatro y seis millones de hectáreas de tierras cultivables (ICG, 2007). 

2.2.4 La paradoja de la justicia transicional: la costa Pacífica y las zonas de frontera 

(2005 - 2014) 

En este último periodo se expide la Ley 975 de 2005 o ley de justicia y paz, de 

carácter transicional, que constituyó el marco jurídico para la desmovilización y 

reinserción de los grupos paramilitares. Esta ley, ampliamente divulgada, ha 

contribuido a dar a conocer los fundamentos de la justicia transicional, al tiempo 

que ha generado un debate sobre si en el caso colombiano se está o no frente a 

un proceso de transformación. Adicionalmente se ha planteado su pertinencia en 

vigencia del conflicto armado. Junto con la Ley 1448 de 2011, también de carácter 

transicional, plantean enormes desafíos en materia de verdad, justicia, reparación 

y garantías de no repetición, en lo que respecta, entre otros delitos, al de 

desplazamiento forzado. Temas que se tratarán en posterior capítulo. 

Este último periodo de análisis, caracterizado por la desmovilización de las AUC y 

por los procesos de justicia transicional, evidencia que si bien los niveles de 

intensidad del desplazamiento forzado disminuyeron en algunas regiones del país, 

correlativamente aumentaron en otras. De acuerdo al RUV, entre el año 2005 y 

2014, el número de personas desplazadas fue de 2.996.196, situación que afectó 

al 98 por ciento del territorio nacional (ver Mapa 8).  

 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



Mapa 8. Personas desplazadas por municipio en el territorio nacional (2005-

2014) 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
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A partir del año 2005, el desplazamiento siguió afectando a prácticamente toda la 

geografía del país, sin embargo, se registra un cambio en cuanto a las regiones 

que ahora tienen el flujo más alto de personas desplazadas. Por una parte, si bien 

regiones como el Magdalena Medio y la Sierra Nevada de Santa Marta siguieron 

siendo altamente expulsoras, regiones como el Urabá, el oriente antioqueño y 

Montes María reportaron una significativa disminución en el número de personas 

expulsadas, lo cual evidencia un traslado en los focos de expulsión.  

Por otra parte, se observa cómo el conflicto parece trasladarse al sur del país y en 

particular a la costa Pacífica y las zonas en las que se localizan cultivos de coca o 

que se encuentran ubicadas en algún corredor estratégico del sur del país270 (ver 

Gráfica 16). 

El volumen de población que continúa siendo desplazada indica que la 

disminución en algunos lugares no contrarresta la extensión de este delito en la 

geografía nacional, lo cual evidencia la paradoja de la justicia transicional y los 

nuevos retos para superar esta problemática, principalmente en el Andén Pacífico 

Sur, en el sur del país y en las regiones fronterizas. Los hechos de este periodo se 

enmarcan en un contexto de posdesmovilización de los grupos paramilitares, los 

cuales se atomizaron en pequeños grupos al mando de los líderes que no se 

desmovilizaron, o de los rangos medios que retomaron las armas271. 

Si bien existen diferencias entre las AUC y los grupos sucesores, estos son en muchos sentidos 

ǳƴŀ ŎƻƴǘƛƴǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭƎǳƴƻǎ ŘŜ ƭƻǎ άōƭƻǉǳŜǎέ ƻ ƎǊǳǇƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎΦ {ŜƎǵƴ ƛƴŦƻǊƳƽ ƭŀ ǇƻƭƛŎƝŀΣ 

casi todos los líderes de los grupos sucesores son jefes de las AUC de rango medio que nunca se 

desmovilizaron o que continuaron participando en actividades delictivas pese a que aparentaron 

haberse sumado a la desmovilización. Los grupos se encuentran activos en muchas de las mismas 

regiones en las cuales tenían presencia las AUC, y operan en forma similar a estas: controlan 

                                              

270   ά9ƴ ŀƭƎǳƴƻǎ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŘŜƭ tŀŎƝŦƛŎƻ Ŝƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ Ŝǎǘł ƭƛƎŀŘƻ ŀ ƭŀǎ ŘƛǎǇǳǘŀǎ ŜƴǘǊŜ ƭƻǎ ƎǊǳǇƻǎ ŀǊƳŀŘƻǎ ƛƭŜƎŀƭŜǎ 
por el control de los cultivos de hoja de coca para uso ilícito y las rutas del narcotráfico; en el caso del bajo Cauca las 
pugnas giran en torno a la producción del oro. En estas zonas, las comunidades más afectadas son las indígenas y las 
ŀŦǊƻŘŜǎŎŜƴŘƛŜƴǘŜǎέ ό±ŜǊŘŀŘ!ōƛŜǊǘŀΦŎƻƳΣ нлмпΣ Ƨǳƴƛƻ мсΣ ά[ƻǎ ƴǳŜǾƻǎ ŦƻŎƻǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀέύΦ 
 
271   ά!ƭƎǳƴƻǎ ǎƻƴ ƭƛŘŜǊŀŘƻǎ ǇƻǊ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ǉǳŜ ƴƻ ǎŜ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀǊƻƴΣ ŎƻƳƻ ±ƛŎŜƴǘŜ /ŀǎǘŀƷƻ ȅ aŀǊǘƝƴ [ƭŀƴƻǎΣ ƻ ǎŜ ŎǊŜŜ 
que reciben órdenes de jefes de las AUC encarcelados, como Macaco; otros son comandados por exlíderes de rango medio 
de las AUC que retomaron las armas; otros más conforman el ala armada de organizaciones de narcotraficantes que 
ŜȄƛǎǘŜƴ ŘŜǎŘŜ ƘŀŎŜ ŀƷƻǎΣ ƻ ƛƴŎƭǳǎƻ ǎƻƴ ǳƴŀ ŎƻƳōƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜ ǘƻŘƻ Ŝǎǘƻέ όL/DΣ нллтΣ ǇłƎƛƴŀ тύΦ 
 



territorios mediante amenazas y extorsión, participan en narcotráfico y otras actividades 

delictivas y cometen abusos generalizados contra civiles (HRW, 2010, página 5). 

 

Gráfica 16. Regiones con mayor número de población expulsada (2005 - 

2014) 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
 

Estos grupos heredaron los territorios en los que sus antecesores ejercían control 

y rápidamente se hicieron al dominio de las tierras y territorios despojados que no 

fueron entregados en el proceso de justicia y paz.  

En casi todas las regiones de reconocido dominio de las autodefensas persisten las conductas 

propias que caracterizan su control: extorsiones al grueso de las transacciones y propiedades, 

proliferación del narcotráfico, limpiezas sociales, subordinación de la clase política a quienes 

detentan las armas, corrupción violenta con los recursos públicos, etc (Duncan, 2006, página 357). 



En el Informe Nuevos Escenarios de Conflicto Armado y Violencia del Centro Nacional 

de Memoria Histórica se afirma, 

El nuevo mapa de grupos armados ilegales se define en medio de disputas violentas, 

transacciones, pactos, alianzas y sometimientos. Para ello recurren a variados métodos como la 

corrupción, la presión o la transacción con determinados agentes oficiales o privados, legales e 

ilegales, en medio de la presencia coercitiva y las conductas criminales frente a la población 

(CNMH, 2014-b). 

Un factor a destacar de estos actores es la tendencia a invisibilizar sus acciones 

pues, como se señaló en el Capítulo 1, algunas autoridades redujeron estos 

grupos a delincuentes comunes y solamente a partir de 2012, por orden de la 

Corte Constitucional, sus víctimas han sido reconocidas dentro del marco de las 

leyes de víctimas: 

no inscribir en el Registro Único de Víctimas a las personas que se vieron forzadas a desplazarse 

por situaciones de violencia generalizada, como la producida por las acciones de las BACRIM 

cuando no se presentan con ocasión del conflicto armado y en general, en aquellas situaciones en 

las que el desplazamiento no guarda una relación cercana ni suficiente con el mismo bajo los 

escenarios descritos en la Ley 387 de 1997, para efectos de garantizar sus derechos de protección, 

asistencia y atención, no es acorde con el esquema de protección a favor de la población 

desplazada por la violencia, ni con los pronunciamientos que ha realizado la Sala Plena de esta 

Corporación acerca de la definición del concepto de víctima de la Ley 1448 de 2011 y, por lo tanto, 

es inconstitucional (CConst, Auto 119 de 2013, página 64). 

 

Andén Pacífico Sur 

En este escenario, por primera vez en más de tres décadas, una región diferente 

al Urabá se presenta como la mayor expulsora del país: el Andén Pacífico Sur, 

ubicado entre los departamentos de Cauca, Nariño y Valle del Cauca, a lo largo de 

la costa del Océano Pacífico. Esta región, que alberga un gran número de zonas 

de reserva natural272, la mayor extensión de territorios colectivos de comunidades 

                                              

272   En la región del Andén Pacífico Sur se encuentran los Parques Nacionales Naturales: Sanquianga (80.000 ha en el 
departamento de Nariño); Munchique (44.000); Gorgona (49.200 ha en el departamento del Cauca); Los Farallones de Cali 
(150.000 ha en el departamento del Valle del Cauca); Uramba Bahía Málaga (47.094 ha en el departamento del Valle del 
Cauca); y Utria (54.000 ha en el departamento del Chocó). Asimismo, en esta región se encuentra el Santuario de Fauna y 
Flora (SFF) Malpelo (97.4474 ha y 1.300 ha) ubicado en el Océano Pacífico. 
 



negras y territorio ancestral de los pueblos Awá, Emberá Katío y Waunana, reportó 

un registro tres veces mayor al periodo anterior.  

Este cambio en las crónicas regionales del éxodo está estrechamente relacionado 

con el traslado de las disputas territoriales hacia el suroccidente del país. 

[ƻǎ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ŎƻƭŜŎǘƛǾƻǎ ŘŜ ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ƴŜƎǊŀǎ ǎŜ ŜȄǘƛŜƴŘŜƴ άŘŜǎŘŜ άƭŀ ǾŜǊǘƛŜnte del 

Pacífico conformada por las aguas superficiales de los ríos y quebradas que drenan directamente 

al Océano Pacífico y de sus afluentes; cuencas de los ríos Mira, Rosario, Chaguí, Patía, Curay, 

Sanquianga, Tola, Tapaje, Iscuandé, Guapí, Timbiquí, Bubuey, Saija, Micay, Naya, Yurumanguí, 

Tumba Grande, Tumbita, Cajambre, Mayorquin, Reposo, Anchicayá, Dagua, Bongo, San Juan, Ijuá, 

Docampadó, Capiro, Ordó, Siriví, Dotendó, Usaraga, Baudó, Piliza, Catripre, Virudo, Coqui, Nuquí, 

Tribuga, Chori, el Valle, Huaca, Abega, Cupica, Changuera, Borojó, Curiche, Putumia, Juradó y 

ŘŜƳłǎ ŎŀǳŎŜǎ ƳŜƴƻǊŜǎ ǉǳŜ ŘǊŜƴŀƴ ŘƛǊŜŎǘŀƳŜƴǘŜ ŀƭ hŎŞŀƴƻ tŀŎƝŦƛŎƻέ ό[Ŝȅ тл ŘŜ мффоΣ !ǊǘΦ нϲΣ 

para. 2). En Cauca y Nariño, existe un total de 526.552 afrocolombianos, que representan el 12 

por ciento del total nacional; en su conjunto, mientras que el Valle del Cauca alberga el 25 por 

ciento del país (Observatorio DDHH y DIH, 2009, página 11). 

En esta región el éxodo de la población está marcado por la violencia generada en 

torno a la disputa por el control de los puertos naturales, principalmente 

Buenaventura y Tumaco, los cuales constituyen puntos estratégicos para el tráfico 

de drogas, armas y personas. Estos municipios costeros, que representan los 

casos más severos de desplazamiento dentro de la región273, constituyen el final 

de importantes corredores de droga que permiten su exportación a través del 

Océano Pacífico274. Por esta razón, ante la desmovilización de las AUC275 las 

manifestaciones de violencia en esta región se han recrudecido por una renovada 

disputa territorial caracterizada por una serie de alianzas276 entre 

                                              

273   De acuerdo al RUV, entre 2005 y 2014, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Andén Pacífico fueron Buenaventura (174.469 personas), Tumaco (103.688 personas), El Charco (30.405 
personas), Barbacoas (20.801 personas), Timbiquí (14.117 personas), Guapi (12.878 personas) y Olaya Herrera (12.685 
personas). 
 
274   ά[ƻǎ ŎƻǊǊŜŘƻǊŜǎ ŘŜƭ tŀŎƝŦƛŎƻ ǘƛŜƴŜƴ ǳƴŀ ǳōƛŎŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǇŜǊƳƛǘŜ Ŝƭ ǘǊłƴǎƛǘƻ ŘŜ ƳŜǊŎŀƴŎƝŀǎ ƭŜƎŀƭŜǎ Ŝ ƛƭŜƎŀƭŜǎ ƘŀŎƛŀ ƭƻǎ 
países del Cono Sur. Diferentes bandas criminales, desde la desmovilización del Bloque Calima de las AUC, el 18 de 
ŘƛŎƛŜƳōǊŜ ŘŜ нллп ǎŜ Ƙŀƴ ŘƛǎǇǳǘŀŘƻ Ŝƭ ŎƻƴǘǊƻƭ ŘŜƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ȅ ŘŜ ƭƻǎ ƴŜƎƻŎƛƻǎ ŘŜƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻέ ό±ŜǊŘŀŘ !ōƛŜǊǘŀΣ нлмпΣ мс 
ŘŜ ƧǳƴƛƻΣ ά[ƻǎ ƴǳŜǾƻǎ ŦƻŎƻǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀέύΦ 
 
275   El BLS (Bloque Libertadores del Sur), adscrito al BCB (Bloque Central Bolívar), se desmovilizó colectivamente el 30 de 
julio de 2005 con 689 integrantes (Oficina Alto Comisionado para la Paz, 2006, página 31). 
 
276   Debido a que el dŜǎƛƎƴƛƻ ŎǊƛƳƛƴŀƭ ŘŜ ƭŀǎ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀǎ ŘŜƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ άƴƻ Ŝǎ ŎƻƴǘǊŀƛƴǎǳǊƎŜƴǘŜΣ ǎƛƴƻ ƭŀ ŜȄǇŀƴǎƛƽƴ ȅ ƭŀ 
ŎƻƴǎƻƭƛŘŀŎƛƽƴ ŘŜƭ ƴŜƎƻŎƛƻ ƛƭŜƎŀƭέΣ Ŝǎǘŀǎ ŀƭƛŀƴȊŀǎ ǘŜƴƝŀƴ ǳƴ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǊŜƎƛƻƴŀƭ ȅ ǘŜƳǇƻǊŀƭ ό/baIΣ нллуΣ ǇłƎƛƴŀ мррύΦ 



narcotraficantes, paramilitares, bandas criminales y guerrilla277 que permanentemente 

buscan controlar este negocio ilegal278, así como otros sectores económicos legales: 

Históricamente la región pacífica del departamento de Nariño ha sido un punto estratégico de 

gran importancia para los distintos grupos armados al margen de la ley que han pretendido el 

control de dicha zona para manejar rutas de narcotráfico, consolidar su estrategia militar, y ejercer 

presión y control sobre proyectos productivos de minería y monocultivos extensivos de palma. En 

consecuencia, en la región confluyen grupos insurgentes como las guerrillas de las FARC y el ELN, 

y grupos de autodefensa posdesmovilización como Los Rastrojos, Los Urabeños y las Águilas 

Negras, los cuales han entrado en disputa por el control territorial y social de dichos municipios 

(CConst, Auto 073 de 2014, página 7). 

En el Andén Pacífico Sur las comunidades indígenas y afrodescendientes han sido 

especialmente afectadas no solo por el desplazamiento forzado279, sino por el 

despojo de sus territorios ancestrales, tal y como lo ha reconocido la propia Corte 

Constitucional en varios de sus Autos. Así pues, los mecanismos del éxodo 

rentista desarrollados en la década de los noventa en la región del Urabá, 

funcionales a los proyectos productivos de minería y monocultivos extensivos de 

palma aceitera, han sido replicados de manera tardía por diferentes actores en 

esta región280. El despojo de sus territorios ancestrales ha sido denunciado por el 

pueblo Awá de Nariño, entre otros factores, debido a que: 

                                              

 
277   άώ5ϐŜǎǇǳŞǎ ŘŜ ƭŀ ŘŜǎƳƻǾƛƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ las autodefensas, además de la presencia de la guerrilla que subsistió, se 
evidenció la aparición  
ŘŜ ŀƎǊǳǇŀŎƛƻƴŜǎ ŎƻƳƻ ƭŀ hbD όhǊƎŀƴƛȊŀŎƛƽƴ bǳŜǾŀ DŜƴŜǊŀŎƛƽƴύ ȅ [ƻǎ wŀǎǘǊƻƧƻǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллфΣ ǇłƎƛƴŀ 
41). 
278   Las bandas criminales emergenteǎ άŀ ŘƛŦŜǊŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭŀǎ ŀǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ ȅ ƭŀǎ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀǎΣ ƴƻ ŜƧŜǊŎŜƴ ǘŀƴ ŘƛǊŜŎǘŀƳŜƴǘŜ ǳƴŀ 
presión sobre la población en general, no obstante son las encargadas de defender los intereses de los empresarios de la 
coca (compradores, distribuidores, transformadores), que a su turno irrigan las sociedades tradicionales de medios para 
subsistir. Del mismo modo, en circunstancias muy  
ǇŀǊǘƛŎǳƭŀǊŜǎΣ ǎƻǎǘǳǾƛŜǊƻƴ ŘƛǎǇǳǘŀǎ Ŏƻƴ ƭŀǎ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллфΣ ǇłƎƛƴŀǎ у-9). 
279   ά[ǳŜƎƻ ŘŜ ǾƛǾƛǊ ŘƛǎǇŜǊǎƻǎ ǇƻǊ causa del desplazamiento, los indígenas del resguardo Magüí, de la comunidad Awá, 
en Nariño, decidieron hacerle frente a la violencia y recuperar su cultura. Regresaron a sus montañas pese a los asesinatos, 
los combates, los bombardeos, el reclutamiento de menores y los accidentes por artefactos explosivos que siguen 
amenazándolos. Estos últimos años no han sido fáciles. Cada cierto tiempo todavía tienen que desplazarse para proteger 
ǎǳ ǾƛŘŀ Ŝƴ ŀƭōŜǊƎǳŜǎέ ό/L/wΣ нлмпΣ ǇłƎƛƴŀ муύΦ 
 
280   άtŀǊŀ ǇǊŜǎƛƻƴŀǊ ƭŀ ǊŜŀlización de proyectos, especialmente de monocultivos de palma y de explotación minera, en 
los territorios colectivos y ancestrales de las comunidades negras del Pacífico, distintos actores armados con intereses 
directos (porque ellos mismos participan del producto de la explotación) o indirectos (a través del cobro de las 
ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀǎ άǾŀŎǳƴŀǎέύ Ŝƴ ǉǳŜ ǎŜ ǊŜŀƭƛŎŜƴ ŘƛŎƘŀǎ ŀŎǘƛǾƛŘŀŘŜǎΣ Ŝǎ ǳǎǳŀƭ ǉǳŜ ƭƻǎ ƭƝŘŜǊŜǎ ŘŜ Ŝǎǘƻǎ ǇǳŜōƭƻǎ ŞǘƴƛŎƻǎ ǎŜŀƴ 
ǎŜƷŀƭŀŘƻǎ ŎƻƳƻ ƻōƧŜǘƛǾƻǎ ƳƛƭƛǘŀǊŜǎΣ ǇŀǊŀ ƻōǘŜƴŜǊ ǎǳ ȫŎƻƴǎŜƴǘƛƳƛŜƴǘƻȫέ όCConst, Auto 073 de 2014, página 22). 
 



se ha incentivado desde el Estado la implementación de megaproyectos como los 

monocultivos de palma de aceite ςdesarrollados en muchos casos sobre nuestros territorios 

ancestrales y colectivos-, la extracción de petróleo, la construcción de hidroeléctricas, la concesión 

a las multinacionales para la explotación del oro, la madera y demás elementos de la naturaleza, 

sin que se implemente adecuadamente el derecho fundamental a la consulta previa (CConst, Auto 

004 de 2009). 

Magdalena Medio y Urabá 

En el centro del país, en el Magdalena Medio, a pesar de la aparente 

desmovilización de los estructuras paramilitares, varios de sus integrantes 

conformaron nuevas estructuras delincuenciales asociadas a los neoparamilitares 

(denominados oficialmente bacrim), cuyas actividades giran en torno a las rutas 

del narcotráfico y el contrabando. Situación similar se ha venido presentando en la 

región del Urabá, en la cual la desmovilización gradual de las estructuras 

paramilitares no implicó un cese en las manifestaciones de violencia pues varios 

de sus integrantes no solo no entregaron todas las armas, sino que la gran 

mayoría de sus miembros no fueron judicializados. En este escenario, los 

pobladores del Urabá siguen siendo desplazados por intereses sobre sus tierras y 

territorios, principalmente en los municipios de Tierralta, Turbo y Apartadó, antiguo 

centro de operaciones de la Casa Castaño281.  

De hecho, en los años siguientes a la desmovilización del Bloque Bananero y el 

BEC, el Urabá se convirtió en la cuna de la banda criminal inicialmente conocida 

como Los Urabeños, y posteriormente llamada Clan Úsuga tras la petición del 

presidente Juan Manuel Santos en abril de 2014282. Así pues, desde esa región, la 

banda criminal comandada por Daniel Rendón Herrera, alias Don Mario, hermano 

de Freddy, alias El Alemán, excomandante del BEC, se ha expandido hacia otras 

zonas del territorio nacional en los departamentos de Antioquia, Chocó, Córdoba, 

                                              

281   De acuerdo al RUV, entre 2005 y 2014, los municipios que registraron mayores niveles de expulsión al interior de la 
región del Urabá fueron Tierralta (32.252 personas), Turbo (24.906 personas), Apartadó (17.130 personas), Valencia 
(10.911 personas), Riosucio (9.878 personas) y Chigorodó (9.767personas). 
 
282   ά{ŜƎǵƴ ŘƻŎǳƳŜƴǘƻǎ ǇƻƭƛŎƛŀƭŜǎΣ ŜǎǘŜ ƎǊǳǇƻΣ ŀƴǘŜǊƛƻǊƳŜƴǘŜ ǳǘƛƭƛȊƽ ƻǘǊƻǎ ƴƻƳōǊŜǎΣ ŎƻƳƻ ΨIŞǊƻŜǎ ŘŜ /ŀǎǘŀƷƻΩ όŜƴ 
alusión al desaparecido jefe de las AUC Carlos CastŀƷƻύ ȅ Ψ!ǳǘƻŘŜŦŜƴǎŀǎ Dŀƛǘŀƴƛǎǘŀǎ ŘŜ /ƻƭƻƳōƛŀΩέ όIw²Σ нлмлΣ ǇΦ отύΦ 
άtŀǊŀ ¦Ǌŀōł Ƙŀ ǎƛŘƻ Ƴǳȅ ŘŜǎŀƎǊŀŘŀōƭŜ ǉǳŜ Ψ[ƻǎ ¦ǊŀōŜƷƻǎΩ ǘŜƴƎŀƴ ŜǎŜ ƴƻƳōǊŜΦ 9ƴǘƻƴŎŜǎ ŜǎǘƛƎƳŀǘƛȊŀƴ ŀ ǘƻŘŀ ƭŀ ƎŜƴǘŜ 
buena de ese sector, eso no es justo por eso dije que íbamos a cambiarles el ƴƻƳōǊŜ ŀ Ŝƭ Ψ/ƭŀƴ ¨ǎǳƎŀΩέ ό9ƭ 9ǎǇŜŎǘŀŘƻǊΣ 
нлмпΣ ŀōǊƛƭ нр άΨ/ƭŀƴ ¨ǎǳƎŀΩΣ ƴǳŜǾƻ ƴƻƳōǊŜ ŘŜ Ψ[ƻǎ ¦ǊŀōŜƷƻǎΩέύΦ 
 



Magdalena, La Guajira, Sucre, Cesar, Bolívar y Nariño283. Además de su amplia 

cobertura de operaciones, es el grupo neoparamilitar con más integrantes a nivel 

nacional, con cerca de dos mil miembros entre sus filas284. 

 

Suroccidente del país 

La crisis humanitaria del desplazamiento forzado en el Andén Pacífico Sur está 

estrechamente relacionada con el recrudecimiento de la violencia por las disputas 

territoriales en Nariño y Cauca donde trasladaron los cultivos de coca285, amapola 

y marihuana para contrarrestar los efectos de las fumigaciones del Plan 

Consolidación286 en el Putumayo (Observatorio, 2008-b, página 4). Esto explica el 

aumento en el número de personas expulsadas en regiones aledañas como el 

Pat²a, corredor natural que ñadquiere una enorme importancia, pues allí se 

incrementan significativamente los cultivos de coca en la medida en que articula el 

Caquet§ y el Putumayo con la costa Pac²ficaò (Observatorio DDHH y DIH, 2009, 

página 42), y donde se registraron magnitudes de expulsión sin precedentes en 

los periodos anteriores287.  

Este fenómeno también se presenta en otros municipios en la cordillera central en 

regiones como el Sur del Tolima y el Norte del Cauca, territorios ancestrales de los 

                                              

283   9ǎǘŜ ƎǊǳǇƻ άŀƳǇƭƛƽ ǎǳ łǊŜŀ ŘŜ ƻǇŜǊŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴ ŘŜ ¦Ǌŀōł ŘŜ /ƘƻŎƽ ȅ !ƴǘƛƻǉǳƛŀ ŀ ƴǳŜǾŜ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻǎ ȅ тф 
ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎέ όIw²Σ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ о7). 
 
284   En el año 2010, Human Rights Watch señaló que ese grupo contaba con 1.120 miembros, mientras que a julio de 
2012, según el reporte realizado por el Centro Integrando de Inteligencia, que reúne a todas las fuerzas, este grupo sumaba 
1.994 miembros entre sus filas. Según el comunicado oficial de la Policía Nacional, en 2013 fueron detenidos 2.757 
delincuentes de estas organizaciones, de los cuales 1.659 pertenecen a Los Urabeños. Véase: HWR, 2010; El Tiempo, (2012, 
нр ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜύΣ ά[ƻǎ Ψ¦ǊŀōŜƷƻǎΩΣ ƭŀ ōŀƴŘŀ ŎǊƛƳƛƴŀƭ ǉǳŜ Ƴłǎ ǘƛŜƴŜ ƛƴǘŜƎǊŀƴǘŜǎέΤ tƻƭƛŎƝŀ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ /ƻƭƻƳōƛŀΣ 
ǇƻƭƛŎƝŀΦƎƻǾΦŎƻ όнлмпΣ нп ŘŜ ŦŜōǊŜǊƻύΣ άtƻƭƛŎƝŀ ǇǊŜǎŜƴǘŀ ŀ ƭƻǎ Ƴłǎ ōǳǎŎŀŘƻǎ ŘŜ ƭŀǎ .ŀƴŘŀǎ /ǊƛƳƛƴŀƭŜǎ ό.ŀŎǊƛƳύέΦ 
 
285   ά[ŀ ŎƻŎŀ ǎŜ ƛƴŎǊŜƳŜƴǘŀ ŀ ŦƛƴŀƭŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƴƻǾŜƴǘŀ ȅ ǎƻōǊŜǘƻŘƻ Ŝƴ los años 2000, y si bien su expansión se explica por 
Ŝƭ ǘǊŀǎƭŀŘƻ ŘŜ ƭƻǎ ŎǳƭǘƛǾƻǎ ŘŜǎŘŜ tǳǘǳƳŀȅƻ ȅ /ŀǉǳŜǘłΣ ƴƻ ǎŜ ǇǊŜǎŜƴǘƽ ŘŜ ƳŀƴŜǊŀ ƛƴǘŜƳǇŜǎǘƛǾŀέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 
DIH, 2009, página 45). 
 
286   El Plan Consolidación, implementado a partir del 17 de septiembre de 2004, es la segunda etapa de la Campaña 
militar J.M., también conocida como Plan Colombia, un plan de guerra auspiciado por el Gobierno de Estados Unidos con 
el objetivo de atacar los fuertes estratégicos de las FARC en las selvas del sur oriente del país (FIP, 2011, página 10). 
 
287   De acuerdo al RUV, entre 2005 y 2014, se registró un total de 99.935 personas desplazadas en la región del Patía, 
cifra que evidencia un significativo aumento respecto a las 12.820 personas desplazas entre 1997 y 2004, las 1.056 
personas entre 1989 y 1996, y las 472 personas entre 1980 y 1988. 
 



pueblos Páez y Pijao y donde se encuentra el PNN Nevado del Huila288, que 

conforma otro corredor estratégico que comunica los departamentos del Meta y el 

Caquetá, por un lado, y los departamentos de Cauca y Nariño y el centro del país, 

por el otro289. En este caso, el aumento en el número de personas expulsadas 

está íntimamente ligado a la reaparición de organizaciones irregulares en el 

departamento luego de la desmovilización del Bloque Tolima. Así lo reconoció el 

Tribunal, al señalar que la actuación de estas organizaciones:  

se caracterizó por ser conflictiva y compleja, debido al alto nivel de división e inestabilidad, que 

generó la pugna por el liderazgo y el control del territorio, ya que estos grupos fueron 

conformados por ex militantes de rango medio no desmovilizados y desmovilizados de distintas 

estructuras paramilitares a nivel nacional y en especial del Bloque Tolima y personas que 

estuvieron al servicio del narcotráfico; su resurgimiento se tradujo en presiones a los 

desmovilizados que habitaban en la región, para que retomaran las armas so pena de muerte con 

el fin de aprovechar la capacidad adquirida (modus operandi) en los grupos predecesores y así 

disputar el negocio del narcotráfico de estupefacientes, como la realización de exacciones a 

ganaderos, agricultores y comerciantes, piratería terrestre y secuestro contra quienes los 

financiaron y colaboraron cuando fueron AUC (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

Sala de Justicia y Paz, 19 de mayo de 2014, Condena contra postulados Jhon Fredy Rubio Serrano 

y otros, páginas 184-185). 

Además del traslado de la disputa territorial hacia la región Pacífica, el 

suroccidente del país concentró un gran número de personas expulsadas, 

principalmente en regiones donde se encuentran territorios ancestrales de los 

pueblos indígenas. A partir de 2005, la región del Ariari-Guayabero ha 

experimentado el mayor registro de población desplazada en los cuatro periodos. 

Adicionalmente, por primera vez la región de Florencia y área de influencia, 

ubicada en el departamento del Caquetá y aledaña al Ariari-Guayabero, aparece 

                                              

288   El Parque Nacional Natural Nevado del Huila está ubicado entre los departamentos de Cauca, Huila y Tolima, con 
158.000 ha. 
 
289   ά9ƭ ǎǳǊ ώŘŜƭ ¢ƻƭƛƳŀϐ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀ Řƻǎ ǘƛǇƻǎ ŘŜ ƛƴǘŜǊŜǎŜǎ ǇŀǊŀ ƭƻǎ ƎǊǳǇƻǎ ŀǊƳŀŘƻǎΦ tor una parte en los municipios de 
Ataco, Natagaima,  
Ortega y Coyaima, la guerrilla busca el control de esta parte del valle del río Magdalena que comunica con las áreas 
montañosas y los corredores de movilidad entre las cordilleras Central y Oriental y confluyen a través de la cuchilla del 
Altamizal con el Sumapaz, el norte del Huila y el piedemonte hacia los departamentos del Meta y el Caquetá. De otro lado, 
los municipios de Planadas, Rioblanco, Chaparral, Roncesvalles y San Antonio tienen como eje el Cañón de Las Hermosas, 
una zona vital para la subversión por la actividad amapolera y porque posee corredores para la movilización entre el 
tŀŎƝŦƛŎƻΣ ƭƻǎ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻǎ ŘŜ /ŀǳŎŀ ȅ bŀǊƛƷƻ ȅ Ŝƭ ŎŜƴǘǊƻ ŘŜƭ ǇŀƝǎέ όhōǎŜǊǾŀǘƻǊƛƻ 55II ȅ 5LIΣ нллрΣ ǇłƎƛƴŀ рύΦ 



entre las principales regiones con mayor número de población expulsada290. En 

particular, el desplazamiento de la población se atribuye a la colisión militar entre 

el Estado y las guerrillas en el marco de la llamada operaci·n ñJMò y a una 

estrategia de las FARC ñque consist²a en expulsar de sus municipios a casi la 

totalidad de las poblaciones que estuvieron por mucho tiempo bajo su dominio, 

con el fin de desmotivar a las tropas de la [Fuerza de Tarea Conjunta] FTC Omega 

(é) y volver inocuo el control territorial del Estadoò (Observatorio DDHH y DIH, 

2007, página 8). A lo anterior se suma el riesgo que suponen estas operaciones 

militares para una población civil estigmatizada por la presencia histórica de la 

guerrilla en el territorio. 

 

Balance de la paradoja de la justicia transicional 

En definitiva, durante este periodo, a pesar de la desmovilización de los grupos 

paramilitares adscritos a las AUC, los neoparamilitares (bacrim) se han convertido 

en nuevos actores del conflicto armado a los que se les atribuye la autoría de un 

sinnúmero de hechos de violencia. En particular, las disputas entre estos grupos ï

principalmente entre Los Urabeños y Los Rastrojosï por el control de las rentas y 

tierras que requiere el negocio del narcotráfico han generado ataques contra la 

población civil. Entre ellos el desplazamiento forzado de personas, familias y 

comunidades, y el despojo de tierras y territorios291. 

Por su parte, las sentencias de los jueces de restitución de tierras han permitido 

revelar las relaciones entre masacres, desplazamientos e intereses por las tierras 

ïantes y posdesmovilización de las AUCï lo cual pone en evidencia las lógicas 

rentistas del éxodo provocado por el proyecto paramilitar292. Debido a las 

                                              

290   Este fenómeno también se presenta en regiones aledañas como el Norte del Cauca, Caguán, norte del Tolima, Sarare, 
Macizo colombiano, norte, centro y sur del Huila, Amazonía sur oriental, occidente, norte centro y Centro occidente de 
Nariño. 
 
291   Así lo reconoŎƛƽ ƭŀ /ƻǊǘŜ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ ŎǳŀƴŘƻ ǎŜ ǊŜŦƛǊƛƽ ŀ ǉǳŜ άƭŀǎ ƭƭŀƳŀŘŀǎ ōŀƴŘŀǎ ŎǊƛƳƛƴŀƭŜǎ όŜƴ ŀŘŜƭŀƴǘŜ ōŀŎǊƛƳύ 
Ƙŀƴ ǎƛŘƻ ƭŀǎ ǇŜǊǇŜǘǊŀŘƻǊŀǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ ŦƻǊȊŀŘƻ ȅ ŘŜƭ ŘŜǎǇƻƧƻ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎέ ό!ǳǘƻ ммф ŘŜ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ пύΦ 
 
292   Véase, por ejemplo, la sentencias de restitución de tierras en la región de los Montes de María donde los grupos 
paramilitares perpetraron masacres en acciones de tierras arrasadas, destrucción de bienes civiles, actos de pillaje, 
torturas, violaciones sexuales y llevaron a cabo desapariciones forzadas. En este sentido se destacan los casos de 
restitución de tierras en el corregimiento de Mampuján en el municipio de Carmen de Bolívar (Juzgado Segundo Civil del 
Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Carmen de Bolívar, 16 de octubre de 2012) y el predio Pechelín en el 



estrategias de cooptación de la institucionalidad (parainstitucionalidad) puestas en 

marcha en varias regiones del país, principalmente en el Caribe, el despojo de 

tierras y territorios fue posible a través de mecanismos y figuras ñlegalesò donde 

las transacciones se facilitaron por la colaboración de servidores del 

Incora/Incoder, notariado, registro y catastro, y de jueces ïdespojo administrativo y 

judicialï.  

En este orden de ideas, resulta preocupante que regiones que se han 

caracterizado como epicentros de éxodo y despojo293 hayan sido a su vez 

designadas como zonas de consolidación territorial294, y se correspondan con 

lugares donde se desarrollan proyectos de acumulación rentista, como Montes de 

María, Catatumbo y Ariari-Guayabero. De hecho, de acuerdo a la información 

contenida en el RUV, entre los cien municipios con mayor número de personas 

desplazadas se encuentran varios de los focalizados para la consolidación, entre 

ellos Vistahermosa y Puerto Rico (región Macarena-Caguán), Ovejas, el Carmen 

de Bolívar y San Jacinto (región de Montes de María), Tibú y San Calixto (región 

del Catatumbo).  

Adicionalmente, en medio de un nuevo periodo de negociaciones de paz, se han 

seguido reportando desplazamientos de la población civil al interior del territorio 

nacional, pero también hacia los países vecinos, debido a que varias de las regiones 

de mayor expulsión y despojo se encuentran ubicadas en zonas fronterizas, de gran 

importancia para los intereses rentistas de las empresas criminales. En consecuencia, 

los éxodos transfronterizos y la crisis humanitaria de las personas desplazadas sigue 

siendo una problemática vigente en países como Venezuela, Ecuador y Panamá. En 

                                              

municipio de Morroa (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala de Justicia y Paz, radicado 2012-00030-00 
de 2013). 
 
293   Las regiones de Montes de María, Catatumbo y Ariari-Guayabero están comprendidas en las zonas micro-focalizadas 
por la Unidad de Restitución de Tierras para el desarrollo de la política de restitución de tierras. Véase las sentencias de 
las Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta (Catatumbo) y del 
Tribunal Superior Distrito Judicial de Cartagena Tierras (Montes de María). 
 
294   La configuración del PNCT (Plan Nacional de Consolidación Territorial) se estableció a través de la Directiva 
Presidencial 01 de 2009 que determinó las zonas focalizadas. El 3 de noviembre de 2011 el Gobierno nacional creó la UACT 
(Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial) por medio del Decreto Ley 4161 de 2011. A esta entidad 
se le asignó la tarea de coordinar la PNCRT (Política Nacional de Consolidación y Reconstrucción Territorial). 
 



esta lógica se destacan los casos de regiones fronterizas con altos niveles de 

expulsión como el Andén Pacífico Sur, el bajo Putumayo (Ecuador), la Altillanura, el 

Catatumbo, el Sarare (Venezuela) y el Urabá (Panamá). 

Además de las dinámicas de desplazamiento en las nuevas regiones del éxodo en 

la costa Pacífica y el sur del país, en este período se da también una mayor 

concentración de las expulsiones en los principales centros urbanos. En particular, 

el éxodo se registró con mayor intensidad en áreas metropolitanas, entre ellas 

Bogotá y Medellín, y ciudades portuarias como Buenaventura, San Onofre, 

Tumaco y Timbiquí. Este último hecho, en medio de los procesos de justicia 

transicional, evidencia ñla consolidaci·n de nuevos grupos armados organizados o 

por actores de la violencia armada en ciudadesò (Jordi Raich, Jefe de delegación, 

en: CICR, 2013, página 6) que ha generado un recrudecimiento del conflicto 

urbano que ya empieza a cobrar víctimas, haciéndose evidente su efecto en un 

tipo emergente de desplazamiento forzado: el intraurbano.  

 

* * * 

 

Las crónicas regionales del éxodo anteriormente examinadas permiten 

comprender que el desplazamiento forzado se ha manifestado con diferente 

intensidad y concentración en determinadas regiones del país. Esta concentración 

del éxodo ïy su correlativa evolución territorial en el tiempoï ha facilitado la 

satisfacción de intereses socioeconómicos no legítimos de actores armados y no 

armados, legales e ilegales, que los justificaron, promovieron o financiaron. Lo 

anterior pone en evidencia cómo el desplazamiento y destierro de la población 

colombiana ha sido funcional al control social y económico de los territorios para 

acumular poder, recursos, riquezas y tierras. 

Como se verá en el siguiente capítulo, la persistencia en los altos niveles de 

expulsión, incluso en los escenarios de justicia transicional y negociaciones de paz 

con las guerrillas ïen medio de confrontaciones permanentes con las fuerzas 

armadasï, da cuenta de las nuevas formas en las que viene configurándose el 

conflicto armado, las modalidades emergentes de violencia contra la población civil 



y la persistencia de intereses rentistas en disputa. La gravedad de esta nueva 

realidad del conflicto armado, que es neurálgica en la continuidad del éxodo de la 

población, ha sido denunciada por el CICR (Comité Internacional de la Cruz Roja) 

en Colombia: 

Con todo, la cruel paradoja que afronta Colombia es la certeza de que un acuerdo de paz 

ŜȄƛǘƻǎƻ ǉǳŜ ǇƻƴƎŀ Ŧƛƴ ŀƭ ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŀǊƳŀŘƻ ǉǳŜ ŎƻƳŜƴȊƽ Ŝƴ ƭƻǎ ŀƷƻǎ сл ҍƘŜŎƘƻ ǉǳŜ ǎƛƴ ƭǳƎŀǊ ŀ 

ŘǳŘŀǎ ǎŜǊƝŀ ǳƴ ƭƻƎǊƻ ƘƛǎǘƽǊƛŎƻҍ ƴƻ ǎƛƎƴƛŦƛŎŀǊł Ŝl fin inmediato de la violencia en el país. Hoy, las 

denominadas bandas criminales causan tantas o más muertes, amenazas, desplazamientos y 

desapariciones que la guerra a la que el proceso de La Habana persigue poner punto final (CICR 

2013, editorial). 

Como se detalla en el capítulo siguiente, en medio de la tragedia humanitaria del 

desplazamiento forzado, los cambios y transformaciones en los territorios dificultan 

y en muchos casos hacen que las condiciones no sean viables para el retorno de 

sus habitantes expulsados. A ello se agrega la ausencia de reconocimiento de la 

problem§tica en los cascos urbanos en que se ñrefugianò las personas expulsadas 

violentamente y la tragedia de quienes huyeron y permanecen en las líneas de 

frontera y las que están más lejos en el exilio (en calidad de refugiados o 

refugiadas, solicitantes de asilo y/o víctimas sin reconocimiento). 

 

 
  



 

Un grupo de 327 campesinos ocupó las instalaciones de la Universidad de Antioquia durante siete meses para manifestar 
su inconformismo y las afectaciones sufridas por las obras del megaproyecto energético Hidroeléctrica Ituango. Medellín, 
19 de octubre de 2013. Fotógrafa: © Natalia Botero.  

  



3 Desplazamiento y 

reconfiguración territorial 

El éxodo forzado, con el transcurso del tiempo, ha evolucionado en los actores 

involucrados, en sus intereses e intencionalidades y como consecuencia de las 

prácticas de violencia con las que se ha perpetrado. Esta situación, como ha 

quedado expuesto, afecta de forma diferenciada a las distintas regiones del país, a 

los diversos grupos poblaciones y a sus asentamientos, dando lugar a 

transformaciones económicas, sociales, políticas, ambientales, culturales y en 

general a cambios en la calidad de vida de las víctimas y sus entornos 

geográficos.  

Con el objeto de contribuir a esclarecer en qué medida se han logrado consolidar 

los intereses rentistas vehiculados por el desplazamiento, así como los efectos 

que se han derivado en distintos ámbitos de la vida nacional, el presente capítulo 

plantea una síntesis, en la medida de lo posible con la información disponible, de 

las principales trasformaciones que se han generado a partir del éxodo forzado en 

el país. La primera parte analiza las transformaciones en la población, resaltando 

los impactos del desplazamiento, el destierro y el despojo en las formas de vida 

campesina y en las prácticas ancestrales de los pueblos indígenas y 

afrodescendientes.  

Teniendo en cuenta que los intereses rentistas, apalancados por el conflicto 

armado, que generaron el desplazamiento están estrechamente ligados a la 

acumulación de riqueza y recursos, la segunda parte analiza las transformaciones 

en el territorio nacional a partir de la relación entre los territorios donde se 

presenta el éxodo poblacional y los que resultan significativamente afectados por 

el despojo y abandono forzado de las tierras, y los proyectos económicos y 

productivos que se instauraron en ellos. Finalmente, a partir de dos casos: uno 

rural, Catatumbo, y otro urbano, Buenaventura, se ilustran los cambios operados, 

su proyección e impacto en estos territorios.  



Antes de adentrarse en este análisis, resulta relevante destacar que ciertas 

aproximaciones a los factores explicativos del desplazamiento forzado muestran 

que las hipótesis asociadas a su ocurrencia por las condiciones objetivas de 

pobreza, miseria y abandono estatal de ciertos municipios del país, no tienen 

sustento empírico. Esto no quiere decir que el éxodo forzado haya afectado en 

mayor proporción a poblaciones privilegiadas sino, más bien, a poblaciones muy 

pobres que habitaban territorios potencialmente muy ricos.  

Por ello, la estrategia de desplazamiento forzado ñes utilizada por los actores 

armados fundamentalmente en territorios donde abundan riquezas naturales como 

petróleo, oro, plata y platino y en donde la actividad económica, sea esta legal o 

ilegal, presenta mayores probabilidades de generar nuevas riquezas que les 

permita financiar la guerra y ampliar su dominio territorialò (P®rez, 2001, p§gina 

232). Las nuevas riquezas ya no están en el centro sino en territorios de la 

periferia, débilmente integrados a las dinámicas económicas y políticas 

nacionales, lo cual ñda paso a la emergencia de nuevos poderes políticos y 

econ·micos, muchas veces criminales y fugacesò (CNMH, 2013, p§gina 40). Al 

respecto, la Contraloría ha señalado que las intervenciones territoriales que 

involucra el conflicto armado interno guardan una relación de funcionalidad con el 

actuar de los grupos armados al margen de la ley, o con estructuras macro-

criminales,  

Dicha relación de funcionalidad puede ser de doble vía: que el actuar macro-criminal sea 

funcional a los intereses sociales, económicos y políticos de particulares no armados o que dichos 

sujetos y sus actividades territoriales sean funcionales al propósito de control territorial de las 

estructuras macro-criminales. Lo anterior ha dado lugar a que la Corte Constitucional señale la 

existencia de factores subyacentes a la expresión armada o bélica del conflicto. Estos factores 

subyacentes son expresiones de carácter social, económico, cultural y político que se encuentran 

estrechamente vinculadas al conflicto armado en términos de causalidad o funcionalidad (CGR, 

2013, página 61). 

En efecto, en varias regiones el abandono de las tierras anteriormente ocupadas 

por las personas desplazadas fue seguido por la implantación y expansión de 

inversiones agroempresariales, proyectos de gran minería, hidrocarburos o de 

infraestructuras, o por la redefinición de las condiciones de propiedad, como se 



verá en detalle más adelante. Este tipo de procesos ha ocurrido en otras épocas 

pero actualmente se produce con mayor regularidad, estando asociados a la 

eliminación de las barreras que limitaban la expansión de los grandes capitales a 

escala mundial. Sus alcances e implicaciones sociales, económicas, ambientales y 

políticas dentro de la fase actual de desarrollo trascienden las circunstancias 

locales y corresponderían a extensos procesos de reconfiguración territorial295. 

Estos desarrollos, en contextos de desplazamiento de comunidades, captura y 

reocupación de sus espacios para desarrollar otro tipo de actividades económicas, 

entran en conflicto con los diferentes tipos de territorios campesinos, los cuales 

han asumido modalidades de organización y de construcción territorial para 

asegurar y estabilizar sus condiciones de vida, como son los casos de los 

resguardos indígenas, las zonas de reserva campesina y otras formas de 

organización campesina, así como los consejos comunitarios de 

afrodescendientes.  

Mientras que en los ámbitos urbanos, el fenómeno de reconfiguración territorial 

tiene lugar a través de la ampliación y revalorización de los espacios de la ciudad 

o del desplazamiento de habitantes de espacios a los cuales el capital reasigna 

nuevas funciones (ñrenovaciones urbanasò)296. Ante situaciones como las 

anteriormente enunciadas, las distintas comunidades en el campo y en las 

ciudades han creado espacios propios para preservar o recomponer sus tejidos 

sociales y sus arraigos, como por ejemplo la formación de Comunidades de Paz, 

Zonas Humanitarias o Zonas de Biodiversidad.  

Conforme a lo expuesto, las intencionalidades que convergen en un territorio dado 

pueden ser contrapuestas y aún excluyentes, y cuando no existe un balance de 

                                              

295   ά[ŀ ŎƻƴŦƛƎǳǊŀŎƛƽƴ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛŀƭ ǇǳŜŘŜ ŘŜŦƛƴƛǊǎŜ ŎƻƳƻ ǳƴ ŜǎŎŜƴŀǊƛƻ ŘŜ ŀǊǘƛŎǳƭŀŎƛƻƴŜǎ ŎƻƳǇƭŜƧŀǎ ŜƴǘǊŜ ƛƴŘƛǾƛŘǳƻǎΣ ƎǊǳǇƻǎ 
sociales, relaciones y conflictos en las que se ha adoptado una espacialidad particular, referida al ejercicio del dominio 
hegemónico sobre cierta porción del espacio geográfico nacional, en la cual se distinguirían procesos de territorialización 
que se definen por el tipo de poblamiento y el poder que detenta determinado grupo, ǎǳƧŜǘƻ ƛƴŘƛǾƛŘǳŀƭ ƻ ǎƻŎƛŀƭέ όtŞǊŜȊΣ 
2004, página 65). 
 
296   5ŀǾƛŘ IŀǊǾŜȅ Ƙŀ ǇǊƻŘǳŎƛŘƻ Ǿŀƭƛƻǎƻǎ ŀƴłƭƛǎƛǎ ŘŜ Ŝǎǘƻǎ ǇǊƻŎŜǎƻǎ ŜƧŜƳǇƭƛŦƛŎŀŘƻǎ Ŝƴ Ŝƭ άŜǎǘǳŘƛƻ ŘŜ Ŏŀǎƻέ tŀǊƛǎ ŎŀǇƛǘŀƭ ŘŜ 
la modernidad, 2008, AKAL, Madrid, así como en sus análisis sobre las transformaciones del ordenamiento de Baltimore 
(EEUU) y su síntesis y propuesta política Ciudades Rebeldes, 2012ª, KAL, Madrid; para Colombia ver Pérez M., Territorio y 
desplazamiento. El caso de los Altos de Cazucá, municipio de Soacha, 2004, Universidad Javeriana, Bogotá. 
 



poder la proyección de intereses hegemónicos en el territorio consigue generar su 

reconfiguración a costa de la destrucción de sus territorios y de las formaciones 

sociales política y materialmente más débiles. El balance de poder le corresponde 

teóricamente al Estado pero en condiciones reales son las correlaciones de fuerza 

de los distintos sectores políticos existentes las que en cada sociedad determinan 

los alcances y el sentido de su acción. 

 

3.1 Transformaciones en la población colombiana 

Los procesos de expulsión y despojo de la población que han atravesado 

estructuralmente la historia de la tenencia de la tierra en Colombia, han cumplido 

un papel central en la evolución del conflicto armado interno. Sin embargo, poco 

se ha dimensionado sobre la profunda transformación que ha generado esta forma 

de violencia en el pueblo colombiano y la manera como ha marcado los proyectos 

de vida de distintas generaciones de colombianos y colombianas desde mediados 

del siglo XX. 

Este cambio poblacional, alimentado por otros factores económicos y sociales, ha 

tenido por lo menos tres impactos diferenciados en la Colombia contemporánea: 

a) En primer lugar, el abandono y despoblamiento de territorios esencialmente 

rurales, con el consecuente efecto sobre las economías y las sociedades 

locales, lo cual ha generado una descampesinización del país.  

b) En segundo lugar, y como un efecto del desarrollo del conflicto armado en 

el medio rural colombiano, este desplazamiento ha provocado una 

aceleración del proceso de urbanización del país, lo cual ha generado una 

reconfiguración forzada de las ciudades y una nueva modalidad de 

desplazamiento: el intraurbano.  

c) Finalmente, en tercer lugar, la pobreza estructural de la población rural 

hace que el desplazamiento forzado haya generado unos efectos 

diferenciados, y en muchos casos desproporcionados, sobre la población 

más vulnerable. 

 



3.1.1 Descampesinización y desarraigo de los grupos étnicos 

Como consecuencia directa del desplazamiento forzado se ha producido una 

reconfiguración poblacional que ante la imposibilidad del retorno ha implicado un 

abandono del mundo rural, lo cual ha generado una profunda transformación en el 

campo, en el campesinado colombiano y en los grupos étnicos. De acuerdo al 

RUV el 87 por ciento de las personas desplazadas provienen de zonas rurales, en 

otras palabras, 9 de cada 10 personas desplazadas han salido forzadamente del 

campo colombiano. Este dato confirma que el desplazamiento forzado ha tenido 

un impacto cuantitativamente desproporcionado en la población rural del país, la 

cual está compuesta principalmente por campesinas y campesinos, pueblos 

indígenas y comunidades afrodescendientes. 

Los escenarios de violencia en el campo colombiano, prolongados a lo largo del 

tiempo, generan la afectación de las formas de vida campesina y de las prácticas 

tradicionales y ancestrales del uso de la tierra. Estas formas de vida que 

comparten la población campesina, indígena y afrodescendiente que habitan 

zonas rurales del país, tienen en común el trabajo de la tierra, para lo cual 

requieren disponer de la misma. El objetivo vital de estas personas está dirigido a 

que cada familia y comunidad se erija en una unidad autónoma de producción y 

consumo, lo cual genera un fuerte sentimiento de arraigo a la tierra. Con base en 

lo anterior, el término descampesinización se formula como un concepto 

emergente, entendido como, 

el conjunto de prácticas que tienen como finalidad la marginalización negativa de la vida 

campesina y que producen un daño significativo en esta. Para llevar a cabo este proceso se ejercen 

prácticas de violencia, cuyo contenido no es otro que el de la profundización de las asimetrías y 

causar daños a la forma de vida campesina. Por consiguiente resulta crucial entender el término 

de forma de vida campesina, el tipo de relaciones, territorialidades y temporalidades que han sido 

afectadas por la violencia para entender la desestructuración y desterritorialización causada 

(CNMH, 2010-c, página 18)297. 

                                              

297   Para observar otras formas en las que ha sido empleado el término descampesinización revisar Bryceson y Kay, 2000. 
Asimismo, es posible encontrar que este término había sido previamente empleado por el Centro Nacional de Memoria 
IƛǎǘƽǊƛŎŀΥ άŜƴ ƴǳŜǎǘǊƻ ǇŀƝǎ Ƙŀ ǘŜƴƛŘƻ ƭǳƎŀǊ ƭƻ ǉǳŜ ǇƻŘǊƝŀƳƻǎ ƭƭŀƳŀǊ ǳƴŀ ΨŘŜǎŎŀƳǇŜǎƛƴƛȊŀŎƛƽƴΩ ǘŀƴǘƻ ŘŜƭ ŀƎǊƻ ŎƻƳƻ ŘŜ ƭŀ 
ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀΦ hΣ Ŝƴ ƻǘǊŀǎ ǇŀƭŀōǊŀΣ Ŝƭ ŀƎǊƻ ȅ ƭŀ ŘŜƳƻŎǊŀŎƛŀ Ƙŀƴ ǎƛŘƻ ǾŀŎƛŀŘŀǎ ŘŜ ǎǳ ŎƻƴǘŜƴƛŘƻ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻέΦ 
 



En los corregimientos y veredas donde la magnitud de la expulsión de la población 

ha sido mayor, se ha producido un fenómeno denominado vaciamiento298. En 

estos territorios, los efectos de la descampesinización son más críticos, en tanto 

no se trata solo de una pérdida cuantitativa sino de la destrucción de los lazos 

comunitarios, el rompimiento de relaciones familiares o vecinales, la instalación del 

miedo y la desconfianza como formas de vida, así como también de la eliminación 

de organizaciones sociales y políticas, antes predominantes en territorios 

esencialmente rurales, lo cual ha dado lugar al arrasamiento299. 

Por supuesto es importante señalar que este fenómeno no solo se ha producido 

por la expulsión violenta de los contextos rurales, sino que en ello ha incidido 

también la desvalorización creciente que se ha hecho del campesinado y ïcomo 

se anotóï su marginalización evidenciada en el desconocimiento de sus 

reivindicaciones, en la ausencia de políticas de apoyo y en la indiferencia 

gubernamental frente a sus crecientes necesidades. 

 La ausencia de políticas agrarias favorables al desarrollo y sostenibilidad de la 

economía campesina en las últimas décadas no ha permitido mitigar el proceso de 

descampesinización y desarraigo, más bien ha incentivado el abandono de la 

pequeña producción de alimentos. Esta transformación, exacerbada por los 

efectos del desplazamiento forzado y el despojo de tierras, ha tenido diferentes 

consecuencias para las comunidades campesinas y los grupos étnicos, entre ellas 

el paulatino rompimiento del vínculo identitario con la tierra y el territorio. Por otra 

parte, los impactos de la descampesinización para el conjunto de la sociedad 

colombiana son, entre otros:  

a) pérdidas en la capacidad productiva en el sector rural de muchas regiones, 

b) disminución de la oferta alimentaria,  

                                              

298   El arrasamiento demográfico o vaciamiento se define como un fenómeno que ocurre en aquellos casos en los que una 
unidad de análisis sociodemográfico (municipio, corregimiento, vereda, pueblo) ha perdido el 50 por ciento o más de su 
población. 
 
299   Con el concepto de arrasamiento se hace referencia no solo a las regiones, municipios, corregimientos, veredas, 
resguardos, que han sufrido un vaciamiento como consecuencia del desplazamiento forzado, sino también a las 
implicaciones de esta pérdida de población: la reconfiguración del territorio, así como la desestructuración de las 
relaciones sociales, políticas, económicas y culturales que le dan soporte, sentido y continuidad a una comunidad 
determinada.  
 



c) riesgos en la seguridad alimentaria,  

d) pérdidas de semillas y de prácticas productivas tradicionales que han sido 

favorables a la conservación y protección del medio ambiente. 

Al finalizar la década del ochenta un estudio adelantado por el gobierno sobre la 

agricultura colombiana en relación a los desarrollos productivos, los usos del 

suelo, el empleo, las políticas y los recursos aplicados a este sector de la 

economía nacional, concluyó que al lado de los problemas en materia de 

desarrollo tecnológico y de las carencias de infraestructura, entre otros, se 

destacaba la capacidad del sector agrario para atender la demanda alimentaria 

nacional, con capacidad superior al 90 por ciento para proveer los alimentos 

básicos.  

A pesar de este hallazgo, los cambios introducidos en las políticas agrarias 

asociados a la liberalización comercial dieron como resultado que a 2010, el 50 

por ciento de los alimentos de consumo provenían de mercados externos (Fajardo, 

2012, página 49). Esta consecuencia no es un tema menor para el país, más aún 

cuando el mundo en general enfrenta una crisis alimentaria, que inclusive ha dado 

lugar a procesos de extranjerización de la tierra, producto de las compras masivas 

que se han hecho en varios países por inversores internacionales. 

A su vez, como consecuencia del desplazamiento forzado y teniendo en cuenta el 

alto porcentaje de población rural que ha sido desplazada, es considerable la 

disminución del empleo rural y su efecto sobre la totalidad del empleo. Según la III 

Encuesta Nacional de Verificación, entre 1980 y agosto de 2013, la estimación de 

empleos perdidos considerando exclusivamente las familias que se vieron 

despojadas o forzadas a abandonar sus principales cultivos (yuca, plátano, maíz y 

café representaron el 63,7 por ciento del total de los cultivos), fue de 2.490.201.  

La magnitud y el impacto del rompimiento de las fuentes de empleo para el 

campesinado son alarmantes. Esta cifra sobre los empleos perdidos por parte de 

las familias que se vieron despojadas o forzadas a abandonar sus principales 

cultivos equivale, según el DANE, al 11,5 por ciento del empleo total del país. Lo 

mismo ocurre para el periodo entre 1991 y 2013, cuando se producen hechos 



significativos de éxodo forzado, donde la pérdida llegó a 2.420.750 empleos, cifra 

equivalente, según el DANE, al 11,2 por ciento del empleo total del país300. 

 

3.1.2 Reconfiguración forzada de las ciudades 

Debido a que el desplazamiento forzado no se agota al momento de la expulsión, 

su continuidad en el tiempo se manifiesta en el proceso migratorio y en la 

búsqueda, temporal o permanente, de protección, principalmente en centros 

urbanos. A pesar de que existe una tendencia mundial migratoria de lo rural a lo 

urbano, en el contexto colombiano, este proceso ha sido acelerado y marcado por 

el desplazamiento forzado, es decir por un tipo de migración no voluntaria que ha 

generado profundas transformaciones en los asentamientos humanos a lo largo y 

ancho del país. Esto se hace evidente con los siguientes datos:  

¶ en 1938 el 31 por ciento de la población habitaba en las cabeceras 

municipales301; 

¶ en 1964, concluido el periodo de La Violencia, el 52 por ciento de la 

población habitaba en las cabeceras municipales; y  

¶ en 1985, en los inicios de la dinámica actual del desplazamiento forzado, el 

65 por ciento de la población habitaba en cabeceras municipales 

(19.628.427 personas de un total de 30.062.198 de la población); 

¶ en 1993 el 69 por ciento de la población habitaba en cabeceras municipales 

(25.848.890 personas de un total de 37.635.094 de la población); y  

¶ en 2005 el 74 por ciento de la población habitaba en cabeceras municipales 

(31.890.892 personas de un total de 42.888.592 de la población).  

A diferencia de los procesos de migración que presenció el país a mediados del 

siglo XX, la particularidad de los últimos treinta años ha sido el direccionamiento 

de la población campesina hacia las ciudades y no necesariamente hacia nuevos 

frentes de colonización como ocurrió entonces. En efecto, al analizar la 

                                              

300   La cifra de empleo total corresponde a la de diciembre de 2013. 
 
301   Ante la falta de un criterio homogéneo de división entre población rural y urbana se adopta el criterio estadístico 
manejado por el DANE, que divide la población en dos áreas: cabeceras municipales ςsede de los gobiernos municipales- 
y resto del municipio.  
 



información disponible sobre el destino de la población desplazada, se encuentra 

que en el listado de los principales receptores netos aparece la capital del país, 

junto a otras ciudades principales y capitales de departamento. De acuerdo a la 

información contenida en el RUV, con corte a 31 de diciembre de 2014, Bogotá 

D.C. ha recibido 496.837 personas desplazadas; Medellín, 403.676 personas; 

Santa Marta 186.135 personas; Cali 140.751 personas; Sincelejo 133.101 

personas; y Valledupar 124.288 personas. 

Si se analizan las regiones que ganan población se destacan aquellas con un 

centro urbano de tamaño intermedio o grande. Así, la que más gana población en 

términos relativos es la de Morrosquillo y Sabanas de Sucre que tiene hoy, como 

efecto del desplazamiento forzado, una población 27,1 por ciento mayor a la que 

tenía en 1985, encontrándose los mayores impactos dentro de esta región en 

Sincelejo 47,03 por ciento y Corozal 38,4 por ciento. En el piedemonte llanero se 

encuentra a Villavicencio, 19,7 por ciento, Acacías 10,1 por ciento, Yopal 7,5 por 

ciento como las ciudades que más ganan población como efecto del 

desplazamiento forzado dentro de la región. El crecimiento poblacional del Centro 

de Nariño (8,6 por ciento) tiene como principales epicentros a Pasto y Chachagüí.  

De este modo, el desplazamiento forzado ha tenido un efecto concentrador de 

población en las grandes ciudades, sus áreas metropolitanas y las capitales de los 

departamentos. Esta urbanización forzada del país, ligada a aquella producida por 

otros factores estructurales como la falta de oportunidades en las zonas rurales o 

la brecha de desigualdad entre las ciudades principales y el campo, acentúa y 

acelera en Colombia una tendencia histórica de crecimiento de las ciudades. Así, 

mientras la mayor parte de países de América Latina vive una disminución en la 

tasa de participación de la migración campo-ciudad dentro del crecimiento urbano, 

Colombia experimenta una relación contraria que en gran parte se ha visto 

acentuada por el desplazamiento forzado302.  

                                              

302   A lo largo de la década de los ochenta la migración desde el campo contribuyó con un 36,6 por ciento al crecimiento 
de la población urbana en el conjunto de países de América Latina, en la década de los noventa esa participación bajó al 
33,7 por ciento (ONU-HABITAT, 2012). 
 



El crecimiento acelerado de las ciudades generalmente trae consigo mayores 

dificultades a los gobiernos locales para dotar a la población desplazada de un 

suministro de agua y alcantarillado en condiciones de calidad, una protección 

efectiva contra las inundaciones, proveyéndoles de tierras seguras para construir 

casas o de un sistema de salud público equitativo, accesible e integral. A su vez, 

la aparici·n de asentamientos informales o ñbarrios de invasi·nò generalmente se 

realiza en zonas de tierras bajas y vertederos, o en viviendas deficientes, 

abarrotadas e insalubres. La aparición de mercados ilegales de tierras, dificultades 

en la movilidad, expansión periférica y segregación residencial, son otras de las 

consecuencias que trae este tipo de urbanización. 

Esta situación también se replica incluso fuera del territorio nacional en los casos 

de éxodos transfronterizos hacia países vecinos como Ecuador, Panamá y 

Venezuela, donde la mayor parte de la población colombiana en búsqueda de 

protección internacional se asienta en los municipios fronterizos303.  

En dichos territorios aledaños a las fronteras internacionales con el territorio 

colombiano, las personas desplazadas se han asentado en barrios marginales o 

de invasión, generando una reconfiguración demográfica en los principales centros 

urbanos. A esta reconfiguración de los espacios urbanos se suman los problemas 

de las instituciones locales de los países vecinos en tanto no tienen la capacidad 

de respuesta para la atención de la población colombiana, particularmente en 

materia de salud, educación y prestación de servicios públicos como el suministro 

de agua y saneamiento básico. 

La idea de que la migración económica hacia las ciudades conlleva ventajas para 

el crecimiento económico, a través de la mayor densificación poblacional, la 

integración del territorio y de la inserción de los migrantes al mercado laboral se ve 

matizada por el hecho de que una persona desplazada tiene una menor 

probabilidad de obtener un empleo asalariado, y en caso de obtenerlo, su salario 

                                              

303 En Ecuador las personas desplazadas colombianas se encuentran principalmente en las provincias fronterizas de 
Esmeraldas, Carchí, Imbabura y Sucumbíos. En Panamá las personas desplazadas colombianas se encuentran 
principalmente en la provincia fronteriza Darién y en las comarcas fronterizas Emberá-Wounaan y Guna Yala. En la 
República Bolivariana de Venezuela las personas desplazadas colombianas se encuentran principalmente en los estados 
fronterizos Zulia, Táchira, Apure y Amazonas. Véase: ACNUR, 2008; OIM, 2013. 
 



será menor que el de un migrante económico. En los casos de mujeres 

desplazadas, su condici·n es m§s vulnerable pues ñsufren la carga de m¼ltiples 

discriminaciones y violencias superpuestas, al tiempo que son las menos 

preparadas para afrontarlas en términos psicológicos cuando llegan desplazadas a 

un nuevo entornoò (Corte, Auto 092 de 2008). 

 

3.1.3 Desplazamiento intraurbano 

Como consecuencia de la expulsión de las personas de las zonas rurales hacia los 

centros urbanos, se han generado nuevos espacios de victimización que a su vez 

se han traducido en redesplazamientos304 y en un emergente tipo de 

desplazamiento: el intraurbano. De acuerdo a la información contenida en el RUV, 

es posible identificar que de los veinte municipios más expulsores, tres son 

capitales departamentales, receptoras de un gran número de población 

desplazada (ver Gráfica 17). Entre ellos se destaca el caso de ciudades como 

Medellín, principal receptor de personas desplazadas provenientes de regiones 

altamente expulsoras como el Urabá y el oriente antioqueño, donde el 49 por 

ciento de los desplazamientos son de carácter intraurbano. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                              

304   De acuerdo al registro histórico recogido en el RUV, 284.536 personas, correspondiente al 6 por ciento del total de 
la población desplazada, se han desplazado dos o más veces. 
 



Gráfica 17. Los 20 municipios más expulsores del país 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

 

 
Además de lo anterior, estas problemáticas se profundizan en las ciudades 

intermedias o pequeñas, donde se estima que se encuentra la mayor parte de la 

población desplazada, pues disponen de una precaria financiación para su 

atención y restablecimiento de sus derechos (ver Capítulo 2, Cuadro 1). A esto se 



suma que estos municipios cuentan con una limitada infraestructura para la 

prestación de servicios de carácter público, como el suministro de agua, sistemas 

de tratamiento de residuos sólidos y servicios sanitarios. Por lo tanto, el 

desplazamiento forzado no solo ha acentuado los niveles de urbanización en las 

grandes ciudades, sino que influye de manera decisiva en las disparidades 

socioeconómicas entre ámbitos subnacionales. 

 

 

Población desplazada de diferentes municipios antioqueños y de Medellín. Medellín, 2004. Fotógrafa: © Natalia Botero. 
 
 

3.2 Transformaciones en el territorio colombiano 

Como se ha mencionado a lo largo del presente informe, si bien el desplazamiento 

forzado ha afectado principalmente a la población civil y a sus familias, también ha 

generado una profunda transformación sobre el territorio nacional. Debido a su 

magnitud, sistematicidad y prolongación en el tiempo, el éxodo se ha convertido 

en un factor fundamental en los procesos de configuración territorial de Colombia, 

tal como se mencionó al iniciar el presente capítulo.  

En este sentido, las migraciones forzadas de más de seis millones de habitantes 

durante décadas han tenido un impacto incalculable en la distribución y 

disposición de todo tipo de recursos, tanto naturales (como lagos, ríos, valles, 

montañas y bosques), y también artificiales (como carreteras, diques, presas, y 



urbanizaciones, entre otros). El desplazamiento forzado ha sido en consecuencia 

un detonante de m¼ltiples procesos de ñmetamorfosisò de los espacios habitados, 

así como cambios y transformaciones de la morfología de los territorios y de la 

estructuración socio espacial. Estas transformaciones han dado lugar a una 

reconfiguración territorial en distintos niveles que pueden ser evidenciados en 

veredas, corregimientos, municipios, regiones, departamentos, zonas de reserva 

campesina, territorios étnicos y, en mayor escala, en el conjunto que conforma el 

territorio nacional colombiano. 

 

3.2.1 El desplazamiento ha sido una herramienta de despojo y acumulación de 

tierras 

Según la Comisi·n de Seguimiento, ñel total de hect§reas despojadas o forzadas a 

dejar en abandono por causa del desplazamiento en el periodo comprendido entre 

los años 1980 y julio de 2010 ascendió a cerca de 6,6 millones de hectáreas, sin 

contar los territorios colectivosò (Comisi·n de Seguimiento, III Encuesta nacional 

de verificación de los derechos de la población desplazada, 2010, octubre, Bogotá 

D.C.). Tomado en conjunto, la magnitud de este masivo despojo o abandono 

forzado de tierras es alarmante pues ha afectado a 434.099 grupos familiares. Los 

datos elaborados por el Proyecto de Protección de Tierras, con base en su trabajo 

de protección, indican que fueron abandonadas 6.556.978 hectáreas, 

correspondientes a 270.680 predios, vinculados a 256.480 personas (Acción 

Social ï PPTP, 2010-a, página 121). Al respecto es importante destacar que,  

Las circunstancias de violencia generalizada y conflicto armado interno que han determinado 

el impacto directo del desplazamiento forzado en la mayoría de las zonas rurales del país, 

permiten identificar situaciones de usurpación de derechos sobre predios abandonados solo en 

una proporción incierta, pues la continuidad de riesgos y amenazas han impedido o desestimulado 

el usufructo del predio o del activo. Riesgos que también pueden traducirse en coacción contra 

familiares o vecinos que no se desplazaron (Acción Social ς PPTP, 2010-a, página 131). 

Una vez aprobadas las leyes de víctimas, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

Rural, en coordinación con ïla otroraï Acción Social, a través del Proyecto 

Protección de Tierras y del Departamento Nacional de Planeación adelantaron una 

actividad de revisión y organización de la información contenida en las bases de 



datos oficiales RUPD y RUPTA, orientada a establecer el universo de tierras 

abandonadas según el acumulado histórico. Este ejercicio permitió proyectar que 

312.000 hogares dejaron abandonados 358.937 predios en todo el país, con corte 

a 20 de diciembre de 2010 (SNAIPD, páginas 186-188). 

Así mismo la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento 

Forzado adelantó la III Encuesta Nacional de Verificación, con la que se recabó 

información en 68 municipios del país (10.433 encuestas) y cuyos resultados 

arrojan un estimado de 352.847 familias que abandonaron o fueron despojadas de 

sus tierras durante el período 1980 a 2010.  

De acuerdo a los resultados de los anteriores ejercicios, se evidencia una 

correspondencia significativa entre ambas estimaciones realizadas, con lo cual se 

estableció un conjunto inicial de afectaciones territoriales y de necesidades de 

restitución de derechos o expectativas de derechos sobre 360.000 predios 

abandonados o despojados a la población víctima del desplazamiento forzado por 

la violencia, los cuales se tomaron como parámetro para llevar a cabo el proceso 

de restitución de tierras. 

En los estimativos definidos por el RUPTA, expuestos en el informe de la Comisión, se 

destaca la m²nima presencia de las comunidades ®tnicas en la ñdistribuci·n por 

calidad de derechos de los predios abandonados: ñ0,25% ejerce derechos de 

comunidades ®tnicasò, en contraste con la expansi·n geogr§fica del conflicto armado 

en el ámbito rural, el desproporcionado impacto del desplazamiento forzado de dichas 

poblaciones, y la proporción de territorios bajo propiedad colectiva (27 por ciento del 

territorio nacional). De all² que los ñavances en la aplicaci·n de las medidas de 

protección en territorios étnicos no corresponden a la magnitud de las afectaciones de 

estas comunidadesò (Ministerio de Agricultura, DNP y Acción Social, 2011, página 11), 

dadas las falencias que tienen los sistemas de información sobre desplazamiento y 

territorios étnicos. 

Lo anterior pone de manifiesto un panorama complejo respecto a la afectación y 

posibilidades de restitución de las tierras y los territorios; no obstante, se debe 

resaltar que el gobierno nacional a través de la Unidad de Restitución de Tierras 



ha microfocalizado una buena parte de los territorios caracterizados por éxodos 

forzados de población y despojo y abandono forzado de tierras.  

De esta manera, al 5 de diciembre de 2014, se han fallado 875 sentencias que 

resuelven 1.791 casos y que han beneficiado a 11.688 personas en situaciones de 

despojo o abandono por un total de 84.770 hectáreas restituidas (Comunicación 

del 12 de diciembre de 2014 enviada por la Oficina Jurídica de la URT al Centro 

Nacional de Memoria Histórica). Para esta fecha hay en curso 5.979 demandas, 

de estas 811 tienen opositores. Aunque la tarea no es fácil, hay 240 microzonas 

en diecisiete departamentos con una cobertura sobre 128 municipios.  

En este orden, la Unidad concentra su labor principalmente en las cinco regiones 

con mayor flujo migratorio y que a su vez corresponden a aquellas con mayor 

número de solicitudes de restitución de tierras: (a) Montes de María con 4.479, (b) 

Urabá con 4.231, (c) Sierra Nevada de Santa Marta con 2.896, (d) Ariari 

Guayabero con 2.771 y (e) Magdalena Medio con 2.752 solicitantes. 

(Comunicación del 12 de diciembre de 2014 enviada por la Oficina Jurídica de la 

URT al Centro Nacional de Memoria Histórica, página 149). 

Al analizar las cifras del éxodo en relación con la información sobre el número de 

hectáreas abandonadas, resulta evidente una correlación de estas formas de 

violencia en los municipios más expulsores (ver Mapa 9). Dentro de estos se 

destacan casos como los municipios de Turbo, Tierralta y Apartadó en la región 

del Urabá; El Carmen de Bolívar y San Onofre en los Montes de María; Santa 

Marta y Fundación en la Sierra Nevada de Santa Marta; Tibú en el Catatumbo; 

Tame en en la región del Sarare; o Vistahermosa y Puerto Rico en la región del 

Ariari ï Guayabero, entre otros. 

Con el fin de establecer la relación entre desplazamiento y situaciones de 

abandono y despojo de tierras y territorios, a continuación se relacionan los 

municipios con más de 6.000 personas desplazadas y cuya extensión de 

hectáreas abandonadas supera el 10 por ciento del área total del municipio (ver 

Cuadro 2).  

 
 



Mapa 9. Personas desplazadas y hectáreas de tierras abandonadas 

forzosamente 

 

Fuente: RUV corte a 31 de diciembre de 2014; y Acción Social - PPTP, diciembre 2010. 



Cuadro 2. Municipios con más de 9.000 personas desplazadas y cuya 

afectación de abandono es superior al 10 por ciento del territorio municipal 

Departamento Municipio Región 
Personas 

desplazadas 

Hectáreas 

registradas 

como 

abandonadas 

Afectación según 

el área del 

municipio (%) 

Antioquia Turbo Urabá 118,218 86,805 28.10% 

Bolívar 

El 

Carmen 

De Bolívar 

Montes 

de María 
115,154 81,184 90,2%* 

Córdoba Tierralta Urabá 98,648 89,398 18.90% 

Magdalena 
Santa 

Marta 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

85,534 26,248 11.10% 

Antioquia Apartadó Urabá 64,186 22,536 37,1%* 

Norte De 

Santander 
Tibú 

Catatumb

o 
55,899 53,259 19.50% 

Magdalena Fundación 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

46,433 20,762 22.50% 

Arauca Tame Sarare 43,707 72,866 13.10% 

Sucre 
San 

Onofre 

Montes 

de María 
43,157 30,737 28.20% 

Caldas Samaná 
Eje 

Cafetero 
42,374 12,403 15.60% 

Cesar 
Agustín 

Codazzi 

Serranía 

del Perijá 
41,670 26,789 15.40% 

Antioquia Necoclí Urabá 41,504 26,695 19.40% 

Putumayo 
Puerto 

Asís 

Bajo 

Putumayo 
41,482 36,347 13.90% 

Magdalena Ciénaga 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

41,103 18,684 13.70% 

Putumayo 
Valle del 

Guamuez 

Bajo 

Putumayo 
40,828 15,432 17.70% 



Sucre Ovejas 
Montes 

de María 
39,996 18,898 41,7%* 

Magdalena Pivijay 

Ciénaga 

Grande 

de Santa 

Marta 

39,983 17,100 10.50% 

Córdoba 
Puerto 

Libertador 

Alto Sinú 

y San 

Jorge 

39,189 25,142 12.20% 

Córdoba 
Montelíba

no 

Alto Sinú 

y San 

Jorge 

38,819 20,214 15.80% 

Meta 
Vistaherm

osa 

Ariari 

Guayaber

o 

37,739 79,986 16.80% 

Bolívar San Pablo 
Magdalen

a Medio 
37,251 29,031 14.70% 

Antioquia Mutatá Urabá 36,831 33,048 29.50% 

Antioquia Dabeiba 

Occidente 

antioqueñ

o 

35,159 24,647 12.90% 

Antioquia 
San 

Carlos 

Oriente 

antioqueñ

o 

33,820 12,559 17.70% 

Córdoba Valencia Urabá 32,774 13,630 14.10% 

Caquetá Florencia 

Florencia 

y área de 

influencia 

32,738 42,512 18.50% 

Antioquia El Bagre 

Bajo 

Cauca 

antioqueñ

o 

32,547 23,791 12.20% 

Bolívar 
San 

Jacinto 

Montes 

de María 
32,347 23,122 53,3%* 

Antioquia Granada 

Oriente 

antioqueñ

o 

31,407 2,860 15.50% 

Antioquia Cocorná 

Oriente 

antioqueñ

o 

30,241 9,554 43,2%* 



Antioquia Chigorodó Urabá 29,694 10,206 16.60% 

Bolívar 
María La 

Baja 

Montes 

de María 
29,394 13,561 26.20% 

Antioquia San Luis 

Oriente 

antioqueñ

o 

28,671 11,754 25.70% 

Putumayo 
Puerto 

Guzmán 

Medio 

Putumayo 
28,623 89,779 20.70% 

Bolívar 

San Juan 

Nepomuc

eno 

Montes 

de María 
26,685 16,898 26.50% 

Antioquia 

San 

Pedro de 

Urabá 

Urabá 26,631 12,671 26.30% 

Tolima Ríoblanco 
Sur del 

Tolima 
26,503 16,595 14.60% 

Bolívar Tiquisio 
Magdalen

a Medio 
26,213 15,764 20.80% 

La Guajira Dibulla 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

25,809 17,769 10.20% 

Bolívar Córdoba 
Montes 

de María 
25,620 7,525 13.10% 

Antioquia Arboletes Urabá 24,758 19,092 26.60% 

Putumayo Orito 
Bajo 

Putumayo 
24,693 20,358 10.00% 

Cesar Curumaní 
Serranía 

del Perijá 
24,263 23,775 26.00% 

Caquetá 
Puerto 

Rico 
Caguán 23,694 36,072 12.90% 

Cesar El Copey 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

23,018 32,787 33,3%* 

Sucre Colosó 
Montes 

de María 
22,456 8,458 66,6%* 

Magdalena Aracataca 
Sierra 

Nevada 
22,134 17,675 10.10% 



de Santa 

Marta 

Antioquia 
San 

Rafael 

Oriente 

antioqueñ

o 

21,646 4,784 13.10% 

Caquetá 
La 

Montañita 

Florencia 

y área de 

influencia 

21,466 30,545 15.30% 

Putumayo 
San 

Miguel 

Bajo 

Putumayo 
20,690 7,576 21.00% 

Antioquia Argelia 

Oriente 

antioqueñ

o 

20,481 8,045 31.30% 

Meta 
Puerto 

Rico 

Ariari 

Guayaber

o 

20,033 59,507 15.80% 

Nariño Policarpa Patía 19,344 6,660 14.30% 

Caquetá Curillo 

Florencia 

y área de 

influencia 

18,810 16,189 35,3%* 

Bolívar Zambrano 
Montes 

de María 
18,034 13,350 46,5%* 

Chocó Unguía Urabá 17,286 26,945 20.60% 

Antioquia Nariño 

Oriente 

antioqueñ

o 

17,080 5,270 16.60% 

Norte de 

Santander 
El Tarra 

Catatumb

o 
17,030 8,548 12.40% 

Antioquia 
San 

Francisco 

Oriente 

antioqueñ

o 

16,043 9,037 24.60% 

Cesar 
La Jagua 

de Ibirico 

Serranía 

del Perijá 
15,797 19,794 26.30% 

Bolívar Achí 
La 

Mojana 
15,752 11,608 11.30% 

Tolima Líbano 
Norte del 

Tolima 
15,144 3,189 11.00% 

Chocó Acandí Urabá 14,906 9,957 11.50% 

Caquetá Valparais Florencia 14,822 14,610 13.50% 



o y área de 

Influencia 

Caquetá 

San Jose 

del 

Fragua 

Florencia 

y área de 

Influencia 

14,786 17,859 14.60% 

Cesar Becerril 
Serranía 

del Perijá 
14,712 27,791 23.00% 

Caquetá Milán 

Florencia 

y área de 

influencia 

14,559 25,393 18.60% 

Putumayo 
Puerto 

Caicedo 

Bajo 

Putumayo 
14,273 19,611 23.20% 

Cundinamarca La Palma 

Noroccide

nte de 

Cundinam

arca 

13,848 2,698 14.10% 

Caquetá Solita 

Amazonía 

surorienta

l 

12,522 15,643 20.90% 

Bolívar 
Cantagall

o 

Magdalen

a Medio 
12,454 10,885 12.50% 

Putumayo 
Villagarzó

n 

Medio 

Putumayo 
12,265 13,137 10.50% 

Meta Mesetas 

Ariari 

Guayaber

o 

11,721 25,398 12.80% 

Cesar 
Pueblo 

Bello 

Sierra 

Nevada 

de Santa 

Marta 

11,551 10,825 12.60% 

Magdalena Chibolo 

Ciénaga 

Grande 

de Santa 

Marta 

11,428 12,822 24.30% 

Bolívar 
Santa 

Rosa 

Canal del 

Dique 
10,028 9,395 62,2%* 

Meta El Castillo 

Ariari 

Guayaber

o 

9,576 8,782 15.30% 

Nariño Cumbitara Patía 9,555 4,436 12.20% 



Meta 
Puerto 

Concordia 

Ariari 

Guayaber

o 

9,497 22,618 17.40% 

Putumayo Mocoa 
Medio 

Putumayo 
9,105 12,583 12.20% 

 
 
*Los municipios resaltados son aquellos cuya tercera parte de su área fue afectada por abandono de tierras. Fuente: 
Acción Social - PPTP, 2010-a, página 149 y RUV, corte a 31 de diciembre de 2014. 

 
Según el Proyecto Protección de Tierras, varios autores han analizado la relación 

que existe entre abandono y pérdida de la titularidad del derecho a la tierra, 

destacando como un factor importante la precaria formalización,  

[e]l despojo masivo que ocurrió en algunas regiones importantes del país revela una ruptura 

profunda del régimen de propiedad territorial, cuya debilidad estructural es la precariedad de los 

ǘƝǘǳƭƻǎ ŘŜ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ŘŜ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀ ȅ Ŝƭ ƳƻƴƻǇƻƭƛƻ ŘŜ ƭŀǎ ƳŜƧƻǊŜǎ ǘƛŜǊǊŀǎέ όwŜȅŜǎΣ 

2009, página 113).  

Sobre la precariedad en la tenencia de la tierra, el RUPTA indica que el 45,7 por 

ciento son propietarios, e incluye en la ruta individual una proporción de 

propietarios que es superior a la que se estima en el conjunto de las personas 

desplazadas (PPTP, 2010-a, página 131). En Colombia los actores armados 

vinculados a proyectos económicos se han servido del desplazamiento forzado 

para despojar y apropiarse de tierras productivas o estratégicamente ubicadas 

(FIP y Universidad de los Andes, 2011, página 5) para el desarrollo de 

megaproyectos de infraestructura, minería extractiva, agroindustria, hidrocarburos, 

pesca, turismo y explotación de recursos forestales destinados a rentabilizar la 

inversión. Al referirse al despojo de pueblos y comunidades, la Alta Comisionada 

de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que: 

[e]n zonas de interés económico, en ocasiones no se tiene en cuenta la presencia de 

comunidades afrocolombianas o pueblos indígenas, o no se titula su territorio ancestral como 

colectivo o resguardo, para evitar el deber de consulta. En otras ocasiones, las consultas son 

realizadas con quienes no representan legítimamente a la comunidad afectada, o no se respetan 

los procesos internos de los pueblos y comunidades de toma de decisiones (OACDH, 2011, pará. 

75). 



Es preocupante el desarrollo de ñgrandes proyectos de infraestructura, desarrollo y 

minería sin haberse obtenido el consentimiento libre, previo e informado de las 

comunidades indígenas y afrocolombianas afectadasò (CESCR, 2010, p§gina 3). 

De acuerdo con la Contraloría General de la República (2013) el 80 por ciento de 

violaciones a los derechos humanos ocurridas en 2011 se presenta en los 

municipios mineros-petroleros y el 87 por ciento del desplazamiento forzado sale 

de estos municipios (Contraloría General de la República, 2013, página 63); estos 

dos grandes factores ïconflicto armado e intereses económicosð son conexos. 

Según estudios actualizados, Colombia se encuentra entre países como 

Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Perú y Uruguay 

con mayor evidencia de reciente inversión sustancial en tierras; acaparamiento de 

tierras (por capital nacional y extranjero) y presencia de territorios con grandes 

inversionistas en tierras en América Latina y el Caribe (Borras, Franco, Kay y 

Spoor, 2011, páginas 7, 18, 43, y 54). La concentración de tierras y capital en 

Colombia se presenta en los sectores alimentarios y no alimentarios (palma 

aceitera, remolacha, caña de azúcar, soya, arroz, maíz), relacionados con una 

mayor producci·n de ñcultivos comod²nò (productos agr²colas que pueden 

utilizarse como alimento humano o animal y como agrocombustible) y la expansión 

de las explotaciones forestales industriales y los grandes proyectos de 

conservación (silvicultura y mecanismos de compensación de carbono como 

REDD+) y extracción de minerales. 

Los supuestos sobre los que se soporta esta dinámica con el apoyo del Estado y 

la empresa privada, son: 1) la presunción y definición sobre la existencia de tierra 

marginal, subutilizada y despoblada o poco poblada, donde se ubican territorios 

colectivos de pueblos indígenas o afrodescendientes, basada en factores de 

producción y de eficiencia económica, sin tomar en cuenta las dimensiones 

sociales, culturales y políticas de las tierras y 2) la idea de que existe una medida 

internacional est§ndar sobre el ñuso eficiente de la tierraò, aunque cada pueblo 

conceptualiza la tierra y su uso de modo diferente. 

De igual manera se constata que se ha disparado la inversión extranjera en 

materia de tierra y agricultura durante la última década, a su vez la búsqueda de 



minerales y combustibles fósiles ha originado las concesiones mineras de gran 

escala. Actualmente, en casos como el de Colombia, la coerción acompaña a las 

iniciativas del Estado para la organización del territorio, aplicando su soberanía y 

autoridad con el propósito de favorecer la acumulación del capital privado. La 

evidencia apunta a que la expulsión de los pueblos indígenas de sus tierras no es 

la norma en América Latina y el Caribe, pero sí en casos puntuales como 

Colombia (Borras, Franco, Kay y Spoor, 2011, página 53). 

 

3.2.2 Las transformaciones territoriales y el negocio del narcotráfico 

Como se ha explicado en párrafos anteriores, la lucha por el control territorial y la 

posesión de tierras ha generado como consecuencia el desplazamiento de uno de 

cada diez colombianos, de los cuales, nueve de cada diez fueron expulsados del 

campo. Parte de esta batalla por el territorio rural se debe al interés de dominar y 

controlar la producción y el tráfico de drogas, principalmente de la cocaína. Al 

respecto es preciso recordar, como se señaló en el Capítulo 1, que esta 

problemática se acentuó a partir de la década de los años noventa cuando 

Colombia pasó de ser un país exportador a convertirse en país productor. 

En términos generales parece haber una correlación entre el aumento de cultivos 

de coca en el país y el aumento de la población víctima del desplazamiento 

forzado a partir de mediados de la década de los años noventa (ver Gráfica 18). 

Sin embargo, si bien en las regiones donde se ha registrado un mayor número de 

hectáreas de coca el desplazamiento de personas también resulta significativo, no 

es posible afirmar que la expulsión obedezca exclusivamente a los cultivos 

instalados en ellas. Esto se debe a que en estas regiones coexisten fenómenos de 

migración generados por las bonanzas cocaleras ïe incluso la minera o la 

agroindustrialï que oscurecen las dimensiones reales del desplazamiento forzado 

y su impacto.  

Factores asociados como las disputas entre los actores armados ilegales y la 

confrontación con la fuerza pública, las medidas gubernamentales emprendidas en 

la lucha contra las drogas, entre ellas la erradicación forzada y las fumigaciones, 

han ocasionado el éxodo masivo de la población. Además de lo anterior, la 



población ha tenido que soportar la estigmatización derivada de su permanencia 

en un territorio que ante la ausencia del Estado y la falta de apoyo para emprender 

opciones alternativas sostenibles y suficientes para su sobrevivencia, han 

terminado por vincularse al cultivo de la coca.  

 

Gráfica 18. Personas desplazadas y cultivos de coca (por has) a nivel 

nacional (1994-2014) 

 

 

Fuente: UNODC, 2015; RUV ς UARIV, con corte a 31 de diciembre de 2014. 

 

 
En el Mapa 10 se destacan municipios pertenecientes a las regiones de Urabá, 

Ariari Guayabero, Andén Pacífico Sur y Bajo Putumayo, los cuales se han 



caracterizado por mostrar cifras elevadas de hectáreas sembradas en coca305. La 

condición de puerto de algunos municipios pertenecientes a estas regiones y su 

localización y condiciones de acceso favorecen no solo la implantación de cultivos 

sino la instalación de cristalizaderos y el traslado del producto; lugares como 

Buenaventura y Tumaco así lo constatan (ver Mapa 10). Estas actividades 

generaban valores agregados de 2 billones y 9,6 billones de pesos en el año 2008 

(Gaviria y Mejía, 2011), respectivamente; lo cual se ha convertido en un incentivo 

para la disputas entre guerrilla, paramilitares y más recientemente por las 

denominadas bandas criminales, que han sido señaladas en la región como 

presuntas responsables del 66 por ciento del desplazamiento forzado. 

Como se ha expuesto en anteriores capítulos tanto Buenaventura como Tumaco, 

desde hace ya varios años, ocupan los primeros lugares en desplazamiento y más 

recientemente han visto incrementada la modalidad de éxodo intraurbano, en el 

que el microtráfico tiene un papel preponderante. La región Ariari-Guayabero 

ocupa la sexta posición en desplazamiento, con 183.772 víctimas, pero se cuenta 

entre las que registran una de las mayores áreas de siembra de coca con 7.384 

hectáreas en 2010 según el SIMCI. Ha sido una región disputada entre 

paramilitares y guerrilla, y entre el Estado y la guerrilla en el marco del Plan 

Patriota, lo cual dejó como saldo el desplazamiento de 124.973 personas, durante 

el periodo 2005 ï 2013. En el Mapa 10 se observa que en la región hay instaladas 

cocinas para la elaboración de pasta base de coca, lo cual en 2008 llegó a generar 

un valor agregado de alrededor de 0,9 billones de pesos dentro de la cadena de 

producción de este producto ilícito. 

En cuanto al Bajo Putumayo, esta región de amplio dominio de las FARC y de 

escasa presencia del Estado posibilitó la expansión del cultivo de coca, lo cual 

permitió el sustento de 36.000 pequeños productores (Cinep, Minga, Codhes 

2001). De acuerdo al RUV, de allí han sido desplazadas 133.908 personas, en 

buena medida como consecuencia de la incursión paramilitar a partir de 1998, lo 

                                              

305   Estas regiones en 2010 tenían respectivamente 2.847, 7.384, 18.103, y 3.903 hectáreas sembradas de coca según 
cálculos basados en la información reportada por el SIMCI. 
 



cual hacía parte del plan de expansión de las AUC. A esta organización armada se 

le atribuye la presunta responsabilidad del 14 por ciento de los desplazamientos 

reportados.  

La expansión de los cultivos de coca, la llegada de las mafias y los actores armados convirtieron 

a Putumayo ςen especial la zona baja del departamento- en un escenario de guerra. Durante más 

de dos décadas, la población civil ha sido estigmatizada como guerrillera o paramilitar, según el 

lugar donde habite, y ha sido víctima de múltiples y atroces repertorios de violencia. A la vez, ha 

padecido los impactos del Plan Colombia y la guerra global contra las drogas (CNMH, 2012, página 

17). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Mapa 10. Personas desplazadas y cadena de producción y tráfico de drogas 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014. 
 
 
 



3.2.3 Transformaciones y la disputa por el agua 

Las arterias fluviales que irrigan el país y los océanos que lo circundan juegan un 

papel importante al conectar poblaciones en las que la factibilidad de desarrollar 

otro tipo de vías es reducida o prácticamente nula. Así, los pobladores de 

municipios ubicados en la Amazonía o en las regiones selváticas del Pacífico, se 

movilizan a través de estas vías fluviales, que además les proveen parte de su 

sustento a través de la pesca y otros recursos.  

A la par de la población civil, los actores armados han hecho uso del mar, los 

esteros y los ríos para transportar ilícitos, insumos y armas e igualmente los han 

utilizado para desaparecer la evidencia de sus actos criminales. Ríos como el 

Magdalena, el Atrato, el Catatumbo han sido utilizados para estos fines, 

ocasionando en las víctimas recuerdos y temores que han trastocado su relación 

con estos escenarios, antes aprovechados para múltiples actividades, entre otras 

la recreación y la pesca.  

Otros ríos que han cobrado especial importancia en el transporte de armas, 

drogas y mercancías de contrabando son el Ariari, el Guayabero, el Patía y el 

Putumayo. Siendo sus áreas de influencia afectadas fuertemente por el 

desplazamiento -como se observa en el Mapa 11- en la medida en que varios de 

ellos han sido empleados como lugar de refugio por los grupos armados.  

En el mapa sobresalen los municipios ubicados en la ribera del río Arauca, los 

cuales presentan flujos de desplazamiento de 12.313 personas para el caso de 

Arauca, 15.255 en Arauquita y 11.486 en Saravena, éxodo que en muchos casos 

trasciende las fronteras nacionales, como ha quedado expuesto en la 

investigación desarrollada por el proyecto en la modalidad de desplazamiento 

transfronterizo, en general invisibilizado tanto en la atención como en las políticas 

públicas (CNMH, 2015-b). 

 



Mapa 11. Personas desplazadas y principales arterias fluviales del país 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014; IGAC, 2015. 
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Además del empleo de los mares y ríos del país como rutas para las actividades 

ilícitas, la movilización de tropas y campamentos estratégicos alrededor de las 

riberas, el interés por el recurso hídrico para la generación de energía mediante la 

construcción de represas ha dado lugar a desplazamientos forzados y expulsiones 

masivas de indígenas (ver Mapa 12). Esto ha desconocido sus derechos sobre 

territorios ancestrales y afectado sus modos de vida y fuentes de sobrevivencia, 

generando además graves impactos sobre el medio ambiente. Esta situación se 

ilustra claramente en dos casos donde la disputa por el agua, para la construcción 

de embalses e hidroeléctricas, ha generado el éxodo de la población y ha 

producido una profunda transformación de los territorios. 

Un caso que permite ilustrar esta problemática y su afectación a los grupos étnicos 

es el de la construcción de la represa de Urrá I en el río Sinú, ubicado en el 

municipio de Tierralta, en la región del Urabá cordobés y el Alto Sinú y San 

Jorge306. Como se ha documentado por distintos autores, para llevar a cabo dicha 

obra que inició en el año 1993, los paramilitares ñestimaron preciso desarraigar a 

m§s de 30.000 habitantes en Tierraltaò (Rodr²guez y Ord¼z, 2012, p§gina 15), 

población compuesta principalmente por campesinos e indígenas de la comunidad 

Embera Katío. Este tipo de prácticas rentistas convirtieron a este municipio en el 

quinto más expulsor y en el segundo con mayor índice de abandono de tierras en 

el país. 

 

 

 

                                              

306   En el valle del Sinú, el río, las ciénagas ςhumedales, pantanos y charcas- y los manglares interactúan a lo largo de 
todo el año, equilibrando los flujos y las reservas de agua. Los humedales, en particular, contribuyen a nivelar el río y a 
regular las inundaciones. Los pobladores originales del valle fueron los indígenas zenúes. Este pueblo ancestral es conocido 
como άŎǳƭǘǳǊŀ ŀƴŦƛōƛŀέ ƻ άǎƻŎƛŜŘŀŘ ƘƛŘǊłǳƭƛŎŀέΣ ǇƻǊ Ŝƭ ŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ ȅ ŎƻƴǘǊƻƭ ǇǊŜŎƻƭƻƳōƛƴƻ ǉǳŜ ǘǳǾƻ Ŝƭ ŎƻƳǇƻǊǘŀƳƛŜƴǘƻ 
hídrico de la región (Salazar Mejía, Irene, 2008, citada en: Rodríguez y Ordúz, 2012, página 28). 
 



Mapa 12. Personas desplazadas y centrales hidroeléctricas 

 

 

 

Fuente: RUV ς UARIV, corte a 31 de diciembre de 2014; ISAGEN, 2015. 

 

 



 
La resistencia y defensa de sus territorios les significó a sus pobladores ser 

señalados como colaboradores de la guerrilla, convirtiéndolos en blanco de grupos 

paramilitares y los ha sometido a otros hechos victimizantes como el asesinato de 

sus líderes. Muestra de ello es lo sucedido con Kimy Pernía Domicó, quien en 

representación de los indígenas Embera Katío se opuso a la construcción de la 

represa hidroeléctrica de Urrá I en Córdoba y fue asesinado y desaparecido por 

los paramilitares, según lo reconoció el propio Salvatore Mancuso. Pese a las 

constantes amenazas y ataques contra sus líderes, a la resistencia indígena se 

han unido afrocolombianos y campesinos igualmente afectados en diferentes 

regiones del país.  

El municipio de San Carlos, ubicado en la zona de embalses en el oriente 

antioqueño, una de las regiones más impactadas por el desplazamiento forzado, 

ejemplifica ampliamente esta situación y su afectación sobre las comunidades 

campesinas. Tal como lo ha documentado el Centro Nacional de Memoria 

Histórica, en dicho municipio, el proyecto modernizador para favorecer al país 

mediante la construcción del complejo hidroeléctrico, el aeropuerto José María 

Córdoba y la autopista Medellín-Bogotá, fueron ejecutados sin tener en cuenta a 

sus habitantes, por el contrario,  

[e]n la memoria de los sancarlitanos sus riquezas los convirtieron en sujetos despojados, por 

el Estado, quien los obligó a vender sus predios y desplegó una presencia militar importante 

dirigida a ǇǊƻǘŜƎŜǊ ƭŀǎ ƛƴǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ȅ ƴƻ ŀƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ȅ ŀ ǎǳ ǇƻōƭŀŎƛƽƴΦ όΧύ 5Ŝ ŜǎǘŜ ƳƻŘƻΣ ƭŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ 

en la memoria de los habitantes de la región se presenta como correlato del desarrollo, al cual le 

atribuyen en parte el origen de la cadena de actos de horror y de barbarie que han vivido por 

décadas (CNMH, 2011, página 26). 

Paradójicamente a las expectativas de progreso y bienestar, las infraestructuras 

rápidamente se convirtieron en objetivos militares de los grupos guerrilleros que 

ampliaron las operaciones de sus frentes en la región, lo que generó un mayor 

riesgo para su población. Asimismo, su importancia en la economía nacional 

motivó la incursión de los grupos paramilitares provenientes del Magdalena Medio 

en la segunda mitad de la década de los ochenta. De esta manera, la disputa por 

el control de las rentas asociadas a los proyectos hidroeléctricos generó un 



incentivo perverso que generó un recrudecimiento de la violencia y agudizó el 

desplazamiento forzado, convirtiendo a San Carlos en el municipio más expulsor y 

con mayores índices de abandono de tierras en la región. 

Los municipios con un gran potencial para los proyectos hidroeléctricos, como es 

el caso de Tierralta y San Carlos, han resentido los efectos de los intereses 

rentistas sobre las obras que supuestamente pretendían llevar progreso e 

inclusión. Además de los problemas asociados al conflicto armado, estos 

proyectos acarrean otros problemas que radican en no considerar los impactos 

socioculturales, ambientales y en el entorno, lo cual ha generado daños e 

impactos, muchas veces irreversibles, que afectan a sus habitantes. 

 

3.2.4 Las transformaciones territoriales y los megaproyectos 

El desplazamiento no solo ha sido funcional a las economías ilegales sino también 

a megaproyectos y proyectos económicos que requieren importantes extensiones 

de tierra, independientemente de su naturaleza jurídica o de su régimen por ser 

territorios étnicos. A partir de la desmovilización de las AUC y gracias a la 

intervención de instituciones, organismos no gubernamentales y proyectos 

apoyados por la cooperación internacional, ha sido posible visibilizar un fenómeno 

de compraventas masivas de tierras en municipios pertenecientes a regiones de 

alta expulsión, abandono forzado de tierras y masacres, como el Urabá307, 

Magdalena Medio, Montes de María308, Andén Pacífico Sur y Catatumbo (Uribe, 

S., 2013), entre otras309. 

                                              

307   9ƴ ƭŀ ǊŜƎƛƽƴ ŘŜƭ ¦Ǌŀōł ŀƴǘƛƻǉǳŜƷƻΣ άal igual que en la región de Montes de María, la compra masiva de tierra se ha 
venido presentado en porcentaje considerable sobre la propiedad de pequeños parceleros, en su mayoría beneficiarios 
del Programa de Reforma Agraria, quienes en muchos casos son presionados, entre otros factores, por el ambiente de 
ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ ƎŜƴŜǊŀƭƛȊŀŘŀΣ ǇƻǊ ǇǊŜǎƛƻƴŜǎ ŘƛǊŜŎǘŀǎ ȅ ŀƳŜƴŀȊŀǎ ȅκƻ ǇƻǊ ŦŀƭǎŜŘŀŘ Ŝƴ ŘƻŎǳƳŜƴǘƻǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ƻ ǇǊƛǾŀŘƻǎέ 
(Superintendencia de Notariado y Registro, 2011, página 8). 
 
308   ά[A] partir del año 2007 han sido denunciadas las compras masivas de inmuebles localizados a lo largo de los Montes 
de María, en respuesta de lo cual en octubre de 2008 el Comité Departamental de Atención Integral a la Población 
Desplazada de Bolívar emitió una declaratoria de riesgo de desplazamiento, determinación con asiento en la cual se 
estableció que muchas de las hectáreas que habían sido vendidas eran de campesinos desplazados o en riesgo de 
ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻέ ό//ƻƴǎǘΣ ¢-сфф! ŘŜ нлммύΦ ά9ƭ ŜǇƛŎŜƴǘǊƻ ŘŜ Ŝǎŀǎ ŎƻƳǇǊŀǎ Ŝǎ Ŝƭ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻ de El Carmen de Bolívar, y sus 
ŜŦŜŎǘƻǎ ǎŜ ŜȄǘƛŜƴŘŜƴ ƘŀŎƛŀ ƭƻǎ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŀƭŜŘŀƷƻǎ ŘŜ {ŀƴ WŀŎƛƴǘƻΣ {ŀƴ Wǳŀƴ ŘŜ bŜǇƻƳǳŎŜƴƻ ȅ ½ŀƳōǊŀƴƻέ ό/baIΣ нлмл-
c, páginas 166-184). 
 
309   ά[E]n todas las regiones continúa el fenómeno de la venta masiva de tierras. Actualmente se investiga la situación 



Resulta incoherente, y se constituye en una falla a la debida prevención y 

protección a la población desplazada y sus bienes, que en algunas de estas 

regiones se hayan creado estímulos e incentivos para implantar proyectos 

agroindustriales de gran escala (palma, teca, etc.) y otros productos de tardío 

rendimiento, incluso a partir de recursos del Plan Colombia, como se ha 

documentado en los casos de los territorios de los Consejos Comunitarios de 

Jiguamiandó y Curvaradó. Esta nueva modalidad de despojo es expresada en 

palabras de un líder campesino de los Montes María: 

En este nuevo periodo otro método han sido los macroproyectos. Aquí se están gestando dos 

macroproyectos: uno en la zona de San Onofre y [otro en] María la Baja: el de la palma, entonces 

son empresas, algunas buscan tierra en esta zona como aguja en un pajar. Emplean formas de 

presión hasta que entreguen la parcela (CNMH, 2010-c, página 165). 

Asimismo, en estas regiones altamente expulsoras, además del aumento en la 

implantación de monocultivos agroindustriales, también se ha producido una 

expansión de las concesiones mineras y la minería ilegal. Esta situación ha 

generado un choque de intereses que han exacerbado las manifestaciones de 

violencia a partir del conflicto entre los tradicionales mineros informales y las 

grandes empresas310. En particular, el boom minero de la década pasada, 

especialmente a partir de 2008311, y fortalecido en 2010 a trav®s de la ñlocomotora 

mineraò312, han agudizado los problemas de inequidad, violencia y desplazamiento 

                                              

Ŝƴ ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŎƻƳƻ ±ƛǎǘŀƘŜǊƳƻǎŀ όaŜǘŀύΣ ƭƻǎ aƻƴǘŜǎ ŘŜ aŀǊƝŀ όΧύΣ Ŝƴ Ŝƭ ¦Ǌŀōł ŀƴǘƛƻǉǳŜƷƻ ȅ ¢ƛōǵΣ bƻǊǘŜ ŘŜ {ŀƴǘŀƴŘŜǊΣ 
ŘƻƴŘŜ ǎŜ Ƙŀƴ ƳǳƭǘƛǇƭƛŎŀŘƻ ƭŀǎ ǎƻƭƛŎƛǘǳŘŜǎ ŘŜ ŜƴŀƧŜƴŀŎƛƽƴ ƻ ǇŜǊƳƛǎƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǾŜƴǘŀ ŘŜ ǘƛŜǊǊŀǎ ǇǊƻǘŜƎƛŘŀǎέ όtb¦5, 2009, 
página 17). 
 
310   άLa aparición de la explotación minera a gran escala crea un conflicto entre los tradicionales mineros informales y 
las grandes empresas. Estos conflictos han hecho inviables grandes proyectos de explotación de minería informal, en 
algunos casos han sido los causantes de brotes de violencia que terminan con flujos de desplazamientos, asesinatos, entre 
ƻǘǊƻǎέ όDƛǊŀƭŘƻΣ WΦ ȅ aǳƷƻȊΣ WΦΣ нлмнύΦ 
 
311   άDurante la segunda mitad de la década pasada, y muy especialmente a partir del año 2008, la producción de 
minerales e hidrocarburos comenzó a desplazar a la agricultura y a acercarse a la industria, dentro de los principales 
ǎŜŎǘƻǊŜǎ ŘŜ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŎƻƭƻƳōƛŀƴŀέ ό/ƻƴǘǊŀƭƻǊƝŀΣ нлмоΣ ǇłƎƛƴŀ орύΦ 
 
312   El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad para todos, de la primera administración de Juan Manuel 
Santos elevó el sector minero-ŜƴŜǊƎŞǘƛŎƻ ŀ ƭŀ ŎŀǘŜƎƻǊƝŀ ŘŜ άƭƻŎƻƳƻǘƻǊŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ȅ ƭŀ ƎŜƴŜǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ŜƳǇƭŜƻέΦ 
Véase: DNP, 2011, páginas 275 -296. 
 



en varias regiones del país (Contraloría General de la República, 2013, página 

182).  

Esta situación se ha presentado con mayor intensidad en departamentos con gran 

potencial de explotación minera como Antioquia (oro), Arauca, Casanare, Meta 

(petróleo), Cesar, La Guajira (carbón) y Córdoba (carbón y ferroníquel) 

(Contraloría General de la República, 2013, páginas 41-51). En estas regiones, 

caracterizadas por la consolidación del proyecto paramilitar, las prácticas de 

violencia, entre ellas el desplazamiento forzado, están asociadas a intereses de 

actores legales como es el caso de multinacionales mineras que han sido 

señaladas como presuntas responsables por el apoyo financiero y logístico a los 

bloques de las AUC313. Al respecto, la Corte Constitucional ha reiterado que la 

población indígena y afrodescendiente ha sido expulsada de sus territorios 

colectivos, entre otros factores, debido a: 

la existencia de procesos mineros y agrícolas en ciertas regiones que impone fuertes tensiones 

sobre sus territorios ancestrales y que ha favorecido su despojo (CConst, Auto 005 de 2009, para. 

67). 

los efectos de la minería y de los grandes proyectos inconsultos que se adelantan en los 

tŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ ΨόΦΦΦύ ŀƳŜƴŀȊŀƴ Ŏƻƴ ŘŜǎǇƭŀȊŀǊ ƻ ȅŀ Ƙŀƴ ŘŜǎǇƭŀȊŀŘƻ ŀ ŎƛŜƴǘƻǎ ŘŜ ƳƛƭŜǎ ŘŜ 

ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ ȅ ǘǊƛōǳǎ όΦΦΦύΩ ŘŜ ǎǳ Ƙłōƛǘŀǘ ό//ƻƴǎǘΣ {¦-383 de 2003).  

Al analizar la información de la Agencia Nacional de Minería, se puede observar la 

coincidencia en regiones altamente expulsoras de población, con extensiones 

importantes de tierras y territorios abandonados y despojados, y la adjudicación de 

títulos para la explotación de carbón y oro (ver mapas 13 y 14). Este es el caso de 

regiones como Alto Sinú y San Jorge, Catatumbo, Montes de María, Magdalena 

Medio, Serranía del Perijá, Sur de Bolívar, la Sierra y la Ciénaga Grande de Santa 

Marta. 

                                              

313   La organización no gubernamental holandesa Pax denunció supuestos vínculos entre multinacionales mineras 
(Drummond y Prodeco) con paramilitares del Bloque Norte de las AUC. En particular, se denunció el apoyo financiero y 
logístico al FJAA (Frente Juan Andrés Álvarez) del Bloque Norte, con presencia en el centro minero del departamento del 
Cesar. Véase: Pax Christi, 2014. 
 



Es fundamental señalar que los mapas aquí presentados no pretenden 

estigmatizar renglones económicos y productivos. Por el contrario, tienen como 

propósito central presentar hechos coincidentes en territorios y momentos 

específicos para promover investigaciones más profundas, que permitan 

reconstruir los factores subyacentes al desplazamiento forzado. Asimismo, se 

llama la atención sobre la necesidad de esclarecer los hechos que aquí se señalan 

como desafortunados y desproporcionados para la población campesina y las 

comunidades étnicas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Mapa 13. Personas desplazadas y títulos otorgados para explotación de 

carbón 

 

 

Fuente: base cartográfica IGAC para división política, Agencia Nacional de Hidrocarburos - ANH y Ministerio de Minas y 
Energía. 



Mapa 14. Personas desplazadas y títulos otorgados para explotación de oro 

 

Fuente: base cartográfica IGAC para división política, Agencia Nacional de Hidrocarburos - ANH y Ministerio de Minas y 
Energía. 

 




























































































































































































































































































































































































































































































































































































